
Santiago, veinticuatro de junio de dos mil veinticuatro.

VISTOS Y O DOS:Í

Con fecha 23 de septiembre de 2021, la Direcci n General de Asuntos Jur dicosó í  

del Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile, remiti  a la Corte Suprema medianteó  

su oficio N  3602, la Nota Diplom tica N 5-4-M/234 de fecha 16 de septiembre de° á °  

2021,  por  la  cual  la  Embajada  del  Per  solicit  la  ampliaci n  de  extradici n  delú ó ó ó  

ciudadano peruano Alberto Fujimori Fujimori, nacido el 28 de julio de 1938, documento 

nacional de identidad peruano N  10553955, formulada por el Segundo Juzgado Penal°  

Especial de la Corte Superior de Justicia de Lima en virtud del Tratado de Extradici nó  

entre la Rep blica del Per  y la Rep blica de Chile, suscrito en Lima el 5 de noviembreú ú ú  

de 1932, y dem s disposiciones legales aplicables en la especie, a efectos de someterlo aá  

juicio y determinar su responsabilidad penal por su presunta participaci n en la comisi nó ó  

de los delitos i) contra la seguridad p blica  suministro ilegal de armas de fuego; ii)ú –  

contra  la  tranquilidad  p blica   asociaci n  il cita  para  delinquir;  iii)  delitos  queú – ó í  

comprometen  las  relaciones  exteriores  del  Estado  violaci n  de la  soberan a  de  un– ó í  

Estado extranjero y conjuraci n contra un Estado Extranjero, y iv) contra la fe p blica ó ú – 

falsedad gen rica, en agravio del Estado peruano.é

Los antecedentes en que se fundamenta el pedido de ampliaci n de extradici nó ó  

constan de dos tomos, de un total de 994 p ginas, debidamente apostillados. Dentro deá  

los cuales se encuentran: a) aquellos que dicen relaci n con el cuaderno de tramitaci nó ó  

de la ampliaci n de extradici n activa desarrollada en el Per : Solicitud de ampliaci nó ó ú ó  

de  extradici n  de  la  Corte  Superior  de  Justicia  de  Lima,  Segundo  Juzgado  Penaló  

Especial, expediente N  53-2008, seguida contra el Sr. Fujimori Fujimori por el delito de°  

tr fico ilegal de armas y otros; datos de identidad del requerido; normativa aplicable a laá  

extradici n, a los il citos, normas de prescripci n e interrupci n de la misma; normasó í ó ó  

sobre penas privativas de libertad de los il citos denunciados y normativa internacional:í  

Tratado  de  Extradici n  entre  Per  y  Chile;  Convenci n  Interamericana  contra  laó ú ó  

fabricaci n  y  el  tr fico  il cito  de  armas  de  fuego,  municiones,  explosivos  y  otrosó á í  

materiales  relacionados;  b)  antecedentes  relativos  a la investigaci n (instrucci n fiscal),ó ó  

como:  transcripci n  de video de la  conferencia  de prensa  sobre  plan de inteligenciaó  

Siberia ,  de  fecha  15  de  diciembre  de  2000;  declaraciones  testimoniales  de  Santos“ ”  

Cenepo Shapiama, de fecha 15 de marzo de 2001; Manuel Alejandro Vargas Echaiz, de 

fecha  16  de  marzo  de  2001;  Carlos  Francisco  Arbaiza  Aldazabal,  Alberto  Meza 

Rodr guez, Hilda Raquel Smith Magui a de L pez y V ctor Ivachine, todas de fecha 19í ñ ó í  

de marzo de 2001; Juan Manuel L pez Rodr guez, de fecha 20 de marzo de 2001; Luisó í  

Frank Aybar Cancho, de fecha 21 de marzo de 2001 y de 23 de marzo de 2001; José 

Gonzales  Loayza en Washington,  EE.UU.,  de fecha 15 y 16 de noviembre de 2002; 

declaraciones de Libardo Aldana Mej a (en Villavicencio, Meta, Colombia), de fecha 21í  

y 26 de agosto de 2002 y de 19 de enero de 2006; Eiber Mar n Isasa (en Bucaramanga,í  

Colombia), Jos  Alfredo Torres Gonz lez (en Bucaramanga, Colombia), ambas de fechaé á  

14 de diciembre de 2000; ampliaci n de indagatoria de Luis Humberto S nchez Bernaló á  

(Santa Fe de Bogot , Colombia), de fecha 3 de mayo de 2002; diligencia de declaraci ná ó  

juramentada  de Carlos  Alberto  Salazar (en Bogot .),  de fecha  1 de marzo de 2001;á  

declaraci n de Jos  Yair Gonz lez Loaiza (en Bogot ), de fecha 30 de mayo de 2001;ó é á á  
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traducci n de la declaraci n voluntaria de Charles Max Damien Acelor prestada en eló ó  

Consulado General del Per  en Miami, en presencia del Agente Especial del FBI John P.ú  

Stewart, de fecha 27 de febrero de 2001; interrogatorio de Sarkis Soghanalian, sin fecha; 

declaraci n instructiva de Vladimiro Montesinos Torres de fechas 25 de junio de 2001,ó  

31 de agosto de 2001, 19 de julio de 2001 y 26 de julio de 2001; acta de visualizaci n yó  

transcripci n de video FARC-FUJIMORI, de fecha 23 de mayo de 2007 y su respectivoó  

informe,  N  166-2006  DIRCOCOR-PNP,  de  18  de  diciembre  de  2006;  dictamen°  

acusatorio  de  la  Fiscal a  Superior  Penal  Especializada  para  pasar  a  juicio  oral  aí  

Vladimiro Montesinos Torres y 35 imputados m s por diversos delitos en relaci n con elá ó  

tr fico  ilegal  de  armas  de  fuego,  de  fecha  18  de  septiembre  de  2003  y  suá  

complementaci n de fecha 30 de octubre de 2003; sentencia de fecha 21 de septiembreó  

de 2006 de la Corte Superior de Justicia de Lima, Primera Sala Penal Especial, Exp. N° 

038-2001 que condena a Vladimiro Montesinos Torres y otros,  como autor delito de 

peligro  com n suministro  ilegal  de  armas  de  fuego  en  agravio  del  Estado  peruano;ú  

violaci n  de  la  soberan a  de  un  estado  extranjero  y  conspiraci n  contra  un  Estadoó í ó  

extranjero en agravio Estado peruano; asociaci n il cita para delinquir en agravio Estadoó í  

peruano;  falsedad gen rica  en agravio  Estado peruano;  sentencia  recurso  nulidad Né ° 

4936-2006, de 11 de diciembre de 2008 de la Sala Penal Permanente, Lima (respecto a 

Vladimiro Montesinos s lo declara nulidad en cuanto a la condena como coautor deló  

delito contra la fe p blica  falsedad gen rica -fundada la excepci n de prescripci n-);ú – é ó ó  

formalizaci n  de  denuncia  penal  contra  Alberto  Fujimori,  de  laó  Fiscal a  Provincialí  

Especializada del Ministerio P blico, por el delito de suministro ilegal de armas de fuego,ú  

asociaci n il cita para delinquir, violaci n de soberan a y conspiraci n contra un Estadoó í ó í ó  

extranjero y falsedad gen rica en agravio del Estado peruano;  auto de instrucci n deé ó  

fecha  30 de enero  de  2009,  que  resuelve  abrir  proceso  penal  en contra  de Alberto 

Fujimori,  por  los  il citos  ya  mencionados,  dictando  medidas  de  coerci n  personal:í ó  

comparecencia e impedimento de salir del  pa s y traba embargo sobre los bienes  delí  

procesado por 1.000.000 de nuevos soles.

Con fecha 24 de septiembre de 2021, el Presidente de esta Corte design  comoó  

instructor del presente procedimiento al ministro Juan Eduardo Fuentes Belmar, quien, 

con  fecha  27  de  septiembre  de  ese  a o,  tuvo  por  recibidos  los  antecedentes.  Porñ  

resoluci n  de  12  de  octubre  de  2021,  el  ministro  Fuentes  Belmar  dio  inicio  a  laó  

investigaci n. En raz n de lo anterior, por medio del oficio N  72.885-2021, se pidi  a laó ó ° ó  

Embajada de la Rep blica del Per , a trav s del Ministerio Relaciones Exteriores, queú ú é  

recabara de la autoridad judicial competente de dicho pa s la declaraci n indagatoria delí ó  

requerido,  como tambi n,  que  informara  respecto  al  estado  de  salud  del  mismo.  Seé  

orden  traer a la vista los procesos de extradici n y de ampliaci n de extradici n pasivaó ó ó ó  

Roles N  5.646-2005, 6.334-2011 y 60-2016, seguidos en contra del requerido.°

Con fecha 3 de noviembre de 2021, la Direcci n General de Asuntos Jur dicosó í  

del  Ministerio de Relaciones  Exteriores  de Chile remiti  v a oficio N  4264, la Notaó í °  

diplom tica N  5-4-M/288 de fecha 29 de octubre de 2021, de la Embajada del Per ,á ° ú  

por  la  que  se  solicit  la  ampliaci n  de  extradici n  del  ciudadano  peruanoó ó ó  Alberto 

Fujimori  Fujimori,  formulada  por  el  Segundo  Juzgado  Penal  Especial  de  la  Corte 

Superior de Justicia de Lima, en virtud del Tratado de Extradici n entre las Rep blicasó ú  
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del Per  y de Chile, suscrito en Lima el 5 de noviembre de 1932, y dem s disposicionesú á  

legales  aplicables  en  la  especie,  a  efectos  de  someterlo  a  juicio  y  determinar  su 

responsabilidad  penal  en  la  presunta  comisi n  del  delito  de  homicidio  calificado  yó  

secuestro agravado, en perjuicio de Mariano Ventocilla Rojas y otros. 

Los antecedentes en que se fundamenta el pedido de ampliaci n de extradici nó ó  

constan de dos tomos, debidamente apostillados. Dentro de los cuales se encuentran: a) 

aquellos  que  dicen  relaci n  con  el  cuaderno  de  tramitaci n  de  la  ampliaci n  deó ó ó  

extradici n  activa  desarrollada  en el  Per :  solicitud  de  ampliaci n  de  extradici n  deó ú ó ó  

Alberto Fujimori de fecha 4 de diciembre de 2009, expedida por la Corte Superior de 

Justicia de Lima, Segundo Juzgado Especial Penal; Tratado de Extradici n entre el Peró ú 

y Chile; normas legales aplicables al caso; copia certificada de la Legislaci n Nacionaló  

Peruana; datos del requerido Alberto Fujimori Fujimori; y, b) antecedentes relativos a la 

investigaci n (instrucci n fiscal),  dentro de los cuales  se pueden indicar:  manifestaci nó ó ó  

policial de Soria Silvia Olivares Dolores, Esther Cotrina Ram rez, Urbana Cabracanchaí  

Dolores, todas de fecha 13 de marzo de 2002; Catalina Castillo Le n de fecha 11 deó  

julio de 1992 y 13 de marzo de 2002; Protocolos de Autopsia N  0060-92-UTHO-HAH-°

ML de Rafael Ventocilla Rojas de fecha 30 de junio de 1992; N  0058-92 -UTHO-°

HAH-ML de  Marino  Ventocilla  Rojas  de  fecha  30  de  junio  de  1992;  N  0061-92°  

-UTHO-HAH-ML de Alejandro Ventocilla Castillo de fecha 30 de junio de 1992; N° 

0062-92-UTHO-HAH-ML de Sim n Ventocilla Castillo, de fecha 30 de junio de 1992;ó  

N  0057-92 -UTHO-HAH-ML de Rub n Daniel Ventocilla Le n 25 de junio de 1992,° é ó  

y N  0059-92 -UTHO-HAH-ML de Paulino Ventocilla Castillo 25 de junio de 1992;°  

denuncia de la Fiscal a Provincial Especializada en delitos contra los Derechos Humanos,í  

contra Fujimori y otros por el delito de secuestro agravado, de fecha 18 de junio de 

2009; Actas de Nacimiento de los agraviados Sim n Ventocilla y Rafael Ventocilla; Parteó  

Policial N 50 SECOTE-JE-HH de 24 de junio de 1992, que da cuenta que personal de°  

PNP encontr  seis cad veres semienterrados en una chacra, ubicada a la altura del Km.ó á  

9 de la carretera Huaura-Say n; denuncia efectuada por Fiscal a Provincial Especializadaá í  

en Derechos  Humanos  de 18 de junio  de 2009 en contra  del  requerido y consigna 

declaraciones  de  miembros  del  Grupo  Colina,  rendidas  en  el  marco  de  la  ley  de 

Colaboraci n Eficaz ó

Con fecha 3 de noviembre de 2021, la Direcci n General de Asuntos Jur dicosó í  

del  Ministerio de Relaciones  Exteriores  de Chile remiti  v a oficio N  4265, la Notaó í °  

diplom tica N  5-4-M/291 de la Embajada del Per , de fecha 29 de octubre de 2021,á ° ú  

mediante la cual se solicit  la ampliaci n de extradici n del ciudadano peruanoó ó ó  Alberto 

Fujimori  Fujimori  ,  formulada  por  el  Cuarto  Juzgado  Penal  Especial  de  la  Corte 

Superior de Justicia de Lima en virtud del Tratado de Extradici n entre la Rep blica deló ú  

Per  y la Rep blica de Chile, suscrito en Lima el 5 de noviembre de 1932, y dem sú ú á  

disposiciones legales aplicables en la especie, para ser procesado por la presunta comisi nó  

del delito de secuestro agravado, en agravio de Arturo Moreno Alc ntara y otros. á

Junto al requerimiento se acompa an dos tomos de documentaci n debidamenteñ ó  

apostillada. En ellos podemos destacar: a) aquellos que dicen relaci n con el cuaderno deó  

tramitaci n de la ampliaci n de extradici n activa desarrollada en el Per : Oficio Nó ó ó ú ° 

10305-2021-MP-FN-UCIEJ-NEZF  del  Ministerio  P blico  de  fecha  21  de  octubre  deú  
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2021  que  remite  en  f sico  cuaderno  de  solicitud  de  ampliaci n  de  extradici n  delí ó ó  

requerido;  solicitud de Ampliaci n de extradici n de Alberto Fujimori de fecha 22 deó ó  

octubre de 2009, expedida por la Corte Superior de Justicia de Lima, Cuarto Juzgado 

Especial  Penal,  en  el  expediente  N  24-2008;  datos  del  requerido  Alberto  Fujimori°  

Fujimori; y b) documentos que dicen relaci n con la instrucci n penal llevada a cabo enó ó  

el Per : manifestaciones del Mayor Salvador Carmona Bernasconi de fecha 16 de abrilú  

de 2004; del  Comandante EP Marko Antonio  Zarate Rotta de fecha 22 de abril  de 

2004; Comandante EP Jorge Ram n Noblecilla Merino de fecha 21 de abril de 2004;ó  

Comandante General EP. Nicol s de Bari Hemoza R os de fecha 21 de abril de 2004 yá í  

20 de diciembre de 2005; de Jaime Eduardo Salinas L pez Torres de fecha 19 de abriló  

de 2004; Jorge V ctor Polack Merel de fecha 1 de diciembre de 2004; Jaime Eduardoí  

Salinas L pez Torres de fecha 19 de noviembre de 2004; del General DIV EP. Luisó  

Augusto Perez Documet de fecha 29 de noviembre de 2004; del Coronel PNP Freddy 

Dagne Rebatta Esp ritu de fecha 23 de febrero de 2005; y del General DIV EP Jaimeí  

Enrique Salinas Sedo de fecha 8 de mayo de 2005; publicaciones de prensa relativas a 

los  il citos  perpetrados;  carta  expedida  por  Jorge  Polack  Merel  dirigida  al  Jefe  deí  

Departamento de Investigaciones, con fecha 4 de diciembre de 2004, acompa ando unñ  

cassette de audio cuyo contenido es una conversaci n por radio entre el Sr. Vladimiroó  

Montesinos y el General Nicolas Hermoza y fotocopia de art culo aparecido en la revistaí  

Caretas  de  fecha  26  de  septiembre  de  1996;  Oficio  N  1494-2005-DIRCOCOR-“ ” °

PNP/OFINTE-UNINTE de fecha 30 de noviembre de 2005 de la Polic a Nacional delí  

Per  dirigido  al  Jefe  de  la  DIVAPJDIRCOCOR,  remitiendo  transcripci n  de  cintasú ó  

VHS y audio.

Con fecha 3 de noviembre de 2021, la Direcci n General de Asuntos Jur dicosó í  

del  Ministerio de Relaciones  Exteriores  de Chile  remiti  v a oficio N  4266 la Notaó í °  

Diplom tica N  5-4-M/287 de fecha 29 de octubre de 2021, de la Embajada del Per ,á ° ú  

por  la  que  se  solicit  la  ampliaci n  de  extradici n  del  ciudadano  peruanoó ó ó  Alberto 

Fujimori Fujimori, formulada por el Tercer Juzgado Penal Especial de la Corte Superior 

de Justicia de Lima, en virtud del Tratado de Extradici n entre la Rep blica del Per  yó ú ú  

la  Rep blica  de  Chile,  suscrito  en  Lima  el  5  de  noviembre  de  1932,  y  dem sú á  

disposiciones legales aplicables en la especie, a efectos de someterlo a juicio y determinar  

su responsabilidad penal por los delitos de homicidio calificado, en agravio de Nicol sá  

Cruz S nchez y otros.á

Junto al requerimiento se acompa an dos tomos de un total de 516 p ginas deñ á  

documentaci n  debidamente  apostillada.  En  ellos  podemos  destacar:  a)  aquellosó  

antecedentes  que dicen relaci n con el cuaderno de tramitaci n de la ampliaci n deó ó ó  

extradici n activa desarrollada en el Per : solicitud de ampliaci n de extradici n activaó ú ó ó  

de Alberto Fujimori de fecha 6 de febrero de 2008, de la Corte Superior de Justicia de 

Lima, Tercer Juzgado Penal Especial, que contiene a su vez normativa aplicable y datos 

de identificaci n del requeridoó ;  Car tula - Anexo 02 Legislaci n Aplicable y Car tula -á ó á  

Anexo 03 Identificaci n de la Persona Reclamada, y b) antecedentes que dicen relaci nó ó  

con  el  hecho  delictivo  y  la  vinculaci n  del  requerido  con  ste:  manifestaci n  yó é ó  

declaraci n indagatoria de M ximo F lix Rivera D az de fecha 19 de marzo de 2001 yó á é í  

12 de febrero de 2003,  respectivamente;  manifestaciones  del  Coronel  Marco Enrique 
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Miyashiro Arashiro de fecha 16 de abril de 2001; Carlos Jes s Garc a Godos Mart nezú í í  

de fecha 14 de agosto de 2001; PNP V ctor Salazar Chota de fecha 25 de abril de 2001í  

y 15 de abril de 2003; del Mayor S PNP Mar a del Rosario Pe a Vargas de fecha 18 deí ñ  

junio  de  2001;  Jos  Williams  Zapata  de  fecha  12 de  febrero  de  2001;  SOT3  PNPé  

Marcial Teodorico Torres Arteaga de fecha 28 de diciembre de 2001 y 25 de abril de 

2003; SO1 PNP Ra l Robles Reynoso de fecha 28 de diciembre de 2001 y 25 de abrilú  

de 2003; Teniente Coronel EP Ricardo Pajares del Carpio de fecha 26 de febrero de 

2002;  ampliaciones  de  las  manifestaciones  del  Coronel  EP  Hugo  V ctor  Robles  delí  

Castillo de fecha 8 de febrero de 2002; y de Mois s Pantoja Rodulfo de fecha 20 deé  

marzo de 2002; declaraci n indagatoria del General EP Augusto Jaime Pati o de fechaó ñ  

17 de mayo de 2002; Informe 02-2001 de fecha 26 de enero de 2001, confidencial, en 

que se acompa an 14 protocolos de necropsias parciales y otros informes periciales deñ  

medicina forense (Necropsia N  09, 10, 12, 14; dictamen pericial Dactilosc pico de fecha° ó  

24  de  abril  de  1997;  dictamen  pericial  de  Medicina  Forense  23  de  abril  de  1997; 

pronunciamientos M dicos Legales de fecha 28 de febrero de 2001; informe sobre restosé  

Humanos NN1-NN14 atribuidos al Movimiento Revolucionario Tupac Amaru, expedido 

por el equipo Peruano de Antropolog a Forense, del mes de julio de 2001; Informe deí  

las pericias m dicos legales realizadas por el Instituto de Medicina Legal del Per  a losé ú  

Integrantes del Grupo MRTA , fallecidos en la residencia del Embajador de Jap n en“ ” ó  

el Per ; Examen Pericial Dactilosc pico N  073-DIM-SIC de fecha 30 de abril de 2001;ú ó °  

Acta  de  identificaci n  y  levantamiento  de  cad veres  de  personas  pertenecientes  aló á  

movimiento  revolucionario  TUPAC  AMARU ,  encontrados  en  la  residencia  del“ ”  

Embajador  de  Jap n  de  fecha  25  de  abril  de  1997;  Publicaciones  de  prensa  comoó  

recortes period sticos de Diarios Gesti n y Rep blica de fecha 25 de abril de 1997, de laí ó ú  

Revista Gente de fecha 26 de abril de 1997; ejemplar period stico titulado Emerretistasí “  

Fueron  Capturados  Vivos ;  Comunicado  de Hidetaka  Ogura  de  fecha  20 de  agosto”  

2021.

Con fecha 3 de noviembre de 2021, la Direcci n General de Asuntos Jur dicosó í  

del  Ministerio de Relaciones  Exteriores  de Chile remiti  v a oficio N  4267, la Notaó í °  

Diplom tica N  5-4-M/289, de fecha 29 de octubre de 2021, de la Embajada del Per ,á ° ú  

por  la  que  se  solicit  la  ampliaci n  de  extradici n  del  ciudadano  peruanoó ó ó  Alberto 

Fujimori Fujimori, formulada por el Primer Juzgado Penal Especial de la Corte Superior 

de Justicia de Lima en virtud del Tratado de Extradici n entre la Rep blica del Per  yó ú ú  

la  Rep blica  de  Chile,  suscrito  en  Lima  el  5  de  noviembre  de  1932,  y  dem sú á  

disposiciones legales aplicables en la especie, a efectos de someterlo a juicio y determinar  

su responsabilidad penal por los delitos de asociaci n il cita para delinquir, en calidad deó í  

autor, y peculado doloso, en calidad de autor mediato, en agravio del Estado peruano. 

Los antecedentes que fundamentan la referida solicitud constan de un tomo de 

411  p ginas  de  documentaci n  debidamente  apostillada.  Respecto  de  ellos  podemosá ó  

destacar: a) aquellos antecedentes que dicen relaci n con el cuaderno de tramitaci n deó ó  

la ampliaci n de extradici n activa desarrollada en el Per : solicitud de ampliaci n deó ó ú ó  

extradici n de Alberto Fujimori de fecha 24 de marzo de 2008, expedida por la Corteó  

Superior  de Justicia  de Lima,  Primer  Juzgado Especial  Penal;  copia  certificada de la 

resoluci n  judicial  de  fecha  15 de  diciembre  de  2006  que  dispone  abrir  instrucci nó ó  
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contra  el  inculpado  Alberto  Fujimori  Fujimori  y  ordena  en  su  contra  mandato  de 

detenci n y su inmediata  ubicaci n y captura a nivel  nacional  e internacional;  copiaó ó  

certificada  de  la resoluci n  judicial  de fecha  22 de  marzo  de 2007 que  declara  reoó  

contumaz  al  inculpado  Alberto  Fujimori  Fujimori;  copia  certificada  de  la  ficha  de 

identidad personal del inculpado Fujimori Fujimori y normativa aplicable (Convenci nó  

Interamericana contra la Corrupci n; Tratado de Extradici n con Chile y Convenci nó ó ó  

de  las  Naciones  Unidas  contra  la  Corrupci n),  y  b)  antecedentes  relativos  a  laó  

investigaci n penal desarrollada en Per : copia certificada de los medios probatorios queó ú  

sustentan la causa probable del proceso que se investiga al inculpado Alberto Fujimori 

por delito de peculado y asociaci n il cita para delinquir;  diligencia de ampliaci n deó í ó  

instructiva de Vladimiro Montesinos Torres; manifestaci n de Genaro Delgado Parker deó  

fecha 22 de junio de 2006 y 14 de mayo de 2007; declaraciones testimoniales de Julio 

Rolando Salazar Monroe  de fecha  23 de enero de 2007;  Jos  Guillermo  Villanuevaé  

Ruesta de fecha 15 de junio de 2007; Humberto Guido Rozas Bonuccelli de fecha 18 

junio de 2007; Mario Rafael Ruiz Ag ero de fecha 22 de junio de 2007 y Matilde Pinchiü  

Pinchi  de  fecha  2 de  julio  de  2007;  Congreso  de  la  Rep blica  Primera  Legislaturaú  

Ordinaria  de 2001,  transcripci n del  video s/n Reuni n Dr.  Montesinos-  Joy Way-ó “ ó  

Sch tz , sin fecha espec fica.ü ” í

Con fecha 3 de noviembre de 2021, la Direcci n General de Asuntos Jur dicosó í  

del  Ministerio de Relaciones  Exteriores  de Chile remiti  v a oficio N  4268, la Notaó í °  

Diplom tica N  5-4-M/290 de la Embajada del Per , de fecha 29 de octubre de 2021,á ° ú  

mediante la cual se solicit  la ampliaci n de extradici n del ciudadano peruanoó ó ó  Alberto 

Fujimori Fujimori, formulada por el Segundo Juzgado Penal Supraprovincial en virtud 

del Tratado de Extradici n entre la Rep blica del Per  y la Rep blica de Chile, suscritoó ú ú ú  

en  Lima  el  5 de noviembre  de  1932,  y dem s  disposiciones  legales  aplicables  en laá  

especie,  a efectos de someterlo a juicio y determinar su responsabilidad penal por los  

delitos: i) homicidio calificado (alevos a y explosi n), en agravio de Juan Bardales Rengifoí ó  

y otros; y ii) lesiones graves, en agravio de Margot Lourdes Liendo Gil y otros.

Los antecedentes que fundamentan la referida solicitud constan de un tomo de 

650 p ginas de documentaci n debidamente apostillada. De ellos podemos destacar: a)á ó  

aquellos  antecedentes  que  dicen  relaci n  con  el  cuaderno  de  tramitaci n  de  laó ó  

ampliaci n de extradici n activa desarrollada en el  Per :  cuaderno de ampliaci n deó ó ú ó  

extradici n del Inculpado Alberto Fujimori Fujimori expediente N  24-2006 por el delitoó °  

contra la vida, el cuerpo y la salud, i) homicidio calificado-asesinato en agravio de Juan 

Bardales Rengifo y otros; y ii) lesiones graves, en agravio de Margot Lourdes Liendo Gil 

y otros; e identificaci n del requerido; b) antecedentes referidos a la instrucci n penal yó ó  

policial  efectuada en dicho pa s: certificados  de necropsia  de miembro policial-  Josí – é 

Diego  Hidrogo  Olano;  -  internos  del  Penal-  Juan  Bardales  Rengifo  (28);  Juan  Jes sú  

Conde Yupari (33); Marcos Callocunto Nu ez (30); Fidel Rogelio Castro Palomino (22);ñ  

Jaime Gilberto  Guti rrez  Prado (28);  Julio C sar  Moren Nu ez (28);  Sergio  Camposé é ñ  

Fernandez (32);  Luis  ngel  Llamas  Mendoza  (24);  Lucio Roberto Cuadros  IllacanquiÁ  

(39);  Santos  Genaro  Zavaleta  Hipolito  (35);  Rufino  Obregon  Chavez  (30);  Wilfredo 

Fheller Guti rrez Veliz (30); Andr s Ag ero Garamendi (33); Ramiro Alberto Ninaquispeé é ü  

Flores (29); Janet Rita Talavera S nchez (28); Mercedes Peralta Aldazabal (24); Rub ná é  
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Constantino Chihu n Basilio (30);  Julia  Marlene  Olivos  Pe a (25);  Ana Pilar  Castilloá ñ  

Villanueva (25); Deodato Hugo Juarez Cruzatt (41); Marcos Wilfredo Aza a Meza (24);ñ  

Yobanka Elizabeth Pardave Trujillo (35); Tito Roger Valle Travesa o (42); Elvia Nilañ  

Zanabria Pacheco (40); Jos  Antonio Aranda Company (24); Fernando Alfredo Oroscoé  

Garc a (28); Wilmer Rodriguez Leon (27); Mario Francisco Aguilar Vega (45); Noemí í 

Rosa Romero Mejia ( 27); Victor Hugo Auqui Caceres (21); Rosa Luz Aponte Inga (23); 

Carlos  Jes s  Aguilar  Garay  (41);  Edda  Vilma  Aguilar  Fajardo  (61);  C sar  Augustoú é  

Paredes  Rodriguez  (41);  Jorge  Mu oz  Mu oz  (27);  Elmer  Jes s  Lino  Llanos  (21);ñ ñ ú  

Consuelo Mar a Barreto Rojas  (25);  Mar a Pupetela  Villegas  Regalado (25)  y Robertí í  

William Rivera Espinoza (21); Ignacio Guizado Talaverano (25); Acta de Inspecci n deó  

fecha 14 de abril de 1992; Imagen Pabellones Penal Castro Castro; Oficio N  049-2004-°

ADDHH/DP de fecha 4 de febrero de 2004 dirigido a la Fiscal Provincial de la Fiscal aí  

Especializada para desapariciones forzadas ejecuciones extrajudiciales y exhumaci n deó  

fosas clandestinas y anexos, con 23 fichas de testimonios recabadas por la comisi n deó  

verdad y reconciliaci n; Libro Verdad y Reconciliaci n, Los Sucesos en el penal Migueló ó “  

Castro Castro , (Mayo 1992),  Lima, agosto de 2003; declaraciones de Magali  Cecilia”  

Suarez Moncada de fecha 12 de septiembre de 2006; Vilma Company Rodr guez deí  

fecha 12 de septiembre de 2006; Alfredo Vivanco Pinto de fecha 26 de septiembre de 

2006;  Juan Manuel  Castro de fecha 10 de octubre  de 2005;  Luis  Alberto Mart nez;í  

Oscar Alberto lvarez Valera de fecha 19 de marzo de 2006 y 13 de octubre de 2006;Á  

Orestes  Segundo Castillo V squez de fecha 12 de octubre de 2006; Lorenzo Eusebioá  

Tolentino  Pessoa  de  fecha  13  de  octubre  de  2006  y  de  Oscar  Roberto  Morote 

Barrionuevo de fecha 13 de noviembre de 2006; de Luis Alberto Mart nez Bustamanteí  

de fecha 8 de febrero de 2007; Douglas Milton Silva D valos de fecha 9 de febrero deá  

2007; Juan Abraham Briones D vila de fecha 13 de febrero de 2007; Adolfo Javier Cubaá  

y Escobedo de fecha 14 de febrero de 2007; Jes s Manuel Pajuelo Garc a de fecha 15 deú í  

febrero  de  2007;  de  Clave  001-EPMCC de fecha  15 de  marzo  de  2007;  Fernando 

Araruco Socualaya de fecha 15 de marzo de 2007; sentencia de fecha 25 de noviembre 

de 2006 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (p gs. 1544-1605 y 1622-á

1660); Anexo 1 de la sentencia de San Jos , Costa Rica, del 25 de noviembre de 2006,é  

(V ctimas de la violaci n del art culo 4 -Derecho a la Vida- de la Convenci n Americanaí ó í ó  

sobre Derechos Humanos, en relaci n con el art culo 1.1 de la misma); Anexo 2 de laó í  

sentencia  de  San  Jos ,  Costa  Rica,  del  25  de  noviembre  de  2006.  (V ctimas  de  laé í  

violaci n del Art culo 5 -Derecho a la Integridad Personal- de la Convenci n Americanaó í ó  

sobre Derechos Humanos, en relaci n con el art culo 1.1 de dicho tratado, en conexi nó í ó  

con los art culos 1, 6 y 8 de la Convenci n Interamericana para prevenir y sancionar laí ó  

tortura); Anexo 3 de la sentencia de San Jos , Costa Rica, del 25 de noviembre de 2006.é  

(V ctimas de la violaci n de los art culos 8.1 y 25 de la Convenci n Americana sobreí ó í ó  

Derechos Humanos, en relaci n con el art culo 1.1 de la misma, en conexi n con losó í ó  

art culos 7.B de la Convenci n Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar laí ó  

violencia contra la mujer, y 1, 6 y 8 de la Convenci n Interamericana para prevenir yó  

sancionar la tortura); Corte Interamericana de Derechos Humanos voto razonado del 

juez Sergio Garc a Ram rez con respecto a la sentencia de la Corte Interamericana deí í  
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Derechos  Humanos  en el  caso Castro  Castro,  del  25 de noviembre  de 2006;  Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, voto razonado del juez A.A. Can ado Trindade.ç

Con fecha 3 de noviembre de 2021, la Direcci n General de Asuntos Jur dicosó í  

del  Ministerio de Relaciones  Exteriores  de Chile  remiti  v a oficio N  4269 la Notaó í °  

Diplom tica N  5-4-M/286 de fecha 29 de octubre de 2021, de la Embajada del Per ,á ° ú  

por  la  que  se  solicit  la  ampliaci n  de  extradici n  del  ciudadano  peruanoó ó ó  Alberto 

Fujimori Fujimori, formulada por el D cimo Tercer Juzgado Penal de la Corte Superioré  

de Justicia de Lima en virtud del Tratado de Extradici n entre la Rep blica del Per  yó ú ú  

la  Rep blica  de  Chile,  suscrito  en  Lima  el  5  de  noviembre  de  1932,  y  dem sú á  

disposiciones legales aplicables en la especie, a efectos de someterlo a juicio y determinar  

su responsabilidad penal por el delito de revelaci n de secretos de inter s nacional, enó é  

agravio del Estado peruano.

Los antecedentes que fundamentan la referida petici n constan de cinco tomos deó  

documentaci n debidamente apostillada. De ellos podemos destacar a) aquellos que dicenó  

relaci n  con  el  cuaderno  de  tramitaci n  de  la  ampliaci n  de  extradici n  activaó ó ó ó  

desarrollada  en  el  Per :  solicitud  de  extradici n  de  fecha  13  de  enero  de  2006,ú ó  

formulada por el 13  Juzgado Penal Corte Superior de Justicia en contra del Sr. Alberto°  

Fujimori, imputado por el delito de revelaci n de secretos de inter s nacional en agravioó é  

del Estado Peruano (Anexo I, solicitudes de extradici n reca das en el proceso penal;ó í  

Anexo  II,  informaci n  de  interpol  de  ubicaci n  del  ciudadano  cuya  extradici n  seó ó ó  

solicita; Anexo III. Resoluci n que aprueba solicitud de extradici n; Anexo VIII Pruebaó ó  

de  la  Identidad  de  la  persona  cuya  extradici n  se  solicita;  Anexo  IX.  Normas  deó  

Derecho Interno y tratado aplicable al caso; Anexo X. Normas Penales que sustentan la 

doble incriminaci n; Anexo X.1 Art culo 330  del C digo Penal peruano;  Anexo X.2ó í ° ó  

Art culo 135  del C digo Procesal Penal peruano; Anexo X.3 Art culo 109  del C digoí ° ó í ° ó  

Penal chileno), y b) antecedentes referidos a la instrucci n penal y policial efectuada enó  

dicho  pa s:  (Anexo  IV.  Investigaci n  Preliminar;  Anexo  V.  Auto  de  Apertura  deí ó  

Instrucci n;  Anexo VI. Auto en el que se declara la contumacia  del ciudadano cuyaó  

extradici n  se  solicita,  Anexo  VII.  Prueba  de  Cargo  y  de  Descargo);  declaraci nó ó  

indagatoria de Juan Fernando Diandera Ottone de fecha 7 de abril de 2004 y de Carlos 

Alberto  Bergamino  Cruz  de  fecha  17  de  mayo  de  2004  y  20  de  junio  de  2005; 

declaraci n testimonial de Nicol s de Bari Hermoza R os de fecha 7 de junio de 2005 yó á í  

4  de  noviembre  de  2005;  declaraci n  preventiva  del  Se or  Procurador  Adjuntoó ñ  

Anticorrupci n ad hoc Juan Carlos Portocarrero Zamora de fecha 7 de junio de 2005;ó  

declaraciones testimoniales del Se or Cesar Enrique Saucedo S nchez, de fecha 14 deñ á  

junio de 2005 y 8 de noviembre de 2005; Elesban Bello V squez de fecha 16 de junio deá  

2005 y 9 de noviembre de 2005; Juan Fernando Diandera Ottone de fecha 21 junio de 

2005 y su continuaci n de fecha 4 de noviembre de 2005; Alfonso Carlos Espa Garc s-ó é

Alvear  de  fecha  10  de  noviembre  de  2005;  Segundo  Arnao  Laos  de  fecha  14  de 

noviembre de 2005; Julio Salazar Monroe de fecha 18 de noviembre de 2005;  Humberto 

Guido Rozas Bonuccelli  de fecha 4 de noviembre de 2005; declaraci n instructiva deó  

Mauricio  Le n  Aguirre  Corbal n  de  fecha  18  de  octubre  de  2005;  Diligencia  deó á  

Visualizaci n  de  los  3  videos  propalados  en  el  programa  period stico  de  televisi nó í ó  

Cuarto Poder .“ ”
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Con fecha 19 de noviembre de 2021, por decisi n del Presidente de la Corteó  

Suprema, Sr. Guillermo Silva Gundelach, se dispuso la acumulaci n del rol N  87.480-ó °

2021, bajo el cual ingresaron las solicitudes de ampliaci n de extradici n antes rese adas,ó ó ñ  

a la presente causa ya abierta con el rol N 71.850-2021, atendido que se corresponden°  

con la extradici n  primigenia  de Alberto  Fujimori  Fujimori  conocida  bajo  el  rol  Nó ° 

5.646-2005, que instruy  el ex ministro Orlando lvarez. Asimismo,  se design  comoó Á ó  

instructora del presente procedimiento a la ministra que suscribe, en calidad de sucesora 

de aquel.

Con  fecha  15 de  diciembre  de  2021  se  tuvo  por  recibidos  los  antecedentes 

descritos  y se decidi  ampliar la solicitud ya cursada en el proceso,  en el sentido deó  

recabar por la autoridad competente del Estado peruano la declaraci n indagatoria deló  

requerido respecto a los hechos contenidos en las Notas Diplom ticas N  5-4-M/ 286,á °  

287, 288, 289, 290 y 291 de la mencionada Embajada. Asimismo, y solo en lo referente 

a la Nota Diplom tica N  290, se solicit  la nueva remisi n de la documentaci n adjuntaá ° ó ó ó  

debido a su falta de claridad visual, como tambi n un informe que describiera los puntosé  

centrales de esos antecedentes y las normas penales aplicables. Por ltimo, se resolviú ó 

consultar a la Rep blica del Per  si encargar a la representaci n de sus intereses en loú ú í ó  

relativo  a  la  presente  solicitud  de  ampliaci n  de  extradici n  a  un  representante  deó ó  

confianza, as  como tambi n, si el requerido cuenta con defensa privada en Chile. í é

Con fecha 6 de abril  de 2022 se recibi  el  oficio  N  3856 de la  Direcci nó ° ó  

General de Asuntos Jur dicos del Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile, medianteí  

el cual se condujo la Nota N  5-4-M/118 de la Embajada del Per , de fecha 25 de° ú  

marzo de 2022, a trav s de la cual el Estado requirente inform  sobre la contrataci n deé ó ó  

servicios  de  asesor a  letrada  para  representar  los  intereses  del  Estado  peruano  en elí  

presente procedimiento de ampliaci n de extradici n. ó ó

Por resoluci n de fecha 7 de abril de 2022, se solicit  al abogado Sr. Rodrigoó ó  

Zegers Reyes formalizar su representaci n mediante un escrito de patrocinio y poder,ó  

acompa ando el mandato judicial respectivo.ñ

Con fecha 13 de mayo de 2022, el abogado Sr. Rodrigo Zegers Reyes presentó 

un escrito asumiendo el patrocinio y representaci n del Estado peruano en el presenteó  

proceso de ampliaci n de extradici n, delegando dicho poder en el abogado habilitadoó ó  

Sr.  Mart n  Besio  Hern ndez.  En  el  primer  otros ,  se  solicit  asimismo  tener  porí á í ó  

acompa ada copia de la escritura p blica de Mandato Judicial otorgada ante el C nsulñ ú ó  

General  de  Chile  en  Lima  por  el  Sr.  Javier  Alonso  Pacheco  Palacios,  Procurador 

General del Estado peruano. En el segundo otros , se solicit  tener presente como formaí ó  

de notificaci n los correos electr nicos que se ala. Por resoluci n de fecha 17 de mayoó ó ñ ó  

de 2022, se tuvo presente el escrito presentado por el abogado Sr. Rodrigo Zegers Reyes 

en representaci n de los intereses del Estado peruano.ó

Con fecha 29 de agosto de 2022, se recibi  el oficio N  8846 de la Direcci nó ° ó  

General de Asuntos Jur dicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, mediante el cual seí  

condujo la Nota N  5-4-M/226, de fecha 19 de agosto de 2022, la cual remiti  dos° ó  

oficios de la Unidad de Cooperaci n Judicial Internacional y Extradiciones de la Fiscal aó í  

de la Naci n, a trav s de los cuales se transmitieron los resultados de los procesos deó é  

declaraci n  indagatoria  relativas  a  los  casos  por  la  presunta  comisi n  del  delito  deó ó  
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homicidio  calificado  en  agravio  de  Nicol s  Cruz  S nchez  y  otros;  y  de  la  presuntaá á  

comisi n  de  los  delitos  de  asociaci n  il cita  para  delinquir,  en  calidad  de  autor,  yó ó í  

peculado doloso, en calidad de autor mediato, en agravio del Estado peruano, citados en 

las Notas N  N 5-4-M/287 y N 5-4-M/290. Con respecto a las actas de diligencias de° ° °  

declaraci n indagatoria remitidas por el Vig simo Primer Juzgado Penal Liquidador, seó é  

indica que stas no pudieron realizarse atendido que el requerido Fujimori,  excus  sué ó  

comparecencia debido a complicaciones de salud. 

Dicha  nota  se tuvo  presente  por  resoluci n  de  1 de  septiembre  de  2022  y,ó  

asimismo, se resolvi  consultar al Estado Requirente si el requerido prestar a declaraci nó í ó  

por  el  resto  de  los  delitos  materia  de  la  presente  solicitud  de  ampliaci n  de  laó  

extradici n, a saber, los contenidos en Notas N  5-4-M/234; 5-4-M/286; 5-4-M/288; 5-ó °

4-M/289 y 5-4-M/291. Asimismo, se solicit  nuevamente a la Rep blica del Per ; 1)ó ú ú  

evacuar un informe sobre el estado de salud del reclamado; 2) respecto a la Nota N  5-4°  

M/290 de la Embajada del Per , remitir nuevamente y en su totalidad la documentaci nú ó  

adjunta, atendido a que no pod a ser visualizada claramente, como tambi n remitir uní é  

informe que describa los  puntos  centrales  de esos  antecedentes  y las  normas  penales  

aplicables, tal como se acompa  en sus otros oficios; y, 3) que indique si el requeridoñó  

cuenta o no con defensa privada en Chile.

Con fecha 21 de septiembre de 2022, advirti ndose un error en la Nota N  5-4-é °

M/226 de la Embajada del Per  toda vez que la Nota N  5-4-M/290 corresponde a unaú °  

solicitud de ampliaci n de extradici n por los delitos de homicidio calificado y lesionesó ó  

graves, y no al de asociaci n il cita y peculado contenido en la Nota N  5-4-M/289, seó í °  

rectific  la resoluci n de 1 de septiembre de 2022 y el oficio N  22710-2022 de la Corteó ó °  

Suprema  en  el  sentido  que  donde  dice  5-4-M/289 ,  debe  decir  5-4-M/290 ,“ ” “ ”  

entendi ndose,  en  consecuencia,  que  el  Estado  requirente  habr  de  informar  si  elé á  

requerido prestar  declaraci n por los delitos imputados en la Nota N  5-4-M/290.á ó °

Con fecha 27 de septiembre de 2022, atendido el tiempo transcurrido sin haber 

recibido informe por parte de la Rep blica de Per  sobre si el requerido contar  conú ú á  

defensa privada en Chile, se design  a la Corporaci n de Asistencia Judicial para queó ó  

asuma la  representaci n  del  reclamado en nuestro  pa s,  lo cual  se orden  poner  enó í ó  

conocimiento  del  requerido  de  autos  y  a  las  autoridades  peruanas  respectivas  por 

intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Por  escrito  de  28 de  septiembre  de  2022,  el  abogado  jefe  de  la  oficina  de 

Defensa Penal de la Corporaci n de Asistencia Judicial de la Regi n Metropolitana, Sr.ó ó  

Juan Manuel lvarez lvarez, acept  la designaci n para ser abogado patrocinante yÁ Á ó ó  

apoderado  del  Sr.  Alberto  Fujimori  Fujimori.  Solicit ,  asimismo,  copia  simpleó  

digitalizada del  expediente,  como tambi n,  que la Rep blica del Per  acompa ara alé ú ú ñ  

expediente de extradici n un certificado m dico de la salud del requerido con el fin deó é  

determinar  si  pod a enfrentar  v lidamente  un proceso de extradici n,  como tambi n,í á ó é  

entender las consecuencias jur dicas de ello. í

Con fecha 29 de septiembre de 2022, se recibi  el oficio N  9972 de fecha 28ó °  

de septiembre de 2022, de la Direcci n General de Asuntos Jur dicos del Ministerio deó í  

Relaciones Exteriores, mediante el cual se remiti  la Nota N  5-4-M/250 de fecha 20 deó °  

septiembre de 2022, proveniente de la Embajada de Per , mediante la cual se informú ó 
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que el  Estado peruano cuenta  con representaci n  en la Rep blica  de  Chile  para laó ú  

gesti n de las ampliaciones de extradiciones presentadas con la Notas N  5-4-M/286, 5-ó °

4-M/288, 5-4-M/289, 5-4-M/290, y 5-4-M/291, la cual se encomend  al abogado Sr.ó  

Rodrigo Enrique Zegers Reyes.

Por resoluci n de 30 de septiembre de 2022 se tuvo presente el patrocinio yó  

poder asumido por la Corporaci n de Asistencia Judicial de la Regi n Metropolitana, yó ó  

se accedi  a entregar copia digitalizada del expediente de autos. En cuanto la solicitudó  

de evacuar un informe sobre el estado de salud del reclamado, se accedi  a lo pedido,ó  

determin ndose reiterar lo ya pedido con fecha 1 de septiembre de 2022 y solicitar a laá  

Rep blica del Per  un certificado m dico sobre el estado de salud del requerido, con elú ú é  

fin de determinar si pod a enfrentar v lidamente un proceso de extradici n y si entend aí á ó í  

las consecuencias jur dicas de elloí . Por otro lado, se tuvo presente lo informado a trav sé  

de la Nota N  5-4-M/250 de la Embajada del Per , remitida mediante el oficio N  9972° ú °  

de la Direcci n de Asuntos Jur dicos del Ministerio de Relaciones Exteriores.ó í

Con  fecha  30  de  septiembre  de  2022  se  recibieron  las  siguientes  Notas 

diplom ticas remitidas por la Direcci n de Asuntos Jur dicos del Ministerio de Relacionesá ó í  

Exteriores de Chile:

i) Nota N  5-4-M/243 conducida a trav s del oficio N  9681 de la Direcci n° é ° ó  

de  Asuntos  Jur dicos  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  mediante  laí  

cual se remiti  copia del informe m dico N  008-2022-INPE/ORL-EP-BBD-ó é °

SALUD.JS, relativo al estado de salud actualizado del Sr. Alberto Fujimori 

Fujimori, de 84 a os de edad. ñ

ii) Nota N  5-4-M/259, conducida a trav s del oficio N  10041 de la Direcci n° é ° ó  

de  Asuntos  Jur dicos  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  mediante  laí  

cual  se inform  que la Oficina de Cooperaci n Judicial  del  Ministerio  deó ó  

Relaciones Exteriores ha solicitado a trav s de reiterados oficios dirigidos aé  

los  rganos  jurisdiccionales  a  fin  de  que  cumplan  con  informar  si  se  haó  

llevado  a cabo  la  declaraci n  indagatoria  del  requerido,  sin  que  se  hayaó  

recibido respuesta  a la fecha.  Asimismo,  en cuanto al estado de salud del 

reclamado,  se al  que  dicha  informaci n  fue  remitida  a  las  autoridadesñ ó ó  

judiciales  chilenas  a  trav s  de  la  Nota  N  5-4-M/243  de  fecha  12  deé °  

septiembre de 2022, de la Embajada del Per . En cuanto al cuaderno deú  

ampliaci n de extradici n presentado con la Nota N  5-4-M/290, informó ó ° ó 

que se reiter  al rgano jurisdiccional requirente que remita nuevamente eló ó  

expediente.  Finalmente,  en lo  relativo  a si  el  requerido  cuenta  o no con 

defensa privada, inform  que aquello ser a precisado oportunamente a trav só í é  

de otro documento.

iii) Nota N  5-4-M/262, conducida a trav s del oficio N  10038 de la Direcci n° é ° ó  

de  Asuntos  Jur dicos  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  mediante  laí  

cual la Quinta Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de 

Lima   remiti  la resoluci n  N  8 de fecha  20 de septiembre  de 2022,  eó ó °  

inform  que la defensa del Sr. Alberto Fujimori Fujimori en la Rep blica deló ú  

Per  no ha cumplido  con informar  si  ejerce  la defensa  tambi n   ante  elú é  

proceso de ampliaci n de extradici n ante la Rep blica de Chile, agregandoó ó ú  
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que dicho proceso de ampliaci n de extradici n es diplom tico y por ende,ó ó á  

desconoce si el requerido cuenta con defensa privada en Chile; y,

iv) Nota N  5-4-M/263, conducida a trav s del oficio N  10039 de la Direcci n° é ° ó  

de  Asuntos  Jur dicos  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  mediante  laí  

cual se remiti  la resoluci n N  7 de 20 de septiembre de 2022, de la Quintaó ó °  

Sala  Penal  de  Apelaciones  de  la  Corte  Superior  de  Justicia  de  Lima, 

informando que desconoce si el Sr. Fujimori cuenta con defensa privada para 

el proceso seguido ante la Rep blica de Chile.ú

Por resoluci n de 6 de octubre de 2022, se tuvieron presentes las referidas notasó  

diplom ticas.á

Con fecha 11 de octubre de 2022, se accedi  a lo solicitado por la Corporaci nó ó  

de Asistencia Judicial  mediante escrito de 7 de octubre del mismo a o, y se resolviñ ó 

remitir copia simple digitalizada del informe emitido por la fiscal de la Corte Suprema 

reca do en la primera petici n de extradici n, as  como tambi n de la sentencia de laí ó ó í é  

Corte Suprema reca da en dicha solicitud. Con fecha 12 de octubre de 2022, se dejí ó 

constancia  que  la  Direcci n  de  Asuntos  Internacionales  y  Derechos  Humanos  de  laó  

Excelent sima Corte Suprema hizo entrega al abogado Juan Manuel lvarez lvarez, deí Á Á  

la  Corporaci n  de  Asistencia  Judicial  de  la  Regi n  Metropolitana,  una  copia  deló ó  

expediente de la presente causa mediante pendrive, en cumplimiento de lo ordenado por 

resoluci n del 30 de septiembre de 2022.ó

Con  fecha  20  de  octubre  de  2022  se  accedi  a  lo  pedido  por  el  abogadoó  

Rodrigo Zegers Reyes, en representaci n del Estado peruano, en orden a solicitar copiaó  

simple digitalizada del expediente. Con fecha 21 de octubre de 2022, se dej  constanciaó  

que la Direcci n de Asuntos Internacionales y Derechos Humanos de la Excelent simaó í  

Corte  Suprema  hizo  entrega  al  abogado  Braulio  Carrasco  Hinojosa  una  copia  del 

expediente de la presente causa mediante pendrive, en cumplimiento de lo resuelto el 20 

de octubre de 2022.

Con fecha 27 de diciembre de 2022, se recibi  la Nota N  5-4-M/318 de laó °  

Embajada del Per , de 12 de diciembre de 2022, conducida mediante el oficio N  4790ú °  

de la Direcci n General de Asuntos Jur dicos del Ministerio de Relaciones Exteriores deó í  

Chile,  por  la  que  se  solicit  la  ampliaci n  de  la  extradici n  del  ciudadano  peruanoó ó ó  

Alberto Fujimori Fujimori , formulada por el Juzgado Penal Supraprovincial Liquidador 

Transitorio de la Corte Superior Nacional de Justicia Penal Especializada, en virtud del 

Tratado de Extradici n entre la Rep blica del Per  y la Rep blica de Chile, suscrito enó ú ú ú  

Lima el 5 de noviembre de 1932, y dem s disposiciones legales aplicables en la especie, aá  

efectos de que pueda ser procesado como presunto autor mediato de la comisi n de losó  

delitos  de lesiones  graves  seguidas  de muerte,  en un contexto  de grave violaci n deó  

derechos humanos, en agravio de Mar a Mam rita Mestanza Ch vez y otras, y lesionesí é á  

graves, en un contexto de grave violaci n de derechos humanos, en agravio de Victoriaó  

Esperanza Vigo Espinoza y otros. 

A dicha solicitud formal de ampliaci n de extradici n se acompa  un total de 35ó ó ñó  

tomos (de 11.380 folios) y 1 USB, dentro de los cuales se pueden identificar: a) aquellos  

que dicen relaci n con la solicitud de extradici n activa tramitada en el Per : Resoluci nó ó ú ó  

consultiva de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la Rep blicaú  
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del  Per ,  de fecha  13 de junio  de 2022,  mediante  la  cual  se declara  procedente  laú  

solicitud de ampliaci n de extradici n activa formulada por el Juez del Juzgado Penaló ó  

Supraprovincial Liquidador Transitorio de la Corte Superior Nacional de Justicia Penal 

Especializada a las autoridades judiciales de la Rep blica de Chile respecto al ciudadanoú  

de nacionalidad peruana y japonesa Alberto Fujimori Fujimori, para su procesamiento 

por la presunta comisi n en calidad de autor mediato de los delitos de lesiones gravesó  

seguidas de muerte, en contexto de grave violaci n de los derechos humanos, y lesionesó  

graves  en  un  contexto  de  grave  violaci n  de  los  derechos  humanos;  solicitud  deó  

ampliaci n de extradici n activa del ciudadano peruano Alberto Fujimori Fujimori, deló ó  

Juzgado Penal Supraprovincial Liquidador Transitorio de la Corte Superior Nacional de 

Justicia Penal Especializada, de fecha 19 de abril de 2022, por el delito contra la vida el  

cuerpo y la salud en la modalidad de lesiones graves seguidas de muerte en un contexto 

de grave de violaci n de derechos humanos en agravio de Mestanza Ch vez, Aguirreó á  

Aucappina,  Betalleluz  Aguilar,  Espinola  Otiniano,  Ramos  Dur n  y  por  presuntaá  

comisi n del delito contra la vida, del cuerpo y la salud-lesiones graves en un contextoó  

de grave de violaci n de derechos humanos en agravio de Vigo Espinoza y otros; copiaó  

certificada de la ficha RENIEC del imputado Alberto Fujimori Fujimori; Declaraci n deó  

Garant as Judiciales que otorga el rgano Judicial a las autoridades competentes de laí Ó  

Rep blica de Chile; copia certificada del C digo Penal de la Rep blica de Chile dondeú ó ú  

se consigna el art culo invocado en la causa; copia certificada del C digo Penal peruanoí ó  

en donde se consigna el art culo que tipifica la presente causa; copia del Tratado deí  

extradici n entre  Chile y Per ,  y b) los  que se acompa an de la investigaci n penaló ú ñ ó  

desarrollada  en  dicho  pa s:  cí opia  certificada  del  informe  final  sobre  la  aplicaci nó  

anticoncepci n quir rgica voluntaria (AQV) a os 1999-2000; copia certificada del planó ú ñ  

preliminar Campa a de sensibilizaci n del plan de emergencia AQV en las localidades“ ñ ó  

de  Say n  y  Oy n ;  copia  certificada  de  Manual  de  normas  y  procedimientos  paraá ó ”  

actividades  de  AQV,  segunda  edici n  1998,  Lima,  Per  1998;  copia  certificada  deló ú  

informe nada personal- reporte de derechos humanos sobre la aplicaci n de la AQV enó  

el  Per  -1996  1998 del  Cladem-  Comit  de Am rica  Latina  y El  Caribe  para laú – é é  

defensa de los derechos de la mujer; copia certificada del informe N  27 de la Defensor a° í  

del Pueblo, La aplicaci n de la anticoncepci n quir rgica y los derechos reproductivos“ ó ó ú  

II ; copia certificada del recorte period stico del El Comercio de fecha 20 de diciembre” í  

de 1997 titulado Los riesgos de una ligadura. Me quisieron enga ar ; copia certificada“ ñ ”  

del recorte period stico del diario La Rep blica de 10 de diciembre de 1997 titulado Ení ú “  

Sicuani  (Canchis   Cusco)  y Uripa  (Apurimac)  contin an denuncias  de  esterilizaci n– ú ó  

forzosa ;  copia  certificada  de los  recortes  period sticos  en relaci n a la ejecuci n del” í ó ó  

programa  de  planificaci n  familiar,  y  en  especial  de  la  AQV en  la  zona  de  Piuraó  

(Sullana, Ayabaca); copia certificada del recorte period stico, en relaci n a la operaci ní ó ó  

por  ligadura  de  trompas  sufrida  por  Graciela  Aponte  Landa  en  la  posta  m dicaé  

Aparicio Pomares  de Hu nuco;  copia certificada de una pancarta en la que se lee“ ” á  

Campa a S.A.S.A. CS HCOS, ligaduras de trompas, vasectom a, gratis de julio  que“ ñ í ”  

habr a  sido  exhibida  en  Julc n  La  Libertad;  copia  certificada  de  los  recortesí á –  

period sticos,  relacionados  con  las  operaciones  de  ligadura  de  trompas  realizadas  ení  

Tocache;  copia  certificada  de  la  revista  Si,  que  dan  cuenta  de  la  realizaci n  deó  
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operaciones de AQV en la zona de Huancavelica; copia certificada de las estad sticas deí  

personas  que  fueron  intervenidas  con  m todos  irreversibles:  ligaduras  de  trompas  yé  

vasectom as  a  nivel  nacional  en  el  per odo  comprendido  entre  1993  a  1999  delí í  

Ministerio de Salud; copia certificada del informe final de la Comisi n Especial sobreó  

actividades de anticoncepci n quir rgica voluntaria  AQV, constituida por el Ministerioó ú –  

de  Salud  mediante  resoluci n  ministerial  N  495-2001   SA/DM  de  fecha  8  deó ° –  

septiembre de 2001; copia certificada del documento titulado Atenci n a la demanda de“ ó  

salud  integral  y  salud  reproductiva  en  zonas  priorizadas  de  la  selva  peruana: 

comunidades  nativas  correspondiente  a  los  a os  1999/2000;  manifestaciones  de” ñ  

Edilberto Mart nez Pujay, rendida el 3 de junio de 2003; en sede policial de Elio Oscarí  

Figueroa  Calder n;  Luis  Alberto  Torres  Ch vez  de  fecha  21  de  febrero  de  2005;ó á  

declaraciones  de Juan Succar  Rahme;  Juan H ctor  Modesto  Castro  de  fecha  14 deé  

diciembre de 2004; David Matzunfa Torres de fecha 28 de enero de 2005;  Maritza Irene 

Castro Huajardo de fecha 21 de febrero de 2005; Dionisio Washington Ortiz de Orue 

Castillo de fecha 21 de febrero de 2005; Enrique Octavio Marroqu n Osorio de fecha 20í  

de abril de 2005; Guillermo Absal n S nchez Cabrera de fecha 4 de mayo de 2005;ó á  

Teodora Mercedes Miranda Rend n del 3 de junio de 2005, que trabaj  el a o 1995ó ó ñ  

como obstetra asistente en el Departamento de Gineco Obstetricia del Hospital Regional 

de Cajamarca;  Rafael  Graciano  Alva  Barreto  de fecha  7 de febrero  de 2003;  copia 

certificada de entrevistas realizadas a Mar a Maura Castillo Nole, identificada con DNIí  

N  80665313, de fecha 23 de febrero de 2003;°  Venancia Tito Quispe, de fecha 22 de 

febrero de 2005; copia certificada del informe de la Comisi n de Derechos Humanosó  

con  relaci n  a la  aplicaci n  de  las  acciones  de  anticoncepci n  quir rgica  voluntariaó ó ó ú  

(AQV) de fecha 25 de julio de 2003, remitido mediante oficio N  813-2003-CDDHH-°

CR-P;  copia  certificada  de  las  copias  de  los  consentimientos  para  anticoncepci nó  

quir rgica  voluntaria  firmados  por  las  usuarias  de  la  Red  de  Salud  Piura;  copiaú  

certificada  del  protocolo  de  autopsia  de  Mar a  Mam rita  Mestanza  Ch vez;  copiaí é á  

certificada de las P lizas de entrada de bienes, notas de entradas a almac n, pedidos-ó é

comprobantes de salidas, rdenes de compras- gu as de internamiento relacionados conó í  

el ingreso de materiales de salud, farmac uticos y de laboratorio para las (sic) diversosé  

centros de salud y hospitales de la Regi n IV de salud Cajamarca- Per ; los mismos queó ú  

fueron  recabados  mediante  acta  fiscal  de  fecha  18  de  diciembre  de  2004;  copia 

certificada  de los  partes  diarios  de intervenciones  quir rgicas  correspondientes  al  a oú ñ  

1999;  copia  certificada del listado de mujeres  y hombres  de Chumbivilcas-Cusco que 

se alan haber sido esterilizados mediante vasectom a y ligaduras de trompas presentadoñ í  

por el movimiento amplio de mujeres  l nea fundacional - Mam Fundacional mediante– í  

escrito del 19/01/2005; copia certificada de los testimonios sobre esterilizaciones forzadas 

de  doce  mujeres  de  Anta:  Dolores  Quispe  V squez  con  DNI  N  24376851,  Paulaá °  

Huam n  Mollehuanca  con  DNI  N  24362635,  Sabina  Huillca  C ndor,  Felipe  Cusiá ° ó  

C ndor  con DNI  N  24376926,  Carmen Mayhua  Pimentel  con DNI N  24376926,ó ° °  

Aurelia  Cusi  Labra  con  DNI  N  24371472,  Mery  Vel zquez  Delgado  con DNI  N° á ° 

24377162, Demetria Molina con DNI N  24371527, Vicentina Usca Copa con DNI N° ° 

24373340, Venancia Titto Quispe con DNI N  24370871, Florencia Huaylaas V zquez° á  

con DNI N  2435982, Hilaria Huam n Huillca con DNI N  24361999 presentado por° á °  
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el movimiento amplio de mujeres l nea fundacional mam fundacional mediante el escritoí  

de fecha 19 de enero de 2005; copia certificada de las actas fiscales donde constan las 

declaraciones de Rosa Ariste Lima, Basilia Huamani Sacsi, Cirila Berrio Mendoza Irene 

Fern ndez y Basilia Ch vez M rquez; y las entrevistas de Yudi Cipri n Aparicio, Paulinoá á á á  

Quispe Yopinta,  Eufemia  de la Vega,  Maruja  Champi  y Alejandrina  Mamani;  copia 

certificada del oficio N  183-2005 cursado por el jefe del instituto de medicina legal con°  

el que remiti  el informe antropol gico presentado por el licenciado Iv n Rivas sobre laó ó á “  

pr ctica de la anticoncepci n quir rgica en el Per : la perspectiva cultural ; oficio delá ó ú ú ”  

Jefe de la Unidad Econom a dirigido al Director del Hospital de Apoyo Departamentalí  

Cusco, de fecha 7 de abril de 2005, acompa ando planillas del programa Planificaci nñ ó  

Familiar de los a os 1996 a 2000, y que adjuntan actas de consentimiento para cirug añ í  

anticonceptiva e historia cl nica de pacientes; copia de escritos presentados por diversosí  

actores,  en  representaci n  de  la  organizaci n  movimiento  amplio  de  mujeres  l neaó ó í  

fundacional y el Congreso, entre el 14 de junio y el 30 de noviembre de 2005, que dan 

cuenta  de  la  situaci n  denunciada;  Informe  del  Ministerio  de  Salud  denominadoó  

Examen al programa de salud reproductiva y planificaci n familiar sobre las denuncias“ ó  

presentadas de anticoncepci n quir rgica voluntaria a nivel nacional , de fecha 30 deó ú ”  

junio  de  1999,  y  anexos;  Anexos  del  informe  del  Ministerio  de  Salud  peruano 

denominado Examen al programa de salud reproductiva y planificaci n familiar sobre“ ó  

las denuncias presentadas de anticoncepci n quir rgica voluntaria a nivel nacional , deó ú ”  

fecha 30 de junio de 1999; copia de oficio N  3066-2006 cursado por Ministro de Salud°  

Carlos  Vallejos  Sologuren,  por el  cual  remite  informe sobre Examen Especial  sobre“  

presunta  negligencia  m dica  ocurrida  en la Direcci n Regional  de Salud-Cajamarcaé ó ” 

relacionado con el fallecimiento de Mam rita Mestanza Ch vez luego de ser sometida aé á  

operaci n de anticoncepci n quir rgica, y anexos; copia de actas de entrevistas realizadasó ó ú  

a las presuntas v ctimas de los hechos denunciados, todas de fecha 9 y 10 de noviembreí  

de  2006;  copia  de  la  resoluci n  del  26  de  julio  de  2007  de  la  Fiscal a  Provincialó í  

Especializada en delitos contra los Derechos Humanos, mediante la cual se tiene como 

agraviada a Guillermina Huam n Hanampa; copia del oficio N  611-2007 de fecha 6á °  

agosto  de  2007  proveniente  del  despacho  viceministerial  y  dirigido  a  la  Fiscal aí  

Provincial penal Titular de Lima, respondiendo a una solicitud de informes relativos al 

programa de planificaci n familiar efectuado entre los a os 1995 y 2000. Adjunta unaó ñ  

serie de oficios en donde se constata el personal a cargo de su ejecuci n; escrito de laó  

representante  legal del  Movimiento Amplio de Mujeres  L nea Fundacional  del  22 deí  

enero de 2005, acompa ando un listado de 120 mujeres esterilizadas contra su voluntadñ  

entre 1996 y 1998; copia certificada de la historia cl nica de Mar a Mam rita Mestanzaí í é  

Ch vez del Hospital Regional de Cajamarca y por la Microred La Enca ada; copia deá ñ  

las declaraciones y testimonios de Jacinto Salazar Ju rez, prestada el 16 de diciembre deá  

2004,  de Teresa  Huam n Taboada,  el  21 de noviembre  de  2007,  de  Janeth  B zaná á  

Oblitas, del 9 de noviembre de 2007, y de Yuri Alberto Monteagudo Ruiz Caro, del 13 

de noviembre de 2007, todas ante el Ministerio P blico; copia de las rdenes de servicioú ó  

y compra,  as  como  comprobantes  de  pago del  Programa  de  Salud  Reproductiva  yí  

Planificaci n Familiar a trav s de la organizaci n Japonesa Nippon Fundation,  dondeó é ó  

aparece  que  el  presupuesto  y  gasto  tuvo  mayor  incidencia  entre  las  mujeres  de  las 
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comunidades  nativas  de  Per ;  Fichas  m dicas  y  consentimientos  para  anticoncepci nú é ó  

quir rgica voluntaria. ; copia certificada de las copias simples de las historias cl nicas,ú í  

correspondientes a los meses de octubre, noviembre y diciembre de 1997; marzo, abril, 

mayo,  junio,  julio,  agosto,  octubre  y  noviembre  de  1998  del  Hospital  de  apoyo  de 

Barranca-Cajatambo DISA III-Lima Norte; copias certificadas de reportes operatorios, 

historias  cl nicas  AQV y  formatos  de  consentimiento  informado,  correspondientes  alí  

Hospital Barranca Cajatambo SBS de la DISA Lima Norte del periodo julio a diciembre 

1997; copia certificada de los certificados m dico legales correspondientes a Nena Minellié  

Laverio Espinoza, Juana Antonia Campoblanco Paucar, Carmen Antonia Santa Loarte, 

Santa Isabel de Paz Pineda, Asuncion Epifania Villa Mor n, y Beatriz Primitiva Roqueá  

Alva,  todos  del  mes  de febrero de 2003;  copia  certificada  de los  certificados  m dicoé  

legales correspondientes a Ylberta Rojas Torres, Lidia Consuelo Arna H arcaya, Hildaü  

M ndez  Bautista,  Cristina  Matamoros  de  la  Cruz,  Fel cita  Llanco  Ch vez,  Paulinaé í á  

Hilario Mallasca, Emma de la Cruz Oyola, Norma Arroyo Valencia, Ver nica Quispeó  

Huayta,  Vilma  Rivero  Ceras,  Victoria  Acu a  Torres,  Gloria  Valer  Torres,  Victoriañ  

Ayala  De  La  Cruz,  Alejandrina  Aylas  Pariona,  Yolanda  Faustina  Cahuana  Jurado, 

Fulgencia Guill n Mancha, Humberto Cahuana Granados, Victoria Vila Roman , Saraé í  

Agustina Ramos Santiago, Teodora Jurado Hilario, Renee Esperanza Acu a Acu a, Luisñ ñ  

Ortiz Minaya, Eugenia Reyes Paucar y Micaela Ramos Huam n, todos de fecha 31 deá  

julio de 2003; copia certificada de la copia simple de la relaci n de personas sometidas aó  

A.Q.V. en el periodo comprendido entre los a os 1996-1998; copia certificada de lasñ  

copias  simples  de  los  documentos  relacionados  con  los  consentimientos  para  las 

aplicaciones de la A.Q.V. correspondiente a la Regi n Salud Cusco; copia certificada deó  

la declaraci n de Carmen Gloria Quevedo Figueroa, identificada con DNI N  25458905,ó °  

de fecha 20 de octubre de 2015; Mar a Soledad Guzm n Alvan, identificada con DNIí á  

N  05598619, de fecha 26 de febrero de 2016; Silvia Marina Zumba Sanda, identificada°  

con  DNI  N  80394793,  de  fecha  26  de  febrero  de  2016;  Deysi  Cachay  Garc a,° í  

identificada  con  DNI  N  05347792  de  fecha  25 de  febrero  de  2016;  Julia  Navarro°  

Villano,  identificada  con DNI N  31485414 de fecha  7 de marzo de 2016;  Felicitas°  

Rojas  Huam n,  identificada  con DNI N  31035344,  de fecha  9 de marzo de 2016;á °  

Francisca Toledo Talavera, identificada con DNI N  31126400, de fecha 7 de marzo de°  

2016; Veneranda Santos Adrianzen, identificada con DNI N  03239776, de fecha 18 de°  

diciembre de 2015; Alejandra Honorata Huaman  Huaman, identificada con DNI Ní ° 

23268751, de fecha 28 de septiembre de 2015; Luc a Espinoza Conisilla, identificada coní  

DNI  N  23274038,  de  fecha  28  de  septiembre  de  2015;  Guillerma  Pino  Cueto,°  

identificada con DNI N  23385042, de fecha 3 de octubre de 2015; Martha Mu oz Ore,° ñ  

identificada con DNI N  23363723, de fecha 3 de octubre de 2015; Francisco Aguilar°  

Palacios, identificado con DNI N  23377548, de fecha 4 de octubre de 2015; Donatilda°  

Apumayta Sullca, identificada con DNI N  45112744, de fecha 4 de octubre de 2015;°  

Lucinda Primo Matto, identificada con DNI N  22714494, de fecha 4 de septiembre de°  

2015; Faustina N lida Ostos Dom nguez, identificada con DNI N  22729013, de fecha 9é í °  

de septiembre de 2015; Damiana Quispe Huam n, identificada con DNI N  24378118,á °  

de  fecha  3 de  diciembre  de  2015;  Yony  Quelion  Quej a,  identificada  con  DNI  Ní ° 

24378383, de fecha 3 de diciembre de 2015; Victoria Vigo Espinoza, identificada con 
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DNI N  02690678, de fecha 27 de diciembre de 2013; Florencia Huayllas V squez, de° á  

fecha 27 de agosto de 2013; Vicentina Usca Ccopa, de fecha 18 de noviembre de 2013; 

Jobita Kutucalla Supa, de fecha 27 de agosto de 2013; Ernestina Canlla C rdenas, deá  

fecha 27 de agosto de 2013; Estela Laime Baca, de fecha 27 de agosto de 2013; Felipa 

Cusi C ndor, de fecha 16 de julio de 2013; Carmen Mayhua Pimentel, de fecha 27 deó  

marzo de 2009; Diego Juan Francisco Gonz lez del Carpio, de fecha 8 de julio de 2013; á

Por resoluci n de 28 de diciembre  de 2022,  del  Sr.  Presidente  de esta  Corteó  

Suprema, se acumularon los autos al Rol de ingreso N  71.850-2021, y se determin  que° ó  

pasaran los antecedentes para su conocimiento y resoluci n a esta ministra instructora,ó  

en calidad de sucesora del ex ministro Orlando lvarez, que conoci  de la solicitud deÁ ó  

extradici n principal del requerido Rol N  5646-2005 de la Corte Suprema.ó °

Con fecha 28 de diciembre de 2022, teniendo presente el m rito de autos y loé  

dispuesto en el art culo 651 del C digo de Procedimiento Penal, se dio por cerrada laí ó  

investigaci n en lo atingente a las ampliaciones de extradici n solicitadas a trav s de laó ó é  

Nota Diplom tica N 5-4-M/234, por los delitos de suministro ilegal de armas de fuego,á °  

asociaci n il cita para delinquir, violaci n de soberan a de un Estado extranjero, falsedadó í ó í  

gen rica y conspiraci n; Nota Diplom tica N 5-4-M/288, por los delitos de homicidioé ó á °  

calificado y secuestro agravado de miembros de la familia Ventocilla; Nota Diplom ticaá  

N 5-4-M/291,  por  los  delitos  de  secuestro  agravado  en  agravio  de  Arturo  Moreno°  

Alc ntara  y  otros;  Nota  Diplom tica  N 5-4-M/287,  por  los  delitos  de  homicidioá á °  

calificado de Nicol s Cruz S nchez y otros, en operativo de rescate rehenes en Embajadaá á  

de  Jap n;  Nota  Diplom tica  N 5-4-M/289,  por  los  delitos  de  asociaci n  il cita  paraó á ° ó í  

delinquir  y  peculado;  Nota  Diplom tica  N 5-4-M/290,  por  los  delitos  de  homicidioá °  

calificado  de Juan Bardales  Rengifo  y otros  y lesiones  graves  en agravio  de  Margot 

Lourdes Liendo y otros, en el Penal Castro Castro; Nota Diplom tica N 5-4-M/286, porá °  

el delito de revelaci n de secretos de inter s nacional, en agravio del Estado peruano; y,ó é  

se resolvi  que pasaran los antecedentes a la Fiscal a Judicial de la Corte Suprema paraó í  

su informe.

Con  fecha  30  de  diciembre  de  2022  se  tuvo  por  recibidos  los  antecedentes 

remitidos a trav s de la Nota N  5-4-M/318 de la Embajada del Per , de fecha 12 deé ° ú  

diciembre de 2022, conducida mediante el oficio N  4790 de la Direcci n General de° ó  

Asuntos  Jur dicos  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  de  Chile.  Asimismo,  seí  

determin  solicitar a la Rep blica del Per , recabar por la autoridad judicial competenteó ú ú  

de dicho pa s la declaraci n indagatoria del Sr. Alberto Fujimori Fujimori respecto a losí ó  

hechos  descritos  en  esta  nueva  solicitud  de  ampliaci n,  contenidos  en  la  Notaó  

Diplom tica N  5-4-M/318 de su Embajada. Por ltimo, en virtud de la naturaleza deá ° ú  

los hechos de la nueva solicitud de ampliaci n,  se decret  la reserva de la causa, deó ó  

conformidad  con  el  art culo  7  del  Auto  Acordado  N  44-2022 de  la  Excma.  Corteí °  

Suprema.

Por escrito de 12 de enero de 2023, el abogado de la Oficina de Defensa Penal 

de la Corporaci n de Asistencia Judicial, Sr. Juan Manuel lvarez lvarez, solicit  teneró Á Á ó  

presente la delegaci n de poder conferida a la postulante Elisa Alina Franco Sentis.ó

Por resoluci n de 18 de enero de 2023 se resolvi  que, previo a proveer el escritoó ó  

delega  poder  presentado  por  el  abogado  de  la  Oficina  de  Defensa  Penal  de  la 
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Corporaci n de Asistencia Judicial, se suscribiese la presentaci n por la comparecienteó ó  

Elisa Alina Franco Sentis seg n lo dispuesto en el art culo 3 del Auto Acordado de laú í  

Excelent sima Corte Suprema sobre Tramitaci n Electr nica o bien, ratificara la firmaí ó ó  

ante el se or Secretario del Tribunal.  Asimismo, se resolvi  rectificar o aclarar el rolñ ó  

indicado en el cuerpo del escrito.

Con fecha 4 de abril de 2023, se recibi  la Nota N  5-4-M/97 de la Embajadaó °  

del Per , de fecha 28 de marzo de 2023, mediante la cual se condujo el Oficio N  4779-ú °

2023-MP-FN-OCJIE-NEZF  de  la  Oficina  de  Cooperaci n  Judicial  Internacional  yó  

Extradiciones, a trav s del cual: a) se remiti  una descripci n de los puntos centrales deé ó ó  

la solicitud de ampliaci n de extradici n activa y las normas penales aplicables relativas aó ó  

los  hechos  acaecidos  en el  establecimiento  penitenciario  Miguel  Castro  Castro;  b)  se 

remiti  una copia del acta de registro de audiencia de declaraci n indagatoria de Albertoó ó  

Fujimori Fujimori, de fecha 13 de enero de 2023, relativa a los hechos ocurridos en el 

establecimiento penitenciario  Miguel  Castro Castro;  y c)  se inform  que el  imputadoó  

Alberto Fujimori Fujimori cuenta con defensa t cnica particular, la cual representar  alé á  

Sr. Fujimori en la Rep blica de Chile. ú

Con fecha 12 de abril  de 2023, se agreg  a los antecedentes  la referida Notaó  

diplom tica, y atendido el m rito de la misma, se resolvi  dejar sin efecto la resoluci ná é ó ó  

de fecha 28 de diciembre de 2022 y se decret  la reapertura de la investigaci n de todasó ó  

las solicitudes de ampliaci n que fueron cerradas en dicha fecha, a efectos de evaluar laó  

necesidad  de  solicitar  nuevas  diligencias  a  partir  de  lo  informado  en la  Nota  de  la 

Embajada del Per . Asimismo, se orden  comunicar lo anterior por la v a m s expeditaú ó í á  

a la  Fiscal a  Judicial  de esta  Corte  Suprema,  a fin  de solicitar  la  devoluci n  de losí ó  

antecedentes enviados por motivo del cierre de investigaci n.ó

Con  fecha  18 de  abril  de  2023,  atendido  el  estado  procesal  de  la  causa,  se 

resolvi  reiterar al Estado requirente el cumplimiento de lo dispuesto en las resolucionesó  

de 15 de diciembre de 2021, 25 de marzo de 2022, 21 de septiembre de 2022, 30 de 

diciembre de 2022 y 1 de marzo de 2023, en cuanto a la remisi n de las respectivasó  

declaraciones indagatorias de Alberto Fujimori Fujimori por los episodios contenidos en 

las notas N  5-4-M/234, 286, 288, 291 y 318 de la Embajada del Per , o en su defecto,° ú  

para que informara si citado el requerido a la diligencia correspondiente, manifest  suó  

deseo de guardar silencio.

Con fecha 30 de junio de 2023, se recibi  la Nota N  5-4-M/166 de la Embajadaó °  

del Per , de fecha 22 de junio de 2023, mediante la cual se remiti  copia del acta de laú ó  

diligencia de declaraci n indagatoria de Alberto Fujimori Fujimori, llevada a cabo el d aó í  

19 de mayo de 2023, ante el Juzgado Penal Supraprovincial Liquidador Transitorio de la 

Corte Superior de Justicia Penal Especializada, en el marco del proceso penal seguido 

por los delitos de lesiones graves seguidas de muerte en un contexto de grave violaci nó  

de derechos humanos. 

Por escrito de 5 de julio de 2023, las abogadas Sra. Karinna Fern ndez Neira yá  

Sra.  Magdalena  Garc s  Fuentes,  en  representaci n  de  Luz  Cynthia  Silva  Ticllacuri,é ó  

Presidenta de DEMUS, Estudio para la Defensa de los Derechos de la Mujer, solicitaron 

hacerse parte fundadas en que en el marco de la presente solicitud de ampliaci n deó  

extradici n  contra  Alberto  Fujimori  Fujimori,  se  encuentra  incluida  la  solicitud  deó  
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extradici n vinculada a la causa criminal seguida en su contra por los delitos contra laó  

vida el cuerpo y la salud- lesiones graves seguidas de muerte en un contexto de grave 

violaci n de derechos humanos y otros, cometida en contra de decenas de mujeres entreó  

las que se encuentra reconocida en su calidad de v ctima, Celia Esther Ramos Durand,í  

cuyos intereses y los de su familia son representados en el proceso penal seguido ante la 

Fiscal a peruana por DEMUS, Estudio para la Defensa de los Derechos de la Mujer, así í 

como tambi n en sede internacional.é

Con fecha 6 de julio de 2023, se tuvo presente la Nota N  5-4-M/166 de la°  

Embajada  del  Per ,  y  se  agreg  a  sus  antecedentes,  orden ndose  mantener  el  CDú ó á  

acompa ado en dependencias  de la Direcci n de Asuntos  Internacionales  y Derechosñ ó  

Humanos de esta Corte, a disposici n de los intervinientes. Asimismo, se resolvi  reiteraró ó  

al Estado requirente la remisi n de las declaraciones indagatorias de Alberto Fujimorió  

Fujimori por los episodios contenidos en las notas N  5-4-M/234, 286, 288, y 291 de la°  

Embajada del Per , o en su defecto, que indicara si, citado el requerido a la diligenciaú  

correspondiente, manifest  su deseo de guardar silencio.ó

Por resoluci n de 7 de julio de 2023, previo a resolver el escrito presentado poró  

las abogadas Sra. Karinna Fern ndez Neira y Sra. Magdalena Garc s Fuentes, se otorgá é ó 

traslado a las partes.

Con  fecha  10  de  julio  de  2023,  el  abogado  Sr.  Rodrigo  Zegers  Reyes,  en 

representaci n del Estado peruano, evacu  el traslado conferido por resoluci n de 7 deó ó ó  

julio de 2023, solicitando que dicha solicitud fuera fallada conforme a derecho en todas 

sus partes, agregando que la representaci n que le fue conferida por el Estado peruanoó  

se limitaba a los  episodios  contenidos  en las Notas  N  5-4-M/234,  286 y 289 de la°  

Embajada  del  Per ,  encontr ndose  en  espera  de  que  el  encargo  de  representaci nú á ó  

judicial se ampliara a los episodios contenidos en las Notas N  5-4-M/287, 288, 290, 291°  

y 318 de la Embajada del Per .ú

Con fecha 12 de julio de 2023, se tuvo por evacuado el traslado conferido por el 

abogado Sr. Rodrigo Zegers Reyes, y habiendo transcurrido el plazo otorgado, se tuvo 

por evacuado el traslado conferido a la defensa en rebeld a.í

Con fecha 19 de julio de 2023, se resolvi  tener como partes coadyuvantes a lasó  

abogadas  Karinna Fern ndez y Magdalena Garc s, en representaci n de la presidentaá é ó  

de DEMUS, Estudio para la Defensa de los Derechos de la Mujer, do a Luz Cynthiañ  

Silva Ticllacuri, en el marco de la causa criminal seguida en contra del Sr. Fujimori por 

los delitos contra la vida, el cuerpo y la salud  lesiones graves seguidas de muerte.–

Con fecha 2 de agosto de 2023, la abogada Sra. Karinna Fern ndez Neira, en suá  

calidad de parte coadyuvante en el marco de la solicitud de ampliaci n de extradici nó ó  

del  Sr.  Alberto Fujimori, vinculada a la causa criminal  seguida en su contra por los 

delitos contra la vida el cuerpo y la salud - lesiones graves seguidas de muerte en un 

contexto  de  grave  violaci n  de  derechos  humanos  y  otros,  solicit  tener  poró ó  

acompa ados 2 documentos, consistentes en: 1) una comunicaci n de la CIDH de 03 deñ ó  

junio de 2023 donde se informa la remisi n del caso de Celia Edith Ramos Durand yó  

sus familiares contra el Estado de Per , Caso N  13.752 a la Corte IDH; y, 2) Copia deú º  

partes  pertinentes  del  Informe de Fondo N  287/21 del  caso de Celia  Edith Ramos°  
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Durand y sus familiares contra el Estado de Per , Caso N  13.752. Dichos documentosú º  

se tuvieron por acompa ados por resoluci n de 4 de agosto de 2023.ñ ó

Con fecha 11 de agosto de 2023, en atenci n al tiempo transcurrido desde loó  

solicitado al Estado requirente con fecha 6 de julio de 2023, se otorg  un plazo de 30ó  

d as a la Rep blica del Per  para que remitiera las declaraciones indagatorias de Albertoí ú ú  

Fujimori Fujimori por los episodios contenidos en las notas N  5-4-M/234, 286, 288, y°  

291 de la Embajada  del  Per ,  o en su defecto,  indicara si,  citado el  requerido a laú  

diligencia correspondiente, manifest  su deseo de guardar silencio. Asimismo, atendido loó  

informado por el abogado Sr. Rodrigo Zegers  en su presentaci n del 10 de julio deó  

2023, se resolvi  consultar al Estado requirente si contar  con representaci n letrada enó á ó  

la causa por los episodios contenidos en las Notas N  287, 288, 290, 291 y 318 de la°  

Embajada del Per .ú

Con fecha 21 de agosto de 2023, la Direcci n General de Asuntos Jur dicos deló í  

Ministerio de Relaciones  Exteriores  condujo  la Nota N  5-4-M/253,  de fecha  16 de°  

agosto de 2023, de la Embajada del Per , mediante la cual se remiti  el Certificadoú ó  

M dico Legal  N  041969-V de la Unidad Cl nico Forense del  Instituto de Medicinaé ° í  

Legal  del  Ministerio  P blico,  de  fecha  4  de  agosto  de  2023,  mediante  el  cual  seú  

determin  el estado de salud del  Sr. Alberto Fujimori  Fujimori,  y adem s, tuvo poró á  

finalidad responder si se encontraba en condiciones de enfrentar v lidamente un procesoá  

de extradici n,  as  como tambi n entender  las consecuencias  jur dicas de aquello.  Enó í é í  

dicha  pericia  m dica  se  concluy  que:  é ó 1.  El  peritado  entiende  las  consecuencias“  

jur dicas del proceso de extradici n; 2. El peritado presente m ltiples comorbilidades queí ó ú  

ponen en riesgo su salud y su vida; y, 3. Dichas condiciones cl nicas lo hacen un adultoí  

mayor  fr gil  (84  a os),  que  requiere  de  un  monitoreo  y  evaluaci n  por  m ltiplesá ñ ó ú  

especialidades  m dicas,  y  que  por  estas  condiciones  y  por  el  riesgo  coronario  queé  

presenta (antecedente de infarto agudo de miocardio), su traslado puede poner en riesgo  

su salud y su integridad f sica.í ” Dicha Nota se agreg  a los antecedentes por resoluci nó ó  

de 23 de agosto de 2023.

Con fecha 14 de septiembre de 2023, la Direcci n General de Asuntos Jur dicosó í  

del Ministerio de Relaciones Exteriores condujo la Nota N  5-4-M/293, de fecha 12 de°  

septiembre  de  2023,  de  la  Embajada  del  Per ,  mediante  la  cual  se inform  que  laú ó  

Oficina de Cooperaci n Judicial Internacional y Extradiciones del Ministerio P blico haó ú  

instado a los rganos judiciales peruanos que cumplan con llevar a cabo la declaraci nó ó  

indagatoria del Sr. Fujimori, agregando asimismo que se encontraba coordinando con la 

Procuradur a General de Estado, a fin que informara si el Estado peruano contar a coní í  

representaci n  letrada  en  los  procesos  de  ampliaci n  de  extradici n  referidos  en  lasó ó ó  

Notas  N  5-4-M/287,  288,  290,  291,  y  318.  Por  otro  lado,  solicit  que  cuando  se° ó  

remitieran  comunicaciones  de  un  Estado  a  otro  sobre  alg n  aspecto  relativo  a  laú  

extradici n, que las mismas surtan efectos a partir de la notificaci n o comunicaci n queó ó ó  

se realice a trav s de las misiones diplom ticas respectivas.é á

Con fecha 15 de septiembre de 2023, la Direcci n General de Asuntos Jur dicosó í  

del Ministerio de Relaciones Exteriores condujo la Nota N  5-4-M/146 de la Embajada°  

del  Per ,  de fecha  29 de mayo de 2023,  mediante  la  cual  se remiti  el  acta  de laú ó  

diligencia de declaraci n indagatoria del Sr. Alberto Fujimori Fujimori, desarrollada eló  
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17 de abril de 2023, en el marco del proceso de ampliaci n de solicitud de extradici nó ó  

seguida por los delitos de revelaci n de secretos de inter s nacional en agravio del Estadoó é  

peruano. Por otro lado, se inform  que el Sr. Fujimori no contaba con defensa privadaó  

en la Rep blica de Chile. La diligencia de declaraci n indagatoria se desarroll  ante laú ó ó  

S ptima Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Lima el 17 de abrilé  

de 2023, y cont  con la comparecencia del Sr. Daniel Lican Gordillo en representaci nó ó  

de los intereses del Ministerio P blico, y del Sr. Alberto Fujimori Fujimori, representadoú  

por el abogado Sr. Elio Riera Garro.

Con fecha 20 de septiembre de 2023, se tuvo presente la Nota N  5-4-M/293 de°  

la Embajada del Per , as  como tambi n se agreg  a los antecedentes la Nota N  5-4-ú í é ó °

M/146 de la Embajada del Per , la cual se recibi  mediante correo electr nico con igualú ó ó  

fecha.

Con fecha 28 de septiembre de 2023, la Direcci n General de Asuntos Jur dicosó í  

del Ministerio de Relaciones Exteriores condujo la Nota N  5-4-M/300, de fecha 20 de°  

septiembre de 2023, mediante la cual se remiti  el acta de declaraci n indagatoria deló ó  

Sr. Alberto Fujimori  Fujimori,  desarrollada el 25 de agosto de 2023 ante el Juzgado 

Penal Supraprovincial Liquidador Transitorio, en el marco del proceso de ampliaci n deó  

extradici n  seguida  por  los  delitos  de  secuestro  agravado  y  homicidio  calificado  enó  

agravio de Mariano Ventocilla Castillo y otros. Dicha documentaci n se agreg  a losó ó  

antecedentes  por  resoluci n  de  fecha  28  de  septiembre  de  2023.  La  declaraci nó ó  

indagatoria se realiz  por medios telem ticos y cont  con la comparecencia del Sr. Eloyó á ó  

Acaro  L pez  en  representaci n  del  Ministerio  P blico,  del  Sr.  Elio  Riega  Garro enó ó ú  

calidad de defensor del requerido Sr. Alberto Fujimori Fujimori. 

Con fecha 2 de noviembre de 2023, atendido el estado del proceso, y el objetivo 

por el cual en su oportunidad se decret  la reapertura de la investigaci n, se comunic  aó ó ó  

los intervinientes que el ltimo d a antes del cierre de la misma ser a el 8 de noviembreú í í  

de 2023.

Con fecha 3 de noviembre de 2023, la Direcci n General de Asuntos Jur dicosó í  

del Ministerio de Relaciones Exteriores condujo la Nota N  5-4-M/338 de la Embajada°  

del Per , de fecha 19 de octubre de 2023, mediante la cual se acompa  el acta de laú ñó  

diligencia de declaraci n indagatoria del Sr. Alberto Fujimori Fujimori, llevada a cabo eló  

28 de septiembre de 2023 ante la Primera Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior 

de Justicia de Lima, en el marco del proceso de solicitud de ampliaci n de extradici nó ó  

activa por la presunta comisi n del delito de secuestro agravado, en agravio de Arturoó  

Moreno Alc ntara y otros. Dicha nota se tuvo presente y se agreg  a los antecedentesá ó  

por resoluci n de 3 de noviembre de 2023. Dicha diligencia se realiz  por v a telem ticaó ó í á  

y cont  con la comparecencia del Sr. Juan Arturo Maza Puluche, Fiscal del Ministerioó  

P blico,  del  Sr.  Edgar  Ch vez  Trujillo,  en  representaci n  de  la  Procuradur aú á ó í  

Especializada en delitos  de Corrupci n de Funcionarios,  y del  procesado Sr.  Albertoó  

Fujimori Fujimori, representado por su abogada defensora Sra. Nathaly Violeta Santill ná  

Romero. 

 Con fecha 8 de noviembre de 2023, la Direcci n General de Asuntos Jur dicosó í  

del Ministerio de Relaciones Exteriores condujo la Nota N  5-4-M/347 de la Embajada°  

del Per , de fecha 30 de octubre de 2023, mediante la cual las autoridades peruanasú  
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informaron que se ampli  la competencia del Procurador P blico Ad Hoc, a fin de queó ú  

ejerciera  la  defensa  jur dica  de  los  derechos  e intereses  del  Estado peruano ante  lasí  

autoridades y sedes jurisdiccionales de la Rep blica de Chile, relacionados con todos losú  

procesos de ampliaci n de extradici n activa del ciudadano peruano Sr. Alberto Fujimorió ó  

Fujimori. 

Con fecha 8 de noviembre de 2023, el abogado Sr. Rodrigo Zegers Reyes, en 

representaci n del Estado peruano, solicit  que se concediera una pr rroga de 45 d as aló ó ó í  

plazo de reapertura de la investigaci n.ó

Con fecha 10 de noviembre de 2023, se accedi  a lo pedido, aument ndose eló á  

plazo de investigaci n en 45 d as, quedando en definitiva el ltimo d a para el 25 deó í ú í  

diciembre de 2023.

Con fecha 28 de noviembre de 2023, la Direcci n General de Asuntos Jur dicosó í  

del Ministerio de Relaciones Exteriores condujo la Nota N  5-4-M/380 de la Embajada°  

del Per , de fecha 21 de noviembre de 2023, mediante la cual se acompa  el acta deú ñó  

diligencia de declaraci n indagatoria del Sr. Alberto Fujimori Fujimori, llevada a caboó  

con fecha 10 de octubre de 2023 ante el 21  Juzgado Penal Liquidador Especializado en°  

Delitos de Corrupci n de Funcionarios, en el marco del proceso de ampliaci n de laó ó  

solicitud de extradici n por la presunta comisi n de los delitos de suministro ilegal deó ó  

armas de fuego, asociaci n il cita para delinquir, violaci n de la soberan a de un Estadoó í ó í  

extranjero,  y  falsedad  gen rica.  Dicha  Nota  se  incorpor  a  los  antecedentes  poré ó  

resoluci n de 29 de noviembre de 2023. La diligencia se realiz  por v a telem tica yó ó í á  

cont  con la  comparecencia  de la Sra.  M nica  Silva Escudero,  Fiscal  del  Ministerioó ó  

P blico,  del  declarante  Sr.  Alberto  Fujimori,  representado  por  el  defensor  Sr.  Elioú  

Fernando  Riera  Garro,  y  del  Sr.  Edgar  Ch vez  Trujillo,  en  representaci n  de  laá ó  

Procuradur a P blica en Delitos de Corrupci n de Funcionarios. í ú ó

Con fecha 7 de diciembre de 2023, las abogadas Sra. Karinna Fern ndez Neira yá  

Sra.  Magdalena  Garc s  Fuentes,  presentaron  un  escrito  solicitando  tener  poré  

acompa ados  dos  documentos,  consistentes  en una sentencia  de 16 de noviembre  deñ  

2022 de la Corte  Superior  de Justicia  de Lima,  Quinto  Juzgado Especializado en la 

Constitucional. Expediente: 01434-2021-0-1801-JR-DC-05, en acci n de amparo, y otraó  

sentencia de 20 de julio de 2023 de la Corte Superior de Justicia de Lima Segunda Sala 

Constitucional,  notificada  a  DEMUS  el  04  de  diciembre  de  2023,  que  confirma 

parcialmente la anterior. Por otro lado, solicitaron que se tuviera presente la delegaci nó  

de  poder  conferida  a  la  abogada  habilitada  para  el  ejercicio  de  la  profesi n,  Sra.ó  

Valentina Gatica Bravo.

Con fecha 14 de diciembre de 2023, se tuvo por acompa ados los documentosñ  

ofrecidos mediante el escrito de 7 de diciembre del mismo a o, y se tuvo presente lañ  

delegaci n de poder otorgada a la abogada Sra. Valentina Gatica Bravo.ó

Con  fecha  27  de  diciembre  de  2023,  atendido  el  m rito  de  autos,  y  deé  

conformidad con lo dispuesto en el art culo 651 del C digo de Procedimiento Penal, seí ó  

resolvi  dar por cerrada la investigaci n, pasando los antecedentes a la Fiscal a Judicialó ó í  

de la Corte Suprema para su informe.

Con  fecha  19  de  enero  de  2024,  el  Sr.  Fiscal  Judicial  (S)  de  la  esta  Corte 

Suprema Sr. Jorge Norambuena Carrillo evacu  el informe N  319, el que concluye, ó ° “…
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de acuerdo al an lisis anteriormente efectuado respecto de las situaciones en informe yá  

por las cuales se han solicitado las respectivas ampliaciones de la extradici n respecto deló  

requerido,  en  opini n  de  este  Fiscal  Judicial,  se  han  cumplido  copulativamente  losó  

requisitos  exigidos  en  el  art culo  647  del  C digo  de  Procedimiento  Penal,  y  en  loí ó  

dispuesto en el Tratado de Extradici n entre la Rep blica de Chile y la Rep blica deó ú ú  

Per  suscrito con fecha 5 de noviembre de 1932, aprobado por el Congreso Nacional elú  

14 de agosto de 1936 y promulgado el 11 de agosto de 1936 y dem s exigencias de losá  

cuerpos  legales  ya citados,  por  lo que  propone  que se conceda  la  ampliaci n  de laó  

extradici n  solicitada  por  la  Rep blica  de  Per  del  ciudadano  de  esa  nacionalidadó ú ú  

Alberto Fujimori Fujimori por su responsabilidad como autor de los delitos consumados  

de: a) Suministro ilegal de armas de fuego, asociaci n il cita para delinquir, violaci n deó í ó  

soberan a de un estado extranjero, falsedad gen rica y conspiraci n, consignados en laí é ó  

Nota N  234 de la Embajada de Per ; b) homicidios calificados y secuestros agravados° ú  

de  los  miembros  de  la  familia  Ventocilla,  consignados  en  la  Nota  N  288  de  la°  

Embajada  de  Per ;  c)  secuestros  agravados  respecto  de  Arturo  Moreno  Alc ntara  yú á  

otros, consignados en la Nota N  291 de la Embajada de Per ; d) homicidios calificados° ú  

de Eduardo Nicol s Cruz S nchez y otros,  en operativo de rescate de rehenes en laá á  

Residencia  del Embajador  de Jap n en Lima, consignados  en la Nota N  287 de laó °  

Embajada de Per ; e)  asociaci n il cita  para delinquir  y peculado,  consignados  en laú ó í  

Nota N  289 de la Embajada de Per ; f) homicidios calificados de Juan Bardales Rengifo° ú  

y otros, por lesiones graves de Margot Lourdes Liendo y otros, ocurridos en el Penal  

Miguel  Castro  Castro  consignados  en la  Nota  N  290 de  la  Embajada  de  Per ;  g)° ú  

revelaci n de secretos de inter s nacional en agravio del Estado Peruano, consignados enó é  

la  Nota  N  286 de la  Embajada  de  Per ;  h)  delitos  de  lesiones  graves  seguidos  de° ú  

muerte, en un contexto de grave violaci n de derechos humanos en agravio de Mar aó í  

Mam rita  Mestanza  Ch vez  y otras,  y por  lesiones  graves  en un contexto  de graveé á  

violaci n de derechos humanos en agravio de Victoria Esperanza Vigo Espinoza y otros,ó  

consignados en la Nota N  318 de la Embajada de Per .° ú”

Con fecha 24 de enero de 2024, se determin  agregar a los autos el precedenteó  

informe y en virtud de lo dispuesto en el  art culo 652 del C digo de Procedimientoí ó  

Penal,  se confiri  traslado a los  abogados  representantes  del  Estado requirente,  y lasó  

abogadas de la parte coadyuvante, por el t rmino de 20 d as.é í

Evacuaron el traslado conferido, con fecha 7 de febrero de 2024, las abogadas 

Sra. Karinna Fern ndez Neira y Magdalena Garc s Fuentes, partes coadyuvantes en elá é  

proceso; con fecha 12 de febrero de 2024, el abogado Sr. Rodrigo Zegers Reyes,  en 

representaci n del Estado peruano; ó

Con fecha 13 de febrero de 2024 se tuvo por evacuado el traslado conferido al 

abogado Sr. Rodrigo Zegers Reyes, y, en virtud de lo dispuesto en el art culo 652 delí  

C digo de Procedimiento Penal, se confiri  traslado a la defensa por el t rmino de veinteó ó é  

d as.  En  esa  misma  fecha,  el  abogado  Sr.  Juan  Manuel  lvarez  lvarez,  ení Á Á  

representaci n del Sr. Alberto Fujimori Fujimori, evacu  el traslado conferido.ó ó

Con  fecha  20 de  marzo  de  2024,  el  abogado  Sr.  Rodrigo  Zegers  Reyes,  en 

representaci n  del  Estado  peruano,  present  un  escrito  acompa ando  copia  de  laó ó ñ  

escritura p blica de Otorgamiento de Mandatos y Poderes,  de fecha 2 de febrero deú  
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2024, otorgada por el Sr. Javier Alonso Pacheco Palacios, Procurador P blico Adjuntoú  

Especializado en Delitos de Corrupci n, en la cual consta que el suscrito al igual que eló  

abogado Braulio Carrasco Hinojosa, cuentan con amplios poderes  para representar al 

Estado  peruano  en  los  ocho  casos  por  los  cuales  se  ha  solicitado  la  ampliaci n  deó  

extradici n  del  Sr.  Alberto  Fujimori  Fujimori.  Dicho  documento  se  tuvo  poró  

acompa ado por resoluci n de fecha 22 de marzo de 2024.ñ ó

Con lo relacionado y considerando:

Primero:  Que la extradici n como instituci n jur dica que interesa al Derechoó ó í  

Internacional, al Derecho Penal y al Derecho Procesal, presenta varios alcances: i) debe 

ser entendida como un acto de cooperaci n jur dica internacional -o acto de cooperaci nó í ó  

interestatal que se encuentra en estrecha relaci n con la aplicaci n de la ley penal en eló ó “  

espacio , en virtud del cual un Estado -denominado requerido-, pone a un individuo que”  

se  encuentra  en  su  territorio  a  disposici n  de  otro  Estado  que  lo  ha  solicitadoó  

-denominado requirente-, para su enjuiciamiento o para el cumplimiento de la condena 

si ha sido condenado. El reclamado tiene la condici n de procesado o condenado por unó  

delito com n. ii) El fundamento de esta instituci n, como se sabe, radica no solo en elú ó  

inter s de los Estados en que los delitos no queden impunes, sino en no crear lugares deé  

refugio  de aquellos  individuos  que delinquen.  Existen  razones  tanto  jur dicas:  auxilioí  

internacional en la lucha contra el delito, cuanto de ndole pr ctica: solidaridad y ayudaí á  

mutua en la represi n de la delincuencia y el inter s com n de los Estados en la tutelaó é ú  

del orden jur dico. (Hurtado Pozo/ Prado Saldarriaga, Manual de Derecho Penal, Parteí  

General,  Tomo  I,  IDEMSA,  Lima,  2011,  p.  265;  Sebasti n  M.  Mar a  ngeles:  Laá í Á  

extradici n pasiva, Editorial Comares, Granada, 1997, p. 27).ó

Segundo:  Que, las fuentes de la extradici n est n constituidas, b sicamente, poró á á  

las  normas  de  derecho  interno  contenidas,  en  la  especie,  en  nuestro  ordenamiento 

jur dico en el Libro III, t tulo VI, p rrafo 2 , relativo a la Extradici n Pasiva, art culosí í á ° ó í  

644  a  656  del  C digo  de  Procedimiento  Penal,  vigente  a  la  poca  de  los  hechosó é  

denunciados,  y  por  las  de  derecho  internacional,  espec ficamente,  por  los  tratadosí  

suscritos  por  Chile  sobre  la  materia  y,  en  su defecto,  por  los  principios  de  derecho 

internacional.

Tercero:  Que, la Rep blica del Per  ha solicitado formalmente la ampliaci n deú ú ó  

la  extradici n  concedida  respecto  del  ciudadano  peruano  Alberto  Kenya  Fujimorió  

Fujimori, en el Rol N 3744-2007 de esta Corte Suprema, por 8 aristas o cap tulos que se° í  

individualizar n,  invocando el  Tratado de Extradici n que las Rep blicas  del  Per  yá ó ú ú  

Chile,  suscribieron  en Lima  el  5 de noviembre  de 1932,  aprobado por  el  Congreso 

Nacional el 14 de agosto de 1933 y  promulgado en Chile por Decreto N 1162, de 11°  

de agosto de 1936. 

Le son aplicables, supletoriamente, asimismo, las normas del C digo de Derechoó  

Internacional  Privado,  tambi n  denominado  C digo  de  Bustamante  y,  atendidos  losé ó  

delitos  que  se  le  imputan  en algunos  de  los  requerimientos,  instrumentos  y  tratados 

internacionales que integran el  corpus juris internacional de protecci n de los derechosó  

humanos.

 Cuarto:  Que,  a  esta  Corte  Suprema  le  ha  correspondido  conocer  diversos 

requerimientos  de  la  Rep blica  del  Per ,  dirigidos  a  obtener  la  ampliaci n  de  laú ú ó  
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extradici n de Alberto Fujimori  por hechos o delitos distintos a los que originaron laó  

solicitud inicial (2005), cometidos con anterioridad a ella y que no fueron comprendidos 

en sta, como son los contenidos en los roles 4331-2011, 7267-2012 y 7009-2017. Ené  

efecto,  lo  anterior  se  encuentra  relacionado  con  el  denominado  principio  de  la 

especialidad, en virtud del cual no se puede juzgar al extraditado sino exclusivamente 

por los delitos por los cuales se concedi  la extradici n, de manera que cualquier nuevoó ó  

juzgamiento requiere el consentimiento del Estado de refugio,  sujeto a las normas de 

extradici n, seg n se desprende de lo preceptuado en el art culo VIII del Tratado deó ú í  

Extradici n de 1932 y el art culo 377 del C digo de Bustamante.ó í ó

En raz n de lo anterior, para este tribunal se encuentra zanjada su procedencia,ó  

constituyendo el presente procedimiento la v a a trav s de la cual el Estado de Chileí é  

podr  otorgar o denegar su consentimiento para que el requerido sea juzgado por losá  

delitos por los que ahora se lo requiere, distintos a aquellos por los cuales se concedi  suó  

extradici n en el a o 2007.ó ñ

Quinto:  Que, de acuerdo a lo previsto en el Tratado de Extradici n con Per ,ó ú  

las altas partes contratantes se obligan a entregarse rec procamente los delincuentes deí  

cualquiera nacionalidad, refugiados en los respectivos territorios o en tr nsito por stos,á é  

siempre que el pa s requirente tenga jurisdicci n para conocer y juzgar la infracci n queí ó ó  

motiva  el  pedido  (Art culo  I);  se  establece  que  procede  la  extradici n  por  todas  lasí ó  

infracciones que seg n la ley del pa s requerido est n penadas con un a o o m s deú í é ñ á  

prisi n,  comprendidas  la  tentativa  y  la  complicidad  (Art culo  II);  se  descarta  laó í  

extradici n por delitos pol ticos, calificados de tales por la legislaci n del pa s requeridoó í ó í  

(Art culo III) y se conviene que no ser  procedente la extradici n en caso de que losí á ó  

delitos hubieren sido perseguidos y juzgados definitivamente en el pa s de refugio, o sidoí  

objeto  de  amnist a  o  indulto  en  ese  pa s,  tambi n  cuando  la  acci n  se  encontrareí í é ó  

prescrita y cuando el delincuente sea perseguido y juzgado por el mismo hecho en el pa sí  

requerido (art culo V). A su turno, en conformidad a lo dispuesto en el art culo 353 delí í  

C digo  de  Bustamante,  es  necesario  que  el  hecho  que  motive  la  extradici n  tengaó ó  

car cter de delito en la legislaci n del Estado requirente y en la del requerido, exigenciaá ó  

que es expresi n del principio de doble incriminaci n.ó ó

Sexto:  Que, por su parte, el procedimiento contemplado en el art culo 647 delí  

C digo  de  Procedimiento  Penal  para  determinar  la  procedencia  de  las  respectivasó  

ampliaciones de extradici n, establece que la investigaci n se contraer  especialmente aó ó á  

los puntos siguientes: 1  comprobar la identidad del requerido; 2  establecer si el delito° °  

que se le imputa es de aquellos que autorizan la extradici n seg n los tratados vigentesó ú  

o,  a falta  de stos,  en conformidad a los  principios  del  Derecho  Internacional;  y 3é ° 

acreditar si el sindicado como procesado ha cometido o no el delito prometido.

S ptimo:é  Que, como se ha consignado en la parte expositiva, la Rep blica delú  

Per  solicit  las siguientes ampliaciones de extradici n en relaci n al ciudadano peruanoú ó ó ó  

Alberto Kenya Fujimori Fujimori: 

a) Oficio N 3602 (nota diplom tica N 5-4-234); por su presunta responsabilidad° á °  

en  la  comisi n  de  los  delitos  de  suministro  ilegal  de  armas  de  fuego,ó  

asociaci n  il cita  para  delinquir,  violaci n  de  soberan a  de  un  Estadoó í ó í  

extranjero,  falsedad gen rica  y conspiraci n.  Requiere  el  Segundo Juzgadoé ó  
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Penal  Especial  de  la  Corte  Superior  de  Lima  (expediente  053-2008); 

resoluci n Suprema 153-2021- JUS;ó

b) Oficio N 4264 (Nota Diplom tica N 5-4-288); por su presunta responsabilidad° á °  

en la comisi n de los delitos de homicidio calificado y secuestro agravado deó  

miembros  de  la  familia  Ventocilla.  Requiere  el  Segundo  Juzgado  Penal 

Especial  de  la  Corte  Superior  de  Lima  (expediente  47-2009);  resoluci nó  

Suprema 198-2021- JUS;

c) Oficio N 4265 (nota Diplom tica N 5-4-291); por su presunta responsabilidad° á °  

en la  comisi n de  los  delitos  de secuestro  agravado en agravio  de Arturoó  

Moreno Alc ntara y otros. Requiere el Cuarto Juzgado Penal Especial de laá  

Corte Superior de Lima (expediente 11.084-1994), resoluci n Suprema 196-ó

2021-JUS;

d) Oficio N 4266 (Nota Diplom tica N 5-4-287), por su presunt° á ° a responsabilidad 

en la comisi n de los delitos de homicidio calificado de Nicol s Cruz S nchezó á á  

y otros,  en operativo rescate  rehenes  en Embajada  de Jap n.  Requiere  eló  

Tercer  Juzgado Penal  Especial  de la  Corte  Superior  de Lima;  (expediente 

054-2007), resoluci n Suprema N 194-2021-JUS;ó °

e) Oficio N 4267 (Nota Diplom tica N 5-4-289), por su presunta responsabilidad° á °  

en la comisi n de los delitos de asociaci n il cita para delinquir y peculado.ó ó í  

Requiere  el  Primer  Juzgado Penal  Especial  de la Corte  Superior  de Lima 

(expediente 111-2006), resoluci n Suprema 195-2021-JUS;ó

f) Oficio N 4268 (Nota Diplom tica N 5-4-290), por su presunta responsabilidad° á °  

en la comisi n de los delitos de homicidio calificado de Juan Bardales Rengifoó  

y otros  y lesiones  graves  de Margot  Lourdes  Liendo  y otros,  en el  Penal 

Castro  Castro.  Requiere  el  Segundo  Juzgado  Penal  Especial  de  la  Corte 

Superior de Lima (expediente 45-2005), resoluci n Suprema 193-2021;ó

g) Oficio N 4269 (Nota Diplom tica N 5-4-286), por su presunta responsabilidad° á °  

en  la  comisi n  del  delito  de  revelaci n  de  secreto  de  inter s  nacional  enó ó é  

agravio del Estado peruano. Requiere el D cimo Tercer Juzgado Penal de laé  

Corte Superior de Lima (expediente 009-2005), resoluci n Suprema 197-201-ó

JUS;

h) Oficio  N 4790  (Nota  Diplom tica  N 4-M/318)  por  su  presunta° á °  

responsabilidad como autor mediato de la comisi n de los delitos de lesionesó  

graves  seguidas de muerte,  en un contexto de grave violaci n de derechosó  

humanos, en agravio de Mar a Mam rita Mestanza Ch vez y otras, y lesionesí é á  

graves, en un contexto de grave violaci n de derechos humanos, en agravioó  

de  Victoria  Esperanza  Vigo  Espinoza  y  otros.  Requiere  el  Juzgado  Penal 

Supraprovincial  Liquidador  Transitorio  de  la  Corte  Superior  Nacional  de 

Justicia  Penal  Especializada  (expediente  56-2022),  resoluci n  Suprema  218-ó

2022-JUS.

Octavo:  Que en relaci n al requisito contemplado en el numeral 1  del art culoó ° í  

647 del C digo de Procedimiento Penal, es menester dejar establecido, desde ya, que enó  

los  ocho  requerimientos  efectuados  por  la  Rep blica  del  Per  en contra  de  Albertoú ú  

Fujimori Fujimori, conforme a la documentaci n acompa ada en cada uno de ellos y lasó ñ  
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respectivas declaraciones indagatorias en que ste se individualiza personalmente frente aé  

la autoridad judicial  presente en el  acto,  a las que se har  menci n en los cap tulosá ó í  

correspondientes,  el  requerido  corresponde  a  Alberto  Fujimori  Fujimori,  ciudadano 

peruano, nacido el 28 de julio de 1938 en la Provincia de Lima, distrito de Miraflores,  

c digo  nico  de  identificaci n  N 10553955-J,  DNI  N 10553955.57,  sin  que  estaó ú ó ° °  

circunstancia hubiere sido objetada tampoco por la defensa.

De esta manera, se cumple con el requisito contemplado en el numeral 1  del°  

art culo 647 del C digo de Procedimiento Penal.í ó

Noveno:  Que,  habi ndose  dado  por  cumplido  el  primer  requisito  deé  

procedencia  de  la  extradici n  contemplado  en  el  art culo  647  del  C digo  deó í ó  

Procedimiento Penal, relativo a comprobar la identidad del requerido, procederemos a 

examinar si los requerimientos satisfacen aquel contemplado en el numeral 2 , lo que°  

conduce  a  analizar  si  los  delitos  que  se  le  imputan  en  los  respectivos  cap tulos  deí  

ampliaci n  de  la  extradici n  son  de  aquellos  que  autorizan  la  extradici n  seg n  eló ó ó ú  

Tratado suscrito entre ambos Estados el a o 1932, o eventualmente a los principios delñ  

Derecho Internacional.

1. En  primer  lugar,  el  examen  de  los  antecedentes  permite  afirmar  que  los 

delitos por los cuales se solicitan las ampliaciones de extradici n no han sidoó  

perseguidos ni juzgados definitivamente en nuestro pa s, ni tampoco han sidoí  

objeto de amnist a o indulto por las autoridades chilenas. Del mismo modo,í  

no se trata de delitos que est n siendo perseguidos ni juzgados en Chile.é

2. Para  determinar  si  los  delitos  perseguidos  tienen  el  car cter  á de  delitos 

pol ticos, resulta necesario hacer un breve desarrollo sobre el alcance de losí  

mismos.

En  efecto,  el  Tratado  de  Extradici n  vigente  entre  Chile  y  Per ,  en  suó ú  

art culo III, proh be la extradici n por delitos pol ticos, calificados de tales porí í ó í  

la legislaci n del pa s requerido. No obstante, agrega que se conceder  aunó í “ á  

cuando el culpable alegue un motivo o fin pol tico, si el hecho por el cual haí  

sido reclamado constituye principalmente un delito com n, como homicidio,ú  

envenenamiento,  mutilaciones,  heridas  graves,  voluntarias  y  premeditadas, 

atentado  a  la  propiedad  p blica  o  privada,  por  incendio,  explosi n  oú ó  

inundaci n y robos,  especificando, luego, que para aplicaci n de las reglasó ” ó  

que  preceden  no  se  reputan  delitos  pol ticos  los  actos  criminales  o  de“ í  

anarquismo  dirigidos  contra  las  bases  de  toda  organizaci n  social .ó ”  

Finalmente, el Tratado deja a la apreciaci n del Estado requerido, el car cteró á  

de la infracci n.ó

Es interesante hacer notar que si bien, por regla general, en la actualidad los 

Tratados rechazan la extradici n por motivos pol ticos  y as  lo establece eló í í  

C digo de Bustamante y los dem s Tratados suscritos por nuestro pa s, estoó á í  

responde a una evoluci n hist rica, ya que en la antig edad la pr ctica de laó ó ü á  

extradici n  estaba  primariamente  enfocada  en  los  hoy  llamados  delitosó  

pol ticos  y no en los  comunes.  Los  Estados  utilizaban  la  extradici n  paraí ó  

obtener  control  jurisdiccional  sobre  los  delincuentes  de  car cter  pol tico.á í  

Influyeron  en  el  cambio  de  paradigma,  y  en  que  el  fen meno  terminaraó  
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siendo  al  rev s,  la  revoluci n  francesa,  que  abraz  ciertos  valores  contraé ó ó  

reg menes desp ticos prometiendo asilo a todos quienes huyeran por la causaí ó “  

de la libertad , la revoluci n industrial, que acort  las distancias, aument  el” ó ó ó  

comercio  y  las  transacciones,  provocando  que  los  Estados  decidieran 

entregarse  a  los  delincuentes  y,  desde  luego,  m s  recientemente,á  

consideraciones  basadas  en  derecho  humanos.  (Ca ardo,  Hernando  V.  Lañ  

extradici n, el delito pol tico y el asilo extraterritorial a la luz de los principiosó í  

del Derecho Internacional P blico, Revista de Derecho. Segunda poca. A oú é ñ  

8. N.  8 (noviembre 2013), 81-115 - ISSN 1510-3714, p gs. 84 a 88.)º á

La conceptualizaci n del delito pol tico, como tema de discusi n en el mbitoó í ó á  

penal, sin embargo, no ha sido una cuesti n pac fica, ya que una vez definidoó í  

que  el  delincuente  pol tico  hab a  de  recibir  un trato  diferente  al  criminalí í  

com n,  conforme  a los  postulados  del Derecho Penal  liberal,  quedaba porú  

determinar  su sustancia,  esto  es,  determinar  qu  il citos  penales  quedar ané í í  

comprendidos  en  esta  categor a  privilegiada.  Sobre  el  punto,  se  puedení  

observar  tres  grandes  corrientes,  la  objetiva,  que  le  da  una  consideraci nó  

preferente  al  delito,  la  subjetiva,  que  estima  predominante  la  persona  del 

delincuente y la mixta, que intenta conciliar ambos criterios.

As , las teor as que siguen el criterio objetivo consideran de manera exclusivaí í  

la naturaleza del bien jur dico perjudicado, entendiendo b sicamente que losí á  

delitos  pol ticos  son  aquellos  que  amenazan  la  seguridad  del  Estado  oí “  

comprometen  el  funcionamiento  de  sus  rganos  constitucionales  oó  

administrativos .  Para  los  partidarios  del  criterio  subjetivo,  en  tanto,  la”  

calificaci n de un acto como delito pol tico debe realizarse en funci n deló í ó  

elemento psicol gico o teleol gico de la acci n, es decir, depende del m vil oó ó ó ó  

de la finalidad pol tica del autor. El criterio mixto, como se dijo, nace de laí  

consideraci n tanto del bien o inter s jur dico atacado as  como el m vil o finó é í í ó  

perseguido por el autor, se dice que el criterio del bien jur dico lesionado noí  

basta,  el  delito  debe  ser  pol tico  objetiva  y  subjetivamente,  debiendoí  

precisarse,  en  todo  caso,  que  dentro  de  esta  corriente  hay  quienes  la 

extienden,  entendiendo  que  es  delito  pol tico  el  cometido  contra  el  ordení  

pol tico del Estado, as  como todo otro delito de cualquier clase determinadoí í  

por m viles pol ticos, con lo cual se alejan del postulado esencial del criterioó í  

mixto,  que  radica  en tomar  a ambos  factores  como integrantes  del  delito 

pol tico. En general, la doctrina actual prefiere el criterio ecl ctico, como unaí é  

forma de distanciarse de la parcialidad que significa la sola consideraci n deló  

bien jur dico o del m vil. í ó

Debe  hacerse  presente,  asimismo,  que  la  doctrina  ha  realizado  ciertas 

clasificaciones del delito pol tico, que contribuyen a la determinaci n de susí ó  

l mites, siendo la de mayor relevancia en la actualidad, aquella que distingueí  

entre delitos pol ticos puros y relativos, comprendiendo dentro de esta ltimaí ú  

categor a, los llamados delitos complejos y los conexos a un delito netamenteí  

pol tico.  As ,  los  delitos  puros  o netamente  pol ticos  son aquellos  que soloí í í  

lesionan la forma, organizaci n y funciones del Estado, sin da ar otro bienó ñ  
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jur dico;  estaremos frente a un delito complejo cuando el hecho delictivo,í “  

nico desde el punto de vista material, lesiona a la par el orden pol tico y elú í  

inter s privado , suele darse como ejemplo el asesinato de un jefe de Estado,é ”  

con el fin de acabar con su gobierno. Existe delito conexo cuando se comete“  

una infracci n al derecho com n, en el curso de un delito pol tico, teniendoó ú í  

relaci n con este acontecimiento . (Astudillo Canessa, Erick Alejandro, tesis deó ”  

grado U. de Chile, a o 2002, p gs. 35 a 53).ñ á

Nuestra legislaci n no define ni hace menci n expresa respecto de lo que haó ó  

de entenderse por delito pol tico, sin embargo, encontramos pronunciamientosí  

jurisprudenciales que tempranamente han asentado el criterio de que es el“  

que atenta contra la organizaci n pol tica de los ciudadanos, y que el bienó í  

jur dico protegido que ese delito lesiona es la normalidad constitucional delí  

pa s afectado.  Agregando que tambi n se contemplan como delitos pol ticosí ” é í  

aquellos que tienen por fin alterar el orden pol tico o social establecido en elí  

pa s. (RDJ, tomo LIV, secc. 4 , p.197, citado por Guzm n Latorre, Diego,í ° á  

Tratado  de  Derecho  Internacional  Privado,  p g.  605).  Dicha  postura  fueá  

recogida  por  el  fallo  que  hizo  lugar  a  la  extradici n  solicitada  por  Peró ú 

respecto del mismo requerido, en el Rol 3744-2007, sin perjuicio de reconocer 

la existencia, a nivel doctrinario, de los criterios objetivo y subjetivo, para la 

determinaci n del car cter pol tico de la infracci n. ó á í ó

La cl usula del Tratado vigente con Per , por otra parte, es una muestra deá ú  

los  l mites  que  los  Estados  partes  establecieron,  para  el  caso  de  queí  

efectivamente se invoquen m viles pol ticos, restricciones que, en consonanciaó í  

con  un  criterio  bastante  universal,  est n  referidas  a  delitos  de  muchaá  

gravedad.

En el marco del an lisis efectuado precedentemente, es posible concluir queá  

ninguno de los delitos por los cuales se pide la ampliaci n de la extradici nó ó  

respecto de Alberto Fujimori,  puede ser calificado como delito pol tico. Siní  

embargo, atendido que la defensa del requerido ejercida por la Corporaci nó  

de Asistencia Judicial ha argumentado que la ampliaci n de extradici n en eló ó  

caso de los secuestros agravados de Arturo Moreno Alc ntara y otros resultaá  

improcedente  por  tratarse  de  delitos  pol ticos,  dejaremos  pendiente  elí  

pronunciamiento  respecto  de  este  caso,  para  abordarlo  al  conocer  de  la 

solicitud espec fica.í

3. Sobre  el  requisito  de  la  doble  incriminaci n  el  Tratado  de  Extradici n“ ó ” ó  

suscrito con la Rep blica del Per  nada dice, por lo que habr  de estarse a loú ú á  

dispuesto  en  el  art culo  353  del  C digo  de  Bustamante  que  lo  consagra,í ó  

se alando  que  consiste  en  exigir  que  el  hecho  por  el  cual  se  solicita  yñ “  

concede  la  extradici n  se encuentre  previsto  como delito  tanto  en el  pa só í  

requirente  como en el  requerido.  Como ha sostenido reiteradamente  esta”  

Corte Suprema, para dar cumplimiento a este requisito basta con la simple 

comparaci n  entre  ambas  legislaciones  y  que  en  ellas  se  contengan  comoó  

hechos punibles las situaciones analizadas, aunque no sean id nticas las figurasé  

t picas, ni est n descritas con la misma denominaci n jur dica; lo nico queí é ó í ú  
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importa es que el hecho sea constitutivo de delito en ambos pa ses, sin queí  

sea  un  impedimento  que  ello  fuere  por  una  figura  t pica  distinta  de  laí  

encuadrada jur dicamente en el requerimiento.í

En  cuanto  al  requisito  de  la  m nima  gravedad ,  este  se  encuentra“ í ”  

contemplado en el art culo II del Tratado de Extradici n entre Chile y Per ,í ó ú  

seg n  el  cual  la  infracci n  debe  estar  penada  en  la  legislaci n  del  pa sú ó ó í  

requerido  con  un  a o  o  m s  de  prisi n,  comprendidas  la  tentativa  y  lañ á ó  

complicidad.

El an lisis de lo que ocurre en cada una de las solicitudes de ampliaci n deá ó  

extradici n,  respecto de ambos  principios  fundamentales,  se realizar  en eló á  

cap tulo respectivo, donde se expondr  la calificaci n jur dica de los hechosí á ó í  

efectuada por el Estado requirente.

4. En lo que respecta a la prescripci n de la acci n para perseguir los delitos poró ó  

los cuales se solicita la ampliaci n de la extradici n, es menester se alar que,ó ó ñ  

de acuerdo a lo estatuido en el Tratado vigente con la Rep blica del Per ,ú ú  

art culo V N 2, no ser  procedente la extradici n cuando seg n las leyes delí ° á ó ú  

pa s requerido la pena o acci n se encontrare prescrita. En consideraci n a loí ó ó  

anterior, cabe aplicar lo dispuesto en el art culo 94, 95, 96 y 101 del C digoí ó  

Penal chileno, en relaci n con las disposiciones sustantivas relativas al caso deó  

que se trata.

En efecto, de acuerdo a la normativa consagrada en nuestro ordenamiento 

jur dico  interno,  el  plazo  de  prescripci n  de  la  acci n  penal  var aí ó ó í  

dependiendo de si trata de cr menes, simples delitos o faltas, pudieí ndo verse 

afectado  su  c mputo  seg n  expresa  el  art culo  96  citado  por  dosó – ú í –  

circunstancias, a saber, la interrupci n, por la comisi n de un nuevo crimen oó ó  

simple delito por parte del sujeto, que hace perder el tiempo transcurrido, y la 

suspensi n,  desde  que  el  procedimiento  se  dirige  contra  el  delincuente,  esó  

decir  se asocia  al comportamiento desplegado por parte de los organismos 

encargados de perseguir la responsabilidad penal, no obstante, si se paraliza 

su  prosecuci n  por  tres  a os  o  se  termina  sin  condenarle,  contin a  laó ñ ú  

prescripci n como si no se hubiera interrumpido.ó

Por otra parte, trat ndose de delitos que puedan ser calificados como delitosá  

de lesa humanidad, la consecuencia ser  la imprescriptibilidad de la acci ná ó  

para perseguirlos, como lo ha venido resolviendo consistentemente esta Corte 

Suprema,  fundada  en  diversos  instrumentos  del  sistema  internacional  de 

protecci n de los derechos humanos, por lo que, atendida las caracter sticasó í  

de  los  hechos  imputados  en  algunos  requerimientos,  sta  se  analizar  alé á  

conocer cada caso espec fico. í

I . Presunta  responsabi l idad  en  los  del i tos  de  suminis tro  ilegal  

de  armas  de  fuego,  asociaci n  i l ci ta  para  del inquir,  violaci n  deó í ó  

soberan a  de un Estado extranjero,  fa lsedad gen rica  y conspiraci n.í é ó

D cimo:é  Que,  de  acuerdo  a  lo  se alado  en  la  solicitud  de  ampliaci n  deñ ó  

extradici n planteada por el Segundo Juzgado Penal Especial de la Corte Superior deó  

Justicia de Lima, en el expediente 053-2008, mediante resoluci n de 1 de abril de 2009,ó  
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respecto del ciudadano peruano Alberto Fujimori Fujimori, los cargos que se le imputan 

son los siguientes:

Se imputa al extraditado la presunta comisi n de los delitos de suministro ilegal“ ó  

de armas de fuego, asociaci n il cita para delinquir, violaci n de soberan a de un Estadoó í ó í  

extranjero, conspiraci n contra un Estado extranjero y falsedad gen rica, en agravio deló é  

Estado, delitos previstos y penados en los art culos 279, 317, 337, 388 y 438 del C digoí ó  

Penal respectivamente, pues durante los a os 1998, 1999 y 2000 cuando el extraditadoñ  

era el  Presidente  de  la  Rep blica  habr a  formado  parte  de la  organizaci n  criminalú í ó  

constituida por Vladimiro Montesinos, Luis Aybar Cancho, Jos  Aybar Cancho y otrosé  

ya sentenciados  en el  expediente  038-2001,  quienes  suministraron armas  de fuego al 

grupo  guerrillero  colombiano  denominado  Fuerzas  Armadas  Revolucionarias  de 

Colombia FARC  armas adquiridas al gobierno Jordano, por intermediaci n de Sarkis– – ó  

Soghanalian,  las  cuales  se habr an suministrado  sobrevolando territorio  colombiano  yí  

arrojando  las  armas  mediante  la  modalidad  denominada  DRAPLA,  esto  es,  el 

lanzamiento mediante paraca das, hecho con el cual se viol  la soberan a de Colombia alí ó í  

practicar  en su territorio  actos  indebidos,  adem s habr a alterado por  la violencia  laá í  

organizaci n pol tica  del Estado;  para evadir  su responsabilidad el extraditado habr aó í í  

alterado el contenido original del  denominado plan Siberia ,  ante el temor de verse“ ”  

descubierto, y mediante la conferencia de prensa del 21 de agosto del 2000 co-publicita 

la compra venta de armas a Jordania y el suministro de stas a las FARC, sindicandoé  

como cabecillas  de la Organizaci n Internacional  Criminal  a Luis  Frank y Jos  Luisó é  

Aybar Cancho .”

Rese ando el estado procesal del expediente, indica que en la causa signada conñ  

el N 053-2008, el Ministerio P blico con fecha 7 de mayo de 2008 formaliz  denuncia° ú ó  

penal contra el extraditado, por los delitos ya indicados, en agravio del Estado, lo que 

llev  a que la judicatura a cargo expidiera la resoluci n de 30 de enero de 2009 queó ó  

resuelve Abrir Instrucci n en v a ordinaria en su contra, como autor del delito contra laó í  

seguridad p blica  suministro ilegal de armas de fuego, contra la tranquilidad p blica ú – ú – 

asociaci n  il cita  para  delinquir,  delito  que  compromete  las  relaciones  exteriores  deló í  

Estado   violaci n  de  soberan a  de  un Estado  extranjero,  y  conspiraci n  contra  un– ó í ó  

Estado Extranjero y contra la Fe P blica  Falsedad gen rica en agravio del Estado,ú – é  

dict ndose en su contra Mandato de Comparecencia y. atendiendo al compromiso delá  

Estado peruano de respetar los t rminos de la sentencia de extradici n que autoriz  laé ó ó  

conducci n del  ex Presidente  de la Rep blica  Alberto Fujimori  Fujimori  al territorioó ú  

nacional  para  ser  enjuiciado  y  juzgado  solo  por  los  delitos  materia  de  petici n,  seó  

dispuso, mediante resoluci n de 1 de abril de 2009, suspender la tramitaci n del proceso,ó ó  

a fin de realizar los actos necesarios para la formaci n del cuaderno de ampliaci n de laó ó  

extradici n,  para conseguir  se autorice  el  procesamiento  de Fujimori,  por  los  hechosó  

materia del presente expediente.

Und cimo:é  Que,  el  Estado  requirente  ha  calificado  los  hechos  descritos 

precedentemente  como delitos:  a.-  contra  la Seguridad P blica  - suministro  ilegal  deú  

armas de fuego, previsto y sancionado en el art culo 279 del C digo Penal peruano; b.-í ó  

contra la Tranquilidad P blica - asociaci n il cita para delinquir, previsto y sancionadoú ó í  

en el art culo 317 del C digo penal del Per ; c.- delitos que comprometen las relacionesí ó ú  
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exteriores del Estado - violaci n de soberan a de un Estado extranjero y conspiraci nó í ó  

contra  un  Estado  extranjero,  previstos  y  sancionados  en  el  art culo  337  y  338,í  

respectivamente, del mismo cuerpo legal; y d.- contra la fe p blica - falsedad gen rica enú é  

agravio del Estado peruano, prevista y sancionada en el art culo 438 del C digo Penal.í ó  

Todos sancionados con una pena superior a un a o de privaci n de libertad.ñ ó

Art culo 279.í

El  que,  ileg timamente,  fabrica,  almacena,  suministra  o  tiene  en  su  poder“ í  

bombas, armas, municiones o materiales explosivos, inflamables, asfixiantes o t xicos oó  

sustancias o materiales destinados para su preparaci n, ser  reprimido con pena privativaó á  

de libertad no menor  de tres  ni  superior  de diez  a os.  (Modificado por  la primerañ ”  

disposici n complementaria del Decreto Legislativo N 898 de 27-05-98, que otorga aló °  

Poder Ejecutivo facultades para legislar en materia de seguridad nacional). En funci n deó  

lo anterior, su texto es el siguiente:

Art culo 279. Fabricaci n, suministro o tenencia de materiales peligrosos.í ó

El  que,  ileg timamente,  fabrica,  almacena,  suministra  o  tiene  en  su  poder“ í  

bombas, armas, municiones o materiales explosivos, inflamables, asfixiantes o t xicos oó  

sustancias o materiales destinados para su preparaci n, ser  reprimido con pena privativaó á  

de libertad no menor de seis ni superior de quince a os.ñ ”

Art culo 317.- Asociaci n il cita (vigente al momento de los hechos).í ó í

El  que  forma  parte  de  una  agrupaci n  de  dos  o  m s  personas  destinada  a“ ó á  

cometer delitos ser  reprimido, por el solo hecho de ser miembro de la agrupaci n, coná ó  

pena privativa de libertad no menor de tres a os ni mayor de seis a os.ñ ñ

Cuando la agrupaci n est  destinada a cometer los delitos de genocidio, contra laó é  

seguridad y tranquilidad p blicas, contra el Estado y la Defensa Nacional o contra losú  

Poderes  del  Estado y orden constitucional,  la pena ser  no menor  de ocho a os,  deá ñ  

ciento ochenta a trescientos sesentaicinco d as-multa e inhabilitaci n conforme al art culoí ó í  

36, incisos 1, 2, y 4.”

Art culo 337.- Violaci n de la soberan a extranjera.í ó í

El que viola la soberan a de un Estado extranjero, practicando en su territorio“ í  

actos indebidos,  o penetra en el mismo contraviniendo el Derecho Internacional,  será 

reprimido con pena privativa de libertad no mayor de cinco a os.ñ

Si el  agente  obra  por  lucro o por  cualquier  motivo  innoble,  la pena  no será 

menor de cinco ni mayor de diez a os.ñ ”

Art culo 338.- Conspiraci n contra un Estado extranjero.í ó

El que, en territorio de la Rep blica, practica actos destinados a alterar por la“ ú  

violencia  la  organizaci n  pol tica  de  un  Estado  extranjero,  ser  reprimido  con  penaó í á  

privativa de libertad no mayor de cinco a os.ñ

Si el  agente  obra  por  lucro o por  cualquier  motivo  innoble,  la pena  no será 

menor de cinco ni mayor de diez a os.ñ ”

Art culo 438.- Falsedad gen rica.í é

El  que  de  cualquier  otro  modo  que  no  est  especificado  en  los  Cap tulos“ é í  

precedentes,  comete  falsedad  simulando,  suponiendo,  alterando  la  verdad 

intencionalmente y con perjuicio de terceros, por palabras, hechos o usurpando nombre, 

calidad o empleo que no le corresponde, suponiendo viva a una persona fallecida o que 
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no ha existido o viceversa, ser  reprimido con pena privativa de libertad no menor deá  

dos ni mayor de cuatro a os .ñ ”

Los hechos imputados al requerido, en Chile, pueden ser calificados jur dicamenteí  

de  la  siguiente  manera:  a.-  suministro  ilegal  de  armas  de  fuego,  delito  previsto  y 

sancionado en el art culo 10 de la ley sobre control de armas, ley 17.798; b.- asociaci ní ó  

il cita para delinquir, prevista y sancionada en los art culos 292 y 293 del C digo Penalí í ó  

chileno; c.- violaci n de soberan a de un Estado extranjero, delito previsto y sancionadoó í  

en  el  art culo  259  del  C digo  de  Justicia  Militar  en Chile;  d.-  falsedad  gen rica  deí ó é  

instrumento p blico, prevista y sancionada en el art culo 193 del C digo Penal chileno y,ú í ó  

e.-  la  conspiraci n,  en  tanto,  figura  que  se  encuentra  prevista  en el  art culo  8  deló í °  

C digo Penal.  Todos  sancionados  con una pena  superior  a un a o de privaci n deó ñ ó  

libertad.

Art culo 10.- Ley 17.798, sobre Control de Armas, en su texto vigente a la pocaí é  

de los hechos.

Los  que  fabricaren,  armaren,  importaren,  internaren  al  pa s,  exportaren,“ í  

transportaren,  almacenaren,  distribuyeren  o  celebraren  convenciones  respecto  de  los 

elementos indicados en las letras a), b), c), d) y e) del art culo 2 , sin la autorizaci n aí ° ó  

que se refiere el art culo 4 , ser n sancionados con la pena de presidio menor en suí ° á  

grado medio a presidio mayor en su grado medio.

La  misma  sanci n  se  aplicar  a  quienes  construyan,  acondicionen,  utilicen  oó á  

posean las instalaciones se aladas en la letra f) del art culo 2 , sin la autorizaci n queñ í ° ó  

exige el inciso primero del art culo 4 .í °

No  obstante  lo  establecido  en  los  incisos  anteriores,  si  las  circunstancias  y 

antecedentes  del  proceso  permiten  presumir  fundadamente  que  la  fabricaci n,ó  

armadur a,  importaci n,  internaci n al  pa s,  exportaci n,  transporte,  almacenamiento,í ó ó í ó  

distribuci n o celebraci n de convenciones respecto de los elementos  indicados en lasó ó  

letras b) y c) del art culo 2 , no estaban destinados a alterar el orden p blico, atacar a lasí ° ú  

Fuerzas Armadas o a las de Orden y Seguridad P blica o a perpetrar otros delitos, seú  

aplicar  nicamente la pena de multa de diez a quince ingresos m nimos. Si adem s deá ú í á  

las  circunstancias  o antecedentes  referidos,  consta  en el  proceso la conducta  anterior 

irreprochable del inculpado, podr  el tribunal aplicar una multa de hasta nueve ingresosá  

m nimos, sobreseer definitivamente o dictar sentencia absolutoria.í

El incumplimiento grave de las condiciones impuestas en la autorizaci n otorgadaó  

en  la  forma  prevista  por  el  art culo  4 ,  ser  sancionado  con  la  pena  de  multa  deí ° á  

cincuenta a quinientos ingresos m nimos y con la clausura de las instalaciones, almacenesí  

o dep sitos, adem s de la suspensi n y revocaci n de aquella, en la forma que establezcaó á ó ó  

el reglamento.

La  pena  establecida  en  el  inciso  primero,  en  tiempo  de  guerra  ser  presidioá  

mayor en su grado medio a presidio perpetuo .”

Art culo 292 del C digo Penalí ó

Toda asociaci n formada con el objeto de atentar contra el orden social, contra“ ó  

las  buenas  costumbres,  contra  las  personas  o las  propiedades,  importa  un delito  que 

existe por el s lo hecho de organizarse.ó ”

 Art culo 293 C digo Penalí ó
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 Si la asociaci n ha tenido por objeto la perpetraci n de cr menes, los jefes, los“ ó ó í  

que hubieren ejercido mando en ella y sus provocadores, sufrir n la pena de presidioá  

mayor en cualquiera de sus grados.

Cuando la asociaci n ha tenido por objeto la perpetraci n de simples delitos, laó ó  

pena ser  presidio menor en cualquiera de sus grados para los individuos comprendidosá  

en el ac pite anterior.á ”

Valga precisar, en todo caso, que dichas penas se imponen sin perjuicio de las 

que correspondan por los cr menes o simples delitos cometidos con motivo u ocasi n deí ó  

tales actividades, como establece el art culo 294 bis del C digo Penal.í ó

Art culo 259 del C digo de Justicia Militar.í ó

El  que  sin  orden  o autorizaci n  competente,  atacase  o  mandase  atacar  con“ ó  

fuerza armada a las tropas o s bditos de una naci n amiga, neutral o aliada, cometiereú ó  

cualquier otro acto de hostilidad manifiesta, que expusiere a la naci n a una declaraci nó ó  

de guerra, ser  castigado:á

Con la pena de reclusi n mayor en su grado medio a m ximo, si del acto deó á  

hostilidad  cometido  resultare  declaraci n  de  guerra  contra  Chile,  o  fuere  causa  deó  

incendios, devastaci n o muerte de alguna persona;ó

Con la pena de reclusi n menor  en su grado medio a reclusi n mayor en suó ó  

grado m nimo, en los dem s casos.í á

Si el acto de hostilidad fuere precedido de provocaci n, la pena ser  disminuidaó á  

en uno, dos o m s grados seg n la gravedad de ella.á ú ”

 Art culo 193 del C digo Penal.í ó

Ser  castigado con presidio menor en su grado m ximo a presidio mayor en su“ á á  

grado m nimo el empleado p blico que, abusando de su oficio, cometiere falsedad:í ú

1 Contrahaciendo o fingiendo letra, firma o r brica;° ú

2 Suponiendo en un acto la intervenci n de personas que no la han tenido;° ó

3 Atribuyendo a los que han intervenido en l declaraciones o manifestaciones° é  

diferentes de las que hubieren hecho;

4 Faltando a la verdad en la narraci n de hechos sustanciales;° ó

5 Alterando las fechas verdaderas;°

6 Haciendo en documento verdadero cualquier  alteraci n o intercalaci n  que° ó ó  

var e su sentido;í

7 Dando copia en forma fehaciente de un documento supuesto, o manifestando°  

en ella cosa contraria o diferente de la que contenga el verdadero original;

8 Ocultando en perjuicio  del  Estado  o de  un particular  cualquier  documento°  

oficial.”

Art culo 8  del C digo Penal.í ° ó

la conspiraci n y proposici n para cometer un crimen o simple delito s lo son“ ó ó ó  

punibles en los casos que la ley las pena especialmente .”

Sobre la base de lo anterior, es posible afirmar que se cumple con el requisito de 

la doble incriminaci n  exigido y previsto en el art culo 353 del C digo de Bustamante,“ ó ” í ó  

puesto que, como se dijo, basta una simple comparaci n entre las legislaciones del pa só í  

requirente  y del  requerido  y que  en ambas  se contengan  como hechos  punibles  las 
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situaciones analizadas, aunque las figuras t picas no sean id nticas, lo trascendente es queí é  

el hecho sea constitutivo de delito en ambos pa ses.í

Por otra  parte,  tambi n se cumple  con el  requisito  de la m nima gravedadé “ í ” 

contemplado en el Tratado de Extradici n suscrito entre la Rep blica del Per  y Chile,ó ú ú  

puesto que en ambos pa ses la penalidad de los delitos imputados es superior a un a oí ñ  

de privaci n de libertad.ó

Duod cimoé :  Que,  en  las  dos  oportunidades  en  que  se  le  tom  declaraci nó ó  

indagatoria al requerido sobre los hechos que son materia de la presente ampliaci n deó  

extradici n, neg  su participaci n. La primera de ellas fue realizada v a carta rogatoriaó ó ó í  

expedida desde Per , mientras Fujimori se encontraba en Chile durante la tramitaci nú ó  

de la extradici n primigenia, con fecha 27 de octubre de 2006, en que se al  que enó ñ ó  

ning n momento  de su gesti n tom  conocimiento  del  suministro de los  fusiles  a lasú ó ó  

FARC, que fue un invento de Montesinos, que tom  conocimiento del Plan Siberia unó  

d a antes, que le fue explicado por Montesinos y que tom  conocimiento del tr fico deí ó á  

armas despu s de su gesti n, a trav s de los medios de comunicaci n.é ó é ó

La segunda  declaraci n  indagatoria  fue  emitida  el  10 de  octubre  de  dos  miló  

veintitr s ante la jueza del Vig simo Primer Juzgado Penal Liquidador Especializado delé é  

Per ,  en  m rito  de lo ordenado por  la Quinta  sala  penal  de Apelaciones,  medianteú é  

resoluci n  de  fecha  12 de  septiembre  de 2023,  en atenci n  a lo solicitado  por  estaó ó  

ministra  instructora.  Estuvo  tambi n  presente  el  Ministerio  P blico  y  el  requeridoé ú  

compareci  con  su  abogado  defensor  y  declar  estar  en  condiciones  de  salud  paraó ó  

responder las preguntas que se le formular an en dicha diligencia. Consultado si en suí  

calidad de Presidente de la Rep blica dispuso la compra de armas a Jordania para suú  

posterior  entrega a las FARC, se ala: No dispuse en absoluto y m s bien,  el 21 deñ “ á  

agosto  del  2000  el  se or  Montesinos  se  acerca  a  mi  despacho,  alarmado  por  unañ  

supuesta informaci n de que se estaban lanzando con paraca das fusiles Kalashnikov aó í  

las FARC en territorio colombiano, la informaci n me pareci  veros mil, inquietante yó ó í  

que podr a da ar las relaciones con Colombia, entonces le cre  y de inmediato ofrec  unaí ñ í í  

conferencia de prensa, en la cual estaba el doctor Montesinos, los ministros de Defensa e 

Interior y el jefe del SIN y ah  se expone que dentro del Plan Siberia se hab a detectadoí í  

un tr fico de armas desde Jordania hacia Colombia, pero ten a la particularidad de queá í  

el  avi n  IIyushin  62,  part a  de  Jordania  a  Lima  pero  en  el  trayecto  lanzaban  enó í  

paraca das fusiles Kalashnikov, el Plan Siberia no era para tal prop sito del tr fico deí ó á  

armas, sino que fue originalmente coordinado por la DIDANDRO, para luchar contra el 

narcotr fico,  lucha que fue bastante  efectiva;  ( )  pens  que eran unos  traficantes  deá … é  

armas que hab an usado el nombre del gobierno, el gobierno de Colombia dice al d aí í  

siguiente que detect  el tr fico de armas con otro servicio de inteligencia  y el 25 deó á  

agosto Jordania dice que la venta fue legal y lo sustenta, porque la venta fue firmada con 

el  segundo supuesto  comandante  del  Ej rcito,  que no lo era,  y el  gobierno  peruanoé  

denuncia a miembros del gobierno jordano creyendo que esta operaci n no era legal, esó  

decir, que no hab a un contrato, lo que hab a era un contrato firmado por otros se oresí í ñ  

que no representaban al gobierno peruano;  y siguen este intercambio de notas, el 30 

agosto Jordania asegura que los aviones FAP recogieron los fusiles, de mi apreciaci n seó  

concluye  que  hubo  una  confusi n,  que  nos  lleva,  primero,  a  la  captura  de  tresó  
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integrantes de la organizaci n y con motivo de la Asamblea de las Naciones Unidas, seó  

acuerda que el caso de las armas lo ver an Per , Jordania y Colombia, reuni n que seí ú ó  

llev  a cabo con bastantes contratiempos; de manera que estoy enterado de este asunto,ó  

y adem s tengo conocimiento de la sentencia de la Sala Penal Permanente de la Corteá  

Suprema de 8 de julio de 2010 -recurso de nulidad N 4936-2006- en la que se establece°  

que Montesinos recibi  la informaci n de la CIA de que hab a un tr fico de armas deó ó í á  

Jordania a Colombia, en unos aviones que iban en ruta de Jordania a Lima, pasando 

por  territorio  colombiano  ocupado  por  las  FARC,  a  ello  Montesinos  hace 

inmediatamente el Plan Siberia, lo adapta a una operaci n de tr fico de armas, lo queó á  

originalmente era tr fico de drogas, en resumen yo no tengo absolutamente nada que verá  

en la pertenencia a esta organizaci n criminal.  Preguntado si conoc a el Plan Siberiaó ” í  

antes de que fuera adaptado, contesta: Si, a lo largo del r o Putumayo, hab a riesgo del“ í í  

desborde  de  las  FARC,  porque  Estados  Unidos  hab a  asignado  una  suma  bastanteí  

importante  para  la  lucha  contra  los  guerrilleros  y entonces  tem amos  el  traslado  deí  

algunos  miembros  de las FARC a territorio peruano por el  r o Putumayo y por eseí  

motivo se hizo ese plan,  y se hicieron presente  miembros  del  ej rcito para tratar  deé  

controlar esa frontera; el plan Siberia, posteriormente, ya con la informaci n de la CIAó  

de que descubrieron el tr fico de armas r pidamente adaptado del tr fico de drogas alá á á  

tr fico de armas,  con notas  de inteligencia  adaptadas en un plazo corto y con fechaá  

anterior.  ”

Explica  luego  que  el  Plan  Siberia  original  estaba  a  cargo  del  SIN  y  de  la 

DIDANDRO, que dentro del SIN respond an a Montesinos y al almirante Humbertoí  

Rosas, que no sabe quien dispuso la adecuaci n del Plan Siberia; que es el Ministerio deó  

Defensa quien tiene autoridad para la compra de armamento a nombre del Per , peroú  

que  en  este  caso  fue  una  compra  hecha  por  personajes  que  no  representaban  al 

Ministerio de Defensa y se hicieron pasar como tales ante el gobierno jordano, de lo cual 

se habr a enterado por la prensa el d a 25 de agosto; indica que recibi  en el Palacio deí í ó  

Gobierno  toda  la  informaci n  de  parte  de  Montesinos,  todo  un  esquema  gr fico  yó á  

fotograf as;  que  convers  en Naciones  Unidas  con  el  presidente  de  Colombia,  se orí ó ñ  

Pastrana  y  que  luego  hubo  reuniones  bastante  tensas  con  el  canciller  jordano,  que 

afirmaba tajantemente que la venta era legal y no admit a el avance del di logo. Dice noí á  

conocer a: los hermanos Aybar Cancho, Santos Cenepo Shiapiama, Charles Acelor ni a 

Sarquis Soghanalian, tampoco a Carlos Francisco Arbaiza Aldazabal, ni al se or Garc añ í  

Tamariz; y se ala desconocer que ste ltimo se atribu a la condici n de representanteñ é ú í ó  

suyo  cuando  era  Presidente  de  la  Rep blica.  En  relaci n  al  se or  Rosas  Bonucelli,ú ó ñ  

declara conocerlo y que era jefe del SIN, no obstante se ala no haber recibido ningunañ  

informaci n sobre esto de su parte, que es la CIA la que detecta el tr fico de armas eó á  

informa a Montesinos, al SIN y supone a Rosas Bonucelli y agrega que de acuerdo a la“  

sentencia de la Sala Penal Permanente del 2014 se sabe que frente a esta informaci n deó  

la CIA se adapta el Plan Siberia para la detecci n del tr fico de armas, para ello seó á  

requieren ciertos requisitos, con notas sucesivas que no las sab a, se hace en dos o tresí  

d as, desconozco en qu  per odo y se adapta la informaci n, que me la alcanzan a m ,í é í ó í  

diciendo que este Plan Siberia hab a detectado este tr fico de armas, pero el tr fico deí á á  

armas  fue  detectado  por  la  CIA,  supongo  a  trav s  del  servicio  de  inteligencia  deé  
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Colombia,  la  CIA  informa  de  esto  al  SIN  del  Per  y  esto  alarma  al  servicio  deú  

inteligencia.  Se ala que la raz n para realizar la conferencia de prensa fue el riesgo de” ñ ó  

afectar las relaciones con Colombia y que quien le entreg  la informaci n para ella fueó ó  

el servicio de inteligencia y en particular Montesinos (con informaci n y gr ficas); niegaó á  

haber tenido injerencia en las acciones de inteligencia nacional,  no obstante reconoce 

que  peri dicamente  recib a  notas  de  inteligencia  en asuntos  importantes;  preguntadoó í  

acerca  de  la  declaraci n  testimonial  de Jos  Luis  Aybar  Cancho,  quien  sostuvo  queó é  

Montesinos y Dar o Alzamora trabajaban para Fujimori y m s a n cuando Montesinosí á ú  

le indic  que era un trabajo de gobierno a gobierno, niega que sea as  y agrega queó í  

luego, a trav s de la sentencia ya mencionada se entera de que los se ores Aybar ten ané ñ í  

una empresa Nipon que era proveedora de Palacio en 1995. No recuerda a la periodista 

Claudia Judiciati, a quien dio una entrevista en esa poca, en que le habr a detalladoé í  

informaci n sobre la operaci n. Se le consulta si sab a que el transporte de las armasó ó í  

desde Jordania a Per  fue grabado para efectos de su registro, y que por medidas deú  

seguridad  las  grabaciones  se  habr an  hecho  en  las  oficinas  de  Edipesa,  lo  que  diceí  

desconocer.

El  declarante  agrega  como  comentario  final,  frente  a  las  imputaciones  de 

violaci n de soberan a de un estado extranjero y a la de suministro ilegal de armas yó í  

asociaci n il cita para delinquir, que ambas contradicen la l nea pol tica de su gobierno,ó í í í  

la primera, por cuanto buscaba estrechar las relaciones con los pa ses vecinos, como loí  

demostrar an  m ltiples  viajes  y  acercamientos  que  indica  y,  la  segunda,  porqueí ú  

proporcionar armas a un grupo subversivo extranjero ir a contra toda la pol tica antií í  

terrorista  aplicada  como  estrategia  durante  su  mandato,  aparte  de  da ar  al  Estadoñ  

colombiano y crear inseguridad en la frontera peruano-colombiana,  agregando que a 

partir de 1998 limita la compra de armamentos.

D cimo  tercero:é  Que los antecedentes probatorios acompa ados por el Estadoñ  

requirente para acreditar los hechos que son objeto de la imputaci n consisten en piezasó  

procesales acompa adas en copias certificadas e individualizadas en la parte expositiva,ñ  

correspondientes  a  declaraciones  testimoniales,  documentos,  informes  emanados  de la 

Polic a  Nacional  peruana,  antecedentes  provenientes  de  la  asistencia  judicialí  

internacional,  dict menes  de  la  Fiscal a  Superior  Penal  Especializada,  y  sentenciaá í  

ejecutoriada condenatoria de Vladimiro Montesinos y otros, por los mismos hechos que 

dan lugar a la presente investigaci n.ó

Sin perjuicio que la profusi n de testimonios permite reconstruir la manera enó  

que se habr an desarrollado los hechos y la participaci n de los diferentes intervinientes,í ó  

desde  quien  hizo  el  contacto  (Charles  Acelor  Cokeran)  con  el  traficante  de  armas 

jordano Sarkis Soghanalian, pasando por la actuaci n de los hermanos Jos  Luis y Luisó é  

Frank  Aybar  Cancho,  militares  en  retiro,  que  se  identificaron  como  miembros  del 

Servicio de Inteligencia del Per , entre otros, hasta Jos  Gonz les Loaiza, quien fueraú é á  

miembro de las FARC y declara como testigo protegido de la DEA, resulta de particular 

inter s  y  concluyente  respecto  de  la  acreditaci n  de  la  existencia  de  los  hechosé ó  

denunciados, la sentencia que condena a Vladimiro Montesinos Torres y otros por los 

mismos hechos que dan lugar al presente requerimiento, dictada por la Corte Superior 

de Justicia de Lima, Primera Sala Penal Especial, en el expediente N 038-2001, de 21 de°  
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septiembre  de  2006,  ejecutoriada  en  lo  que  aqu  interesa,  por  resoluci n  de  21  deí ó  

septiembre de 2007 en autos rol N 4936-2006 de la Corte Suprema. °

En  efecto,  de  dicho  pronunciamiento  es  importante  destacar  que  se  da  por 

acreditado  que  la  organizaci n  delictiva  que  se  proces ,  integrada  entre  otros,  por“ ó ó  

Vladimiro Montesinos Torres, Charles Arcelor Cokeran, Luis Frank y Jos  Luis Aybaré  

Cancho,  Luis  Jorge Garc a Tamariz  y Santos  Cenepo Shapiama,  al a o 1998 hab aí ñ í  

adquirido  un  lote  de  fusiles  tipo  AKM  modelo  MpiKM  calibre  7.62x39,  cuyo“  

destinatario  final  era  el  grupo  guerrillero  denominado  FARC ;  que  los  viajes” “…  

realizados  por los miembros  de la organizaci n ten an por objeto transferir  el dineroó í  

requerido para la formalizaci n de los contratos de compraventa de las armas, a efectoó  

de que legalizados, se proceda a su despacho. Observa que el precio de venta total de los 

bienes adquiridos de acuerdo a los contratos que obran de fojas 674 a 676 del Tomo B, 

es de U$700.000,00 d lares americanos ; se prueba la existencia de la organizaci n, asó ” “ ó í 

como la voluntad criminal de cometer el delito de suministro de armas y otros, bajo una 

modalidad ya acordada ; que Montesinos se hab a vinculado con Acelor Cokeran, en” “ í  

raz n  de  que  este  ltimo  lo  estaba  vinculado  al  negocio  de  armas  y  propuesta  laó ú  

posibilidad de suministrar armas al grupo armado que opera en la vecina Rep blica deú  

Colombia, por intermedio de Luis Frank y Jos  Luis Aybar Cancho, establecen contactosé  

con  aquellos  para  la  materializaci n  del  negocio.  Aprovech  Montesinos  de  laó ó  

administraci n  ineficiente  y  corrupta,  para  los  fines  de  la  organizaci n  criminal  queó ó  

conform .  Est  probado  que dise  y  particip  en  la  elaboraci n  del  Plan  que  seó á … ñó ó ó  

conoce como Siberia .”

Asumido aquello,  es menester examinar la participaci n del requerido Fujimorió  

en los hechos denunciados. A ese respecto, el Estado requirente aporta antecedentes que 

podr an resultar indiciarios, destacando la actividad desplegada por el exmandatario aí  

prop sito de la conferencia de prensa convocada el 21 de agosto de 2000, a fin de daró  

cuenta del supuesto Plan Siberia, con el que se habr a estado investigando una red deí  

traficantes  de  armas  que  estaba  suministrando  fusiles  AKM a  las  Fuerzas  Armadas 

Revolucionarias de Colombia.

De la diligencia de transcripci n del video efectuada con las formalidades legales,ó  

sobresalen los siguientes dichos del requerido:

El SIN ha estado haciendo seguimiento de una investigaci n triangulada, en el“ ó  

que ha habido cabecillas peruanos, rusos, algunos nacionalizados franceses y americanos, 

el  operativo  ten a  una  configuraci n  bastante  extra a,  se  adquir an  Armas,  a  Am ní ó ñ í á  

Jordania, hac a escala en las islas Canarias de las Canarias a Guyana y de Guyana ven aí í  

a Iquitos,  pero en el camino en el viaje a Iquitos  lanzaban en paraca das desde esteí  

avi n IL setentaid s exactamente en este punto una cantidad de armas en cada viaje, deó ó  

los viajes que se han detectado el primero fue el diecisiete de marzo del noventinueve,  

dos  mil  quinientos  fusiles  AKM,  el  segundo  viaje  fue  en  abril  de  mil  novecientos 

noventinueve,  dos mil  quinientos  fusiles y en el tercero nada menos  que en julio del 

noventinueve, cinco mil fusiles, de los detectados un total de diez mil, que esto se ha 

realizado  tenemos  las  pruebas  e incluso  hasta  hay fotograf as  de cuando se hac a elí í  

embarque en Am n Jordania hay fotograf as de las personas que han participado y haá í  

habido detenidos el quince de agosto y el d a de ayer y ahora nuestra preocupaci n, porí ó  
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decir lo menos es un poco mayor,  porque hay un Plan Colombia por mil trescientos  

millones  de  d lares  se  supone  que  la  mayor  parte  como  ayuda  militar,  esto,  llevaó  

naturalmente  a la  suposici n  de  una  confrontaci n  militar  que  puede  ser  de  mayoró ó  

duraci n por cuanto hay un abastecimiento o por lo menos ha habido un abastecimientoó  

lanzado  con  paraca das  hacia  las  Farc ,  ( )  se  han  detenido  a  estas  personas,  laí ” …  

organizaci n est  debidamente identificada con todo su organigrama, la jerarqu as, lasó á í  

diversas conexiones con empresas, se conoce exactamente el nombre de la tripulaci n,ó  

los cabecillas y las personas integrantes varios han sido detenidos, el plan de inteligencia 

llamado Siberia se ha llevado a cabo desde finales del noventaiocho.”

Cabe consignar  que en el  video de la referida  conferencia  de prensa aparece 

declarando Vladimiro Montesinos,  quien hace acusaciones  respecto de algunas  de las 

personas que m s tarde fueron condenadas junto a l por asociaci n il cita respecto deá é ó í  

los mismos hechos, como es el caso de uno de los hermanos Aybar Cancho y Santos 

Cenepa Shapiama, en sentencia de dictada por la Corte Superior de Justicia de Lima, 

Primera Sala Penal Especial, en el expediente N 038-2001, de 21 de septiembre de 2006,°  

antes  referida.  Alguno  de  sus  dichos:  Entre  los  detenidos  peruanos  como  ustedes“  

observan  aqu ,  est  Jos  Luis  Aybar  Cancho,  que  es  teniente  retirado  del  ej rcitoí á é é  

peruano,  est n  los  t cnicos  del  ej rcito  que  ustedes  ven  ac  Luis  Alberto  Mezaá é é á  

Rodr guez  y  Santos  Cenepo  Shapiama,  t cnico  tambi n  retirado  del  ej rcito,í … é é é  

especialista  en  lanzamiento  de  cargas  en  aeronaves  en  vuelo  por  haber  sido  drapla 

especialista en este tipo de eventos, as  mismo est n detenidos en total seis detenidosí á …  

todas las detenciones aqu  en el Per  han sido realizadas exclusivamente por autoridadesí ú  

peruanas que fueron oficiadas por el servicio de inteligencia nacional y en uso de sus 

atribuciones  procedieron  a  abrir  instrucci n  Estas  organizaciones  de  car cteró … á  

internacional tienen una operatividad transnacional y cuentan con apoyo de ciudadanos 

de diversos  pa ses que posibilitan la ejecuci n de los actos  delictuales  aqu  les voy aí ó í  

mostrar un documento fraguado a nombre del Ministerio de Defensa del Per , que loú  

firma supuestamente un inexistente general del ej rcito, con este documento el tenienteé  

en retiro  Jos  Luis  Aybar  Cancho estuvo en Jordania y firm  un documento  ac  loé ó á  

pueden ver ustedes con un general del ej rcito jordano para la adquisici n de los fusilesé ó  

AKM ( )…

Por  otra  parte  existen  testimonios  recogidos  en  el  Atestado  117-2008-

DIRCOCOR  PNP/DIVINDCAP-S1,  que  resultan  de  inter s,  como  el  de  Carlosé  

Bergamino  Cruz,  en ese  entonces  Ministro  de Defensa,  que precisa  que fue Alberto 

Fujimori quien antes de que se inicie la conferencia de prensa de 21 de agosto de 2000 

le  hace  conocer  que  se  ha  realizado  un  operativo  de  inteligencia  en  el  cual  se  ha 

detectado una banda de tr fico de armas. A su turno, Humberto Guido Rozas Bonucelli,á  

quien fuera jefe del Sistema Nacional de Inteligencia, se al  que los primeros d as delñ ó í  

mes de agosto de 2000 recibi  en su oficina la visita de 4 personas procedentes de laó  

embajada americana y del Departamento de Estado americano quienes le refieren querer 

confirmar una informaci n, haci ndole entrega de copias fotost ticas de un contrato deó é á  

compraventa de fusiles AKM por parte del gobierno de Jordania al Gobierno de Per ,ú  

firmado por Aybar Cancho y Shapiama y que antes de culminar la reuni n ingres  a suó ó  

oficina el doctor Montesinos Torres, tomando conocimiento de los hechos y solicitando 
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copia de los documentos para poner en conocimiento al Presidente Fujimori. Asimismo, 

Rozas Bonucelli precisa que posterior a la presentaci n de los contratos por parte de losó  

funcionarios americanos se incluy  en el Plan Siberia (que en un principio comprend aó í  

detectar hechos de narco tr fico por parte de los hermanos Aybar) a los hermanos Aybará  

en el contrabando de armas, lo cual se realiz  a iniciativa del doctor Montesinos queó  

junto  al  general  Del  Castillo  y  el  comandante  Fuentes  armaron  la  documentaci nó  

ampliando el mbito de investigaci n del Plan Siberia  tambi n al tr fico de armasá ó … é á  

para grupos subversivos que operaban en Colombia.

Se cuenta, asimismo, con la declaraci n efectuada por la persona que realiz  laó ó  

venta de armas por el gobierno jordano Sarkis Soghanalian, quien se reconoce como un 

ciudadano liban s que reside en Estados Unidos y cuyo domicilio social a la fecha de laé  

entrevista  era  Amm n,  Jordania.  Preguntado  sobre  si  conoci  personalmente  alá ó  

Presidente Fujimori en esa poca, contesta: Se supone que lo conocer a al d a siguiente,é “ í í  

pero no quise quedarme porque se me estaba haciendo tarde. Solo me qued  cuatro oé  

cinco d as. Se me dijo antes de llegar que lo iba a conocer, porque est bamos teniendoí á  

buenas relaciones con ellos, era la primera vez que hac amos negocios con esta parte delí  

mundo, de gobierno a gobierno, as  que fui s lo para preparar el terreno y ver lo que seí ó  

pod a establecer entre Jordania y Per . Preguntado en relaci n a obsequios ofrecidos aí ú” ó  

Fujimori por su parte, respondi : Bueno, ellos me dijeron que seg n la costumbre deló “ ú  

Medio Oriente, cuando uno va a ver un dignatario, o a alguien, uno tiene que ir con un 

presente. Nosotros ten amos dos espadas grandes enchapadas en oro. A n las tengo. Si seí ú  

las doy, se pagan solas, usted sabe. Una era para Fujimori, la otra para Montesinos y 

luego dije, quiz s le damos algo mejor ya que ellos van a tener una orden grande. Meá  

prepar  para llevar un caballo rabe de la caballeriza real. El caballo a n est  ah , peroé á ú á í  

no seguimos trabajando con ellos .”

D cimo  cuarto:é  Que, informando el Fiscal de la Corte Suprema, estima que 

en este caso se cumplen los requisitos para entender que los delitos denunciados se han 

cometido y que el requerido ha tenido participaci n en los mismos. Tiene presente paraó  

ello que, aprovechando su condici n de Presidente de la Rep blica y jefe supremo de lasó ú  

Fuerzas  Armadas,  form  una  organizaci n  criminal  multiforme  y  jerarquizadaó ó  

constituida por algunos suboficiales  del  ej rcito peruano,  y que en la lucha contra elé  

terrorismo aplicaron m todos vedados, dando lugar a delitos que han sido conocidos poré  

los tribunales chilenos, por la v a de la extradici n y posteriores ampliaciones, dando porí ó  

acreditada la existencia de una asociaci n il cita para delinquir. Agrega que nada impideó í  

que  una  estructura  u  organizaci n  l cita  pueda  devenir  en  una  organizaci n  il cita,ó í ó í  

alejada  de  los  fines  tenidos  en  vista  originalmente  para  formarla.  Indica  que  la 

estabilidad de la asociaci n il cita en an lisis, estructurada en Per  y la jerarquizaci n deó í á ú ó  

sus  componentes  algunos  ejerciendo  el  mando  y  otros  que  sirven  de  ejecutores–  

materiales de los actos punibles  aparecen claramente de los antecedentes que se han–  

acompa ado.ñ

D cimo quinto:é  Que, a su turno, al evacuar el traslado conferido, el apoderado 

del  Estado  requirente  reitera  que  ha  quedado  especialmente  demostrado  con  los 

antecedentes  probatorios  que entre  los  a os 1999 y 2000 se realiz  la compra de alñ ó  

menos 10.000 armas de guerra al Estado Jordano, a solitud de agentes dependientes del 
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requerido,  para  que  fueran  suministradas  sobre  volando  territorio  colombiano,  a  las 

FARC, al menos en cuatro ocasiones. Del mismo modo, ha quedado demostrado que el 

principal responsable era Vladimiro Montesinos, respecto de quien existe una sentencia 

condenatoria  y  depend a  directamente  del  requerido.  A  su  juicio,  es  elocuente  elí  

denominado Plan Siberia, urdido por el requerido para evadir su responsabilidad penal.

D cimo  sexto:é  Que,  por su parte,  la defensa del  requerido,  ejercida por  la 

Corporaci n de Asistencia Judicial, al evacuar el traslado, pide el rechazo de la solicitudó  

de ampliaci n de la extradici n por los delitos denunciados en este cap tulo, sosteniendoó ó í  

que la acci n penal se encuentra prescrita, desde que en abril del a o 2009 se habr aó ñ í  

suspendido la tramitaci n del proceso, por lo que aplicando la regla del art culo 96 deló í  

C digo Penal chileno, despu s de tres a os se reanuda la prescripci n como si no seó é ñ ó  

hubiere interrumpido.

En raz n de lo anterior, concluye, no se cumple el requisito exigido en el Tratadoó  

de Extradici n, de que la acci n penal no se encuentre prescrita.ó ó

D cimo  s ptimo:é é  Que,  a  juicio  de  este  tribunal,  si  bien  los  antecedentes 

probatorios reunidos en autos permiten concluir que, efectivamente, entre los a os 1999ñ  

y 2000 se compraron al menos 10.000 armas de fuego al gobierno jordano para ser 

suministradas  a  las  FARC,  sobrevolando  el  territorio  colombiano,  a  trav s  de  unaé  

modalidad denominada Drapla, lo que tuvo lugar al menos en cuatro ocasiones, y que el 

responsable  de  esta  operaci n  es  una  organizaci n  criminal  liderada  por  Vladimiroó ó  

Montesinos,  el m s estrecho asesor de Alberto Fujimori,  respecto  del  cual  existe  unaá  

sentencia  condenatoria  ejecutoriada  dictada  por  los  tribunales  peruanos,  ellos  no son 

suficientes para establecer presunciones fundadas de la participaci n del requerido en laó  

comisi n de tales il citos.ó í

En efecto, los elementos probatorios de los cuales se pretende extraer indicios de 

su participaci n son, fundamentalmente, (i) la actividad desplegada por el requerido enó  

relaci n a la conferencia de prensa convocada para dar a conocer la operaci n de tr ficoó ó á  

de  armas,  la  cual  se  produce  en  forma  intempestiva  y  en  ella  se  da  cuenta  de 

informaci n que las autoridades de defensa e inteligencia del Per  desconoc an, adem só ú í á  

de verificarse una adulteraci n del denominado Plan Siberia, originalmente destinado aó  

la  persecuci n  del  narcotr fico,  y  la  inusual  participaci n  en  esa  conferencia  deó á ó  

Montesinos,  su m s estrecho asesor y, (ii)  testimonios  que apuntar an a que tras estaá í  

operaci n il cita estaba el requerido.ó í

Ahora  bien,  es  un  hecho  establecido  que  Montesinos  se  enter  de  que  laó  

Inteligencia  Americana  estaba  en conocimiento  de las  operaciones  il citas  relativas  alí  

tr fico  de  armas  a  trav s  de  Rosas  Bonucelli,  quien  fue  alertado  por  personal  delá é  

Departamento de Estado de los Estados Unidos, como tambi n lo es que Montesinosé  

estaba involucrado en la organizaci n criminal responsable de estos hechos, por lo que,ó  

en ese contexto, resulta plausible que haya sido el art fice o promotor de la conferenciaí  

de prensa que dio el requerido para comunicar el hallazgo, con lo cual lograba ocultar 

su  verdadero  compromiso  delictual.  Se  entiende  que,  desde  esa  perspectiva,  para 

Montesinos no habr a representado ninguna dificultad dar sustento a la informaci n queí ó  

se trasmitir a, porque dispon a de ella, modificando lo que hab a sido originalmente elí í í  

denominado Plan Siberia. Eso le da la raz n al Ministro de Defensa y al jefe del SIN, enó  
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cuanto manifestaron su total desconocimiento de la referida conferencia de prensa, pero 

no  es  un  antecedente  del  que  se  deba  desprender,  necesariamente,  el  conocimiento 

previo del requerido sobre las operaciones de tr fico de armas. Las razones por las cualesá  

Fujimori tom  la decisi n de dar esta conferencia y aparecer como teniendo el plenoó ó  

dominio en el descubrimiento e investigaci n de tales operaciones il citas, as  como poró í í  

qu  acept  alterar el objetivo del Plan Siberia original,  pueden ser objeto de diversasé ó  

interpretaciones, se dice que fue una forma de ocultar su participaci n en la operaci n,ó ó  

tambi n que se trat  de desviar la atenci n de una misi n de la OEA que visitaba el pa sé ó ó ó í  

en esa fecha, Fujimori sostiene, en tanto, que era necesario porque se corr a el riesgo deí  

afectar  las  relaciones  con  Colombia,  pero  lo cierto  es  que  no  parecen  ser  m s  queá  

conjeturas que impiden desprender una conclusi n fundada que atribuya participaci nó ó  

en los hechos al requerido.

Por otra parte,  de los testimonios que le atribuyen participaci n s lo se puedeó ó  

desprender que dichas personas efectivamente ten an el convencimiento de que tras laí  

operaci n  deb a  estar  Fujimori,  pero  ello  bien  puede  obedecer  a  un  efecto  de  laó í  

estrategia utilizada por la organizaci n criminal para lograr su prop sito, en el sentido deó ó  

hacer creer que la negociaci n era entre el gobierno de Jordania y el del Per , adem só ú á  

de la presencia  de su principal asesor.  De partida,  los hermanos Aybar Cancho,  que 

llevaban las negociaciones, simulaban ser representantes del Ministerio de Defensa. De 

ah  que no es extra o que el  traficante  jordano haya incluso llevado regalos  para elí ñ  

requerido,  m s  no  se  da  cuenta  cierta  de  que  ellos  no  hubieren  sido  entregados  aá  

Fujimori por falta de tiempo , como sostiene.“ ”

En realidad, la presunci n del conocimiento que Fujimori habr a tenido de losó í  

hechos,  surge  porque,  en  definitiva,  parece  poco  veros mil  que  Montesinos  hayaí  

articulado tales operaciones a sus espaldas, dado el rol que cumpl a como su asesor deí  

confianza, y a quien hab a otorgado poderes de facto por sobre quienes estaban a cargoí  

formalmente de las instituciones de inteligencia, militares y policiales. Sin embargo, en el 

presente caso, resulta d bil dicha argumentaci n si se considera que no aparece evidenteé ó  

el m vil que habr a tenido el requerido para llevar a cabo acciones de tal naturaleza,ó í  

desde que ellas significaban conspirar contra un Estado vecino o al menos promover su–  

desestabilizaci n  por la v a de facilitar la entrega de armas a un grupo subversivo, y deó – í  

una tendencia ideol gica contraria a la del requerido. Tampoco hay antecedentes queó  

permitan suponer, en este caso espec fico, que sus intereses podr an estar dados por laí í  

obtenci n de un enriquecimiento personal. Por otro lado, todo el discurso pol tico deó í  

Fujimori para justificar las acciones que se le imputan en otros requerimientos de que se 

conoce en estos autos, va en la l nea de luchar contra el terrorismo, como efectivamenteí  

sostiene  en  su  declaraci n  indagatoria,  lo  que  prima  facie  y  sin  que  constituya  unó  

pronunciamiento  que  legitime  tal  objetivo,  no  pareciera  corresponder  al  tipo  de 

operaciones que se le imputan en el presente requerimiento. No es esta la sede tampoco 

para discutir si los delitos por los que se lo requiere podr an responder a alg n designioí ú  

que no conocemos ni se ha insinuado en los antecedentes  tendiente a fortalecer su– –  

poder a nivel regional.

As , pues, disintiendo de la opini n del Fiscal Judicial, las probanzas relacionadasí ó  

precedentemente  no constituyen indicios  suficientes  para estimar  que el  requerido ha 
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tenido participaci n en calidad de autor en los delitos que se le imputan, en raz n de loó ó  

cual  no es  posible  dar por  concurrente  el  presupuesto  exigido  en el  numeral  3  del°  

art culo  647 del  C digo de Procedimiento  Penal  para dar lugar  a la extradici n delí ó ó  

requerido, por lo que sta habr  de ser desestimada, resultando inoficioso pronunciarseé á  

sobre la defensa del requerido relativa a que habr a operado la prescripci n. í ó

II. Presunta  responsabi l idad  en del i tos  de homicidio  cal i f icado  y  

secuestro  agravado de miembros  de la famil ia  Ventoci l la .

D cimo  octavo:é  Que, de acuerdo a lo se alado en la solicitud de ampliaci nñ ó  

de extradici n planteada por el Segundo Juzgado Penal Especial de la Corte Superior deó  

Justicia  de Lima,  en el  expediente  47-2009,  mediante  resoluci n de 7 de octubre deó  

2009, los cargos que se imputan al requerido, por los hechos acaecidos en la madrugada 

del 24 de junio de 1992, son los siguientes: 

Se  imputa  al  requerido  y  a  Vladimiro  Montesinos  Torres,  Nicol s  de  Bari“ á  

Hermoza R os, Juan Nolberto Rivero Lazo,  Julio Rolando Salazar Monroe,  Federicoí  

Augusto Navarro P rez y Alberto Segundo Pinto C rdenas ser autores  mediatos,  y aé á  

Santiago  Enrique  Mart n  Rivas,  Carlos  Eliseo  Pichilingue  Guevara,  Jos  Concepci ní é ó  

Alarc n  Gonz les,  Gabriel  Orlando  Vera  Navarrete,  Fernando  Lecca  Esquen,  Julioó á  

Chuqui  Aguirre,  Jes s  Antonio  Sosa  Saavedra,  V ctor  Manuel  Hinojosa  Sopla,  Juanú í  

Orestes  Epifanio Vargas Ochochoque,  Nelson Rogelio Carbajal  Garc a, Cesar H ctorí é  

Alvarado Salinas,  ngel  Arturo Pino D az,  Wilmer  Yarleque  Ordinola,  Aldo AlbertoÁ í  

Vel squez Asencio, Edgar Cubas Zapata, Pedro Manuel Santill n Galdos, Carlos Albertoá á  

Caballero  Zegarra-Ball n  y  Haydee  Magda  Terrazas  Arroyo  autores  directos  de  laó  

presunta  comisi n  de  los  Delitos  contra  la  vida,  el  cuerpo  y  la  salud  -Homicidioó  

calificado y contra la Libertad- Secuestro Agravado, en agravio de Marino Ventocilla 

Rojas, Rafael Ventocilla Rojas, Alejandro Ventocilla Castillo, Sim n Ventocilla Castillo,ó  

Paulino Ventocilla Castillo,  Rub n Ventocilla Le n; delitos  tipificados en los art culosé ó í  

108 inciso 3  y el art culo 152 inciso 1  del C digo Penal vigente a la fecha en que se° í º ó  

sucedieron los hechos ocurridos en la madrugada del 24 de junio de 1992, cuando el 

requerido era Presidente  de la Rep blica,  estando vigente  la Constituci n Pol tica  deú ó í  

1979, que en su art culo doscientos  setenta y tres establec a que: "el Presidente de laí í  

Rep blica es el Jefe Supremo de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas Policiales. Dirigeú  

el  Sistema  de  Defensa  Nacional";  dicha  condici n  de  Jefe  Supremo  de  las  Fuerzasó  

Armadas y Polic a Nacional, le otorgaba poderes de mando pol tico militar, el cual seí í  

expresaba en la facultad presidencial de disponer y decidir sobre las Fuerzas Armadas y 

la Polic a Nacional, dando rdenes directamente a las unidades de la fuerza p blica yí ó ú  

adoptar  concretas  decisiones  operativas;  la situaci n  de subordinaci n  de las  Fuerzasó ó  

Armadas  y la  Polic a  Nacional,  origina  un comando por  la  interacci n  de escalonesí ó  

jer rquicos en l nea vertical, y las ordenes que impart a Alberto Fujimori Fujimori en suá í í  

calidad de Presidente  de la Rep blica,  y en ejercicio  de su rol  de jefe supremo,  noú  

necesitaba revestir formalidad alguna, ya que estas pod an ser escritas, verbales, expresasí  

o impl citas. Esta calidad de Jefe Supremo dej  de ser pol tica para hacerse en militarí ó í  

directa,  quedando  acreditadas  por  los  sucesos  propios  de  su  mandato,  como  es  el 

conocido caso del autogolpe de Estado de mil novecientos noventa y dos. Con respecto a 

los cambios normativos, se advierte que se configur  desde los m s altos niveles, cambiosó á  
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respecto a la lucha contra subversiva, reestructur ndose el Sistema de Defensa Nacionalá  

y el funcionamiento y organizaci n de las Fuerzas Armadas,  as  como el Sistema deó í  

Inteligencia Nacional, realiz ndose la promulgaci n de los Decretos Legislativos N  746 ,á ó °

743 y 752, permaneciendo inalterable en todos estos cambios la direcci n de los Sistemasó  

de Defensa Nacional y de Inteligencia Nacional a cargo del Presidente de la Republica. 

Situaci n que puso de manifiesto la concentraci n de todos los poderes del Estado en laó ó  

persona del requerido. As , en la sentencia de Extradici n emitida por la Sala Penal deí ó  

la Corte Suprema de Chile se expresa en su fundamento noventa y cinco que: "(...) es  

posible entender que hay indicios claros de que Alberto Fujimori Fujimori habr a tenido,í  

despu s  del  autogolpe,  la concentraci n de todos  los poderes  del  Estado y el  mandoé ó  

superior de las Fuerzas Armadas y Servicios de Inteligencia, propici  la creaci n de unó ó  

organismo especial dentro de las Fuerzas Armadas para realizar operaciones en contra 

de personas sospechosas de subversi n o de enemigos ideol gicos del r gimen; estando eló ó é  

requerido  en antecedentes  de  la  existencia  y  finalidad  del  "Grupo  Colina"  y  de  las 

acciones  que  se  llevaban  a  cabo  por  el  mismo  grupo,  lo  que  se  demuestra  por  lo 

premios,  ascensos  y condecoraciones  otorgadas  por Fujimori  a los  integrantes  de este 

grupo y porque muchas personas lo vieron dar rdenes a Montesinos, quien a su vez lasó  

entregaba al mencionado Grupo Colina, con lo que habr a tenido una participaci n deí ó  

autor mediato;  (...)  Esto se corrobora  con lo manifestado por el Informe Final  de la 

Comisi n de la Verdad cuando se ala que "(...) Desde el 5 de abril de 1992 se realizó ñ ó 

una serie de modificaciones normativas vinculadas a la estructura y funci n de los cuerpoó  

de inteligencia, fundamentalmente del Servicio de Inteligencia Nacional (SIN), que luego 

facilitaron en gran medida la actuaci n de estas instituciones al margen de la ley. As , eló í  

decreto ley 25.635, Ley del Sistema de Inteligencia Nacional, intensific  la utilizaci n deó ó  

la figura del secreto respecto de los aspectos administrativos y presupuestales del SIN. La 

citada norma estableci  que el nombramiento de los jefes de inteligencia de las Fuerzasó  

Armadas y Polic a Nacional deb a contar con la aprobaci n del jefe del SIN, con ello seí í ó  

garantizaba su injerencia en el control de los puestos claves en los distintos sectores de 

inteligencia  A su vez la mencionada norma otorg  rango de Ministro al jefe del SIN,… ó  

con dependencia directa del Presidente de la Republica. Con ello la actuaci n de esteó  

organismo qued  fuera del control pol tico, pues su jefe estrictamente no era ministro deó í  

Estado. Asimismo, este decreto tampoco estableci  los mecanismos de control pol tico,ó í  

funcional y presupuestal que toda instituci n de inteligencia debe tener en el marco deó  

un  Estado  democr tico.(...)"A  partir  de  ello,  se  realiz  una  pol tica  de  terror  y  deá ó í  

represi n clandestina mediante el cual se llev  a cabo procedimientos paralelos e ilegalesó ó  

a  la  justicia  peruana  para  enfrentar  a  quienes  se  consideraba  vinculados  a  las 

organizaciones terroristas o eran sospechosos de ser militantes de "Sendero Luminoso" o 

del  "MRTA",  lo  cual  supuso  la  creaci n  del  Destacamento  Especial  de  Inteligenciaó  

Colina. En este sentido el Informe Final de la Comisi n de la Verdad y Reconciliaci nó ó  

destaca:  "en  el  a o  1991  se  dispuso  de  agentes  de  inteligencia  operativa  (AIO)ñ  

pertenecientes  al Servicio de Inteligencia  del  Ej rcito (SIE) para formar un comandoé  

dependiente de la Direcci n de Inteligencia del Ej rcito Peruano (DINTE), que despu só é é  

se conoci  como el Destacamento Colina". De todo lo expresado se puede advertir queó  

el requerido desde el poder ejerci  indubitablemente potestades pol ticos militares comoó í  
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potestades militares efectivas, exteriorizando as  su mando y comando m ximo sobre lasí á  

fuerzas armadas y la Polic a Nacional y dentro de ellas el secuestro y posterior asesinatoí  

de los integrantes de la familia Ventocilla .”

Rese ando el estado procesal del expediente, la solicitud indica que el Ministerioñ  

P blico con fecha 18 de junio del 2009 formaliz  denuncia penal contra el requerido porú ó  

la presunta  comisi n de los  delitos  contra la vida,  el  cuerpo y la salud - Homicidioó  

calificado y contra la libertad - Secuestro Agravado, en agravio de Marino Ventocilla 

Rojas, Rafael Ventocilla Rojas, Alejandro Ventocilla Castillo, Sim n Ventocilla Castillo,ó  

Paulino Ventocilla Castillo y Rub n Ventocilla Le n, lo que motiv  a la Judicatura aé ó ó  

expedir la resoluci n de fecha 07 de octubre del 2009 que resuelve Abrir Instrucci n enó ó  

v a  ordinaria  contra  el  requerido  como  Autor  mediato  de  los  delitos  ya  se alados,í ñ  

dict ndose en su contra Mandato de Detenci n, y atendiendo al compromiso del Estadoá ó  

Peruano  de  respetar  los  t rminos  de  la  sentencia  de  extradici n  que  autoriz  laé ó ó  

conducci n  de Alberto  Fujimori  Fujimori  al  territorio  nacional  para ser enjuiciado  yó  

juzgado  por  los  delitos  materia  de  la  petici n  que  en  esa  poca  ya  hab an  sidoó é í  

judicializados, se dispuso suspender la tramitaci n del proceso con respecto a su personaó  

y realizar los actos necesarios para obtener la ampliaci n de extradici n, orden ndose laó ó á  

formaci n del cuaderno de ampliaci n de extradici n correspondiente, para conseguir seó ó ó  

autorice  el  procesamiento  de  Alberto  Fujimori  Fujimori  por  los  hechos  materia  del 

Expediente N  47-2009 quedando igualmente suspendidas las medidas coercitivas reales°  

y personales establecidas en la resoluci n.ó

D cimo  noveno:é  Que  el  Estado  requirente  ha  calificado  jur dicamente  losí  

hechos que se le imputan a Alberto Fujimori, como: a) delitos en contra de la vida, el 

cuerpo y la salud, en la modalidad de homicidios calificados-asesinatos, figura delictiva 

prevista y sancionada en el art culo 108 inciso 3  del C digo Penal peruano, con unaí ° ó  

penalidad superior a un a o de privaci n de libertad; y b) secuestros agravados, figurañ ó  

delictiva prevista y sancionada en el art culo 152 inciso 1  del C digo Penal del Per ,í ° ó ú  

con una penalidad superior a un a o de libertad; ambos delitos cometidos respecto deñ  

seis  miembros  de  la  familia  Ventocilla,  en  un  contexto  de  graves  violaciones  a  los 

derechos humanos. 

 Art culo 108.- Homicidio calificado. Asesinatoí

Ser  reprimido con pena privativa de libertad no menor de quince a os el que“ á ñ  

mata a otro concurriendo cualquiera de las circunstancias siguientes:

1. Por ferocidad o por lucro

2. Para facilitar u ocultar otro delito

3. Con gran crueldad, alevos a o venenoí

4. Por fuego, explosi n u otro medio capaz de poner en peligro la vida o salud deó  

otras personas.”

Art culo 152.- Secuestroí

El que sin derecho priva a otro de su libertad personal, ser  reprimido con pena“ á  

privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cuatro a os.ñ

La pena ser  no menor de diez ni mayor de veinte a os cuando:á ñ

1. El agente abusa, corrompe, trata con crueldad o pone en peligro la vida o 

salud del agraviado

45

PDEEXXXJBHJ



2. El agente pretexta enfermedad mental inexistente en el agraviado

3. El agraviado es funcionario, servidor p blico o representante diplom ticoú á

4. El  agraviado es  pariente,  dentro  del  tercer  grado de consanguinidad  o 

segundo de afinidad con las personas referidas en el inciso precedente

5. El agraviado es menor de edad

6. Se realiza con fines publicitarios

7. Tiene por objeto obligar a un funcionario o servidor p blico a poner enú  

libertad un detenido

8. Se comete  para obligar al agraviado o a un tercero a que preste a la 

organizaci n ayuda econ mica o su concurso en cualquier otra formaó ó

9. Tiene por finalidad obligar a la autoridad p blica a conceder exigenciasú  

ilegales.”

A su turno, los hechos imputados al requerido, en Chile, pueden ser calificados de 

la siguiente manera, a saber: a) delitos de homicidio calificado, figura delictiva que se 

encuentra prevista y sancionada en el art culo 391 N 1 del C digo Penal; y b) delitos deí ° ó  

secuestro  agravado que se encuentran previstos  y sancionados  en el  art culo  141 delí  

C digo Penal, los que se transcriben a continuaci n:ó ó

Art culo 391.í

El que mate a otro y no est  comprendido en los art culos 390, 390 bis y 390“ é í  

ter, ser  penado:á

1 Con presidio mayor en su grado m ximo a presidio perpetuo, si ejecutare el° á  

homicidio con alguna de las circunstancias siguientes:

Primera. Con alevos a.í

Segunda. Por premio o promesa remuneratoria, o por beneficio econ mico o deó  

otra naturaleza en provecho propio o de un tercero

Tercera. Por medio de veneno.

Cuarta. Con ensa amiento, aumentando deliberada e inhumanamente el dolor alñ  

ofendido.

Quinta. Con premeditaci n conocida.ó

2  Con presidio mayor en su grado medio a m ximo en cualquier otro caso.° á ”

Art culo 141. Secuestro (texto vigente a la poca de los hechos, junio de 1992).í é

El  que  sin  derecho  encerrare  o  detuviere  a  otro  priv ndole  de  su  libertad,“ á  

comete  el  delito  de  secuestro  y  ser  castigado  con  la  pena  de  presidio  o  reclusi ná ó  

menores en cualquiera de sus grados.

En la misma  pena incurrir  el  que proporcionare  lugar  para la ejecuci n delá ó  

delito.

Si  se  ejecutare  para  obtener  un  rescate  o  imponer  exigencias  o  arrancar 

decisiones, ser  castigado con la pena de presidio mayor en su grado m nimo a medio.á í

Si en cualquiera de los casos anteriores, el encierro o la detenci n se prolongareó  

por m s de quince d as o si de ello resultare un da o grave en la persona o intereses delá í ñ  

secuestrado, la pena ser  presidio mayor en su grado medio a m ximo.á á

El que con motivo u ocasi n del secuestro cometiere adem s homicidio, violaci nó á ó  

o alguna de las lesiones comprendidas en los art culos 395, 396 y 397 N 1, en la personaí °  

del ofendido, ser  castigado con presidio mayor en su grado m ximo a muerte.á á ”
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Valga destacar que el Estado peruano indica que estos delitos se han producido 

en un contexto de graves violaciones a los derechos humanos.

Pues bien, con estos antecedentes, es posible dar por establecido que se cumple el 

requisito de la doble incriminaci n ,  a que se refiere el  art culo 353 del C digo de“ ó ” í ó  

Bustamante, conforme a los par metros desarrollados previamente.á

En cuanto al requisito de la m nima gravedad, contemplado en el art culo II delí í  

Tratado de Extradici n entre Chile y Per , tambi n se encuentra satisfecho, desde queó ú é  

en Chile la penalidad de los dos delitos imputados es superior a un a o de privaci n deñ ó  

libertad. 

Vig s imo:é  Que, con fecha 25 de agosto de 2023, Alberto Fujimori declar  enó  

audiencia  especialmente citada al efecto,  a requerimiento de esta ministra instructora, 

ante  el  Juzgado  Penal  Supraprovincial  Liquidador  Transitorio  de  la  Corte  Superior 

Nacional de Justicia Penal Especializada del Per . En ella, en s ntesis, niega su eventualú í  

participaci n punible en los hechos que se le imputan en el requerimiento, exponiendoó  

que no tuvo ninguna  injerencia  en las  decisiones  que  se adoptaron en relaci n a laó  

familia Ventocilla, ejecutadas por el Comando Colina.

Sobre  algunos  de  los  puntos  espec ficos  abordados  en  dicha  audiencia,  elí  

requerido se al : haber sido Presidente de la Rep blica en dos per odos, entre el 28 deñ ó ú í  

julio de 1990 y el 27 de julio de 1995 y entre el 28 de julio de 1995 y el 28 de julio del 

2000 y del 28 de julio del 2000 hasta septiembre del mismo a o; niega haber propiciadoñ  

un organismo especial para realizar operaciones en contra de personas sospechosas de 

subversi n o de enemigos ideol gicos; niega haber tenido alg n tipo de reuni n con losó ó ú ó  

miembros del grupo Colina ni haberles otorgado premios, ni ascensos; precisa que las 

felicitaciones  a  varios  miembros  de  lo  que  despu s  se  llam  Colina,  fue  por  sué ó  

participaci n en la DINCOTE (direcci n nacional de lucha contra el terrorismo) y queó ó  

la amnist a que promulg  fue para dar por cerrada esa etapa funesta del terrorismo;í ó  

niega haber dado instrucciones a Montesinos para estos asesinatos y sostiene que nadie 

ha testificado ni visto aquello; se refiere largamente al caos que exist a cuando asumi  laí ó  

presidencia en 1990 y sostiene que lo suyo no fue un golpe de estado com n, sino queú  

frente  al  riesgo  de  que  la  Rep blica  colapse,  en  el  a o 1992,  en  una  situaci n  deú ñ ó  

emergencia, tom  medidas de excepci n para recuperar la democracia, no para tomar eló ó  

poder  ni  ejercer  una  dictadura,  reitera  que  en  esa  poca  hab a  plena  libertad  deé í  

expresi n  y  que  dise  una  estrategia  para  luchar  contra  el  terrorismo;  justifica  laó ñó  

dictaci n del DL 25.455 de mayo de 1992, ley de arrepentimiento que fue muy efectiva;ó  

indica  que  hubo  un  cambio  en  la  estrategia  militar,  que  hubo  una  pol tica  deí  

acercamiento de militares y polic as a la poblaci n afectada por el terrorismo, destaca suí ó  

presencia en pueblos j venes y provincias, la creaci n de jueces sin rostro; reitera que laó ó  

estrategia  de  lucha  contra  el  terrorismo  se  hizo  respetando  los  derechos  humanos 

totalmente y que los indicios son todo lo contrario a lo que dice la imputaci n; refiereó  

que la inteligencia interna y externa correspond a a la polic a y sobre Montesinos, que suí í  

funci n estaba relacionada con labores antisubversivas; niega haber recibido informaci nó ó  

espec fica sobre la lucha antisubversiva de las unidades especializadas ni haber realizadoí  

acciones  conjuntas  con  Montesinos;  en  relaci n  al  general  de  Bari  Hermoza  R os,ó í  

comandante en jefe del Ej rcito y en alg n momento presidente del Comando Conjuntoé ú  
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de las FFAA en la lucha antisubversiva, no le informaba de sus planes operativos y steé  

ten a injerencia en los Frentes militares, no en las ciudades; en relaci n a Julio Salazarí ó  

Monroe  (jefe  del  servicio  de  inteligencia),  le  daba  cuenta  de  la  situaci n  externa  eó  

interna; Juan Norberto Rivero Lazo (jefe del DINTE- Direcci n Nacional de Inteligenciaó  

del Ej rcito) ha tenido contacto 3 o 4 veces con l y s lo recib a informaci n espor dica;é é ó í ó á  

no  sabe  qu  funciones  desempe aba  Alberto  Pinto  C rdenas,  pero  trabajaba  en  laé ñ á  

residencia  comandancia  general  del  ej rcito;  niega haber sabido que el  grupo Colinaé  

pertenec a a la Direcci n Nacional  de Inteligencia  del Ej rcito,  se enter  4 o 5 a osí ó é ó ñ  

despu s y tom  conocimiento del secuestro y asesinato de la familia Ventocilla cuandoé ó  

hab a dejado la presidencia, no indica c mo; reitera que s lo busc  la pacificaci n delí ó ó ó ó  

pa s,  y  que  jam s  intervino  en  la  eliminaci n  de  la  familia  Ventocilla,  ni  de  losí á ó “  

estudiantes  de la Cantuta ni de los  miembros  de Barrios  Altos ,  y que si se hubiera”  

comprobado  que  los  miembros  de  la  familia  Ventocilla  pertenec an  a  alg n  grupoí ú  

terrorista, correspond a que se aplicara el ovise  observaci n, vigilancia, seguimiento yí “ ” – ó  

detenci n  pero no asesinato, para lo cual no habr an habido razones pol ticas. ó – í í

Vig s imo  primero:é  Que, en lo que sigue, pues, se proceder  al an lisis de losá á  

antecedentes para resolver si concurren los requisitos que exige el numeral 3 del art culoí  

647 del C digo de Procedimiento Penal.ó

A tal efecto, es menester establecer que los antecedentes probatorios acompa adosñ  

en la solicitud de ampliaci n de extradici n para justificar la existencia de los delitos deó ó  

secuestro agravado y homicidio calificado de Marino Ventocilla Rojas, Rafael Ventocilla 

Rojas,  Alejandro  Ventocilla  Castillo,  Sim n  Ventocilla  Castillo,  Paulino  Ventocillaó  

Castillo  y  Rub n  Ventocilla  Le n,  son,  b sicamente,  declaraciones  de  testigos,  parteé ó á  

policial que da cuenta de las investigaciones relativas a los delitos imputados, protocolos 

de autopsias de los integrantes de la familia Ventocilla, dictamen pericial de bal stica yí  

copia certificada de la denuncia fiscal de la fiscal a provincial especializada en derechosí  

humanos.

De  ellos  interesa  destacar,  en  primer  lugar,  las  manifestaciones  policiales  de 

Catalina Castillo Le n, Esther Cotrina Ram rez, Urbana Cabracancha Dolores y Soriaó í  

Silva Olivares  Dolores,  todas  personas  familiares  de las v ctimas,  que vivenciaron losí  

hechos de manera directa.

Do a  Catalina  Castillo  Le n,  c nyuge  de  Rafael  Ventocilla  Rojas,  madre  deñ ó ó  

Alejandro,  Sim n y Paulino  Ventocilla  Castillo,  abuela  de Rub n Ventocilla  Le n yó é ó  

cu ada  de  Marino  Ventocilla  Rojas,  declar  en  una  primera  oportunidad,  en  fechañ ó  

cercana a los hechos, el 11 de junio de 1992 y, luego, el 13 de marzo de 2002.

En su primera manifestaci n, do a Catalina Castillo se al  que: El d a 24 deó ñ ñ ó “ í  

junio  de  1992,  siendo  las  03.00  horas  aproximadamente,  entraron  cinco  sujetos 

desconocidos, quienes patearon la puerta y pidieron documentos, dichos sujetos estaban 

vestidos con uniformes militares, todos comandos con fusiles grandes, luego, dentro de mi 

casa, sacaron a mi esposo Rafael Ventocilla Rojas,  quien se encontraba descansando, 

sac ndolo  en ropa  interior,  despu s  amarraron la  puerta  principal  por  fuera.  Quieroá é  

agregar que cuando reci n entraron a la casa yo me sal  por fuera y vi que ten an a mié í í  

hijo mayor Alejandro Ventocilla Castillo a quien tambi n hab an sacado de su casa, queé í  

est  junto a mi domicilio, motivo por el que me puse fuerte y les dije a esos sujetos queá  
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me llevaran con mis hijos y mi esposo, luego uno de ellos indic ndome con su fusil meá  

meti  a empujones a la casa, dej ndonos encerrados, uno de mis nietos logr  salir por laó á ó  

ventana y desat  la puerta, entonces sal  y corr  a alcanzar a los que se llevaban a misó í í  

hijos y esposo y al mismo tiempo gritaba pidiendo ayuda, pero nadie sal a, luego, al noí  

poder ubicarlos me dirig  al control de polic a de Huaura donde puse en conocimiento loí í  

ocurrido ( ) Luego de tres d as, el 25 de junio de 1992, lleg  a mi casa mi nuera y nos… í ó  

dirigimos a la ciudad de Huacho para dirigirnos a la fiscal a y cuando est bamos en laí á  

Plaza de Armas de Huacho, un profesor conocido de la familia nos dijo que el juez le 

hab a manifestado que hab an encontrado seis cad veres  y que se encontraban en laí í á  

morgue central Huacho, a fin de que vayamos a reconocerlos, acto que realiz  mi hijoó  

Agripino  Ventocilla  Castillo,  quien  confirm  que  esos  cad veres  eran  de  mi  esposoó á  

Rafael  Ventocilla  Rojas,  de  Sim n  Ventocilla  Castillo,  Paulino  Ventocilla  Castillo,ó  

Marino Ventocilla Rojas, Rub n Daniel Ventocilla Le n.é ó ”

Agrega  que  Solamente  entraron  a  pie  como  dije  antes,  todos  estaban“  

uniformados y armados, luego los vecinos me manifiestan que han visto a tres carros del 

ej rcito parados a la altura de la Capilla y que luego se han dirigido con direcci n aé ó  

Pueblo Viejo, hecho ocurrido a la misma hora que sacaron a mi esposo y a mis hijos .”  

Finaliza su declaraci n diciendo. quiero agregar que al momento de sacar a mi esposo,ó “  

al mismo tiempo sacaron a mis hijos y que los nicos problemas que hemos tenido haú  

sido con el Ej rcito peruano, quienes la vez que se llevaron a mi esposo y mis hijos losé  

golpearon . …”

Sobre este punto, indica en la manifestaci n del 13 de marzo de 2002, que El 28ó “  

de  mayo de 1992,  mi  esposo  Rafael  Ventocilla  Rojas,  Alejandro  Ventocilla  Castillo, 

Sim n Ventocilla Castillo, Paulino Ventocilla Castillo (mis hijos), Andr s Reyes Rojas (mió é  

cu ado), Alfonso Ventocilla Pablo (mi sobrino) ( ) fueron sacados de mi casa a las 2.00ñ …  

aproximadamente y luego de golpearlos en nuestra presencia se los llevaron a la Base 

Militar  de  Atahuampa  donde  permanecieron  dos  d as  detenidos,  por  nuestra  parteí  

comenzamos  a  reclamar  por  intermedio  de  los  Derechos  Humanos  y  medios  de 

comunicaci n, los soltaron a todos maltratados y amenazados si denunciaban los iban aó  

matar solt ndolos en la playa de Huacho el 31 de mayo aproximadamente . á ”

En relaci n a las actividades desarrolladas por las v ctimas, indica: Mi esposo, enó í “  

el  a o  1980  a  1990,  en  dos  d cadas  ha  sido  alcalde  del  Distrito  de  Cochamarca,ñ é  

provincia de Oy n, mis hijos Sim n y Alejandro Ventocilla Castillo eran profesores ( )ó ó …  

mis dem s familiares se dedicaban a la agricultura .á ”

A  su  turno,  de  la  declaraci n  de  do a  Esther  Cotrina  Ram rez,  viuda  deó ñ í  

Alejandro Ventocilla Castillo, rendida con fecha 13 de marzo de 2002, resulta relevante 

destacar los siguientes dichos: Que, ese d a (24JUN92) siendo aproximadamente las dos“ í  

de la madrugada,  los perros de mi casa comenzaron a ladrar,  por lo que mi suegro 

Rafael  Ventocilla  Rojas,  sali  a  mirar,  por  lo  que  le  pas  la  voz  a  mi  esposo,ó é  

circunstancias  en  que  aparecen  por  la  puerta  de  mi  sala  un  aproximado  de  diez 

uniformados  y  con  pasamonta as  lo  cual  pude  ver  por  cuanto  hab a  luna  esañ í  

madrugada, ordenando a mi esposo de que se vista y los acompa e, lo mismo hicieronñ  

quiero hacer presente que mis cu ados y suegros viv an juntos o sea colindantes, luegoñ í  

de amarrarle las manos hacia atr s con su propia casaca, se lo llevaron, con direcci ná ó  
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hacia el Barrio Santa Ana, al reclamarle de que no se los llevaran, a m  junto con lasí  

mujeres (mis concu adas), nos encerraron en una habitaci n, qued ndome en mi casañ ó á  

con mis tres menores hijos, al d a siguiente unos vecinos nos comunicaron de que hab aní í  

visto carros del Ej rcito en un total de tres veh culos, el d a 25JUN92 nos comunicaroné í í  

de que los cad veres de mi esposo, cu ados y suegro se encontraban en la morgue deá ñ  

Huacho,  por lo que nos constituimos  al lugar, verificando que era cierto lo que nos 

hab an informado.  í ”

Interrogada sobre si ten a conocimiento del lugar exacto donde fueron asesinados,í  

respondi : Posteriormente me llegu  a enterar de que los cad veres fueron encontradosó “ é á  

semienterrados  en  una  chacra  del  lugar  denominado  Balconcillo-Huaura,  carretera 

Huaura Say n .– á ”

En  relaci n  con  la  identificaci n  de  quienes  ingresaron  a  su  hogar  paraó ó  

posteriormente secuestrar y asesinar a su familia, se al : Por la vestimenta, armamentoñ ó “  

y veh culos, estoy completamente segura que los asesinos han sido militares del Ej rcitoí é  

Peruano .”

Las  manifestaciones  de  Urbana  Cabracancha  Dolores,  viuda  de  Paulino 

Ventocilla Castillo y Soria Silva Olivares Dolores, viuda de Sim n Ventocilla Castillo,ó  

confirman lo declarado por las dos testigos anteriores en relaci n a las circunstancias deó  

la detenci n. De la manifestaci n de esta ltima, es dable destacar que dijo: Presumoó ó ú “  

que los que asesinaron a mi esposo ( ) han sido miembros del Ej rcito peruano, por… é  

cuanto  los  sujetos  y  mujeres  que  ingresaron   al  cerro  Cajetuto  se  encontraban 

uniformados  tipo militares,  asimismo,  unos vecinos nos comunicaron que hab an vistoí  

tres veh culos militares cuando se llevaron a mi esposo y sus familiares .í ”

Vig s imo  segundo:é  Que consta  del  parte policial  N 50 SECOTE JE-HH,° –  

que con fecha 24 de junio a 18.30 horas aprox. personal PNP encontr  seis cad veresó á  

semienterrados en una chacra, ubicada a la altura del Km 9 de la carretera Huaura-

Say n, las mismas que ten an visibles heridas de bala en la cabeza y en la cara y fueroná í  

levantados e internados en la morgue de esa ciudad por orden del juez instructor de 

turno.

Por su parte,  los  Protocolos  de Autopsia  realizados  con fecha  30 de junio de 

1992, por la unidad correspondiente del Hospital de Apoyo de Huacho, por orden del 

Primer  Juzgado  de  Instrucci n,  a  los  cuerpos  de  Marino  Ventocilla  Rojas,  Rafaeló  

Ventocilla  Rojas,  Alejandro  Ventocilla  Castillo,  Sim n  Ventocilla  Castillo,  Paulinoó  

Ventocilla  Castillo  y  Rub n  Ventocilla  Le n,  dan  cuenta  que  todos  los  cad veresé ó á  

presentan heridas por arma de fuego en la cabeza, algunos, adem s, evidencian lesionesá  

en la cervical (fractura y luxaci n) y hueso frontal hundido; todos estaban con las manosó  

atadas hacia atr s y uno de ellos, el menor, de 17 a os, Rub n Ventocilla Le n, presentaá ñ é ó  

signos de lazo alrededor del cuello .“ ”

Vig s imo  tercero:é  Que de particular  inter s  resulta,  asimismo,  la Denunciaé  

Fiscal efectuada por la Fiscal a Provincial Especializada en Derechos Humanos de 18 deí  

junio de 2009, en contra del requerido y otros, en cuanto describe el contexto en que se 

habr an producido los hechos y consigna algunas declaraciones de miembros del Grupoí  

Colina que participaron en estos cr menes y que fueron rendidas en el marco de la Leyí  

de Colaboraci n Eficaz.ó
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Tocante al contexto, el fiscal Jaime Jos  Schwartz Azpur, indica que Dentro delé “  

contexto  hist rico,  el  Per ,  en  1992,  se  encontraba  convulsionado  por  el  accionaró ú  

terrorista,  de tal manera que de enero de 1991 a junio de 1992,  se registraron 126 

acciones subversivas en la zona comprendida por las Provincias de Huaura, Barranca, 

Huaral,  Oy n y Cajatambo, por lo que se declar  el estado de emergencia en 1992,ó ó  

mediante Decreto Supremo N 004-92. Como respuesta a dicho accionar subversivo, se°  

realizaron  pr cticas  sistem ticas  y  generalizadas  de  detenciones  ilegales  y  arbitrarias,á á  

torturas, ejecuciones extrajudiciales y desapariciones forzadas; que conforme al Informe 

final de la Comisi n de la Verdad y Reconciliaci n que es de conocimiento p blico,ó ó ú  

desde agosto de 1991, se elabor  un plan de operaciones denominado Cipango, el reaó á  

de acci n se alada en el mismo era Lima, Huacho y Huaral, lo que coincide con losó ñ  

escenarios donde se realizaron varios de los asesinatos perpetrados por el Destacamento 

de  Inteligencia  llamado  Colina  (casos  Barrios  Altos,  la  Cantuta,  el  periodista  Pedro 

Yauri, los campesinos del Santa) . Agrega m s adelante que Por otro lado ( ) respecto” á “ …  

al modus operandi con el que operaba el grupo de inteligencia Colina, se tiene que las 

v ctimas eran identificadas y seleccionadas por sus actividades pol ticas, entre estudiantes,í í  

profesores, dirigentes sindicales, periodistas y adem s porque algunas previamente hab aná í  

sido  detenidas  por  presuntos  v nculos  con  Sendero  Luminoso  o  el  Movimientoí  

Revolucionario  Tupac  Amaru.  Pero  adem s,  el  denominador  com n  de  todo  esteá ú  

proceso era la negaci n del hecho mismo de la detenci n y el no brindar informaci nó ó ó  

alguna de lo que suced a con el detenido . A ese respecto, indica que a la fecha en queí ” “  

sucedieron los hechos Rafael Ventocilla Rojas era militante del Partido Acci n Popular yó  

ejerci  durante 10 a os el cargo de Alcalde del Distrito de Cochamarca, Provincia deó ñ  

Oy n,  Departamento  de Lima,  cargo al  que  renunci  por  amenazas  contra  su vidaó ó  

provenientes  de miembros  del grupo terrorista Sendero Luminoso,  en m rito del cualé  

decidi  radicarse en el barrio Santa Ana, dedic ndose a la agricultura y ganader a con suó á í  

hijo Paulino Ventocilla  Castillo,  a su vez los  hermanos  Sim n Ventocilla  Castillo,  exó  

secretario general del Sindicato nico de Trabajadores de la Educaci n del Norte Chicoú ó  

y Alejandro Ventocilla Castillo eran profesores y militantes de la Organizaci n Alianzaó  

Izquierda Unida (UNIR).  Adem s,  se debe tener presente que previamente,  el 25 deá  

abril  del  mismo  a o,  Rafael  Ventocilla  Rojas  y  sus  hijos  hab an sido detenidos  porñ í  

miembros del Ej rcito Peruano, permaneciendo recluidos 24 horas en la Base Militar deé  

Atahuampa,  al  Norte  de  la  Provincia  de Huaura,  bajo  cargos  de  terrorismo,  siendo 

sometidos a severos interrogatorios ( ) esto se corrobora con la resoluci n fiscal del 30… ó  

de abril  de 1992  representante  de la Segunda  Fiscal a  Provincial  Mixta  de Huaura-í

Huacho, asimismo con el contenido de las Actas de Libertad de Rafael Ventocilla Rojas, 

Alejandro Ventocilla Castillo, Sim n Ventocilla Castillo y Paulino Ventocilla Castillo.ó ”

Respecto  a  las  declaraciones  de  miembros  del  Destacamento  Colina  que 

participaron en los delitos contra la familia Ventocilla, resultan de especial inter s las queé  

se extractan a continuaci n por constituir reconocimiento expl cito de su responsabilidadó í  

en los hechos y/o su corroboraci n a trav s de la prueba recogida en la investigaci n:ó é ó

Que,  Jose  Concepcion  Alarcon  Gonzales  y Fernando Lecca  Esquen,  aceptan“  

haber participado en el secuestro y homicidio de la familia Ventocilla ocurrido en la 

madrugada  del  24 de  junio  de  1992,  despu s  de  haber  participado  en el  secuestro,é  
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homicidio y desaparici n forzada del periodista Pedro Yauri Bustamante, conforme seó  

puede  apreciar  de  sus  declaraciones  brindadas  y  que  corren  a  fojas  1673/1681  y 

1744/1751 respectivamente.

Que lo indicado se corrobora con las manifestaciones policiales realizadas en esta 

investigaci n: A fojas 1594/1599 Pedro Guillermo Suppo Sanchez afirma que participó ó 

en  estos  hechos  entre  otros,  Lecca  Esquen.  A fojas  1600/1605 Jorge  Enrique  Ortiz 

Mantas, indic  que la orden era de participar todos, pero que recuerda que participaronó  

con l,  Alarc n Gonz les  y Lecca Esquen.  A fojas  1642/1634 ANGEL Felipe Sau ié ó á ñ  

Pomaya, se al  que participaron en este asesinato Lecca Esquen y Alarc n Gonz les. Añ ó ó á  

fojas 1719/1727 H rcules G mez Casanova indic  que el d a 23.06.92 a horas 11:00é ó ó í  

a.m. le env an un mensaje a su beeper, dici ndole que iba a ver una fiesta, que se aliste,í é  

llegando  a las  15:30  p.m.,  y  recogiendo  a Lecca  Esquen.  A fojas  1609/1612  Pablo 

Andres Atuncar Cama se al  que Alarc n Gonz lez tambi n particip  en estos hechos.ñ ó ó á é ó  

As  tambi n se tiene las manifestaciones policiales de otros integrantes del Destacamentoí é  

Colina, los que sin ser Colaboradores Eficaces corroboran la participaci n directa de Josó é 

Concepci n  Alarc n  Gonz les  y  Fernando  Lecca  Esquen  en  estos  hechos:  A  fojasó ó á  

1758/1766 Julio  Chuqui  Aguirre,  manifiesta  que fueron  a Huacho,  entre  otros,  José 

Concepci n Alarc n Gonz les y Fernando Lecca Esquen. Por otro lado, el mismo Joseó ó á  

Concepcion Alarcon Gonzales a fojas 1673/1681 indica que particip  en estos hechos eló  

agente Lecca Esquen .”

( ) Que, aunado a ello, en los Procedimientos de Colaboraci n Eficaz, Angel“ … ó  

Felipe Sau i Pomaya, en la transcripci n de su entrevista corriente a fojas 1136, se alañ ó ñ  

que  Alarc n  Gonz les  particip  en  este  evento.  Hercules  Gomez  Casanova,  en  laó á ó  

transcripci n  de  su entrevista,  corriente  a fojas  1196,  indica  que  participaron  Lecca,ó  

adem s  de agentes  de los  otros  dos  equipos  como Alarc n Gonz les.  Por  otro  lado,á ó á  

Pedro Guillermo Suppo Sanchez, en su declaraci n corriente a fojas 3947/3948, se alaó ñ  

que particip  Lecca, quien le dijo que hasta ese momento no se hab a bautizado y queó í  

era  tiempo  que  yo  me  bautizara.  Jorge  Enrique  Ortiz  Mantas,  en  su  declaraci nó  

corriente a fojas 3732/3737 indica que en este hecho particip  Alarc n .ó ó ”

En otro  ac pite,  se  agregan  testimonios  que  ampl an  la  informaci n  sobre  elá í ó  

modo de ejecuci n de las v ctimas, Que asimismo, se debe tener en cuenta, que en losó í “  

Procedimientos  de  colaboraci n  eficaz,  los  integrantes  del  Grupo  Colina  que  seó  

sometieron a dicho procedimiento, indicaron lo siguiente: H ctor Gamarra Mamami, ené  

su declaraci n corriente a fojas 3810/3810 y en su entrevista como Colaborador Eficazó  

corriente a fojas 1197, se ala que todos los agentes estaban con pasamonta as, los queñ ñ  

ingresaron a la vivienda fueron los agentes Sossa, Chuqui y otros. Pablo Andr s Atuncaré  

Cama,  en  su  declaraci n  corriente  a  fojas  3782/3792,  y  en  la  transcripci n  de  suó ó  

entrevista como Colaborador Eficaz corriente a fojas 1194, indica que luego de realizar 

el  operativo de Pedro Yauri en Huacho,  nos dirigimos  con direcci n a Huaura. Losó  

detenidos  estaban  tirados  boca  abajo,  ah  Mart n  orden  que  los  ejecuten;  los  queí í ó  

dispararon fueron Chuqui,  Sosa. Hugo Francisco Coral Goycochea, en su declaraci nó  

corriente a fojas 3885/3889 y en la transcripci n de su entrevista como Colaboradoró  

Eficaz  corriente  a fojas  1195,  se ala que luego de efectuado el  secuestro caminamosñ  

junto con los detenidos para subirlos a los veh culos,  y de ah  nos dirigimos  hacia laí í  
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panamericana pero ingresamos por un camino hacia la sierra, por ah  los bajaron y losí  

llevaron a unas chacras y los ejecutaron, siendo los que acompa aron a estas personasñ  

Chuqui Aguirre y Sosa Saavedra, tambi n hab an otros pero no recuerda. Angel Felipeé í  

Sau i Pomaya, en la transcripci n de su entrevista, corriente a fojas 1136, se ala queñ ó ñ  

entre  los  agentes  que  llevaron  a esa  familia  Ventocilla  estuvo  Chuqui.  ( )  Rolando…  

Javier Meneses Montes de Oca, en su declaraci n corriente a fojas 3932/3934 y en laó  

transcripci n de su entrevista como Colaborador Eficaz corriente a fojas 1467, indica yoó  

fui para un lado con Sosa Saavedra y es ah  en donde ste dispara contra uno de ellos, yí é  

cada grupo se encarg  de enterrar los cuerpos. Sosa le dispar  y l lo enterr , pero seó ó é ó  

hizo a flor de tierra, porque ya estaba amaneciendo, las v ctimas no fueron interrogadasí  

ni nada, la orden era eliminarlos.”

Vig s imo  cuarto:é  Que en la denuncia fiscal que se viene analizando obran, 

adem s, las manifestaciones policiales de algunos miembros del Destacamento Especialá  

de Inteligencia Colina en presencia del representante del Ministerio P blico,  que danú  

cuenta del respaldo expl cito que dicho grupo ten a de la m xima autoridad del Ej rcito.í í á é

Entre ellas, se puede observar a los que se acogieron a la Ley de Colaboraci nó  

Eficaz:

Francisco Coral Goycochea, se ala que (...) que Nicol s de Bari Hermoza R osñ “ á í  

en su calidad de Comandante General del Ej rcito les hizo un almuerzo el d a 27 deé í  

julio de 1992 despu s del asesinato a la familia Ventocilla, y les dio aliento para seguiré  

trabajando en beneficio de la pacificaci n nacional, y Santiago Mart n Rivas les dec aó í í  

que ten an luz verde, es decir, ten an el respaldo del Comandante General del Ej rcito. í í é

El Capit n Mart n Rivas nos dijo que el almuerzo era un reconocimiento por elá í  

trabajo que est bamos realizando; ah  el Comandante General dio un discurso para queá í  

nos  esforz ramos  m s  con  nuestro  trabajo,  por  ahora  ten amos  respaldo  pol ticoá á í í  

(entendiendo  que  era  por  el  Presidente  de  la  Rep blica)  y  liderazgo  para  lograr  laú  

pacificaci n nacional . ó ”

Que  tambi n  se  observa  en  los  Procedimientos  de  Colaboraci n  Eficaz,  lasé ó  

declaraciones brindadas por personas que se sometieron a dicho procedimiento, beneficio 

que fue aprobado por la Primera Sala Penal Especial de Lima y a m rito del cual se lesé  

sentenci .ó

As ,  apreciamos:  Colaborador  con  Clave  N  117-  0OR:  H ctor  Gamarraí ° é  

Maman , indica que Respecto a la reuni n con el Comandante General del Ej rcito,í “ ó é  

dijo  que  se  realiz  el  27  de  julio  de  1992,  Martin  Rivas  nos  comunic  que  el“ ó ó  

Comandante General del Ej rcito Nicol s de Bari Hermoza hab a aceptado una reuni né á í ó  

con  todos  los  miembros  del  Destacamento,  todos  concurrieron  al  Cuartel  General, 

subimos el sexto piso, cuando estuvimos todos, el Comandante General hace uso de la 

palabra ( ) nos expresa un apoyo en su totalidad por el trabajo silencioso que ven amos… í  

realizando en aras de la pacificaci n nacional, en esta reuni n hubo comida, un brindis.ó ó ”

Colaborador con Clave N  104-00D: Jos  William Tena Jacinto, quien indica que° é  

(...) en Junio de 1992, me ordenan hacer un contacto, a la cual deb a presentarme bien“ í  

presentable, porque hab a un almuerzo con el Comandante General en el sexto piso delí  

Pentagonito (...) (...) ah  conozco al General Rivero Lazo, ah  es donde se apareci  elí í ó  

General  Hermoza R os,  haciendo uso de la palabra,  nos  areng  a esforzarnos  en elí ó  
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trabajo de la pacificaci n nacional, hablaba se alando que ten amos el marco legal queó ñ í  

nos  cubr a,  habl  sobre  el  liderazgo  pol tico  que  nos  respaldaba  y  que  hombres  deí ó í  

inteligencia, ramos claves para ganar la guerra (...).é ”

Vig s imo  quinto:é  Que, informando, el Fiscal de esta Corte Suprema, estima 

cumplidos  los  requisitos  de  doble  incriminaci n  y  m nima  gravedad  de  los  delitosó í  

imputados  al  requerido;  y  respecto  de  su  participaci n  culpable,  en  este  episodioó  

espec fico, afirma que ya sea que se le atribuya responsabilidad como miembro de unaí  

asociaci n il cita, o como coautor de la comisi n de ellos, la existencia y operaciones deó í ó  

grupos militares, o de servicios de inteligencia o ejecutores propiamente tales como el 

destacamento Colina, a trav s de los cuales se llevaron a cabo delitos de distinta ndole,é í  

y adem s masacres, es un hecho hist rico suficientemente probado y existen indicios queá ó  

sus  acciones  contaban  con  el  conocimiento  y  aprobaci n  de  Fujimori,  lo  que  seó  

desprende  de  los  diversos  antecedentes  acompa ados,  que  estima  constituyenñ  

antecedentes de suficiente gravedad, destacando entre esos, la dictaci n de leyes con lasó  

que se pretendi  amnistiar a los ejecutores materiales. ó

Con  respecto  a  su  participaci n,  entiende  que  la  imputaci n  radica  en  laó ó  

circunstancia  de haber  tenido  el  dominio  del  hecho  respecto  de estos  cr menes  y alí  

respecto se ala que la doctrina internacional ha aceptado que ella concurre de acuerdoñ  

con el principio de la responsabilidad superior o de la empresa criminal conjunta, seg nú  

la  primera  quien  ejerce  la  autoridad  y control  efectivo  sobre  sus  subordinados  debe 

tomar medidas para evitar que cometan delitos y una vez cometidos, sancionarlos, en 

tanto, de acuerdo a la segunda, cuando existe un plan o prop sito com n que ordena oó ú  

en el cual participa el jefe, este resulta penalmente responsable de los delitos que realizan 

sus  subordinados.  Esta  responsabilidad  ha  sido  entendida,  por  la  doctrina  y 

jurisprudencia internacional, respecto de homicidios masivos, ejecuciones extrajudiciales y 

otros delitos de esta naturaleza, como delitos de lesa humanidad.

Vig s imo  sexto:é  Que, por su parte, el Estado requirente al evacuar el traslado 

que le fuera conferido, con fecha 13 de febrero de 2024, hace un examen de cada uno 

de los requisitos exigidos por el Tratado vigente para que proceda la extradici n y losó  

estima cumplidos. Realiza, a continuaci n, un pormenorizado an lisis de los antecedentesó á  

probatorios  aportados en el requerimiento,  concluyendo que se encuentra plenamente 

justificada la existencia  de los  delitos  de secuestro y asesinato de los miembros  de la 

familia Ventocilla por agentes del destacamento Colina, as  como la responsabilidad delí  

ex mandatario, quien habr a propiciado la creaci n de este organismo especial dentro deí ó  

las Fuerzas  Armadas  para realizar acciones  en contra de los  enemigos  ideol gicos,  yó  

estado en pleno conocimiento de las acciones llevadas a cabo por ste, entre ellas, lasé  

acometidas en contra de la familia Ventocilla.

Vig s imo  s ptimo:é é  Que,  a  su  turno,  evacuando  el  traslado  conferido,  con 

fecha 15 de febrero de 2024, la Corporaci n de Asistencia Judicial, oficina de Defensaó  

Penal, actuando por el requerido, solicita el rechazo de la totalidad de las ampliaciones 

de extradici n que se conocen en estos autos y, en particular, la relativa a los delitos deó  

secuestro y asesinato de miembros de la familia Ventocilla, en atenci n a los siguientesó  

argumentos:

54

PDEEXXXJBHJ



1 ) Insuficiencia de los medios probatorios para incriminar a Fujimori como autor°  

mediato de los delitos de secuestro y homicidio de los miembros de la familia Ventocilla. 

A su juicio, si bien respecto de la asociaci n entre los homicidios y el grupo Colina se“ ó  

puede establecer que existi  un v nculo, y que por otro lado se puede establecer queó í  

entre Alberto Fujimori y el grupo Colina es posible determinar una vinculaci n, no esó  

suficiente para vincular al ex mandatario con ese ataque en particular . Es decir, indica,”  

no se establece de manera concluyente que Fujimori haya dado la orden para llevar a 

cabo dichas acciones, lo que impide catalogarlo de autor mediato de tales delitos.

2 ) El delito de homicidio calificado se encuentra prescrito de acuerdo a la ley°  

chilena.  Explica  que  si  bien  en  nuestro  ordenamiento  jur dico  los  cr menes  de  lesaí í  

humanidad y de derechos humanos no prescriben, de acuerdo al art culo 40 de la leyí  

20.357, promulgada el a o 2006, los hechos imputados ocurrieron en el a o 1997 (sic),ñ ñ  

por lo que por el principio de irretroactividad no le ser a aplicable a este caso.í

Vig s imo  octavo:é  Que, a juicio de este tribunal, los elementos de convicci nó  

relacionados  en los motivos  precedentes  permiten dar por justificada la existencia  del 

secuestro y posterior  asesinato de los miembros  de la familia Ventocilla,  a manos  de 

personas  que  formaban  parte  del  Destacamento  Especial  de  Inteligencia  Colina, 

agrupaci n que contaba con el conocimiento, aprobaci n e intervenci n activa del altoó ó ó  

mando castrense peruano.

En  efecto,  los  testimonios  contestes  prestados  por  familiares  directas  de  las 

v ctimas, que presenciaron la violenta irrupci n de un grupo de personas en sus hogaresí ó  

en horas de la madrugada, armadas, con vestimenta de tipo militar y pasamonta as, queñ  

detuvieron y se llevaron por la fuerza y con destino desconocido, sin orden de ninguna 

especie, a sus familiares, cuyos cuerpos reconocieron en d as posteriores en la morgue deí  

la ciudad, impresionan como veraces, siendo uno de dichos testimonios prestado a d así  

de los hechos y reiterado en t rminos similares al abrirse la investigaci n del Ministerioé ó  

P blico varios a os despu s. Por otra parte, el informe policial que investig  los hechosú ñ é ó  

reporta el lugar donde encontraron sus cuerpos, semienterrados y con signos de violencia 

en sus rostros y m ltiples casquillos de balas diseminados en el suelo, mientras que losú  

protocolos de autopsia revelan que todos fueron asesinados con disparos en la cabeza, 

estando indefensos, pues ten an las manos atadas a la espalda y el adolescente, nieto deí  

Rafael Ventocilla, que fue detenido junto a su padre, t os y abuelo, aparece con se as deí ñ  

haber portado un lazo en el cuello y algunos otros con evidentes lesiones en distintas 

partes del cuerpo. Son adem s concordantes con los dichos de los propios agentes delá  

Estado, miembros del Comando Colina, algunos de los cuales confesaron en el marco–  

del procedimiento de colaboraci n eficaz  haber ejecutado tales hechos, que ubican enó –  

tiempo  y  lugar,  agregando  detalles  en  torno  a  las  circunstancias  espec ficas,  a  laí  

instrucci n de eliminarlos,  y a las felicitaciones  de que fueron objeto  por la m ximaó á  

autoridad castrense, en el marco de un relato por la pacificaci n del pa s  y la guerra“ ó í ”  

contra el terrorismo. Por otra parte, los antecedentes relativos a que las v ctimas hab aní í  

sido  detenidas  e  interrogadas  previamente  por  un  cuerpo  militar,  en  forma  ilegal, 

constituye  un  indicio  de  que  formaban  parte  de  un  objetivo  espec fico  para  laí  

organizaci n criminal,  que luego se concreta  con aquella  instrucci n superior  de queó ó  

deb an ser eliminados.í
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Vig s imo  noveno:é  Que en cuanto a la participaci n culpable del requerido, laó  

presente solicitud de ampliaci n de extradici n le imputa el cargo de autor mediato deó ó  

los delitos de secuestro y asesinato de los integrantes de la familia Ventocilla, basada, 

fundamentalmente,  en  los  poderes  que  habr a  adquirido  producto  de  una  serie  deí  

modificaciones normativas introducidas al ordenamiento jur dico interno, que le habr aní í  

permitido  ejercer,  en  definitiva,  y sin contrapeso,  el  control  pol tico  y militar  de lasí  

Fuerzas Armadas y del Servicio de Inteligencia del Per , hecho acrecentado luego delú  

auto golpe de Estado en el a o 1992. ñ

Desde un punto de vista de teor a penal,  la responsabilidad que se le imputaí  

como autor mediato, radica en la circunstancia de haber tenido el dominio del hecho 

respecto de los delitos en cuesti n, es decir, discurre en el sentido que el requerido, por só í 

o por otros que dependen de l, ha estado en situaci n de determinar el curso causal deé ó  

los hechos que condujeron a la comisi n de los delitos.ó

A tal efecto, partiendo de la consagraci n constitucional que otorga al Presidenteó  

de la Rep blica la calidad de Jefe Supremo de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzasú  

Policiales y el mando del Sistema de Defensa Nacional,  el Segundo Juzgado Especial 

Penal de la Corte Superior de Justicia de Lima, que conoce de la causa que da origen a 

la  presente  solicitud  de  ampliaci n  de  extradici n,  advierte  que  desde  los  m s  altosó ó á  

niveles  se  configuraron  cambios  normativos  respecto  a  la  lucha  contra  subversiva, 

reestructur ndose el Sistema de Defensa Nacional y el funcionamiento y organizaci n deá ó  

las Fuerzas Armadas, as  como el Sistema de Inteligencia Nacional, situaci n que pusoí ó  

de  manifiesto  la  concentraci n  de  todos  los  poderes  del  Estado  en  la  persona  deló  

requerido, lo que aparece recogido en el Informe Final de la Comisi n de la Verdad yó  

Reconciliaci n  de  fecha  5  de  abril  de  1992  y  es  coincidente  con  lo  que  la  Corteó  

Suprema de Chile estableci  en la sentencia dictada en los autos rol N 4733-2007 queó °  

concedi  la extradici n de Alberto Fujimori, por los delitos que en ella se le imputaron.ó ó

As , el requerimiento hace menci n espec fica al fundamento noventa y cinco deí ó í  

la referida sentencia que se ala: "(...) es posible entender que hay indicios claros de queñ  

Alberto  Fujimori  Fujimori  habr a  tenido,  despu s  del  autogolpe,  la  concentraci n  deí é ó  

todos los poderes del Estado y el mando superior de las Fuerzas Armadas y Servicios de 

Inteligencia,  propici  la  creaci n  de  un  organismo  especial  dentro  de  las  Fuerzasó ó  

Armadas para realizar operaciones en contra de personas sospechosas de subversi n o deó  

enemigos ideol gicos del r gimen; estando el requerido en antecedentes de la existencia yó é  

finalidad del "Grupo Colina" y de las acciones que se llevaban a cabo por el mismo 

grupo, lo que se demuestra por lo premios, ascensos y condecoraciones otorgadas por 

Fujimori a los integrantes de este grupo y porque muchas personas lo vieron dar rdenesó  

a Montesinos, quien a su vez las entregaba al mencionado Grupo Colina, con lo que 

habr a tenido una participaci n de autor mediato .í ó ”

Trig s imo:é  Que,  no obstante lo se alado por el  requerido en su declaraci nñ ó  

indagatoria  y los  argumentos  esgrimidos  por la defensa,  a juicio de este tribunal,  las 

probanzas relacionadas precedentemente constituyen presunciones fundadas para estimar 

que ste ha tenido participaci n en calidad de autor en los delitos de secuestro agravadoé ó  

y homicidio calificado de Marino Ventocilla Rojas, Rafael Ventocilla Rojas, Alejandro 
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Ventocilla  Castillo,  Sim n  Ventocilla  Castillo,  Paulino  Ventocilla  Castillo  y  Rub nó é  

Ventocilla Le n.ó

El desconocimiento que el requerido esgrime sobre la existencia  del  Comando 

Colina, como de las operaciones que llevaba a cabo, no resulta veros mil a la luz de losí  

sucesos concretos que han sido investigados y juzgados con posterioridad a su gobierno, 

como son los mismos de los estudiantes de la Cantuta y de los miembros de Barrios“  

Altos ,  conocidos  incluso por la Corte  Interamericana  de Derechos  Humanos,  y que”  

sorprendentemente  persiste  en  negar,  o  como  el  de  las  personas  ejecutadas 

extrajudicialmente en el caso de los Poblados de la Pampa San Jos  y Caraque o , en“ é ñ ”  

que tambi n se acredit  la participaci n del Destacamento Colina, seg n relata y dejaé ó ó ú  

asentado la sentencia de ampliaci n de extradici n respecto de Alberto Fujimori, dictadaó ó  

por esta Corte Suprema chilena en los autos Rol N 60-2016. °

En efecto,  tales  antecedentes  de contexto y los recogidos  en el  expediente  47-

2009, en que se investigan los hechos denunciados, allegados al presente procedimiento, 

constituyen  indicios  racionales  de  que  la  estrategia  anti  subversiva  o  contra  el“ ”  

terrorismo  a la  que  el  requerido  hace  alusi n,  condujo  a la  realizaci n  de  pr cticasó ó á  

sistem ticas  y generalizadas  de  detenciones  ilegales  y arbitrarias,  torturas,  ejecucionesá  

extrajudiciales y desapariciones forzadas, seg n refiere la Fiscal a al solicitar la aperturaú í  

del presente caso, y a un plan de operaciones denominado Cipango, cuya rea de acci ná ó  

se alada en el mismo era Lima, Huacho y Huaral, lo que coincide con los escenariosñ  

donde  se  realizaron  varios  de  los  asesinatos  perpetrados  por  el  Destacamento  de 

Inteligencia llamado Colina (casos Barrios Altos, la Cantuta, el periodista Pedro Yauri, 

los campesinos del Santa), cuesti n que recoge el Informe Final de la Comisi n de laó ó  

Verdad y Reconciliaci n, de conocimiento p blico. ó ú

Asimismo, el car cter de la funci n desempe ada por el requerido, la mec nicaá ó ñ á  

de funcionamiento de los servicios de inteligencia y el poder que detentaba -f ctico yá  

normativo- como m xima autoridad del sistema de Defensa e Inteligencia Nacional, yá  

que,  como se ver  al conocer  de otros  episodios  por los  cuales  se le requiere  (Penalá  

Castro Castro y liberaci n de rehenes  Embajada de Jap n),  lo llevaba a involucrarseó ó  

personal  y directamente  en diversas  operaciones,  no  permite  dar  verosimilitud  a sus 

descargos  y en consecuencia,  con los  antecedentes  de que se dispone,  se estima  que 

existen presunciones fundadas de su participaci n culpable en calidad de autor mediatoó  

en el secuestro y asesinato de los miembros de la familia Ventocilla.

Por otra parte, y haci ndonos cargo del argumento de la defensa, que impugna laé  

responsabilidad  del  requerido  como  autor  mediato,  ya  que  no  se  acredita  la  orden 

espec fica que ste habr a dado respecto de los delitos cometidos en contra de la familiaí é í  

Ventocilla, resulta pertinente y necesario traer a colaci n los criterios asentados por estaó  

Corte Suprema en relaci n al significado y alcance de la autor a mediata, que ofrecenó í  

una comprensi n cabal del fen meno que se presenta en estos autos, y que se pasan aó ó  

transcribir en toda su extensi n:ó

Que ( ), para analizar la especial forma de autor a en que se pueden cometer“ … í  

estos delitos,  pertinente resulta tener presente que existe dominio del hecho:  a. En la 

conducta del autor inmediato que realiza y controla objetiva y subjetivamente el hecho 
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de propia mano; b. En el dominio de la voluntad como sucede en los casos de autor aí  

mediata; c. En los casos de dominio funcional como ocurre en el caso de la coautor a. í

Ser  autor inmediato o directo, quien realiza directa, materialmente o de propiaá  

mano,  en todo o en parte,  la conducta descrita  en el tipo penal,  si ndole  objetiva yé  

subjetivamente imputable el hecho punible.  El autor inmediato es el se or del hecho,ñ  

porque  conserva  el  poder  de  decidir  aut nomamente  sobre  la  prosecuci n  deló ó  

acontecimiento delictivo hasta su consumaci n. ó

As , en todo delito comisivo doloso como en los investigados en estos autos, debeí  

considerarse como autor inmediato o de propia mano, a quien realiza materialmente 

todos los presupuestos que contiene la descripci n del tipo penal, como asimismo, lo seró á 

quien ejecuta materialmente el encargo de otro, si concurren en dicha ejecuci n todosó  

los presupuestos del hecho t pico.í

Por su parte, el autor mediato es quien ejecuta un hecho propio a trav s de otroé  

cuya conducta instrumentaliza. Es el que dominando el hecho y poseyendo las dem sá  

caracter sticas especiales de la autor a, se sirve de otra persona denominada instrumento,í í  

para ejecutar la conducta t pica. En la autor a mediata el dominio del hecho presuponeí í  

que el acontecimiento global se presenta como obra de la voluntad directiva del hombre 

de atr s y que ste controla la conducta del ejecutor por medio de su influencia sobre l. á é é

As , uno de los casos de autor a mediata por dominio de la voluntad consiste ení í  

el empleo de un aparato organizado de poder, en el cual el sujeto de atr s dispone deá  

una maquinaria perfectamente ordenada, de car cter estatal, paramilitar o mafiosa, coná  

cuya  ayuda puede  cometer  multiplicidad  de delitos  a trav s  del  intermediario,  quiené  

realiza  la  conducta  plenamente  consciente,  sin  coacci n  o  error.  En  estos  casos  eló  

instrumento  que posibilita al hombre de atr s la ejecuci n de las rdenes del autor“ ” á ó ó  

mediato, es el aparato como tal, que est  compuesto por una pluralidad de personas queá  

est n  integradas  en  estructuras  preestablecidas,  que  cooperan  en  diversas  funcionesá  

relativas  a la organizaci n y cuyo entramado asegura al hombre de atr s el dominioó á  

sobre el resultado. 

El que act a individualmente no desempe a un papel decisivo para el actuar deú ñ  

la organizaci n, porque puede disponer sobre muchos ejecutores dispuestos a hacer loó  

que se les pide, de manera que el autor mediato puede a trav s del aparato que est  a sué á  

disposici n producir  el  resultado con mayor  seguridad que incluso  en el  supuesto deó  

dominio mediante coacci n y error, que son reconocidos casi un nimemente como casosó á  

de autor a mediata (Roxin, El dominio de organizaci n como forma independiente deí “ ó  

autor a mediata , en Revista de Estudios de la Justicia, N  7, 2006, pp. 14-15).í ” °

Siguiendo al mencionado autor, el factor decisivo para fundamentar el dominio 

de  la  voluntad  en  tales  casos  reside  en  la  fungibilidad  del  ejecutor.  En  efecto,  el  

mencionado jurista germano en su libro refiere que hay una manifestaci n del dominioó  

mediato  del  hecho,  cual  es,  el  dominio  de  la  voluntad  en  virtud  de  maquinarias  o 

estructuras de poder organizadas, aludiendo, as , a los supuestos que en la posguerra haní  

ocupado en creciente medida a la jurisprudencia y que se caracterizan porque el sujeto 

de  detr s  tiene  a  su  disposici n  una  maquinaria  personal  (casi  siempre  organizadaá ó  

estatalmente) con cuya ayuda puede cometer cr menes (Roxin, Claus, Autor a y dominioí í  

58

PDEEXXXJBHJ



del hecho en Derecho Penal. S ptima edici n, Editorial Marcial Pons, Madrid, 2000, p.é ó  

270).

En tal sentido, doctrina nacional autorizada ha se alado que autor mediato, esñ  

quien para ejecutar el hecho t pico se sirve de otro, cuya voluntad domina, y que esí  

quien lo realiza materialmente. 

La  autor a  mediata  exige  que  el  instrumento  se  encuentre  en  una  posici ní ó  

subordinada  frente  al  hombre  de  atr s  que  es  quien,  por  consiguiente,  ostenta  el“ á ”  

se or o del hecho y a quien deben reconducirse todos los presupuestos de la punibilidad.ñ í  

En t rminos muy generales, puede decirse que ello ocurre as  cuando el hombre de atr sé í á  

domina  la  voluntad  del  ejecutor,  sea  sirvi ndose  directamente  de  coacci n,  paraé ó  

doblegarlo,  sea  ocult ndole  el  significado  concreto  del  hecho  mediante  un  error,  eá  

impidi ndole as  orientar el acontecimiento conforme a su verdadera finalidad . (Cury U.é í ”  

Enrique, Derecho Penal, Parte General, 8  edici n, Ediciones Universidad Cat lica de° ó ó  

Chile,  2005,  Santiago,  pp.  597-598)  (S.C.S.  rol  N  25.384-21,  motivo 59 ,  de 2 de” ° °  

marzo de 2023, Operaci n Colombo, secuestro).ó

As  las  cosas,  las  anteriores  consideraciones  jur dicas  conducen  a reafirmar  laí í  

convicci n de esta magistratura en cuanto a la culpabilidad del ex mandatario en eló  

episodio que se estudia, en conformidad a lo sostenido en el requerimiento del Estado 

peruano.

Trig s imo primero:é  Que, considerando, como ha sido el criterio de esta Corte 

Suprema, que el requisito establecido en el numeral 3  del art culo 647 del C digo de° í ó  

Procedimiento Penal, debe ser analizado en armon a con lo que dispone el art culo 274í í  

del mismo cuerpo legal, esto es, que el grado de convicci n que se exige para concederó  

la extradici n se corresponda con los requisitos del sometimiento a proceso, es decir, queó  

con  los  antecedentes  aportados  (i)  resultare  justificada  la  existencia  del  delito  que  se 

investiga y que (ii)  aparecen presunciones  fundadas para estimar que el inculpado ha 

tenido participaci n en el delito como autor, c mplice o encubridor, se debe concluiró ó  

que, en la especie, ambos requisitos se encuentran satisfechos. 

No obstante,  es conveniente  reiterar  lo que tambi n ha sostenido esta Excma.é  

Corte, en el sentido que al exigir nuestra legislaci n que est  justificada la existencia deló é  

delito  que  se  investiga  y  que  aparezcan  presunciones  fundadas  para  estimar  la 

participaci n de un inculpado, no est  exigiendo una certeza que no es posible aseguraró “ á  

en  etapas  previas  y  preparatorias  al  verdadero  juicio.  Lo  que  est ,  es  permitiendoá  

justificar la formulaci n de cargos que den cierta verosimilitud a la probabilidad de unaó  

responsabilidad penal que justifique formular una acusaci n y que permita el desarrolloó  

del juicio. Por tanto, su apreciaci n valorativa para acreditarlos como prueba completaó  

es una tarea que s lo se puede producir en el fallo definitivo para transformar una meraó  

probabilidad, en la certeza que permitir  tener por verdaderos los hechos b sicos de laá á  

incriminaci n penal . (S.C.S. motivo 87, rol N  3744-07, extradici n Fujimori).ó ” ° ó

Trig s imo  segundo:é  Que,  en  tales  circunstancias,  s lo  resta  analizar  eló  

requisito contemplado en el Tratado de Extradici n con Per , relativo a que para laó ú  

procedencia de la extradici n la acci n no debe estar prescrita.ó ó

Para dilucidar lo anterior resulta ineludible referirse a la naturaleza de los delitos 

investigados, dado que si la conclusi n es que se trata de delitos de lesa humanidad ó –
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como se avizora al examinar los hechos  la consecuencia ser  la imprescriptibilidad de la– á  

acci n  para  perseguirlos,  como lo ha venido  resolviendo  consistentemente  esta  Corteó  

Suprema, fundada en diversos instrumentos del sistema internacional de protecci n deó  

los  derechos  humanos,  mediante  pronunciamientos  en  causas  de  derechos  humanos 

conocidas por el m ximo tribunal o en causas de extradici n como la presente.á ó

Considerando que esta es una cuesti n que se ha de resolver respecto de variosó  

de  los  requerimientos  que  se  conocen  en  estos  autos,  que  comparten  caracter sticasí  

similares  en  ese  aspecto  y  han  sido  presentadas  por  el  Estado  requirente,  en  las 

ampliaciones de extradici n, como constitutivas de violaciones a los derechos humanos,ó  

se dejar  pendiente su an lisis para hacerlo en un tratamiento conjunto, en motivacionesá á  

posteriores. 

III . Presunta  responsabi l idad  en  del i tos  de  homicidio  cal i f icado  

de  Nicol s  Cruz  S nchez  y  otros ,  en  operat ivo  rescate  rehenes  ená á  

Embajada  de Jap n.ó

Trig s imo  tercero:é  Que,  de  acuerdo  a  lo  se alado  en  la  solicitud  deñ  

ampliaci n de extradici n planteada por el Tercer Juzgado Penal Especial de la Corteó ó  

Superior de Justicia de Lima, en el expediente 054-2007, mediante resoluci n de 29 deó  

octubre de 2007, los hechos que se imputan al requerido, son los siguientes:

Se imputa al requerido que, con fecha 22 de abril del a o 1997, desempe ndoseñ ñá  

como Presidente de la Rep blica del Per , dispuso, planific  y coordin  la realizaci n deú ú ó ó ó  

un operativo militar, orientado al rescate de los rehenes ubicados en la residencia del 

Embajador de Jap n en Lima, poni ndose de esta manera en ejecuci n el Plan operativoó é ó  

Nip n  o  tambi n  conocido  como  Chav n  de  Hu ntar ,  implicando  ste  la“ ó ” é “ í á ” é  

organizaci n  de  la  Unidad  de  Intervenci n  Antiterrorista,  integrada  poró ó  

aproximadamente 142 comandos de las Fuerzas Armadas, previamente seleccionados por 

la  Divisi n  de  Fuerzas  Especiales  del  Ej rcito,  habi ndose  previsto  el  ingreso  a  laó é é  

Residencia  del Embajador japon s, a trav s de t neles  subterr neos,  siendo que el exé é ú á  

presidente  Alberto  Fujimori,  autoriz  la  ejecuci n  del  Operativo,  orden  trasmitidaó ó  

siguiendo la cadena de mando militar,  siendo que a las quince  horas con veintisiete 

minutos  aproximadamente  del  mismo  d a,  se  ejecuta  el  operativo  militar  con  laí  

detonaci n  de  tres  cargas  explosivas  subterr neas,  y  como  consecuencia  del  cual,  seó á  

elimin  con disparos de arma de fuego a algunos de los subversivos que presentaronó  

combate, sin embargo, otros habr an sido reducidos y capturados vivos, y a pesar de ello,í  

fueron ultimados con disparos de arma de fuego (corroborado con los resultados de las 

pericias), imput ndose al encausado Fujimori Fujimori, que todo el operativo se ejecutá ó 

en  coordinaci n  con  l,  habi ndose  establecido  adem s  que  para  efectos  de  lasó é é á  

comunicaciones  durante  la  ejecuci n  del  mismo,  los  diferentes  niveles  contaban  conó  

radios port tiles, con los cuales ten an la posibilidad de comunicar las incidencias que seá í  

produjeran durante el desarrollo de las acciones, y habi ndose producido la captura coné  

vida,  de  alguno  de  los  subversivos  del  Movimiento  Revolucionario  T pac  Amaruú  

(corroborado con declaraciones), durante el desarrollo del operativo militar, de acuerdo a 

la Cadena de Comando Militar , este suceso habr a sido comunicado en forma sucesiva“ ” í  

hasta llegar al Presidente de la Rep blica, debiendo ser en estos niveles superiores dondeú  

se habr a decidido el destino de las personas capturadas vivas, por consiguiente, la ordení  
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correspondiente debi  haber sido transmitida a trav s de la misma cadena de comandoó é “ ” 

hasta las instancias ejecutoras, raz n por la cual, todos los niveles que pudieron haberó  

tenido poder de decisi n o influencia en la transmisi n y ejecuci n de esta orden il cita,ó ó ó í  

deben responder por el destino de las personas capturadas; vale decir, que si la orden es 

dar muerte a las personas sometidas, las personas influyentes, que planearon u ordenaron 

la  muerte  resultan  tan responsables  penalmente,  como  aquellas  personas  que,  dando 

cumplimiento a la orden, la llevaron a cabo, que asimismo el reclamado, habr a ejercidoí  

en todo momento, autoridad, el comando y el control efectivo de los cuadros militares, 

del  SIN y de los  distintos  agentes  subordinados  a dichas  entidades,  m s a n,  habr aá ú í  

tenido el dominio funcional y esencial del acontecer delictivo, ya que estuvo a cargo de 

la planificaci n y coordinaci n del operativo, asimismo habr a impartido ordenes duranteó ó í  

y despu s del mismo, que estaban destinadas presumiblemente a la eliminaci n total deé ó  

los subversivos, a pesar de que algunos de ellos habr an quedado desarmados, indefensosí  

y sometidos a los efectivos militares, violando flagrantemente los derechos elementales de 

las citadas personas, habi ndose cometido de sta manera un exceso contra los Derechosé é  

Humanos; por otro lado, el reclamado seg n los actuados en la presente investigaci n,ú ó  

omiti  remitir los cad veres de los miembros emerretistas al Instituto de Medicina Legaló á  

de Lima para la necropsia de ley, y de manera irregular , la necropsia se realiz  en el“ ” ó  

Hospital de Polic a, y posteriormente los cad veres de los emerretistas fueron enterradosí á  

clandestinamente  como  no  identificados  en  diferentes  cementerios  de  Lima,  lo  que 

evidenciar a  un  inter s  de  ocultar  las  causas  reales  de  las  muertes,  por  tanto,  leí é  

alcanzar a responsabilidad penal como coautor al reclamado, dado que dicha personaí  

ejerc a la autoridad, el comando y el control efectivo de los cuadros militares, del SIN, yí  

de los distintos agentes subordinados a dichas entidades, m s a n porque tuvo el dominioá ú  

funcional y esencial del acontecer delictivo, ya que estuvo a cargo de la planificaci n yó  

coordinaci n del operativo, al haber impartido rdenes, durante y despu s del mismo,ó ó é  

que habr a estado destinado a la eliminaci n total de los emerretistas, a pesar de queí ó  

algunos  de  ellos  hab an  quedado  desarmados,  indefensos  y  sometidos  a  los  efectivosí  

militares, violando flagrantemente los derechos elementales de las citadas personas, en las 

circunstancias se aladas, al ordenar o aprobar los actos de sus subordinados, o por loñ  

menos al brindarles una protecci n absoluta en cuanto a su responsabilidad penal en eló  

establecimiento, funcionamiento y continuidad de la empresa criminal, dado que en el 

caso materia de investigaci n, no dej  que intervengan en el levantamiento de cad veresó ó á  

el personal del Ministerio P blico y del Instituto de Medicina Legal, as  como tambi n alú í é  

personal policial calificado, como es el personal de criminal stica . í ”

En s ntesis, se imputa la realizaci n de un operativo militar orientado al rescateí ó  

de  rehenes  ubicados  en la  residencia  de  la  Embajada  de  Jap n en Lima,  y  que  seó  

denomin  Plan operativo Nip n, el cual se llev  a cabo el 22 de abril de 1997, conó ó ó  

detonaci n de tres cargas explosivas subterr neas y como consecuencia de este operativoó á  

se elimin  con armas de fuego a algunos de los subversivos que presentaron combate, sinó  

embargo, otros habr an sido reducidos y capturados vivos, como es el caso de Nicol sí á  

Cruz S nchez, y a pesar de ello fueron ultimados con disparos de armas de fuego.á

Rese ando el  estado procesal  de expediente  y la situaci n jur dica  de Albertoñ ó í  

Fujimori,  el requerimiento indica que el proceso penal signado con el N 054-2007, se°  
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origina en base al Atestado N 04-DIRPOCC-DIVAM-PNP, el cual dio m rito para la° é  

formalizaci n de la denuncia penal, motivando de esta manera que se expidiera por laó  

judicatura  el  auto  de  apertura  de  instrucci n  de  fecha  16  de  julio  de  2007,  paraó  

comprenderse a Alberto Fujimori Fujimori,  como presunto coautor de la comisi n deló  

delito contra la vida, el cuerpo y la salud-homicidio calificado en agravio de Eduardo 

Nicol s Cruz S nchez, Herna Luz Mel ndez Cuevas, y V ctor Salom n Peceros Pedraza.á á é í ó

Sobre la situaci n jur dica del requerido, indica que dict  en su contra la medidaó í ó  

coercitiva personal de Mandato de Comparecencia  Restringida o con restricciones en 

vista que no se reun an en su totalidad los requisitos para dictar Mandato de Detenci n,í ó  

establecidos en el numeral 135 del C digo de Procedimientos Penales, precisando que eló  

requerido  no  ha  sido  declarado  reo  ausente  o  contumaz,  en  raz n  que  no  se  haó  

presentado ninguno de los supuestos que la ley establece, para ser declarado como tal, ya 

que  el  mismo  mediante  su  abogado  defensor  se  ha  apersonado  al  proceso,  se alñ ó 

domicilio procesal, tal como consta de los antecedentes que indica adjuntar. Asimismo, 

agrega, tiene conocimiento directo del proceso penal instaurado en su contra, en vista 

que el mismo ha recibido la c dula de notificaci n que contiene el auto apertura deé ó  

instrucci n, cuya fotocopia certificada se adjunta a la presente.ó

Trig s imo  cuarto:é  Estos  hechos  han  sido  calificados  jur dicamente  por  laí  

Justicia Peruana, como delitos en contra de la vida, el cuerpo y la salud, en la modalidad 

de  homicidios  calificados-asesinatos,  previsto  y  sancionado  en  la  figura  delictiva  del 

art culo 108 inciso tercero del C digo Penal peruano, con una penalidad superior a uní ó  

a o de privaci n de libertad.ñ ó

Estos  hechos  imputados  al  requerido  en  Chile  pueden  ser  calificados 

jur dicamente  como  delitos  de  homicidio  calificado  que  se  encuentra  previsto  yí  

sancionado en el art culo 391 N 1 del C digo Penal chileno.í ° ó

(Habiendo sido transcritos los respectivos textos normativos en forma previa, nos 

remitimos a ellos).

Con estos antecedentes, es posible dar por establecido que se cumple el requisito 

de la doble incriminaci n , a que se refiere el art culo 353 del C digo de Bustamante,“ ó ” í ó  

teniendo presente lo que ya se ha dicho, en el sentido que basta la simple comparaci nó  

entre  ambas  legislaciones  para  establecer  que  el  hecho  por  el  cual  se  solicita  la 

extradici n se encuentra previsto como delito tanto en el pa s requirente como en eló í  

requerido. 

En cuanto al requisito de la m nima gravedad, contemplado en el art culo II delí í  

Tratado de Extradici n entre Chile y Per , tambi n se encuentra satisfecho, desde queó ú é  

en Chile la penalidad del delito de homicidio imputado al requerido es superior a un a oñ  

de privaci n de libertad, lo que se cumple a n en el caso de tentativa o complicidad.ó ú

Trig s imo  quinto:é  Que, consta entre los antecedentes acompa ados, copia delñ  

oficio de 11 de julio de 2003 mediante  el  cual se hace devoluci n a la Fiscal  de laó  

Naci n del Ministerio P blico del Per , de la carta rogatoria enviada a las autoridadesó ú ú  

del Jap n, en la cual se solicitaba la declaraci n testimonial de Alberto Fujimori Fujimorió ó  

respecto de la investigaci n por la presunta comisi n del delito contra la vida, el cuerpoó ó  

y  la  salud-homicidio  calificado  en  agravio  de  Nicol s  Cruz  S nchez,  debidamenteá á  

diligenciada por la Fiscal a Regional de Tokio. La comparecencia de Alberto Fujimori aí  

62

PDEEXXXJBHJ



la referida  diligencia  se realiz  el  28 de mayo de 2003 y se aprecia  que durante  eló  

interrogatorio  el  requerido  se limit  a  contestar  a  todas  las  preguntas:  Me permitoó “  

abstenerme de responder .”

Trig s imo  sexto:é  Que, en lo que sigue, pues, se proceder  al an lisis de losá á  

antecedentes para resolver si concurren los requisitos que exige el numeral 3  del art culo° í  

647 del C digo de Procedimiento Penal.ó

A tal efecto, es menester  se alar que para justificar la existencia de los delitosñ  

imputados y la participaci n culpable del requerido, junto con la solicitud de ampliaci nó ó  

de  la  extradici n  el  Estado  requirente  ha  acompa ado  una  serie  de  antecedentesó ñ  

contenidos  en  el  Atestado  N 04-DIRPOCC-DIVAM-PNP,  que  son  producto  de  la°  

investigaci n realizada en torno a los hechos denunciados, que comprenden numerosasó  

declaraciones  de  testigos,  informes  periciales  dactilosc picos  y  de  medicina  forenseó  

relacionados  con  el  an lisis  de  los  cuerpos  de  los  14  emerretistas  (miembros  delá “ ”  

Movimiento Revolucionario Tupac Amaru) abatidos en el operativo de rescate, actas de 

intervenci n de las fuerzas del orden en el plan de operaciones, y recortes period sticosó í  

de la poca, entre otros.é

Interesa  se alar,  previo  al  an lisis  de  los  mismos,  que  el  referido  atestado  dañ á  

cuenta que la presente investigaci n se inici  a partir de las denuncias de do a Mar aó ó ñ í  

Generada Fern ndez Rosales, de 4 de enero de 2001 y de do a Eligia Rodr guez deá ñ í  

Villoslada, de 21 de enero de 2001, por la comisi n del delito de homicidio calificado enó  

agravio  de  sus  hijos  Roli  Rojas  Fern ndez  y  Luz  Dina  Villoslada  Rodr guez,á í  

respectivamente,  en proceso de identificaci n,  quienes  participaron  de la  toma de laó  

residencia del embajador del Jap n en diciembre de 1996; y por la denuncia interpuestaó  

por los internos del CRAS de Yanamayo,  Mar a Lucero Cumpa Miranda y Am ricoí é  

Gilvonio Conde, pertenecientes al MRTA por el homicidio en agravio de Eduardo Cruz 

S nchez (alias Tito) y otras dos personas por el momento no identificadas, denuncias queá  

mediante dictamen fiscal de 12 de marzo de 2001, fueron ordenadas acumular.

De las manifestaciones que constan en la investigaci n tienen especial relevanciaó  

las siguientes:

Las del testigo M ximo F lix Rivera D az, rendidas en dos oportunidades, el 19á é í  

de marzo de 2001 y el  12 de febrero de 2003,  quien a la poca de los  hechos  eraé  

Director  Nacional  contra  el  Terrorismo  y,  estando  invitado  a  la  recepci n  en  laó  

residencia del embajador del Jap n, fue tomado como reh n.ó é

De la primera declaraci n rendida, en circunstancias que relata c mo hab a sidoó ó í  

la operaci n de rescate, resulta de inter s relevar lo que se ala: ( ) es all  donde ya noó é ñ “ … í  

escuch bamos m s explosiones ni ametrallas y con cierto intervalo de tiempo se escuchá á ó 

algunos disparos entre cuatro o cinco disparos, por lo que yo digo los est n repasando .“ á ”  

Y m s adelante agrega, haciendo alusi n a cuando ya ha sido rescatado y comparte coná ó  

otros rehenes en el jard n de la residencia: ( ) pregunto a los rehenes en forma generalí “ …  

cuantos rehenes han muerto y uno me contesta que Giustti es el nico, y le digo de losú  

emerretistas, me contestaron en forma general Tito est  con vida y se lo han llevado los“ á  

Comandos . Luego indica que en diferentes reuniones con los rehenes en que cada uno”  

contaba la experiencia vivida, tom  conocimiento de que ( ) hasta el ltimo momentoó “ … ú  
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vieron con vida a Tito,  la conocida como Gringa  y Dante e inclusive el conocido“ ”  

como Alex llega a un momento a rendirse y pedir perd n .ó ”

Preguntado en declaraci n de 12 de febrero de 2003 para que precise a qu  seó é  

refiere con esa expresi n de los est n repasando , indica: Mi expresi n de REPASOó “ á ” “ ó  

estaba  relacionada  a  que  cuando  se  produce  un  enfrentamiento  armado  al  quedar 

algunos heridos incapacitados de defenderse, la fuerza vencedora procede a dar el tiro“  

de gracia , en las partes vitales del cuerpo, ya sea en la cabeza o en el coraz n .” ó ”

Asimismo,  interesa  destacar  lo  declarado  por  Marcial  Teodorico  Arteaga,  en 

declaraciones  rendidas  el  28  de  diciembre  de  2001  y  25  de  abril  de  2003,  quien 

ostentaba el cargo de SO2 PNP y trabajaba en la subunidad denominada los nazis , el“ ”  

d a de los hechos actu  como polic a. Preguntado respecto de un emerretista que, juntoí ó í  

a su colega Ra l Robles Reynoso, separ  de los rehenes, primero lo describe vest a unú ó “ í  

polo  verde  oscuro,  pantal n  corto  de  color  oscuro,  zapatos  de  color  marr n  y  sinó ó  

medias ; y luego se ala ( ) despu s de separarlo de los rehenes lo atamos de manos y” ñ “ … é  

lo  pusimos  en  cuclillas,  le  escuch  murmurar  algo  pero  no  puedo  precisar  qu ,é é  

visiblemente no portaba ning n arma de fuego .ú ”

A su turno, el aludido Ra l Robles Reynoso, de la misma formaci n del polic aú ó í  

Arteaga, que estuvo a cargo de la seguridad perim trica de la embajada de Jap n ené ó  

Lima, corrobora y agrega: ( ) lo intervine, reduci ndolo y poni ndolo en posici n de“ … é é ó  

c bito dorsal en el jard n de la casa N 1 ( ) dando cuenta inmediatamente a trav s deú í ° … é  

radio a mi jefe que era el T.C. EP Zamudio ( )  me indic  que me mantuviera en… ó  

espera que iba a mandar a recogerlo al capturado en unos instantes, que no le hiciera 

nada, despu s de unos 5 minutos ingresa un Comando y le entregamos al emerretistaé  

capturado, quien lo hizo ingresar por el t nel hacia el interior de la residencia ( ) elú …  

Comando a viva fuerza se lo llev  y nunca m s volv  a ver al mencionado emerretista,ó á í  

para m  fue una sorpresa ver en el noticiero que todos los emerretistas hab an muerto ení í  

combate . M s adelante agreg , por este mismo by pass (que conecta la casa N 1 con” á ó “ °  

la residencia del embajador de Jap n), hizo tambi n su ingreso el ex Presidente de laó é  

Rep blica,  con  su  seguridad,  de  15  a  20  minutos  despu s  que  lo  ingresaran  alú é  

comandante Tito.“ ”

Por su parte, merece atenci n especial la declaraci n del testigo Ricardo Pajaresó ó  

del Carpio, rendida el 26 de febrero de 2002, jefe del  grupo N 4 del equipo ALFA,°  

encargado de la primera planta de la residencia de la Embajada del Jap n, quien al seró  

preguntado respecto de la t cnica utilizada en el operativo de rescate en cuesti n, se ala:é ó ñ  

Que  se  emple  la  t cnica  israel ,  de  dominaci n  de  rescate  de  rehenes ,  el  tiro“ ó é í “ ó ”  

instintivo  selectivo  consiste  en  seleccionar  al  enemigo  o  terrorista  instintivamente  y 

mediante una reacci n de segundos llevar el arma apuntando al terrorista y eliminarloó  

mediante tiros en el pecho y cabeza, se considera tres disparos, los dos primeros tiros 

pum pum y el tercer tiro, el mal llamado tiro de remate  ( ) el tiro de remate se aplica“ ” …  

una vez que uno identifica al terrorista, inmediatamente le dispara dos tiros a la distancia 

en que  se encuentra  ca do el  terrorista,  uno corre  hacia  l,  que  yace  en el  suelo  yí é  

procede a darle el tercer tiro, esto es para que est  completamente eliminado ( ) .é … ”

Tambi n debe ser mencionada la carta/comunicado emitida  por el  ciudadanoé  

japon s, Hidetaka Ogura, con fecha 20 de agosto de 2001, desde Tokio a las autoridadesé  
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del  Poder  Judicial;  Ogura  era  a la  poca  de  los  hechos  el  Primer  Secretario  de  laé  

Embajada de Jap n en Lima, y fue uno de los rehenes. En su comunicado expresa: Fuió “  

casi el ltimo en tomar la escala ( ) me volte  para tomarla en la terraza dando miú … é  

mirada hacia la entrada principal de la habitaci n, al voltearme all  vi que dos miembrosó í  

del  MRTA,  estaban  rodeados  por  los  militares,  una  mujer  llamada  Cynthia  y  un“ ”  

hombre a quien no pude reconocer porque ten a estatura baja y estaba rodeado por losí  

militares  de  estatura  alta.  Antes  de  bajar  por  la  escala  port til  he  escuchado  queá  

Cynthia  estaba gritando algo as  como no lo maten  o no me maten . M s adelante“ ” í “ ” “ ” á  

agrega, En ese jard n (de la embajada) vi a un miembro de la MRTA que se llamaba“ í  

Tito. Sus dos manos estaban amarradas atr s y su cuerpo estaba tendido boca abajoá  

hacia el suelo. El movi  su cuerpo as  es que pude reconocer que l estaba vivo. Eló í é  

estaba con camiseta de manga corta y de color verde, con pantal n de color oscuro.ó  

Cuando Tito intent  hablar  levantando su cabeza,  un polic a  armado que estaba deó í  

custodia, pate  su cabeza y sta empez  a sangrar . ( ) unos minutos despu s apareció é ó ” “ … é ó 

un militar del t nel e hizo levantar a Tito y se lo llev  a la residencia pasando por elú ó  

t nel, de esta manera desapareci  Tito del Jard n, y desde ese momento no he vuelto aú ó í  

ver la figura de Tito .”

Es menester se alar, asimismo, que entre los elementos probatorios hay algunosñ  

otros  que  apuntan  m s  directamente  a  la  participaci n  de  Fujimori  en  los  delitosá ó  

imputados. A saber:

La declaraci n de Jos  Williams Zapata, de fecha 12 de febrero de 2001, quienó é  

ten a el grado de Coronel de Infanter a y ocupaba el cargo de Jefe de Estado Mayor deí í  

Operaciones, de la Primera Divisi n de Fuerzas Especiales, quien en declaraci n de 12ó ó  

de febrero de 2001 se ala: El General Nicol s de Bari Hermoza R os orden  el ingresoñ “ á í ó  

a la residencia a partir del 18 de abril de 1997 por cuanto el Presidente Alberto Fujimori 

Fujimori  hab a  autorizado  la  operaci n;  el  d a  y  la  hora  exacta  se  determinar a  ení ó í í  

funci n de las circunstancias propias para ello.ó ”

Por su parte, en su manifestaci n, rendida con fecha 8 de febrero de 2002, Hugoó  

V ctor Robles del Castillo, quien declara por haber sido parte del Ej rcito peruano yí é  

conocer  las  t cnicas  utilizadas  en  el  operativo,  se ala:  ( )  El  Presidente  Fujimori,é ñ “ …  

acompa ado de Montesinos, estuvieron si la mente no me falla, por lo menos en tresñ  

ensayos completos de la operaci n, esto quiere decir con voladuras de concreto de lasó  

instalaciones donde ensayamos.”

Lo  anterior  se  encuentra  corroborado  con  la  declaraci n  de  Augusto  Jaimeó  

Pati o, comandante del Centro de Operaciones T cticas, el 17 de mayo de 2002, quienñ á  

al ser preguntado por los entrenamientos previos a la puesta en marcha de la operaci n,ó  

dijo: Se realizaron dos simulacros, uno en el mes de enero y otro en el mes de marzo“  

de 1997, ambas con la concurrencia del entonces Presidente de la Rep blica Albertoú  

Fujimori Fujimori, el ex comandante en jefe del Ej rcito Nicol s de Bari Hermoza R osé á í  

y el ex asesor Montesinos.”

Y respondiendo respecto de la organizaci n jer rquica del Centro de Operacionesó á  

T cticas  (COT)  agrega:  El  jefe  de  la  Intervenci n  Antiterrorista,  daba  cuentaá “ ó  

directamente al Comandante General del Ej rcito y Presidente del Comando Conjuntoé  

de las Fuerzas Armadas, en ese entonces, el General EP Nicol s de Bari Hermoza R os,á í  
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quien de acuerdo al canal de comando, deber a darle cuenta al Ministerio de Defensa, yí  

ste a su vez al Presidente de la Rep blica.  Indic , adem s, que Casi al terminar laé ú ” ó á “  

operaci n o cuando hab a finalizado, lleg  el ex Presidente Fujimori, quien indag  sobreó í ó ó  

el resultado de la operaci n y la situaci n de los rehenes, pidi  un radio y se fue al lugaró ó ó  

de los hechos, luego que la operaci n hab a terminado.ó í ”

En relaci n a la decisi n sobre la ejecuci n del operativo, se ala: ( ) la decisi nó ó ó ñ “ … ó  

final para la ejecuci n del operativo la tom  el ex Presidente Alberto Fujimori Fujimori,ó ó  

porque esa era una decisi n pol tica, mientras que la decisi n militar estaba a cargo deló í ó  

Presidente del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, el general Hermoza R os.í ”

Se cuenta,  asimismo,  con Acta de intervenci n de las  Fuerzas  del  Orden en“ ó  

cumplimiento del Plan de Operaciones Chav n de Hu ntar , en la que se lee:“ í á ”

En Lima a los 22 d as del  mes de Abril  de 1,997, a horas 15:17 horas,  por“ í  

Orden del  Se or Presidente  Constitucional  de la Rep blica.  Ing. Alberto FUJIMORIñ ú  

FUJIMORI, en su condici n de Jefe Supremo de la Fuerza Armada y PNP, se puso enó  

Ejecuci n el Plan de Operaciones Chav n de Huantar , por cuyo motivo el Juez Militaró “ í ”  

Especial de Clave C-501 y el Fiscal Militar Especial con Clave C-222-C, que acompa anñ  

a la fuerza de intervenci n, se constituyeron a la Calle Tom s Alva Edison No. 210 a finó á  

de presenciar y constatar la forma y circunstancia como se desarrolla los acontecimientos  

en la ejecuci n del referido plan.ó ”

Durante el relato de los acontecimientos que estos funcionarios van observando 

desde donde se encuentran apostados, se se ala: Hasta este momento han transcurridoñ “  

33 minutos aprox., y en este instante se presenta el se or Presidente Constitucional de lañ  

Rep blica  vestido con chaleco antibala  quien se ubica  a inmediaciones  de la  Puertaú  

Principal rodeado por los comandos y rehenes rescatados enton ndose las sagradas notasá  

de nuestro Himno Nacional, a cuyo t rmino se escuch  un fuerte Viva el Per  ( )é ó “ ú” …  

Acto  seguido  el  Presidente  de  la  Rep blica  orden  que  los  rehenes  abordaran  losú ó  

mnibus que los trasladar an al Hospital Militar Central y de la Polic a Nacional.ó í í ”

A su turno, testimonios period sticos acerca de una entrevista del requerido en laí  

Revista Gente, el 26 de abril de 1999, dan cuenta que, consultado sobre sus impresiones 

respecto de los primeros d as de la toma de la Embajada de Jap n en Lima, se al :í ó ñ ó  

Hice la siguiente  reflexi n:  si ellos  ejecutaban un solo reh n,  conoci ndome,  pod an“ ó é é í  

considerarse hombres muertos.  Yo estaba convencido que no iban a tocarme un solo 

reh n .é ”

Trig s imo  s ptimo:é é  Que, sin perjuicio que hay varias otras declaraciones de 

testigos, algunos que fueron rehenes, otros que formaban parte de las fuerzas especiales y 

de la polic a que participaron en el operativo de rescate,  hay tambi n testimonios deí é  

personas, m dicos y funcionarios que tuvieron un rol en la realizaci n de la necropsia deé ó  

los 14 cad veres de emerretistas. Todos contribuyen a forjar un relato de la forma ená  

que ocurrieron los hechos.

Entre aquellos, resulta de inter s lo que dice V ctor Salazar Chota, quien declaré í ó 

el 25 de abril de 2001 y el 15 de abril de 2003, el testigo se desempe aba en la jefaturañ  

de identificaci n policial DIATEC y ten a por misi n identificar a las personas vivas oó í ó  

muertas, por lo que estuvo presente en la necropsia de los cuerpos de los emerretistas.  

La orden era solamente tomar impresiones (huellas digitales) a los cad veres, nada de“ á  
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fotograf as,  ni  filmes,  ni  odontogramas .  Ante  su  sorpresa  y  resistencia  a  limitar  suí ”  

funci n  a  aquellas  cuestiones,  ( )  me  indican  que  era  orden  del  Presidente  de  laó “ …  

Rep blica .ú ”

De los informes periciales, por su parte, destaca, en primer lugar, el dictamen de 

medicina forense de 23 de abril de 1997, elaborado por la Direcci n de Apoyo T cnicoó é  

de la Polic a Nacional del Per , que indica las causas de muerte de cada uno de losí ú  

cad veres identificados con un N.N. seguido de un n mero.á ú

• Cad ver NN Nro. 01 (masculino): 4 heridas penetrantes en la cabeza y 3á  

heridas perforantes en el t rax. ó

• Cad ver  NN Nro.  02  (masculino):  1  herida  penetrante  en cabeza  y  2á  

heridas penetrantes en el t rax. ó

• Cad ver NN Nro. 03 (masculino):  1 herida perforante en la cabeza, 23á  

orificios de entrada que se distribuyen en la regi n dorso lumbar, en mayor n mero enó ú  

el  lado derecho,  16 orificios  de salida  distribuidos  en la  regi n toraco  abdominal,  1ó  

orificio de salida en la regi n axilar, 1 orificio de salida en la regi n testicular izquierda,ó ó  

1 herida perforante en el antebrazo derecho, 1 herida tangencial en el dorso de la mano 

derecha. 

• Cad ver  NN Nro.  04 (masculino):  1 herida  perforante  en la cabeza,  3á  

orificios  de entrada en el  flanco tor xico izquierdo,  2 orificios  de salida en la regi ná ó  

dorsal derecha, 1 orificio de entrada, en la regi n dorsal derecha, 1 herida perforante enó  

la mano derecha, 1 orificio de entrada en la mu eca derecha,  una perforaci n en lañ ó  

pierna derecha. 

• Cad ver NN Nro. 05 (masculino): 2 heridas penetrantes en el cr neo, 1á á  

herida  penetrante  en la  comisura  labial,  1 herida  penetrante  en regi n  clavicular,  1ó  

herida perforante en mano derecha, 1 herida perforante en antebrazo derecho, 1 herida 

penetrante en muslo derecho. 

• Cad ver NN Nro. 06 (masculino): 24 orificios de entrada distribuidos en elá  

t rax  anterior  y  abdomen,  18  orificios  de  salida  distribuidos  en  la  regi n  tor xicaó ó á  

posterior, 7 orificios de entrada en el rostro, 1 orificio de salida en la regi n occipitaló  

derecha,  ausencia  traum tica  del  gl bulo  ocular  derecho,  2 heridas  perforantes  en elá ó  

brazo izquierdo, 1 herida perforante en brazo derecho,  1 herida perforante en muslo 

derecho,  2  orificios  de  entrada  en  muslo  izquierdo,  1  orificio  de  salida  en  gl teoú  

izquierdo. 

• Cad ver NN Nro. 07 (ilegible): 1 herida perforante en el cr neo, 6 orificiosá á  

de  entrada  en t rax,  2 orificios  de  entrada  en mesogastrio  (est mago),  1 orificio  deó ó  

entrada  en el  hemit rax  posterior  izquierdo  y  1 orifico  de  entrada  en el  hemit raxó ó  

derecho. 

• Cad ver  NN  Nro.  08  (masculino):  1  orificio  de  entrada  en  la  regi ná ó  

mandibular, 3 heridas perforantes en la regi n tor xica, 1 herida perforante en la regi nó á ó  

axilar, 1 orificio de entrada en el flanco tor xico derecho, 1 herida perforante en brazoá  

izquierdo,  1 herida  perforante  en brazo derecho,  1 herida  por  esquirla  en la regi nó  

inguinal, 1 herida perforante en rodilla izquierda. 

• Cad ver  NN Nro.  09 (masculino):  1 herida  perforante  en la cabeza,  3á  

heridas por esquirla en la hemicara derecha, 3 heridas perforantes en el t rax, 1 heridaó  

67

PDEEXXXJBHJ



penetrante con orificio de entrada en el flanco tor xico derecho, 3 heridas perforantes ená  

el brazo derecho, 1 herida tangencial transversal en el muslo derecho. 

• Cad ver NN Nro. 10 (femenino, 16 a os aprox.): 6 heridas perforantes ená ñ  

regi n toraco abdominal, 1 herida penetrante en regi n tor xica, 1 herida perforante enó ó á  

brazo izquierdo, 1 herida perforante en la cabeza. 

• Cad ver NN Nro. 11 (masculino): 1 herida perforante en la regi n frontalá ó  

con hundimiento de la zona, 1 orificio de entrada en el lado izquierdo de la mu eca, 1ñ  

orificio de entrada en el hombro izquierdo, 3 orificios de entrada en el flanco toraco 

abdominal izquierdo, 4 heridas perforantes en la regi n tor cica, 1 orificio de entrada enó á  

la regi n axilar, 3 orificios de entrada en el brazo derecho, 2 heridas por esquirla en eló  

lado derecho del cuello,  1 herida perforante en dedo de la mano izquierda, 1 herida 

perforante con orificio de entrada en mu eca izquierda, 1 orificio de entrada en tercioñ  

inferior de muslo izquierdo, 1 orificio de entrada en el tercio superior de la cara anterior 

de la pierna izquierda, 1 herida perforante en dedo de la mano izquierda. 

• Cad ver NN Nro. 12 (femenino, 17 a os aprox.): 1 herida perforante en laá ñ  

cabeza con orificio de entrada en regi n frontal media, 4 heridas perforantes con orificioó  

de entrada en regi n dorso lumbar izquierdo, 1 herida perforante en antebrazo derecho,ó  

1 herida perforante en hombro derecho. 

• Cad ver NN 13 (masculino): 1 herida perforante en la cabeza con orificioá  

de  entrada  en regi n  fronto-temporal  derecha,  1  herida  perforante  en  la  pelvis  conó  

orificio de entrada en regi n lumbar derecha. ó

• Cad ver NN 14 (masculino):  1 herida severa craneal en regi n parieto-á ó

occipital derecha con fractura expuesta y p rdida de tejido cerebral, 1 orificio de entradaé  

en la regi n subauricular izquierda. ó

Luego,  resultan  de  especial  inter s  los  Pronunciamientos  M dicos  Legales ,é “ é ”  

elaborados por la Divisi n de Ex menes Tanatol gicos del Ministerio P blico, de 27 deó á ó ú  

febrero de 2001, respecto de cada uno de los informes de necropsia (14) de los cad veresá  

signados con NN. El ejemplo que se dar  a continuaci n de uno de ellos es ilustrativo deá ó  

los hallazgos y conclusiones que aparecen de manera similar en todos los informes:

Motivo del Pronunciamiento:“

1.  Evaluaci n  de  cada  protocolo;  2.  Precisar  si  se  cumplen  con  las  normasó  

m dicas,  realizaci n  de  necropsia;  3.  Si  se  cumple  con  descripci n  externa  paraé ó ó  

identificaci n; 4. Opini n sobre conclusi n.ó ó ó

Antecedentes: 

a)  documentaci n  recibida:  historia  cl nica  N ,  no  remitida;  Informe  M dico:ó í ° é  

necropsia N 12; atestado policial; ninguno.°

b) resumen del caso: La fiscal provincial especializada Dra. Flor de Mar a Albaí  

requiere se realice el estudio cient fico del examen parcial preferencial del Informe N 12,í °  

firmado por el dr. Herbert D. Angeles Villanueva, Jefe del Departamento de Anatom aí  

Patol gica del Hospital Central Polic a Nacional del Per .ó í ú

En la cabeza: herida perforante por PAF en cabeza con orificios de entrada en 

regi n dorso lumbar izquierda y orificio de salida en regi n pre-auricular izquierdo.ó ó

T rax: cuatro heridas perforantes con orificios de entrada en regi n dorso lumbaró ó  

izquierda y orificios de salida en hemit rax anterior izquierdo. Hemot rax izquierdo.ó ó
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Abdomen:  cavidad  abdominal,  rganos  libres,  no  sangre,  genitales  internosó  

normales. 

Miembro  superior  derecho:  herida  perforante  por  PAF en antebrazo derecho, 

herida perforante con orificio de entrada cara superior de hombro y orificio de salida 

brazo derecho con evidencias de fracturas de miembro.

 -El informe m dico de la necropsia N 12, consigna lesiones en la cabeza, t rax yé ° ó  

miembro superior derecho, de heridas ocasionadas por proyectil arma de fuego.

-La herida descrita en la cabeza que es de curso perforante, no tiene detallado la 

ubicaci n anat mica exacta, ni tiene el tama o del orificio de entrada, ni la forma deló ó ñ  

orificio de salida, as  como tampoco las caracter sticas que permiten diagnosticar si seí í  

trat  de disparo a larga o corta distancia (presencia o ausencia de tatuajes).ó

-Tampoco tiene descrito la direcci n del disparo, ni la trayectoria del proyectil enó  

el cuerpo del occiso.

-Las heridas por proyectil del t rax adolecen de la (falta) descripci n de la lesi nó ó ó  

de los rganos comprometidos por el paso del proyectil arma de fuego.ó

-De similar forma, la vestimenta del occiso,  no tiene descritos  los orificios  que 

dejan los PAF al ingresar al cuerpo, ni las manchas que hubieran tenido (sangre y otros).

Conclusiones.

-De acuerdo al an lisis del Informe M dico N 12, somos de la opini n que seá é ° ó  

trata de una muerte violenta sospechosa de criminalidad y por lo que en cumplimiento 

del  art culo  239,  cap tulo  VII  del  nuevo  C digo Penal,  de las  Diligencias  especiales,í í ó  

proced a el levantamiento de cad ver y necropsia m dico legal.í á é

-No se  ha  cumplido  con  la  norma  legal  que  establece  que  la  autopsia  debe 

comprender siempre la apertura de las cavidades craneal, pectoral, abdomen, (art culoí  

179) del C digo de Procedimientos Penales.ó

-No cumple con los requisitos m nimos referente a las necropsias m dicos legalesí é  

la cual debe necesariamente consignar:

a) retrato hablado del occiso (caracter sticas de cabello, ojos, cejas, (en relaci n alí ó  

color, tama o, etc.), talla contextura, necesario para la identificaci n de la v ctima.ñ ó í

b) descripci n numerada de las lesiones producidas por proyectil arma de fuego.ó

El diagn stico consignado por el m dico Jefe de Patolog a es incompleto y noó é í  

guarda relaci n con la lesi n descripta en el informe m dico N 12.ó ó é °

-Por lo anterior expuesto, a fin de corregir los errores consignados recomendamos 

se realice la Exhumaci n y Necropsia del cad ver NN N 12.ó á ° ”

Concordante  con  esta  recomendaci n  experta,  entre  los  antecedentesó  

acompa ados se encuentra el Informe de las Pericias M dicos Legales  realizadas por elñ “ é ”  

Instituto  de  Medicina  Legal,  a  los  integrantes  del  grupo  MRTA  fallecidos  en  la 

residencia del embajador de Jap n en el Per , realizado con fecha 16 de agosto de 2001,ó ú  

que da cuenta de la Exhumaci n de los 14 cad veres  que hab an sido sepultados enó á í  

diferentes cementerios, sin identificaci n, por orden de la Fiscal de Ministerio P blico yó ú  

las respectivas Necropsias e identificaci n de los cad veres,  en las cuales se consignanó á  

detallados  informes  sobre  la  forma  en  que  murieron,  proyectiles  recibidos,  forma  y 

direcci n de los mismos, entre otros.ó
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En el cap tulo de los hallazgos tanatol gicos de lesiones (punto IV), en relaci n alí ó ó  

Caso N 14 correspondiente al cad ver del emerretista Nicol s Cruz S nchez (seg n se° á á á ú  

acredita en el Dictamen Pericial Dactilosc pico del a o 1997), el informe se ala:ó ñ ñ

Caso NN14 (Protocolo de Necropsia N* 0878-01):“

+ 01 lesi n perforante por proyectil de arma de fuego, con entrada en la regi nó ó  

posterior izquierda del cuello y salida en la regi n lateral derecha de la cabeza. Por lasó  

caracter sticas  de  las  lesiones  en  el  cr neo,  se  puede  inferir  que  es  producto  de  uní á  

proyectil de arma de fuego disparado por un arma de fuego de alta velocidad, estando la 

v ctima en un plano inferior al victimario, quien se encontraba atr s y a la izquierda deí á  

la v ctima.í

+. Estas lesiones pueden corresponder a disparos de larga o corta distancia.

+ No se hall  proyectiles de arma de fuego.ó

+ En la tibia derecha presencia de callo seo por fractura antigua ocasionada poró  

proyectil de arma de fuego as  como proyectil en dicha regi n.í ó ”

Como  se  anunci ,  vale  la  pena  destacar,  asimismo,  que  consta  entre  laó  

documentaci n  acompa ada,  el  Dictamen  Pericial  Dactilosc pico ,  realizado  por  laó ñ “ ó ”  

Polic a Nacional del Per , Direcci n de Apoyo T cnico, en Surquillo, el 24 de abril deí ú ó é  

1997, mediante el cual se concluye la identidad del NN N  14, como Cruz S nchez,° á  

Eduardo  Nicol s.  All  aparece  como  Objetivo  de  la  pericia,  establecer  la  identidadá í “  

papilar  y su realizaci n se produce por orden superior .” ó “ ”

Otro  grupo  de  antecedentes  consiste  en  recortes  de  diarios,  informaci nó  

period stica de la poca, en que se consignan titulares alusivos al rescate y suerte seguidaí é  

por los emerretistas, entre los que se puede mencionar a modo ejemplar, uno que se alañ  

Jefe de Estado asegura que no hubo ninguna ejecuci n , Asahi: dos emerretistas fueron“ ó ” “  

ejecutados  por  comandos ,  y  otro  que  expresa,  Gral  Rivera:  Los  est n  rematando,” “ á  

coment .é”

Trig s imo  octavo:é  Que, informando, el Fiscal de esta Corte Suprema, estima 

cumplidos  los  requisitos  de  doble  incriminaci n  y  m nima  gravedad  de  los  delitosó í  

imputados  al  requerido;  y  respecto  de  su  participaci n  culpable,  entiende  que  laó  

imputaci n radica en la circunstancia de haber tenido el dominio del hecho respecto deó  

estos cr menes y al respecto se ala que la doctrina internacional ha aceptado que ellaí ñ  

concurre de acuerdo con el principio de la responsabilidad superior o de la empresa 

criminal conjunta, seg n la primera quien ejerce la autoridad y control efectivo sobre susú  

subordinados debe tomar medidas para evitar que cometan delitos y una vez cometidos, 

sancionarlos,  en  tanto,  de acuerdo  a la  segunda,  cuando existe  un plan o prop sitoó  

com n que ordena o en el cual participa el jefe, este resulta penalmente responsable deú  

los delitos que realizan sus subordinados. Esta responsabilidad ha sido entendida, por la 

doctrina  y  jurisprudencia  internacional,  respecto  de  homicidios  masivos,  ejecuciones 

extrajudiciales y otros delitos de esta naturaleza, como delitos de lesa humanidad.

Trig s imo  noveno:é  Que,  por  su  parte,  el  Estado  requirente  al  evacuar  el 

traslado que le fuera conferido, con fecha 13 de febrero de 2024, hace un examen de 

cada  uno  de  los  requisitos  exigidos  por  el  Tratado  vigente  para  que  proceda  la 

extradici n y los estima cumplidos. Realiza, a continuaci n, un pormenorizado an lisisó ó á  

de  los  antecedentes  probatorios  aportados  en  el  requerimiento,  concluyendo  que  se 
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encuentra  plenamente  acreditada  la  existencia  del  delito  de  homicidio  calificado  en 

contra de catorce miembros del Movimiento Revolucionario Tupac Amaru (MRTA), así 

como  presunciones  fundadas  de  la  participaci n  culpable  de  Alberto  Fujimori  comoó  

coautor de aquellos delitos de homicidio calificado en agravio de las referidas personas 

dentro  de  las  cuales  se  encuentran  Eduardo  Nicol s  Cruz  S nchez,  do a  Hernaá á ñ  

Mel ndez Cueva y don V ctor Salom n Peceros Pedraza, tipificado en el art culo 108 delé í ó í  

C digo Penal peruano, se alando que ha quedado especialmente demostrado con losó ñ “  

antecedentes  probatorios  acompa ados,  que  las  14  v ctimas  de  este  episodio,  pese  añ í  

encontrarse  la  mayor a  de  ellas  rendidas  e  incluso  reducidas,  fueron  brutalmenteí  

acribilladas  por  agentes  del  Estado  peruano .  Agrega  que,  asimismo,  ha  quedado” “  

demostrado que en estos  hechos  tuvo una participaci n destacada el  requerido se oró ñ  

Alberto Fujimori, quien estuvo presente en el lugar de los hechos, incluso impartiendo 

rdenes y, como si lo anterior no fuese suficiente, al final del operativo, lo festej  conó ó  

v tores y entonando el himno nacional .í ”

Cuadrag s imo:é  Que, a su turno, evacuando el traslado conferido, con fecha 15 

de febrero de 2024,  la Corporaci n de Asistencia  Judicial,  oficina de Defensa Penal,ó  

actuando por el requerido,  solicita el rechazo de la ampliaci n de extradici n que seó ó  

conoce en estos autos, relativa a los homicidios calificados perpetrados en la operaci n deó  

rescate de los rehenes de la Embajada de Jap n en Lima, en atenci n a que los hechosó ó  

ocurrieron el d a 22 de abril de 1997 y el auto de apertura tiene fecha 16 de julio deí  

2007,  de  acuerdo  al  expediente  N 054-2007,  el  delito  se  encontrar a  prescrito,  de° í  

acuerdo a nuestra ley penal.

Explica  que  si  bien  en el  ordenamiento  jur dico  chileno  los  cr menes  de  lesaí í  

humanidad y de derechos humanos no prescriben, de acuerdo al art culo 40 de la leyí  

20.357, promulgada el a o 2006, los hechos imputados ocurrieron en el a o 1997, por loñ ñ  

que por el principio de irretroactividad no le ser a aplicable a este caso. í

Cuadrag s imo  primero:é  Que,  a  juicio  de  este  tribunal,  los  elementos  de 

convicci n  relacionados  en  los  motivos  precedentes  permiten  dar  por  justificada  laó  

existencia  del  delito  de  homicidio  calificado  de  Nicol s  Cruz  S nchez,  miembro  delá á  

Movimiento Revolucionario Tupac Amaru (MRTA) en el contexto de la operaci n deó  

rescate de los rehenes de la residencia de la Embajada de Jap n en Lima, ocurrido el 22ó  

de abril de 1997, quien no obstante haber sobrevivido al operativo, fue capturado por los 

agentes del Estado y ultimado con armas de fuego.

En efecto,  la prueba  rendida  evidencia,  con toda  claridad,  que habiendo steé  

salvado  a  la  muerte  violenta  a  que  se  expusieron  sus  otros  compa eros,  y  enñ  

circunstancias  de  que  intentaba  salir  entre  los  rehenes,  sin armas,  fue identificado  y 

retenido por polic as que, siguiendo rdenes superiores, lo entregaron a quienes pusieroní ó  

t rmino  a  su  vida  con  un  disparo  en  la  cabeza,  encontr ndose  ste  indefenso  yé á é  

desarmado,  luego de haber ejercido violencia  f sica en su contra, como lo acredita elí  

informe del Instituto M dico Legal. As  lo revelan las declaraciones no s lo de quienes loé í ó  

retuvieron, sino de rehenes que lo vieron con vida y en perfecto estado de salud una vez 

terminada la operaci n. ó

Asimismo, los elementos de prueba demuestran de manera contundente que los 

restantes  integrantes  del  movimiento  revolucionario  fueron  abatidos  en el  asalto  a la 
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embajada  por  las  fuerzas  especiales,  que  hab an  sido  entrenadas  para  matar  a  losí  

subversivos ,  como  lo  confiesa  uno  de  los  agentes  que  describe  las  t cnicas  de“ ” é  

eliminaci n utilizadas, presentando m ltiples heridas en la cabeza y en otras partes de suó ú  

cuerpo producto de disparos con armas de fuego. 

Contribuye a formar la convicci n del tribunal, el hecho que, conscientes de laó  

gravedad  de  los  cr menes  cometidos,  quienes  planificaron  y  dirigieron  la  operaci ní ó  

intentaron ocultarlos  para que no se conocieran las  verdaderas  causas  de su muerte, 

prohibiendo la realizaci n de las necropsias por el Instituto M dico Legal conforme a laó é  

regulaci n  legal  vigente  y  sepultando  clandestinamente  a  las  v ctimas  como  NN enó í  

diferentes cementerios de Lima.

Cuadrag s imo  segundo:é  Que,  asimismo,  las  probanzas  relacionadas 

precedentemente  constituyen,  a  juicio  de  este  tribunal,  presunciones  fundadas  de  la 

participaci n  culpable  de  Alberto  Fujimori  en  calidad  de  autor,  en  el  homicidioó  

calificado de Nicol s Cruz S nchez y en el de los restantes emerretistas eliminados en laá á  

operaci n de rescate a la residencia de la Embajada de Jap n en Lima.ó ó

Las pruebas reunidas dan cuenta de la planificaci n, coordinaci n,  direcci n yó ó ó  

control  del  operativo  por  parte  de  quien  era  en  aquella  poca  el  Presidente  de  laé  

Rep blica y ten a el mando ( Jefe Supremo ) de las Fuerzas Armadas,  Inteligencia  yú í “ ”  

Polic a de la Naci n, como lo demuestra el hecho de haber sido part cipe de los ensayosí ó í  

o simulacros de la operaci n, de la definici n del momento en que sta deb a verificarseó ó é í  

y  de  su  aparici n,  en  el  minuto  33 ,  con  chaleco  antibalas  y  radio  en  mano,ó “ ”  

presumiblemente para seguir el curso de los acontecimientos y dar las instrucciones del 

caso. La celebraci n del rescate con la entonaci n final del himno nacional, Fujimori a laó ó  

cabeza, demuestra  la pica  de una actuaci n respecto de la cual el ex mandatario“ é ” ó  

hab a puesto en juego su capital  como Jefe Supremo,  seg n se puede  colegir  de susí ú  

propios  dichos,  en  entrevista  registrada  entre  los  antecedentes,  en el  sentido  que  los 

subversivos deb an saber que eran hombres muertos  si mataban a un reh n.í “ ” é

A n, si no existieran los indicios antes descritos, la org nica reconocida en susú á  

declaraciones testimoniales por quienes formaban parte de la estructura de poder militar 

y pol tico establece que la l nea de mando culminaba, ineludiblemente, con la decisi ní í ó  

del Presidente de la Rep blica, a quien se reportaba por los canales previstos, lo queú  

implica que se produce la situaci n f ctica descrita en la imputaci n contenida en laó á ó  

solicitud de ampliaci n de extradici n. En efecto, recordemos que de acuerdo a lo alló ó í 

explicitado, se imputa al requerido que:

-desempe ndose como Presidente de la Rep blica del Per , dispuso, planific  yñá ú ú ó  

coordin  la  realizaci n  de  un  operativo  militar,  orientado  al  rescate  de  los  rehenesó ó  

ubicados en la residencia del Embajador de Jap n en Lima, poni ndose de esta maneraó é  

en ejecuci n el Plan operativo Nip n  o tambi n conocido como Chav n de Hu ntar ,ó “ ó ” é “ í á ”  

implicando ste la organizaci n de la Unidad de Intervenci n Antiterrorista, integradaé ó ó  

por aproximadamente 142 comandos de las Fuerzas Armadas, previamente seleccionados 

por la Divisi n de Fuerzas Especiales del Ej rcito,ó é

-autoriz  la  ejecuci n  del  Operativo,  orden  trasmitida  siguiendo  la cadena  deó ó  

mando militar,
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-todo  el  operativo  se  ejecut  en  coordinaci n  con  l,  habi ndose  establecidoó ó é é  

adem s  que para  efectos  de las  comunicaciones  durante  la  ejecuci n  del  mismo,  losá ó  

diferentes niveles contaban con radios port tiles, con los cuales ten an la posibilidad deá í  

comunicar las incidencias que se produjeran durante el desarrollo de las acciones,

-habr a ejercido en todo momento, autoridad, el comando y el control efectivo deí  

los cuadros militares, del SIN y de los distintos agentes subordinados a dichas entidades, 

m s a n, habr a tenido el dominio funcional y esencial del acontecer delictivo, ya queá ú í  

estuvo a cargo de la planificaci n y coordinaci n del operativo, ó ó

-asimismo habr a impartido rdenes durante y despu s del mismo, que estabaní ó é  

destinadas  presumiblemente  a la eliminaci n total  de los subversivos,  a pesar de queó  

algunos  de ellos  habr an quedado desarmados,  indefensos  y sometidos  a los  efectivosí  

militares.

En raz n de lo anterior, la solicitud de ampliaci n de extradici n concluye que aló ó ó  

reclamado le alcanzar a responsabilidad penal como coautor.í

En definitiva,  sea que se le atribuya esa calidad o la de autor mediato,  como 

ocurre en alguna de las otras aristas en an lisis, eso no altera la determinaci n de suá ó  

responsabilidad como autor del delito,  sobre todo en este procedimiento,  en que s loó  

interesa  establecer  los  indicios  razonables  de  participaci n,  quedando  entregado  eló  

conocimiento del fondo, a la judicatura del Estado requirente.

Cuadrag s imo  tercero:é  Que, considerando, como ha sido el criterio de esta 

Corte Suprema, que el requisito establecido en el numeral 3  del art culo 647 del C digo° í ó  

de Procedimiento Penal, debe ser analizado en armon a con lo que dispone el art culoí í  

274 del  mismo cuerpo legal,  esto es,  que el  grado de convicci n que  se exige  paraó  

conceder la extradici n se corresponda con los requisitos del sometimiento a proceso, esó  

decir, que con los antecedentes aportados (i) resultare justificada la existencia del delito 

que se investiga y que (ii) aparecen presunciones fundadas para estimar que el inculpado 

ha tenido participaci n en el delito como autor, c mplice o encubridor, se debe concluiró ó  

que, en la especie, ambos requisitos se encuentran satisfechos. 

No obstante,  es conveniente  reiterar  lo que tambi n ha sostenido esta Excma.é  

Corte, en el sentido que al exigir nuestra legislaci n que est  justificada la existencia deló é  

delito  que  se  investiga  y  que  aparezcan  presunciones  fundadas  para  estimar  la 

participaci n de un inculpado, no est  exigiendo una certeza que no es posible aseguraró “ á  

en  etapas  previas  y  preparatorias  al  verdadero  juicio.  Lo  que  est ,  es  permitiendoá  

justificar la formulaci n de cargos que den cierta verosimilitud a la probabilidad de unaó  

responsabilidad penal que justifique formular una acusaci n y que permita el desarrolloó  

del juicio. Por tanto, su apreciaci n valorativa para acreditarlos como prueba completaó  

es una tarea que s lo se puede producir en el fallo definitivo para transformar una meraó  

probabilidad, en la certeza que permitir  tener por verdaderos los hechos b sicos de laá á  

incriminaci n penal. (S.C.S. motivo 87, rol N  3744-07, extradici n Fujimori).ó ” ° ó

Cuadrag s imo  cuarto:é  Que,  en  tales  circunstancias,  s lo  resta  analizar  eló  

requisito contemplado en el Tratado de Extradici n con Per , relativo a que para laó ú  

procedencia de la extradici n la acci n no debe estar prescrita.ó ó

Para dilucidar lo anterior resulta ineludible referirse a la naturaleza de los delitos 

investigados, dado que si la conclusi n es que se trata de delitos de lesa humanidad ó –
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como se avizora al examinar los hechos  la consecuencia ser  la imprescriptibilidad de la– á  

acci n  para  perseguirlos,  como lo ha venido  resolviendo  consistentemente  esta  Corteó  

Suprema, fundada en diversos instrumentos del sistema internacional de protecci n deó  

los  derechos  humanos,  mediante  pronunciamientos  en  causas  de  derechos  humanos 

conocidas por el m ximo tribunal o en causas de extradici n como la presente.á ó

Considerando que esta es una cuesti n que se ha de resolver respecto de variosó  

de  los  requerimientos  que  se  conocen  en  estos  autos,  que  comparten  caracter sticasí  

similares  en  ese  aspecto  y  han  sido  presentadas  por  el  Estado  requirente,  en  las 

ampliaciones de extradici n, como constitutivas de violaciones a los derechos humanos,ó  

se dejar  pendiente su an lisis para hacerlo en un tratamiento conjunto, en motivacionesá á  

posteriores.

IV. Presunta  responsabi l idad  en  del i tos  de  homicidio  cal i f icado  

de  Juan  Bardales  Rengifo  y  otros  y  les iones  graves  de  Margot  Lourdes  

Liendo y otros  (en el  Penal  Castro Castro) .

Cuadrag s imo  quinto:é  Que,  de  acuerdo  a  lo  se alado  en  la  solicitud  deñ  

ampliaci n  de  extradici n  planteada  por  el  Segundo  Juzgado  Penal  Supraprovincialó ó  

Especial de la Corte Suprema, en el expediente 24-06, mediante resoluci n de 5 de junioó  

de 2008, los cargos que se imputan al requerido, acaecidos entre los d as 6 y 9 de mayoí  

de 1992, son los siguientes:

Se le imputa ser autor mediato de los delitos contra la vida, el cuerpo y la salud“  

- homicidio calificado en las modalidades de muerte por explosi n y alevos a en agravioó í  

de  Juan  Bardales  Rengifo  y  otros;  as  como  lesiones  graves,  en  agravio  de  Margotí  

Lourdes Liendo Gil y otros; toda vez que en su condici n de Presidente del Gobierno deó  

Reconstrucci n Nacional y Jefe Supremo de las Fuerzas Armadas y Policiales, orden  ó ó –

dentro de la cadena de mando  al Ministro del Interior General de Divisi n EP Juan– ó  

Briones D vila, la proyecci n y ejecuci n de un plan destinado a eliminar a cabecillas eá ó ó  

integrantes  que  ocupaban  cargos  dirigenciales  de  la  organizaci n  terrorista  "Senderoó  

Luminoso",  que se encontraban recluidos  en el  Establecimiento Penitenciario "Miguel 

Castro Castro".

Dicha orden la efectu  como parte de su estrategia integral de lucha contra eló  

terrorismo,  anunciada  el  05 de  abril  de  1992 (fecha  en que  ocurri  el  denominadoó  

"Autogolpe"), donde anunci  restablecer el principio de autoridad en el Establecimientoó  

Penal "Miguel Castro Castro", porque era de p blico conocimiento,  difundido por losú  

medios de comunicaci n nacional e internacional, que los reclusos de la OT-SL ejerc anó í  

el control territorial al interior del citado penal, por cuanto convirtieron sus pabellones 

en centros de adoctrinamiento ideol gico.ó

Para materializar dicho plan il cito, utiliz  como excusa el traslado de internas delí ó  

penal  "Castro  Castro"  al  penal  de  mujeres  de  Chorrillos;  traslado  que  fue  dado  a 

conocer p blicamente a trav s de los medios de comunicaci n. Resultando 40 internosú é ó  

fallecidos, y conforme al Auto Ampliatorio de Apertura de Instrucci n (fs. 12307 a 12321ó  

del Exp. N  67-2007), 06 heridos .° ”

Desarrollando a continuaci n Los hechos relevantes del caso , la solicitud indica,ó “ ”  

en una versi n que se ha intentado resumir, lo siguiente:ó
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Se desprende del  estudio  de la presente  instrucci n,  que el  denunciado,  comoó  

parte  de  su  Estrategia  Integral  contra  el  terrorismo,  que  anunciara  despu s  delé  

denominado autogolpe de Estado de fecha 05 de abril de 1992, dict  el Decreto Ley Nó ° 

25.421 de fecha 06 de abril de 1992, declarando en estado de reorganizaci n al Institutoó  

Nacional Penitenciario, encarg ndose al Ministerio del Interior para que, a trav s de laá é  

Polic a Nacional del Per , asuma a nivel nacional, el control de la seguridad interna yí ú  

externa  de  los  Establecimientos  Penitenciarios  y Dependencias  Conexas,  as  como laí  

administraci n  de  los  mismos,  para  lo  cual  el  Ministerio  de  Interior  efectuar a  lasó í  

coordinaciones  correspondientes  con el  Ministerio  de Justicia,  dejando en suspenso el 

Cap tulo Tercero del  T tulo Cuarto del  C digo de Ejecuci n Penal  aprobado por elí í ó ó  

Decreto  Legislativo  N 654,  sobre  R gimen  de  Seguridad  de  los  Establecimientos° “ é  

Penitenciarios ,  as  como todas  aquellas  disposiciones  que se opongan al mencionado” í  

Decreto Ley, con el fin de llevar a cabo el acotado plan de aniquilamiento, tal es as ,í  

que  conforme  se  advierte  de  los  recortes  period sticos  de  los  diarios  Expreso ,  Laí “ ” “  

Rep blica  y Ojo , del  d a cinco de mayo de mil  novecientos  noventa y dos,  el exú ” “ ” í  

Presidente  de  la  Rep blica,  tras  su  visita  en  el  Establecimiento  Penal  de  Mujeresú  

Chorrillos Santa M nica  el d a 04 de mayo de mil 1992, anunci  que 132 inculpadas“ ó ” í ó  

por delito de terrorismo ser an trasladadas a dicho Penal, donde se hab a construido dosí í  

pabellones nuevos de m xima seguridad en el marco de la pol tica de despenalizaci n delá í ó  

gobierno; en este contexto, se debe tomar en cuenta las declaraciones formuladas por el 

Mayor del Ej rcito del Per  en situaci n de retiro Santiago Enrique Mart n Rivas en sué ú ó í  

entrevista con el periodista Humberto Jara Flores,  donde se ala que la Estrategia delñ  

Estado estaba plasmada en el Manual de Guerra Convencional de las Fuerzas Armadas, 

como  parte  de  la  pol tica  Antisubversiva  del  Gobierno  de  Reconstrucci n  Nacional,í ó  

adem s indica que el ex presidente  de la Rep blica Alberto Fujimori  Fujimori  en suá ú  

condici n de Jefe Supremo de las Fuerzas Armadas, aprob  la estrategia dise ada por eló ó ñ  

Ej rcito  Peruano  para  la  lucha  antisubversiva,  disponiendo  su  ejecuci n,  y  que  estaé ó  

pol tica  de Estado empez  a elaborarse  en el  mes  de junio  de 1990;  agrega  que  elí ó  

prop sito del requerido,  que expusiera p blicamente en m ltiples  oportunidades en laó ú ú  

prensa, era eliminar a terroristas y su veneno , por ello se elaboraron manuales sobre la“ ”  

lucha  antisubversiva  que  se  llevar a  a  cabo,  uno  de  los  cuales  se  le  hizo  llegar  alí  

Presidente  de la Rep blica,  a su asesor presidencial  Vladimiro Montesinos  Torres,  alú  

comandante General del Ej rcito y al Jefe de la Direcci n de Inteligencia, entre otros,é ó  

habi ndose aprobado otro manual referido a la Pol tica de Estado que tambi n fue deé í é  

conocimiento del Jefe de Estado; en dichos documentos se precisa que el Estado deb aí  

pasar  a  la  ofensiva  para  restablecer  el  Principio  de  Autoridad,  situaciones  que  se 

concretaron en el Caso La Cantuta , la retoma de la Embajada de Jap n , y en el“ ” “ ó ”  

presente operativo Mudanza I  en el Penal Castro Castro,  en la intervenci n en las“ ” ó  

Fuerzas Armadas en las Universidades, entre otras acciones, lo cual es de advertirse en la 

cinta  de  video  de  la  entrevista  acotada.  En  el  mismo  sentido,  el  ex  presidente  del 

Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, General Nicol s de Bari Hermoza R os haá í  

se alado en su declaraci n indagatoria, que dentro de "la pol tica de pacificaci n emitidañ ó í ó  

a nivel  del  Presidente  de la Rep blica,  estaba  considerado  recuperar  el  Principio  deú  

Autoridad en los penales", adem s, que "la Pol tica de pacificaci n fue enfrentada por elá í ó  
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gobierno como una estrategia integral, es decir en el campo militar, policial, inteligencia, 

social, econ mico y en el campo pol tico"; dentro de ese contexto, se design  al Coroneló í ó  

de la Polic a Nacional del Per  Gabino Marcelo Cajahuanca Parra como Director delí ú  

Establecimiento Penal Miguel Castro Castro", relevando al civil  que desempe aba el“ ñ  

cargo,  constituy ndose el mencionado Coronel  de la Polic a Nacional  del  Per ,  en laé í ú  

m xima  autoridad  del  Establecimiento  Penitenciario  y  como  tal  responsable  de  laá  

seguridad y administraci n del Penal, as  como de la aplicaci n del C digo de Ejecuci nó í ó ó ó  

Penal.

De la informaci n proporcionada por el Instituto Nacional Penitenciario al Poderó  

Ejecutivo, y la recabada por el personal de inteligencia de la Polic a Nacional del Perí ú 

(Direcci n de Apoyo a la Justicia), sobre la falta de control, hacinamiento y convivenciaó  

al interior del Establecimiento Penal "Miguel Castro Castro" de los internos e internas, el 

Ministro del Interior, Juan Briones D vila, dispuso que el Director General de la Polic aá í  

Nacional del Per , Javier Cuba y Escobedo, dirija la misi n de recuperar el principio deú ó  

autoridad en el mencionado penal,  as  como el traslado de las internas por delito deí  

terrorismo  al  Establecimiento  Penal  de  Mujeres  de  M xima  Seguridad  de  Chorrillosá  

donde se hab a construido dos pabellones adicionales; en cumplimiento de dicha orden,í  

se organiz  el Plan de Operaciones denominado "Mudanza I", el mismo que una vezó  

elaborado por su Estado Mayor, cont  con la aprobaci n de las m s altas autoridades,ó ó á  

destin ndose a m s de un centenar de efectivos policiales, entre miembros de Unidadesá á  

de Servicios Especiales, as  como un grupo de alumnos de la Escuela de Polic a, quienesí í  

el primer d a, seis de mayo, se dirigieron al Penal Castro Castro  para dar inicio alí “ ”  

operativo en menci n, para el traslado de 135 internas del Pabell n Uno A al Penal deó ó  

Santa  M nica  en Chorrillos,  y otros  a  nivel  nacional,  suscit ndose  una  situaci n  deó á ó  

conflicto  ante  la  negativa  de  las  internas  de  ser  trasladadas  a  otro  penal,  quienes 

argumentaban falta de garant as para salvaguardar sus vidas, exigiendo la presencia deí  

sus familiares,  organismos  nacionales  e internacionales  de derechos  humanos,  y de la 

Cruz  Roja.  A ese  efecto,  el  personal  policial  realiz  acciones  disuasivas  provistos  deó  

escudos, cascos, varas, gases lacrim genos, granadas iluminarias y explosivos para realizaró  

boquetes, intentando ingresar al pabell n uno A, para poder llevar a cabo el traslado deó  

las  internas,  escuch ndose  repetidas  detonaciones  en  el  interior  del  Penal  como  seá  

observa  en  las  im genes  propaladas  por  los  canales  de  televisi n  siete  y  nueve,  siná ó  

obtener resultado favorable, puesto que ante el actuar policial las internas e internos por 

delito de terrorismo de Sendero Luminoso opusieron tenaz resistencia, por lo que los 

efectivos optaron en replegarse por un momento. Con la llegada del Ministro del Interior 

y del General de la Polic a Nacional del Per , se dispuso el uso de fusiles AKM porí ú  

parte de los efectivos pertenecientes a la DOES PNP, quienes a partir de ese momento 

dejaron de realizar acciones disuasivas y cambiando de t ctica se posicionaron en losá  

techos  del  venusterio  y  del  local  de  la  cocina  del  establecimiento  penitenciario, 

efectuando  disparos  al  interior  del  pabell n  Uno  A donde  se  encontraban  internosó  

varones y mujeres, seguidamente, un grupo de efectivos policiales se ubica en la rotonda 

con el  prop sito  de ingresar  al  pabell n  Uno A por  un forado que  hab a realizadoó ó í  

personal  de  UDEX  con  cargas  explosivas,  realizando  disparos,  lanzando  bombas 

vomitivas y lacrim genas contra los internos, logrando ingresar un grupo de efectivos aló  
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primer piso de dicho pabell n, propiciando que los internos varones y mujeres subieran aó  

los pisos superiores; otro grupo de efectivos policiales. en tanto, tom  posesi n del techoó ó  

del  pabell n  Uno  A,  donde  adem s  de  realizar  disparos  al  interior  del  pabell n,ó á ó  

instalaron  cargas  explosivas  para  hacer  boquetes  en  el  techo,  por  donde  arrojaron 

bombas  lacrim genas  y vomitivas,  lo que  hizo que los  internos  descendieran a pisosó  

inferiores, para que finalmente optaran por salir del pabell n Uno A por las escaleras,ó  

agazapados e ingresando a los ductos subterr neos, con la ayuda de los internos varonesá  

que hab an acudido a apoyarlas al pabell n uno A, traslad ndose al pabell n cuatro B,í ó á ó  

dejando en su camino colchones y enseres prendidos con fuego y combustible para evitar 

el avance policial. El ataque efectuado por las unidades policiales participantes durante el 

primer d a del operativo Mudanza I  que se dej  sentir por las sucesivas explosionesí “ ” ó  

que fue objeto el pabell n Uno A y despu s el Cuatro B, que fueron vistos a trav s deó é é  

los  canales  televisivos,  es  durante  las  circunstancias  antes  acotadas  y producto  de los 

ataques con armas de fuego y cargas explosivas, que fallecieron varios internos, acciones 

que continuaron los subsecuentes d as; ante estos hechos el d a 07 de mayo de 1992, seí í  

realiz  una  reuni n  de  emergencia,  en  la  Sala  de Conferencias  de  la  Comandanciaó ó  

General del Ej rcito Peruano, conocido como El Pentagonito , estando presentes Jefesé “ ”  

Militares y Policiales  de ese entonces,  entre ellos,  el General de Divisi n del Ej rcitoó é  

Peruano Nicol s de Bari Hermoza R os, el Ministro del Interior, Briones D vila, Julioá í á  

Rolando  Salazar  Monroe,  jefe  del  Servicio  Nacional  de  Inteligencia,  Adolfo  Cuba  y 

Escobedo,  Director  General  de la  Polic a  Nacional  del  Per ,  y otros  Oficiales  de laí ú  

Polic a Nacional y el Ej rcito, no descart ndose la presencia del ex presidente Albertoí é á  

Fujimori  en dicha  reuni n,  el  mismo  que por  su condici n  de Jefe  Supremo de lasó ó  

Fuerzas Armadas debi  ser informado de los acuerdos. En dicha reuni n se tomaronó ó  

decisiones para el develamiento del mot n, entre ellas, el ingreso del personal del Ej rcitoí é  

peruano si la Polic a Nacional no lograba el objetivo en el plazo de tres d as; conformeí í  

ha  referido  en  su  declaraci n  Indagatoria  el  Ex  Comandante  General  del  Ej rcito,ó é  

Nicol s de Bari Hermoza R os, que en una situaci n donde la ciudad est  declarada ená í “ ó á  

estado  de  emergencia  y  siendo  insuficiente  la  Polic a  Nacional  o  al  fracasar  suí  

intervenci n, las Fuerzas Armadas podr an recibir la orden del Ministerio de Defensa yó í  

del Presidente de la Rep blica para apoyar a la polic a en el cumplimiento de su funci nú í ó  

en  dicho  Penal ,  toda  vez  que  en  ese  entonces  en  el  departamento  de  Lima  y  la”  

Provincia Constitucional del Callao, se hab a prorrogado el estado de emergencia por elí  

t rmino  de  sesenta  d as  mediante  Decreto  Supremo.  As  fue  como  procediendo  elé í í  

personal  policial  de  la  DINOES  PNP  a  realizar  el  reconocimiento  de  los  dem sá  

pabellones  y  reas  adyacentes,  las  unidades  especializadas  y  otras  unidades  PNP  seá  

ubicaron como apoyo en el exterior del penal y el personal del Ej rcito se ubic  en lasé ó  

partes aleda as al Penal apostado con armamento para actuar una vez vencido el plazo;ñ  

en  horas  de  la  noche  del  07  de  mayo  de  mil  1992,  luego  de  las  acciones  de 

reconocimiento, se dispuso el personal en puntos estrat gicos para cubrir diversos turnosé  

de  servicios  con  el  objetivo  de  sacar  a  los  internos  amotinados,  realizando  acciones 

disuasivas con bombas lacrim genas, gases, y posteriormente acciones de ataque comoó  

disparos con armas de fuego, empleando cargas explosivas para abrir nuevos forados y 

lograr el ingreso de los pelotones de asalto al pabell n Cuatro B. Es as  que el d a 09 deó í í  
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mayo de 1992, ambos grupos operativos se encontraban preparados para la ejecuci n deó  

las rdenes del Presidente de la Rep blica, puesto que era la culminaci n de la fechaó ú ó  

l mite para que la Polic a Nacional del Per , tomar  el pabell n cuatro B y que de noí í ú á ó  

ser as , ingresar a el Ej rcito. Siendo aproximadamente las nueve horas de la ma ana, elí í é ñ  

Presidente  Alberto  Fujimori,  quien  se  encontraba  en  un  helic ptero  de  la  Polic aó í  

Nacional  del  Per ,  sobrevolando  el  Penal  "Miguel  Castro  Castro",  da  las  ordenesú  

esperadas al Comando Operativo PNP, entre ellas el inicio de los trabajos de demolici nó  

del pabell n cuatro B y el retiro de los internos de dicho pabell n con el empleo deó ó  

armas  de fuego,  puesto que para ejecutar  estas  acciones  era necesario contar con la 

orden  expresa  del  Presidente  de  la  Rep blica,  conforme  se  desprende  de  lasú  

manifestaciones del Coronel de la Polic a Nacional del Per  Jes s Pajuelo Garc a y elí ú ú í  

Alf rez de la Polic a Nacional del Per  Oscar A. lvarez Valera, respectivamente, ordené í ú Á  

que  es  transmitida  al  personal  policial,  siguiendo  la  cadena  de  mando,  esto  es,  el 

Ministro del Interior al Director General de la Polic a Nacional del Per , integrantes delí ú  

Comando  General,  quienes  estaban  en las  instalaciones  del  Comando  Operativo  del 

Penal  "Miguel  Castro  Castro".  As  las  cosas,  se  habr a  reunido  al  personal  policialí í  

manifestando "Que recibi  la orden directa del Presidente de la Rep blica de terminaró ú  

con la operaci n", comenzando a ejecutarse sus rdenes. Se efectuaron detonaciones conó ó  

material  explosivo C cuatro,  abriendo boquetes  en las  paredes,  para  que  las  fuerzas 

operativas  puedan  ingresar  al  interior  de  dicho  pabell n,  cuyos  hechos  se  puedenó  

apreciar en los videos de programas televisivos del canal siete y canal nueve anexos del 

d a  nueve  de  mayo,  que  se  producen  sucesivas  explosiones  contra  las  paredes  delí  

pabell n Cuatro B, siendo stas en gran n mero, as  como los continuos disparos; a lasó é ú í  

dos y cuarto de la tarde, explosiones de granadas de guerra hacen estremecer el recinto 

penal,  repiti ndose  con mayor  intensidad  a las  cuatro  de la  tarde  donde  adem s  seé á  

escuchan sucesivos  disparos  de armas  de fuego de diverso calibre.  Se debe  tener  en 

cuenta, que dichas acciones se planificaron y ejecutaron pese a que en el interior del 

pabell n cuatro B se encontraban m s de 570 internos, entre varones y mujeres, y queó á  

con la detonaci n de las cargas explosivas  C cuatro,  el  cual  es  un explosivo de usoó  

militar de alta potencia, as  como el empleo de artefactos explosivos como son granadasí  

de guerra, fragmentarias tipo pi a, era previsible que se produzca la p rdida de vidasñ é  

humanas, que es materia de la presente denuncia, siendo el caso que entre las 17 y 18 

horas aproximadamente del d a 9 de mayo, se coloc  una carga explosiva en la parte delí ó  

fondo del primer piso del Pabell n cuatro B, donde hab a una parte met lica, la cual fueó í á  

de  gran magnitud  al  explosionar  cubri ndose  el  pabell n  con fuego,  humo y polvo,é ó  

cay ndose las paredes del ba o y otras paredes del Pabell n cuatro B, lo que tambi n esé ñ ó é  

captado parcialmente por las c maras de televisi n de canales siete y nueve, donde seá ó  

observa una potente explosi n que derrumba la pared posterior del pabell n cuatro B, loó ó  

que  origin  que  los  internos  gritaran  en  ese  instante  vamos  a  salir! ,  mostrandoó “¡ ”  

pa uelos blancos en se al de rendici n. Producto de los disparos por parte del personalñ ñ ó  

policial interviniente tambi n fallecen varios internos, existiendo elementos que permitené  

advertir que el procesado Alberto Fujimori se encontr  presente en el penal al momentoó  

de la "rendici n de los internos", acompa ado del operativo y dirigi  ó ñ ó in situ el supuesto 

registro  e  incautaci n  de  armas  en  el  interior  del  penal,  donde  tambi n  habr aó é í  
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constatado  los  da os  personales  y  materiales,  procesado  que  habr a  monitoreadoñ í  

permanentemente  el  desarrollo  del  operativo,  y  supervisado  personalmente  desde  un 

helic ptero de la Polic a Nacional del Per  el desarrollo y avance del operativo en eló í ú  

Penal Castro Castro entre el 06 y el 10 de mayo de 1992 y que por la forma como se 

desarroll  el operativo y el resultado del mismo, se advierte que el denunciado en suó  

condici n de Presidente del Gobierno de Reconstrucci n Nacional y Jefe Supremo de lasó ó  

Fuerzas  Armadas  y Policiales  no habr a impartido instrucciones  precisas  destinadas  aí  

defender  y garantizar  la vida de los internos,  por el contrario,  presuntamente  habr aí  

ordenado  la  ejecuci n  de  acciones  destinadas  a  conculcarla,  permitiendo  adem s  laó á  

impunidad de este crimen dada su participaci n en el mismo, lo que se corrobora con laó  

Resoluci n Suprema n mero cuatrocientos noventa - A - IN / DM de fecha 14 de mayoó ú  

de 1992 en la que felicita al personal de la Polic a Nacional del Per  que intervino en elí ú  

restablecimiento  del  orden  y  el  principio  de  autoridad  en  el  Penal  "Miguel  Castro 

Castro"; por lo que el antes citado denunciado ser a autor mediato del delito contra laí  

vida, el cuerpo y la salud -Homicidio Calificado, en la modalidad de muerte por alevos aí  

y  por  explosi n,  en  perjuicio  de  los  internos  Juan  Bardales  Rengifo,  C sar  Augustoó é  

Paredes Rodr guez, Jorge Mu oz Mu oz, Juan Manuel Conde Yupari, Jaime Gilbertoí ñ ñ  

Guti rrez  Prado,  Julio  Cesar  Moreno  N ez,  Fidel  Rogelio  Castro  Palomino,  Sergioé úñ  

Campos Fern ndez, Luis ngel Llamas Mendoza, Roberto Cuadros Illancanqui, Santosá Á  

Genaro  Zavaleta  Hip lito,  Rosa  Luz  Aponte  Inga,  Marco  Callocunto  N ez,  Vilmaó úñ  

Edda Aguilar Fajardo, Carlos Jes s Aguilar Garay, Mar a Pupetela Villegas Regalado,ú í  

Elmer Jes s Lino Llanos, Roberto William Rivera Espinoza, Ignacio Guizado Talavera,ú  

Wilmer Rodr guez Le n, Mario Francisco Aguilar Vega, V ctor Hugo Auqui C ceres,í ó í á  

Mar a  Consuelo  Barreto  Rojas,  Rufino  Obreg n  Ch vez,  Wilfredo  Fheller  Guti rrezí ó á é  

Veliz,  Andr s  Ag ero  Garamendi,  Ramiro  Alberto  Ninaquispe  Flores,  Janeth  Ritaé ü  

Talavera S nchez, Mercedes Violeta Peralta Aldazabal, Julia Marlene Olivos Pe a, Anaá ñ  

Pilar Castillo Villanueva, Deodato Hugo Ju rez Cruzatt, Marco Wilfredo Aza a Maza,á ñ  

Yobanka Elizabeth Pardave Trujillo, Tito Roger Valle Travesa o, Elvia Nila Zanabriañ  

Pacheco, Jos  Antonio Aranda Compani, Fernando Alfredo Orozco Garc a, Noem  Rosaé í í  

Romero Mej a y Rub n Constantino Chihuan Basilio ( ).í é … ”

Cuadrag s imo  sextoé :  Que  la  rese a  procesal  del  presente  caso  obliga  añ  

consignar que su investigaci n ha sido compleja, ya que previo al actual proceso huboó  

acciones que no dieron resultado, como aquella que se llev  a cabo bajo el Fuero Militaró  

que declar  las actuaciones ajustadas a derecho  y que incluso los internos objeto del– ó –  

ataque descrito fueron sometidos a proceso por traici n a la patria, siendo finalmenteó  

absueltos en fallo de la Corte Suprema. 

As ,  fue  con  fecha  16  de  junio  de  2005  que  se  dict  auto  de  apertura  deí ó  

instrucci n en el expediente 44-2005 en contra de Briones D vila y luego, con fecha 8 deó á  

agosto de 2006, la Quinta Fiscal a Supraprovincial  formaliz  denuncia contra Albertoí ó  

Fujimori,  en  el  expediente  67-2007,  disponiendo  el  Segundo  Juzgado  Penal 

Supraprovicial  abrir instrucci n en su contra con fecha 29 de agosto de 2006, comoó  

autor mediato en los 40 homicidios de los internos del Penal Castro Castro fallecidos en 

los  d as  6  a  9  de  mayo  de  1992.  El  Fiscal  de  la  Segunda  Fiscal a  Nacionalí í  

Supraprovincial,  en  tanto,  el  2  de  abril  de  2008  formaliz  una  denuncia  penaló  
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ampliatoria en el expediente 67-2007, a objeto que se extendiera a 6 casos de lesiones 

graves sufridas por internos e internas del Penal, resolvi ndose con fecha 28 de abril deé  

2008  ampliar  el  auto  de  apertura  de  instrucci n  en  tales  t rminos,  imputandoó é  

responsabilidad  al  requerido,  por  el  delito  de  lesiones  graves  en  agravio  de  Margot 

Lourdes  Liendo Gil,  Victoria  Obdulia  Trujillo  Agurto  y Ayd  Sebastiana  Chumpitazé  

Luyo,  por el il cito penal  previsto en el  inciso 1  del  art culo 121 del  C digo Penalí ° í ó  

Peruano; y por el delito de lesiones graves en agravio de Mercedes Adela R os Vera,í  

Gertrudis Silvia Breuer y Juli n Modesto Ronceros Solano, por el il cito penal previstoá í  

en el inciso 2  del citado art culo 121 del C digo Penal peruano.° í ó

A su turno, la Tercera Fiscal a Superior Penal solicit  la acumulaci n de estosí ó ó  

autos, siendo finalmente acogida dicha petici n por resoluci n de la Sala Penal Nacional,ó ó  

con fecha 15 de junio de 2010.

En lo que concierne, espec ficamente, a la Extradici n, con fecha 30 de marzo deí ó  

2007, el Segundo Juzgado Penal Supraprovincial de Lima solicit  a la Corte Supremaó  

dar curso a la extradici n activa de Alberto Fujimori y, concordante con su resoluci nó ó  

ampliatoria  de 28 de abril  de 2008,  el  5 de junio de ese a o, el  juzgado ampli  lañ ó  

solicitud de extradici n en los mismos t rminos. ó é

Interesa destacar en esta breve rese a procesal, que la Comisi n Interamericanañ ó  

de Derechos Humanos, conociendo de sendas denuncias (1992 y 1997) contra el Estado 

de Per  por los sucesos ocurridos en el Penal de Castro Castro, las declar  formalmenteú ó  

admisibles, presentando demanda ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 

9 de septiembre de 2004, que dict  sentencia de fondo el 25 de noviembre del 2006.ó

Cuadrag s imo  sexto:é  Que estos hechos han sido calificados jur dicamente porí  

la Justicia peruana como: a.- delitos en contra de la vida, el cuerpo y la salud en la  

modalidad  de homicidios  calificados   asesinatos,  en las  modalidades  de muerte  por–  

explosi n y alevos a, prevista y sancionada en la figura delictiva del art culo 108 inciso 3ó í í ° 

del C digo Penal peruano, con una penalidad superior a un a o de privaci n de libertadó ñ ó  

y, b.- delitos contra la vida, el cuerpo y la salud  Lesiones graves, il cito penal previsto y– í  

sancionado por el art culo 121, en sus incisos 1  y 2 , del texto original del C digoí ° °° ó  

Penal vigente al momento de ocurridos los hechos. 

Art culo 121.- Lesiones Graves.í

El que causa a otro da o grave en el cuerpo o en la salud, ser  reprimido con“ ñ á  

pena  privativa de libertad no menor  de tres  ni  mayor  de ocho a os.  Se consideranñ  

lesiones graves:

1. Las que ponen en peligro inminente la vida de la v ctima.í

2.  Las  que  mutilan  un  miembro  u  rgano  principal  del  cuerpo  o  lo  hacenó  

impropio para su funci n, causan a una persona incapacidad para el trabajo, invalidez oó  

anomal a s quica permanente o la desfiguran de manera grave y permanente.í í ”

Estos  hechos  imputados  al  requerido,  en  Chile  pueden  ser  calificados 

jur dicamente  como:  a.-  delitos  de  homicidio  calificado  que  se  encuentra  previsto  yí  

sancionado en el art culo 391 N 1 del C digo Penal y, b.- delitos de lesiones consagradosí ° ó  

en los art culos 396, 397 y 400 del mismo cuerpo legal.í

Art culo 396 del C digo Penal.í ó
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Cualquiera otra mutilaci n de un miembro importante que deje al paciente en“ ó  

la imposibilidad de valerse por s  mismo o de ejecutar las funciones naturales que antesí  

ejecutaba,  hecha  tambi n  con malicia,  ser  penada  con presidio  menor  en su gradoé á  

m ximo a presidio mayor en su grado m nimo.á í

En los casos de mutilaciones de miembros menos importantes, como un dedo o 

una oreja, la pena ser  presidio menor en sus grados m nimo a medio.á í

Art culo 397 del C digo Penal.í ó

El  que  hiriere,  golpeare  o  maltratare  de  obra  a  otro,  ser  castigado  como“ á  

responsable de lesiones graves:

1  Con la pena de presidio mayor en su grado m nimo, si de las resultas de las° í  

lesiones queda el ofendido demente, in til para el trabajo, impotente, impedido de alg nú ú  

miembro importante o notablemente deforme.

2  Con la de presidio menor  en su grado medio si las lesiones  produjeren al°  

ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por m s de treinta d as.á í ”

Art culo 400 del C digo Penal.í ó

(inciso 2 ) Asimismo, si los hechos a que se refieren los art culos anteriores de° “ í  

este p rrafo se ejecutan en contra de un menor de dieciocho a os de edad, adulto mayorá ñ  

o persona en situaci n de discapacidad, por quienes tengan encomendado su cuidado, laó  

pena se alada para el delito se aumentar  en un grado.ñ á ”

(Se omitir  la transcripci n de los textos normativos sobre los delitos de homicidioá ó  

respectivos, por haberse efectuado precedentemente).

Pues bien, sobre la base de lo se alado, puede afirmarse que se cumple con elñ  

requisito  de  la  doble  incriminaci n  exigido  en  el  art culo  353  del  C digo  de“ ó ” í ó  

Bustamante, pues como se ha establecido, basta que en ambas legislaciones se contengan 

como hechos  punibles  las situaciones  analizadas,  aunque no sean id nticas  las figurasé  

t picas.í

Del mismo modo, se cumple con el requisito de la m nima gravedad , previsto“ í ”  

en el Tratado de Extradici n suscrito entre Chile y Per , puesto que la penalidad en eló ú  

pa s requirente como en el pa s requerido es superior a un a o de privaci n de libertad.í í ñ ó

Cuadrag s imo  s ptimo:é é  Que  con  fecha  13  de  enero  de  2023,  Alberto 

Fujimori Fujimori declar  en audiencia especialmente citada al efecto, a requerimientoó  

de  esta  ministra  instructora,  ante  el  Juzgado  Penal  Supraprovincial  Liquidador 

Transitorio  de  la  Corte  Superior  Nacional  de  Justicia  Penal  Especializada  del  Per ,ú  

asistido por su defensa t cnica, y con la presencia del Ministerio P blico. En ella, ené ú  

s ntesis, niega su eventual participaci n punible en los hechos que se le imputan en elí ó  

requerimiento, exponiendo que la ejecuci n misma de la pol tica penitenciaria y, en esteó í  

caso,  de la Operaci n Mudanza,  no corresponde al Presidente  de la Rep blica  y noó ú  

particip  en ella.ó

Sobre los puntos espec ficos abordados en dicha audiencia, el requerido se al :í ñ ó  

haber sido Presidente de la Rep blica en dos per odos, entre el 28 de julio de 1990 y elú í  

27  de  julio  de  1995  y  entre  el  28  de  julio  de  1995  y  el  28  de  julio  del  2000  y 

posteriormente haber tenido una permanencia de 3 meses aproximadamente;  sobre la 

imputaci n de haber ordenado la planificaci n y ejecuci n de un plan para eliminar aó ó ó  

los internos de Sendero Luminoso en el Penal Castro Castro, se refiere al contexto en 
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que se encontraba  el  pa s  en ese  momento,  amenazado por  grupos  terroristas  y losí  

penales  en  descontrol  total,  deficiente  atenci n  en  seguridad,  salud  y  alimentaci n,ó ó  

describe la situaci n del penal Castro Castro en que hab an dos pabellones controladosó í  

por los terroristas, en ese contexto decide trasladar a las detenidas mujeres a otro penal,  

m s  niega  tajantemente  haber  dado ninguna  orden  de  eliminaci n;  en relaci n  a laá ó ó  

existencia de una estrategia antisubversiva destinada a aniquilar a los terroristas, se alañ  

que, por el contrario,  su prop sito era acercar las fuerzas armadas a la poblaci n,  yó ó  

enumera los elementos de su plan de pacificaci n, entre ellos, la ley de arrepentimientoó  

eficaz,  una  pol tica  penitenciaria  de  construcci n  de  22  penales  y  el  apoyo  a  laí ó  

DINCOTE para hacer seguimiento, vigilancia y detenci n, logrando en 6 meses 2.400ó  

personas  detenidas,  se  hizo  respetando  los  derechos  humanos;  sobre  su  rol  en  el 

monitoreo directo de la Operaci n Mudanza,  sostiene que el Presidente  no tiene esaó  

capacidad, que supervisa pero no ejecuta y que las felicitaciones al personal de la Polic aí  

no es por las supuestas ejecuciones sino porque lograron controlar la situaci n respetandoó  

los  derechos  humanos,  ya  que  tuvieron  que  defenderse  ante  un  mot n,  hubo  uní  

enfrentamiento, los internos estaban armados; ante la pregunta del Fiscal por las acciones 

tomadas en el contexto de la lucha contra el terrorismo en el a o 1992, reitera su apoyoñ  

decidido a la labor de la Direcci n Nacional de lucha contra el terrorismo y las accionesó  

antes  se aladas;  sobre  aquellas  referidas  al  Penal  Castro  Castro  admite  haber  tenidoñ  

conocimiento de las acciones para ordenar los penales, no as  la ejecuci n misma; niegaí ó  

haber participado de la reuni n de emergencia que se habr a realizado el 7 de mayo enó í  

el llamado Pentagonito  con las m s altas autoridades militares y policiales, ni haber“ ” á  

sido informado de eventuales acuerdos adoptados en ella; ante preguntas finales de su 

defensa t cnica, niega haber brindado directiva ni orden alguna al personal encargado deé  

la operaci n Mudanza para eliminar terroristas; tampoco haber recibido una rendici nó ó  

de cuentas sobre la eliminaci n de personas.ó

Cuadrag s imo  octavo:é  Que, en lo que sigue, pues, se proceder  al an lisis deá á  

los antecedentes  para resolver si concurren los requisitos que exige el numeral 3  del°  

art culo 647 del C digo de Procedimiento Penal.í ó

A tal efecto, es menester  se alar que para justificar la existencia de los delitosñ  

imputados y la participaci n culpable del requerido, junto con la solicitud de ampliaci nó ó  

de  la  extradici n  el  Estado  requirente  ha  acompa ado  una  serie  de  antecedentesó ñ  

producto de la investigaci n de los hechos, como los dict menes periciales de las v ctimasó á í  

(de medicina forense,  dactilosc picos,  bal sticos,  entre otros)  contenidos en el Atestadoó í  

N 322-IC-H-DDV; declaraciones testimoniales, Informe de la  Comisi n de la Verdad y° ó  

Reconciliaci n, y diversos documentos, actas y resoluciones.ó

Encontramos,  en  primer  lugar,  entre  los  documentos,  los  Certificados  de 

Necropsias  de  las  40  v ctimas  fallecidas,  (realizadas  bajo  la  competencia  del  Fueroí  

Militar), en los que consta la causa de muerte: 

1. Juan Bardales Rengifo (28).- Causa de muerte: Asfixia por sangre en tr quea “ á – 

heridas penetrantes del t rax (08), Perforante del t rax (01); por proyectiles de arma deó ó  

fuego,  seg n lo establece el P.N. No. 1935-92, expedida por la MOCEL.-ú
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2.  Juan  Jes s  Conde  Yupari  (33).-  Causa  de  muerte:  Traumatismoú  

craneoencef lico, herida perforante N 2 en la cabeza por proyectil  de arma de fuego,á °  

seg n lo establece el P.N. No. 1936-94, expedida por la MOCEL.ú

3. Marcos Callocunto Nuez (30).- Causa de muerte: Shock Hipovol mico, heridaé  

perforante de abdomen-t rax (01), por proyectil de arma de fuego, seg n lo establece eló ú  

P.N. No.1937-92 expedida por la MOCEL.

4. Fidel Rogelio Castro Palomino (22).- Causa de muerte:  Shock hipovol mico,é  

heridas penetrantes t rax (01), abdomen (01), heridas perforantes t rax (01) extremidadó ó  

inferior  derecha  y abdomen  (01),  extremidad  inferior  (02)  por  proyectil  de  arma  de 

fuego, seg n lo establece el P.N. No. 1938-92 expedida por la MOCEL.ú

5. Jaime Gilberto Guti rrez Prado (28).- Causa de muerte: Shock Hipovol mico,é é  

herida perforante del t rax, por proyectil de arma de fuego, seg n lo establece el P.N.ó ú  

Nro. 1939-92 expedida por la MOCEL.

6.  Julio  C sar  Moreno  N ez  (28).-  Causa  de  muerte:  traumatismoé úñ  

craneoencef lico, herida perforante en Nro. 01, en la cabeza por proyectil de arma deá  

fuego, seg n lo establece el P.N. N 1940-92, expedida por la MOCEL. ú °

7.  Sergio  Campos  Fern ndez  (32).-  causa  de  muerte:  Shock  Hipovol mico,á é  

Heridas en T rax, abdomen y extremidades m ltiples por proyectil de arma de fuego,ó ú  

seg n lo establece el P.N. No. 1941-92; expedida por la MOCEL. ú

8. Luis  ngel  Llamas  Mendoza  (24).-  causa de muerte:  Atricci n  encef lica  yÁ ó á  

hemorragia interna, heridas perforantes cabeza (02), t rax (01), por proyectiles de armaó  

de fuego, seg n lo establece el P.N. No. 1942-92, expedida por la MOCEL.ú

9.  Lucio  Roberto  Cuadros  Illacanqui  (39).  Causa  de  muerte:  Shock 

Hipovol mico,  herida  perforante  del  t rax,  herida  penetrante  del  cuello  y del  t rax,é ó ó  

perforantes de miembros superiores izquierdo (01) y derecho (01), por proyectil de arma 

de fuego, Seg n lo establece el P.N. No. 1943-92, expedida por la MOCEL.ú

10.  Santos  Genaro  Zavaleta  Hip lito  (35).-  Causa  de  muerte:  Traumatismoó  

Tor cico, heridas perforantes en N  02; en el t rax, por proyectil  de arma de fuego,á ° ó  

seg n lo establece el P.N.No.1957-92, expedida por la MOCEL.ú

11. Rufino Obreg n Obavez (30).- Causa de muerte: Atricci n encef lica, heridasó ó á  

perforantes; cabeza (01), t rax (02), extremidad superior derecha  (01), por proyectil deó  

arma de fuego, seg n lo establece el P.N. No. 1978-92, expedida por la MOCEL.-ú

12. Wilfredo Fheller Gutierrez Veliz (30).- Causa de muerte: "shock hipovol mico,é  

heridas  perforante  de t rax (01),  penetrantes  de miembro superior  derecho (01) y deó  

miembro inferior izquierdo (02) por proyectiles de arma de fuego", seg n lo establece elú  

P.N. No. 1979-92, expedida por la MOCEL.

13.  Andr s  Ag ero Garamendi  (33).-  causa de muerte:  Atricci n encef lica  yé ü “ ó á  

p rdida hem tica, heridas perforantes: cabeza (01) escrito y gl teo izquierdo (0l), heridaé á ú  

penetrante: extremidad superior derecha y t rax (01) por proyectiles de arma de fuegoó ” 

seg n lo establece el P.N. No.1980-92, expedida por la MOCEL.ú

14.  Ramiro  Alberto  Ninaquispe  Flores  (29).-  Causa  de  muerte:  "shock 

hipovol mico, heridas perforantes: de t rax (01), miembro superior derecho-t rax (01) yé ó ó  

miembro superior izquierdo (01) por proyectiles de arma de fuego", seg n lo establece elú  

P.N. No. 1981-92, expedida por la MOCEL.
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15. Janet Rita Talavera S nchez (28).- Causa de muerte:  "shock hipovol mico,á é  

secci n  de aorta  ascendente  y laceraci n pulmonar,  herida  perforante  t rax (01)  poró ó ó  

proyectil  de arma de fuego", seg n lo establece el P.N. No. 1982-92, expedida por laú  

MOCEL.

16.  Mercedes  Peralta  Aldazabal  (24).-  Causa  de  muerte.-  "herida  shock 

hipovol mico, perforarte de pelvis y extremidad inferior izquierda, por proyectil de armaé  

de fuego", seg n lo establece el P.N. No. 1983-92; expedida por la MOCEL.ú

17.  Rub n  Constantino  Chihu n  Basilio  (30).-  Causa  de  muerte:  "laceraci né á ó  

encef lica con fractura craneal, herida penetrante de cabeza (01) por proyectil de armaá  

de fuego", seg n lo establece  P.N. No. 1984-92; expedida por la MOCEL.ú

18.  Julia  Marlene  Olivos  Pera  (25).-  Causa  de  muerte:  "atricci n  encef lica,ó á  

herida  perforante  en  cabeza,  por  PAF.-  Seg n  lo  establece  el  P.R.  Nro.  1985-92;ú  

expedido por la MOCEL.

19. Ana Pilar Castillo Villanueva (25).- Causa de muerte: "fractura con minuta 

craneal con atricci n dicef lica, traumatismo de cabeza, heridas penetrante de t rax (01),ó á ó  

perforante de miembro inferior derecho (01) y por roce: miembro superior derecho (01),  

por proyectiles de arma de fuego"; seg n lo establece el P.N. No. 1986-92; expedida porú  

la MOCEL.

20. Deodato Hugo, Ju rez Cruzatt (41).- Causa de muerte: "shock hipovol mico,á é  

heridas  penetrantes:  t rax (01),  extremidad inferior  izquierda  y abdomen (01)  heridasó  

penetrantes: pelvis (01), extremidad inferior izquierda y pelvis (01) paf.- expedida por la 

MOCEL, seg n P.N. No.1987-92.ú

21.  Marcos  Wilfredo,  Azara  Meza  (24).-  Causa  de  muerte:  "seccionamiento 

m dula cervical baja, heridas paietro-perforanie: t rax cuello-cabeza (01), perforante: deé ó  

miembro superior  derecho (01) y miembro inferior  izquierdo (01),  perforodesgarrante: 

miembro  superior  derecho  (01);  penetro  perforante:  miembro  inferior  derecho  (01), 

desgarrante:  de  cara-cuello  (01),  por  roce:  de  t rax  (01),  abdomen  (01)  y  miembroó  

inferior izquierdo (01) por proyectiles de arma de fuego; seg n lo establece el P.N. No.ú  

1988-92; expedida por la MOCEL.

22.  Yobanka  Elizabeth,  Pardave  Trujillo  (35).-  Causa  de  muerte:  "shock 

hipovol mico,  heridas  perforantes:  t rax  (02),  Abdomen  (02),  extremidad  superioré ó  

izquierda (01) PAF.; seg n lo establece el P.N. No. 1989-92; expedida por la MOCEL.ú

23. Tito Roger, Valle Travesa o (42).- Causa de muerte:  "laceraci n encef licañ ó á  

con fractura craneal con shock hipovol mico, herida perforante de cabeza, perforante deé  

miembro  inferior  izquierdo,  heridas  en sedal  de cuello  y cara del  miembro  superior 

izquierdo,  del  miembro  superior  derecho y t rax del  miembro  inferior:  derecho,  poró  

proyectiles de arma de fuego"; seg n lo establece el P.N. No. 1990-92.-E pedida por laú  

MOCEL.

24. Elvia Nila, Zanabria Pacheco (4o).- Causa de muerte: "shock  hipovol mico,é  

heridas penetrantes (02) y perforantes m ltiples en abdomen y extremidades inferiores,ú  

proyectiles  de  arma  de  fuego  y  explosivos.-Seg n  lo  establece  el  P.N.  No.  1992-92;ú  

expedida por la MOCEL.

25.  Jos  Antonio,  Aranda  Company  (tambi n  individualizado  como Compani)é é  

(24).- Causa de muerte: "anemia aguda, herida perforante (01) abdomen-pelvis-miembro 
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inferior derecho (01), miembro inferior derecho, por proyectiles de arma de fuego"; seg nú  

lo establece el P.N. Nro. 1993-92; expedida por la MOCEL.

26. Fernando Alfredo, Orosco Garc a (28).- Causa de muerte: "cad ver en estadoí á  

de  putrefacci n  con  shock  hipovol mico,  heridas  perforantes  m ltiples  en  diferentesó é ú  

segmentos corporales, artefacto explosivo y paf".- Seg n lo establece el P.N.No.2005 92;ú  

expedida por la MOCEL.

27.  Wilmer,  Rodr guez  Le n (27).-  Causa de muerte:  "cad ver  putrefacto  coní ó á  

heridas perforantes: cabeza y cuello (01), t rax - (01) impactos tangenciales: cabeza (01) yó  

m ltiples en t rax - por proyectiles de arma de fuego.".- Seg n lo establece el P.N. No.ú ó ú  

2006-92; expedida por la MOCEL.

28.  Mario  Francisco,  Aguilar  Vega  (45).-  Causa  de  muerte:  "hemorragia 

men ngea  con  fractura  craneal,  herida  perforante  de  cabeza,  heridas  penetrantes  deí  

cabeza (05) PAT.".-Seg n lo establece el P.N. No.2007-92; expedida por la MOCEL.ú

29. Noem  Rosa, Romero Mej a (27).- Causa de muerte: "Shock hipovol mico,í í é  

heridas  perforantes:  pelvis-miembro  inferior  derecho  (01),  miembro  inferior  izquierdo 

(01);  desgarrante  de miembro inferior  derecho (01)  y penetrante  de miembro  inferior 

izquierdo (01) por esquirla, y proyectiles de arma de fuego.".- Seg n lo establece el P.N.ú  

No. 2009-92.-Expedida por la MOCEL. 

30.  V ctor  Hugo,  uqui  C ceres  (21).-  Causa  de  muerte:  "hemorragiaí Á á  

subaracnoidea, laceraci n encef lica, herida de curso penetrante en regi n cef lica.- paf.ó á ó á  

cal.  aprox.  al 38.-E.Q.T.".-  Seg n lo establece el  P.N. No. 2022-92; expedida por laú  

MOCEL. 

31.  Rosa  Luz,  Aponte  Inga  (23).-  Causa  de  muerte:  "cad ver  en  estado  deá  

putrefacci n, herida perforante de abdomen-t rax (01), por proyectil de arma de fuego".-ó ó  

Seg n lo establece el P.N. Nro. 2023-92; expedida por la MOCEL.ú

32. Carlos Jes s, Aguilar Garay (41).- Causa de muerte: "putrefacci n avanzada,ú ó  

traumatismo  del  t rax.".-Seg n  lo  establece  el  P.N.  No.  2024-92;  expedida  por  laó ú  

MOCEL.

33. Edda Vilma, Aguilar Fajardo (61).- Causa de muerte: "cad ver en estado deá  

putrefacci n  avanzado,  herida  perforante  en  Nro.  01,  en  el  miembro  inferioró  

izquierdo.".- Seg n lo establece el P.N. No. 2025-92; expedida por la MOCEL.ú

34. C sar Augusto Paredes Rodr guez (41); Causa de muerte:  "traumatismo deé í  

cabeza, cad ver putrefacto.".- Seg n lo establece el P.N. No. 2006-92; expedida por laá ú  

MOCEL. 

35. Jorge Mu oz Mu oz (27).- Causa de muerte: "shock Hipovol mico- herida deñ ñ é  

curso penetrante en el muslo izquierdo,  estado de putrefacci n,  paf.-de cal. aprox.  aló  

7.62 mm.".-Seg n lo establece el P.N. Nro. 2027-92; expedida por la MOCEL.ú

36. Elmer Jes s, Lino Llanos (21).- Causa de muerte:  "traumatismo abdominal,ú  

herida perforante en nro. 01, en el abdomen, por proyectil de arma de fuego.".-Seg n loú  

establece el P.N. Nro. 2035-92; expedida por la MOCEL.

37.  Consuelo  Mar a,  Barret  Rojas  (25).-  Causa  de  muerte:  "traumatismoí  

craneoencef lico, herida contuso penetrante en la cabeza. Seg n lo establece el P.N. No.á ú  

2036-92; expedida por la MOCEL.
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38.  Mar a  Pupetela  Villegas  Regalado  (25).-  Causa  de  muerte:  "septicemia,í  

peritonitia,  perforaci n  intestinal,  heridas  penetrantes  de  abdomen  (02),  heridasó  

penetrantes del t rax (02), heridas perforantes de miembro superior derecho (04), heridasó  

penetrantes del miembro superior derecho (02), por proyectiles de arma - de fuego.".- 

Seg n lo establece el P.N. No. 2077-92; expedida por la MOCEL.ú

39.  Robert  William,  Rivera  Espinoza  (21).-  Causa  de  muerte:  "shock  s ptico,é  

meningitis  supurada  post-traum tica;  traumatismo  cr neo  encef lico-onda  explosiva.",á á á  

seg n lo establece el P.E. No.2125-92; expedida por la MOCEL.ú

40. Ignacio, Guizado Talaverano (25).- Causa de muerte: "septicemia peritonitis, 

hematoma subcapsular hep tico, herida penetrante de abdomen con instrumento punzoá  

cortante.", seg n lo establece el P.N. Nro. 2328-92; expedida por la MOCEL.ú

Asimismo, constan los oficios (40), en que se solicita al Jefe del Registro Civil de 

la  Municipalidad  Distrital  de  San  Juan  de  Lurigancho  que  inscriba  la  partida  de 

fallecimiento de cada una de las v ctimas (29 varones y 11 mujeres) en el episodio delí  

Penal  Castro  Castro,  que  luego  dieron  lugar  a  las  respectivas  Actas  de  Defunci nó  

pertenecientes a los agraviados, remitidas por el Registro Civil antes indicado, obrantes 

en copias certificadas en los expedientes 44-2005 y 67-2007.

Por otra parte, en relaci n a las personas que sufrieron lesiones producto de losó  

hechos, existen los siguientes antecedentes:

- La sentencia  de la  Corte  Interamericana  de Derechos  Humanos,  emitida  con 

fecha  25  de  noviembre  de  2006  estableci  que  la  ejecuci n  del  Operativoó ó  

Mudanza  I  dentro  del  Penal  Miguel  Castro  Castro,  aparte  de  las  muertes 

producidas tambi n trajo consigo 185 internos heridos.é

- En el  Informe  de la Comisi n  de la Verdad y Reconciliaci n  a que  se haceó ó  

menci n m s adelante, se se ala que la violenta intervenci n policial y el empleoó á ñ “ ó  

de armas de guerra, as  como el uso de explosivos y granadas de guerra afect  laí ó  

integridad f sica de cientos de internos, algunas mujeres gestantes y caus  lesionesí ó  

graves, neg ndose, adem s, los deberes de auxilio humanitario a muchos internosá á  

gravemente heridos.”

- En  las  primeras  actuaciones  policiales  realizadas  en  los  d as  siguientes  a  losí  

hechos,  que  dan  cuenta  del  levantamiento  de  los  cad veres  y  periciasá  

correspondientes  (Investigaci n  T cnico  Policial),  consta  ya  un  listado  deó é  

inculpados  por  terrorismo  que resultaron  heridos  y fueron  internados  en el“ ”  

H.C.S. PNP, entre los cuales se identifica a do a Lourdes Liendo Gil y a do añ ñ  

Mercedes R os Vera.í

- En la  presentaci n  que  hace  el  Ministerio  P blico  (Primera  Fiscal a  Superioró ú í  

Penal Provincial) al tribunal, se individualiza a Juli n Modesto Ronceros Solano,á  

Margot Lourdes Liendo Gil, Victoria Ubdilia Trujillo Agurto, Ayd  Sebastianaé  

Chumpitaz Luyo, Mercedes Adela R os Vera y Gertrudis Silvia Breuer Pilco, queí  

en su condici n de internas e interno del citado penal resultaron con lesionesó  

graves producto de las acciones que se llevaron a cabo en la ejecuci n del Planó  

Operativo  Mudanza  I,  las  cuales  fueron  ocasionadas  por  el  uso  excesivo  de 

potentes cargas explosivas y armas de fuego contra los internos.
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- Certificados  m dicos  legales  que  acreditan  las  lesiones  que  sufrieron  dichasé  

v ctimas:í

*N 008774-PF-AR practicado a Juli n Modesto Ronceros Solano: El examinado° á “  

presenta una lesi n (ceguera) en el ojo derecho ( ) ocasionando una incapacidad parcialó …  

permanente en el sentido de la visi n, asimismo, ocasiona una desfiguraci n del rostro.ó ó ”

*020696-PF-AR practicado a Margot Lourdes Liendo: cicatriz de 12 x 0,3 cm,“  

oblicua externa en regi n gl tea derecha. 4 cicatrices ovoides de 0,7 x 0,3 promedio, 2ó ú  

en cara antero-externa de tercio medio de muslo derecho y 2 en cara externa de rodilla  

derecha y regi n popl tea derecha respectivamente.ó í ”

*004354-PF-AR practicado a Victoria Obdulia Trujillo Agurto, da cuenta de la 

historia  cl nica:  herida  a bala  sin orificio  de salida  en cadera  izquierda,  fractura  deí  

cabeza de f mur izquierda y presencia  de esquirlas  a nivel  de cresta il aca izquierdaé í  

hasta la parte superior del f mur y un proyectil de bala;é

*006992-PF-AR practicado a Ayd  Sebastiana Chumpitaz Luyo: antecedentes deé “  

herida de bala en miembro izquierdo; 2 cicatrices ovoides de 0,5 x 0,3 cm ambas en 

regi n pop tlea izquierda.ó í ”

*004355-PF-AR practicado a Mercedes Adela R os Vera: presenta fractura deí “  

f mur  derecho,  presenta  un  acortamiento  de  aproximadamente  5  cm  del  miembroé  

inferior derecho por secuela de fractura de f mur derecho, utiliza un zapato ortop dicoé é  

como ayuda biomec nica.á ”

*004349-PF-AR practicado a Gertrudis  Silvia Breuer Pilco:  presenta da os en“ ñ  

o do medio que afecta el equilibrio teniendo como secuela una laberintitis .í ”

Con  respecto  a  las  declaraciones  testimoniales,  hay  un  buen  n mero  deú  

testimonios  rendidos  en la  investigaci n  por  familiares  de los  internos  fallecidos,  poró  

internos sobrevivientes, as  como por quienes ostentaban alg n cargo en la Polic a o en elí ú í  

Estado que les  hizo participar  en el  operativo o bien eran autoridades  de gobierno. 

Existen otros  testimonios,  extrajudiciales,  que fueron recogidos por la Comisi n de laó  

Verdad y Reconciliaci n y a los cuales interesa tambi n prestar atenci n. Partiremos poró é ó  

stos.é

La Comisi n de la Verdad y Reconciliaci n se cre  por Decreto Supremo N 065-ó ó ó °

2001-PCM del 4 de junio de 2001, con el objeto de esclarecer el proceso, los hechos y“  

responsabilidades de la violencia terrorista y de la violaci n de los Derechos Humanosó  

producidos  desde  Mayo  de  1980  hasta  noviembre  de  2000,  imputables  tanto  a  las 

organizaciones  terroristas  como  a  los  agentes  del  Estado,  y  as  proponer  iniciativasí  

destinadas a afirmar la paz y la concordia entre los peruanos ; tiene entre sus objetivos,”  

contribuir  al  esclarecimiento,  por  los  rganos  jurisdiccionales  respectivos,  cuandoó  

corresponda,  de  los  cr menes  y  violaciones  a  los  derechos  humanos,  procurandoí  

determinar el paradero y situaci n de las v ctimas e identificando, en la medida posible,ó í  

las  presuntas  responsabilidades;  con el  prop sito  de brindar  al  Ministerio  P blico  losó ú  

fundamentos necesarios para la formulaci n de la denuncia penal que corresponda anteó  

el Poder Judicial. El decreto constitutivo precisa que no tiene atribuciones jurisdiccionales 

por lo que con su actividad no sustituye las funciones del Ministerio P blico o del Poderú  

Judicial.
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Pues bien, en ese contexto, la Comisi n recab  testimonios sobre los hechos deló ó  

Penal Castro Castro entre los meses de agosto a diciembre de 2002, que luego puso a 

disposici n del Ministerio P blico, lo hizo bajo la modalidad de entrevistas grabadas enó ú  

cintas de videos que luego dan origen al llenado de una ficha de entrevista , en la cual“ ”  

se consignan los datos m s importantes en forma de un relato en tercera persona. Deá  

esos testimonios, resulta de inter s destacar los siguientes:é

1.-  Testimonio  No  700085,  correspondiente  a  do a  Marisol  Mor n  Cascire,ñ á  

rendido con fecha 20 de agosto de 2002 ante la CVR. La declarante  se encontraba 

recluida en el Penal Castro Castro, en el Pabell n 1-A a la fecha del delito. La testigo seó  

refiere al inicio del ataque al Penal, en los siguientes t rminos: é

El 6 de mayo la declarante estaba despierta a las 4 de la madrugada y vio una“  

luz intensa y sinti  una fuerte explosi n que casi la bota al piso. Los efectivos hab anó ó í  

"hecho un hueco en la pared del patio" y por ah  empezaron a disparar. í

A las 11 de la ma ana del d a 6 de mayo muri  Juan Bardales del pabell n 4Bñ í ó ó  

pero antes "logr  pasar al 1A y sin embargo lo asesinan los francotiradores, lo gritamos yó  

recibimos m s balas, m s gases, m s bombas (...). Los internos se defend an tirando aguaá á á í  

con lej a, palos, trataban de cubrirse con lo que pod an . í í ”

2.-  Testimonio  No  700091,  correspondiente  a  do a  Isabel  Cristina  Morenoñ  

Tarazona,  rendido  con fecha  26 de agosto  de 2002 ante  la CVR.  La declarante  se 

encontraba  recluida  en el  Penal  Castro  Castro,  en  el  Pabell n  1-A al  momento  deló  

delito, y se refiere en los siguientes t rminos a los hechos ocurridos el d a 6 de noviembreé í  

de 1992: 

La declarante manifiesta que "el ataque ha continuado igual, balas, para esto ya“  

hab a muerto uno de los prisioneros y ellos al ver que el ataque arreciaba m s... se tomí á ó 

la  decisi n  de  salir  de  all ,  no  hab a  m s  forma  porque  cada  vez  eran  m s  losó í í á á  

bombardeos, arriba ya hab an disparado contra una chica y estaba muy grave, muy malí  

ella... en ese trayecto de tratar de pasar al otro pabell n tambi n han sido heridas deó é  

gravedad algunas de las compa eras y al llegar al pabell n 4B he visto morir a dos de lasñ ó  

prisioneras que han llegado muy graves, ya sin conocimiento"; ellas eran Vilma Aguilar y 

Rosa Luz Aponte.  ”

3.- Testimonio No 700548, de don An bal Augusto Apari S nchez, rendido coní á  

fecha 5 de noviembre de 2002 ante la CVR. El declarante se encontraba recluido en el 

Penal Castro Castro en la poca del delito, y se ala: é ñ

"Como a las  5 hay un silencio  y nos  enteramos  que  los  del  pabell n 1-A seó  

hab an pasado al pabell n 4-B, por el ducto, estaba hecho, siempre han estado ah , peroí ó í  

sin embargo presumimos que hab an muertos, esa noche hemos visto sacar m s o menosí á  

11 cad veres, la mayor a eran hombres, por la puerta principal que da a la rotonda,á í  

arrastr ndolos". á

"Al amanecer del d a siguiente se nos dio una especie de tregua, instalaron unosí  

parlantes  y nos  dijeron que los  dem s  pabellones  pod an acercarse  a la cocina  paraá í  

recoger el desayuno, pero cuando nos hemos dirigido a la cocina, pude observar, desde 

el  1-A hasta  la  parte  externa  del  penal  hab an restos  no solamente  de  sangre,  sinoí  

tambi n de sesos craneales y en la parte de atr s hab an pedazos . Luego indica: "Elé á í ”  

jueves  llega  un  grupo  m s  especializado,  la  DINOES,  y  otro  aparentemente  de  laá  
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Marina, porque eran tres uniformes diferentes, de negro, de all  para adelante el viernesí  

fue  un  permanente  lanzamiento  de  granadas,  disparos  de  bala,  bombardeo,  hubo 

instalazas,  y  RPG,  todo  concentrado  al  pabell n  4,  hac an  alto  solo  a  la  hora  deó í  

almuerzo, los internos sacan un cartelito que dec a tenemos heridos y 5 muertos, se le a,í í  

incluso despu s nos enteramos que a los muertos  que se estaban descomponiendo losé  

enterraron en la Tierra de Nadie".

4.- Testimonio No 700327, de don Andr s Alberto Albay Mallma, rendido coné  

fecha 27 de septiembre de 2002 ante la CVR. El declarante se encontraba interno en el 

Penal Castro Castro en la poca del delito, y expone: é

Recuerda que fueron inmisericordemente  bombardeados, nos han metido bala“ “ ”  

en  cantidad,  granada,  instalazas,  cohetes,  inclusive  hab a  en  una  parte  del  piso  uní  

comancar  y  de  ah  nos  disparaban.  Son  m s  de  50  muertos.  A  varios  heridos  losí á  

abandonaron,  los mataron como a Robert,  Jesus Lino,  Consuelo Barreto,  entre otros 

m s". á

5.- Testimonio No 700448, de don Jos  Agust n Machuca Urbina, rendido coné í  

fecha 6 de noviembre de 2002 ante la CVR. El declarante se encontraba recluido en el 

Penal Castro Castro a la poca del delito, y se ala: é ñ

( )  recuerda  que  como pudo se  desliz  hasta  un pasadizo  que  estaba  muy“ … ó  

oscuro y a su lado hab an cuerpos sin vida. De pronto sinti  que alguien pasaba porí ó  

encima de l, y el declarante dijo: "no me pises, todav a estoy vivo". é í

6.- Testimonio No 700115, de don Jes s Lucio Copa Molina, rendido con fechaú  

23 de agosto de 2002 ante la CVR, y expone: 

"En el primer grupo sale Tito Valle, Yovanka Pardave y otras personas, entre 8 y 

9 personas, salen caminando y los efectivos que estaban en los techos saliendo m s allá á 

del gallinero por las puras le disparan y todos mueren, sale un segundo grupo y tambi né  

m s all  del gallinero igual, el tercer grupo solo a algunos, el cuarto y quinto grupo yaá á  

no disparan, yo habr  salido en la mitad y paso en medio de cuerpos".é

En lo que respecta a las declaraciones testimoniales y manifestaciones policiales 

que constan entre los antecedentes, resultan ilustrativas las siguientes: 

a.-Declaraci n  de  Alfredo  Poccorpachi  Vallejos,  en  su  calidad  de  testigoó  

presencial al haber estado interno en el Penal Castro Castro a la poca de los hechos,é  

quien ha referido que: Al inicio del operativo estaba durmiendo en el primer piso del“  

pabell n 4-B cuando a las  4.30 de la madrugada aproximadamente  lo despert  unaó ó  

explosi n por lo que tom  sus cosas y se dirigi  al segundo piso del mismo pabell n,ó ó ó ó  

percat ndose que la explosi n fue en la parte posterior del pabell n de mujeres 1-A yá ó ó  

todo el Penal estaba rodeado de fuerzas de elite de la Polic a de la DINOES y la parteí  

externa  llena  de  militares,  empezaron  los  disparos  y  ante  los  gritos  de  las  internas 

solicitaron la presencia del Director del Penal coronel PNP Cajahuanca Parra, pero a 

cambio  recibieron  disparos  de  los  francotiradores  apostados  en  los  techos  de  los 

pabellones,  y  se  intensificaron  las  explosiones,  luego  se  enteraron  de  los  muertos  y 

heridos y siendo las 7 o 9 de la noche les indicaron que iban a evacuar a los heridos, los  

sacaron a la rotonda, sin embargo fueron abandonados y no recibieron atenci n alguna,ó  

durante toda la noche del primer d a no los dejaron dormir, continuaron las explosionesí  

y los  disparos,  la  polic a  sac  a un grupo de mujeres  en tanto  otro  grupo subi  alí ó ó  
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pabell n de varones. El d a 7 de mayo el ataque se dirigi  al pabell n 4-B, recibieronó í ó ó  

r fagas  de  fusil,  bombas  lacrim genas,  granadas  tipo  pi a.  Por  lo que  los  delegadosá ó ñ  

solicitaron  dialogar  con  las  autoridades,  as  como  la  presencia  de  la  Cruz  Rojaí  

Internacional.  ”

b.- Declaraci n testimonial  de Alfredo Vivanco Pinto,  quien a la poca de losó é  

hechos era Director de Instrucci n del Departamento de Instrucci n de la DINOES, queó ó  

depend a  funcionalmente  del  Director  de  la  DINOES,  General  Federico  Hurtadoí  

Esquerr  y  quien  se ala  al  ser  interrogado  Que  en  las  dos  oportunidades  que  heé ñ “  

concurrido al Penal Castro Castro por orden del General Hurtado Esquerr  ha sido ené  

forma sorpresiva e imprevista y sin conocimiento de causa y tampoco tuve mando de 

tropa tanto de oficiales ni de personal subalterno . Relatando los hechos que apreci  en” ó  

el Penal el d a 7 de mayo de 1992, se ala: ( ) aproximadamente a las 17.45 de laí ñ “ …  

tarde lleg  al Puesto, un carro Kasspir o Comancar de donde baj  el General Hurtadoó ó  

Esquerr  y  me  pregunt  sobre  las  novedades,  en  esa  circunstancia  se  produce  unaé ó  

explosi n de gran magnitud  en la parte  posterior  del  pabell n 4-B,  seguidamente  seó ó  

escucha  en la  radio  trasmisor  del  General  Hurtado,  que el  coronel  Pajuelo  le dec aí  

Fehur Fehur, los internos se han rendido, est n saliendo con trapos blancos , entonces“ á ”  

el  General  Hurtado se subi  a su carro y se dirigi  a la Prevenci n,  posteriormenteó ó ó  

escucho un traqueteo de ametralladora que proven an de la Prevenci n (parte delantera),í ó  

imagin ndome que por la magnitud de los internos la polic a hac a disparos al aire paraá í í  

contener a la masa de quinientos y evitar ser superados. Posterior a estos hechos trat  deé  

ubicar al mayor Konja ( ), para dirigirme a la Prevenci n a apoyar al General Hurtado… ó  

( )  observando  al  general  Hurtado  con  el  coronel  Pajuelo,  quien  le  sindicaba…  

euf ricamente al techo de la Prevenci n, para esto escuch  llantos y se dec a hay heridosó ó é í  

( ) entonces el dije al General que hab a escuchado que hab a heridos, entonces me dijo… í í  

que no me preocupe que eso lo estaba viendo el Director del Penal.”

Por  otra  parte,  es  til  destacar  los  siguientes  testimonios  que  apuntan,ú  

fundamentalmente a la participaci n del requerido:ó

1.- Declaraciones de don Luis Alberto Mart nez Bustamante, rendidas con fechaí  

28 de marzo de 2006 y 8 de febrero de 2007.  El testigo  era Capit n de la Polic aá í  

Nacional  del  Per ,  y  prestaba  servicios  en  la  DIONES,  en  la  unidad  denominadaú  

guila . Al testigo se le pregunt  si entre el seis y el diez de mayo de 1992 se hizo“Á ” ó “  

presente en el establecimiento penal de R gimen Cerrado Especial el Presidente de laé  

Rep blica de ese entonces Alberto Fujimori Fujimori , a lo que l respondi : ú ” é ó

Que  cuando  los  terroristas  ya  estaban  reducidos,  lleg  el  Presidente  de  la“ ó  

Rep blica  Alberto  Fujimori  Fujimori  junto  con  altos  mandos  militares,  lo  viú  

desplaz ndose al interior del Penal Castro Castro, entre esos mandos militares estaba elá  

Ministro  del  Interior  Juan  Briones  D vila,  algunos  Generales  de  la  Polic a  que  noá í  

recuerdo sus nombres, dicha comitiva era de un n mero de entre seis a ocho, siendo queú  

apareci  el Ex Presidente de la Rep blica aproximadamente a media hora de producirseó ú  

la ltima explosi n realizada por el Mayor Konja Chac n en el Pabell n Cuatro B, esú ó ó ó  

decir que era aproximadamente las seis y treinta de la tarde del d a nueve de mayo deí  

mil novecientos noventid s. (...) despu s s  que dio una Conferencia de Prensa en la cualó é é  
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dijo que la intervenci n se hab a realizado respetando los derechos humanos y que eló í  

costo social hab a sido bajo . í ”

2.- Declaraci n de don Lorenzo Eusebio Tolentino Pessoa, rendida con fecha 13ó  

de octubre de 2006. El testigo prestaba servicios en el GOES HALCON en una sub 

unidad de la DIONES, teniendo el grado de Sargento Segundo de la Polic a Nacionalí  

de Per . Se le pregunt  al testigo si vio al Presidente Fujimori Fujimori el ltimo d a delú ó “ú í  

operativo, 9 de mayo de 1992 , a lo que respondi : ” ó

Que lleg  el Presidente Alberto Fujimori Fujimori a la hora u hora y media de” ó  

terminado  la  rendici n  de  los  internos  con  una  comitiva  de  seis  personasó  

aproximadamente (...), siendo que el Presidente Alberto Fujimori realiz  una entrevistaó  

en el patio posterior del pabell n de varones . ó ”

3.- Declaraciones de don Oscar Alberto Alvarez Valera, rendidas con fecha 29 de 

marzo  de  2006  y  13  de  octubre  de  2006.  El  testigo  trabajaba  como  Oficial  en  la 

DIONES a la poca del delito. En su declaraci n testimonial rendida el 29 de marzo deé ó  

2006, se al  lo siguiente: ñ ó

Siendo que el d a nueve de mayo de 1992 en horas de los de la tarde estuvo el“ í  

Presidente  Alberto Fujimori  Fujimori,  impartiendo las instrucciones  a fin de velar ese 

mot n, puesto que ya hab an pasado cuatro d as y no se hab a logrado ese objetivo eí í í í  

inst  que actu ramos con un poco m s de firmeza a fin de persuadirlos (...) . ó á á ”

4.- Declaraci n de don Juan Manuel Castro Vizcarria, rendida con fecha 10 deó  

octubre  de  2005.  El  testigo  declara  como  testigo  presencial,  ya  que  se  encontraba 

recluido en el Penal Castro Castro a la poca de los hechos. Al testigo se le pregunté ó 

qu  autoridades  observ  dentro del  penal  para garantizar  la integridad f sica de los“ é ó í  

internos , a lo que l respondi : ” é ó

Que, estos fueron los Oficiales y Jefes Operativos que estuvieron a cargo del“  

operativo, as  como el Director del Penal Cajahuanca, quien mencion  que actuaba porí ó  

rdenes directas de gobierno para aplicar esta acci n llamada principio de autoridad .ó ó ”  

Bajo esta misma pregunta,  el testigo se ala haber visto al se or Fujimori  en el penalñ ñ  

Castro Castro, en los siguientes t rminos: El d a domingo diez de mayo, a eso de lasé “ í  

siete  de  la  ma ana,  cuando  nos  encontr bamos  en  Tierra  de  Nadie,  vienen  variosñ á  

efectivos  Militares  con perros  ubic ndose al frente de nosotros,  todos  est bamos  bocaá á  

abajo  y  en  esos  instantes  ingresa  Fujimori  con  varios  altos  mandos  que  no  puedo 

reconocer,  cuando ingresaron comenz  a re rse y dijo asi he querido verlos,  a todosó í ¡  

muertos! . ”

5.-Tambi n se ala haber visto a Alberto Fujimori Fujimori el testigo don Orestesé ñ  

Segundo Castillo V squez, en declaraci n rendida con fecha 12 de octubre de 2006. Elá ó  

testigo  ostentaba  el  cargo  de  Alf rez,  y  trabajaba  en  la  Direcci n  de  Operacionesé ó  

Especiales de la Polic a Nacional del Per  como Jefe de secci n: Que lo que recuerdo esí ú ó “  

que  el  Presidente  de  la  Rep blica  estaba  con  chaleco  antibalas  color  verde,  ten aú í  

vestimenta de civil.”

Entre los  documentos  acompa ados,  cabe destacar  el  Oficio  R.D.  N 3353-92-ñ °

DGPNP/DIPER, de fecha 7 de julio de 1992, que contiene las felicitaciones del Director 

General de la Polic a Adolfo Cuba y Escobedo al personal PNP de la DIONES-PNP,í  
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que particip  en el  operativo  Mudanza  I  del  Penal  Castro  Castro,  en los  siguientesó  

t rminos:é

( )  demostrando  en  todo  momento  valent a,  una  excelente  capacidad“ … í  

profesional y alto sentido en el cumplimiento del deber, durante el develamiento de los  

elementos terroristas en el Establecimiento Miguel Castro Castro, situaci n que conllevaó  

a que  la  Superioridad  adopte  las  medidas  convenientes  para el  otorgamiento  de los 

incentivos correspondientes . Del tenor de la resoluci n se desprende que esta obedecer a” ó í  

a una instrucci n emanada del ex Presidente Fujimori que felicit  al personal de la PNPó ó  

que  intervino  en  el  restablecimiento  del  orden  y  principio  de  autoridad  en  el“  

Establecimiento  Penal  Castro  Castro  y  dispuso  que  el  Comando  PNP  otorgue” “  

felicitaciones individuales a cada uno de los part cipes de dicha acci n.í ó ”

Interesa tambi n destacar el documento emitido por la Comisi n de la Verdad yé ó  

Reconciliaci n, en agosto de 2003, sobre Los Sucesos en el Penal Castro Castro , queó “ ”  

trata de reconstruir  lo sucedido  en los  d as de la operaci n Mudanza I,  del  cual  seí ó  

extractan  los  siguientes  ac pites:  (i)  el  primero,  referido  a  los  intentos  de  lasá  

organizaciones de Derechos Humanos de ingresar como mediadoras: Por segundo d a“ í  

consecutivo (8 de mayo), los representantes de la Coordinadora Nacional de Derechos 

Humanos,  Pilar  Coll  y Francisco Sober n llegaron  hasta  el  penal  de Canto  Grandeó  

ofreciendo su mediaci n para lograr una mediaci n negociada. Sin embargo, no se lesó ó  

permiti  ingresar al establecimiento Penitenciario. Tambi n el Presidente de la Comisi nó é ó  

Interamericana y la Cruz Roja Internacional se hab an ofrecido como mediadores en elí  

conflicto  para  evitar  enfrentamientos  innecesarios .  El  d a  9  de  mayo,  despu s  del” í é  

t rmino de los acontecimientos, se indica El Presidente de la Comisi n Interamericanaé “ ó  

de  Derechos  Humanos,  Marco  Tulio  Bruni  Celli,  expres  su  preocupaci n  por  laó ó  

situaci n  de  los  Derechos  Humanos  en  el  Per  y  su  malestar  por  la  negativa  deló ú  

Gobierno de dejarlo ingresar al Establecimiento Penal Castro Castro para conocer in situ 

lo sucedido.  (ii) el segundo, relativo a la participaci n del ex Presidente Fujimori, en dos” ó  

momentos:  a) En la narrativa del segundo d a, 7 de mayo, se encuentra un subt tuloí í  

denominado  Reuni n  en  las  altas  esferas  del  gobierno  para  la  evaluaci n  de  los“ ó ó  

hechos , en que se relata lo siguiente: ”

En la tarde de este d a -7 de noviembre de 1992- el Presidente de la Rep blica“ í ú  

se reuni  con su Consejo de Ministros  y altas autoridades  militares  y policiales  paraó  

evaluar la situaci n. La reuni n se llev  a cabo en el Cuartel General del Ej rcito dondeó ó ó é  

se hizo una exposici n  sobre  la  situaci n  general  del  operativo  y un pormenorizadoó ó  

informe sobre el grado de control de los internos sobre los pabellones, as  como de laí  

capacidad  de  respuesta  de  los  mismos.  Luego,  intervinieron  los  miembros  del  SIN, 

incluyendo al asesor Vladimiro Montesinos ( ) ; b) En una descripci n del cuarto d a,…” ó í  

correspondiente al 9 de mayo, se alude a la Visita del ex Presidente Fujimori tras la“  

rendici n , en que se relata lo siguiente: ó ”

El ex Presidente Alberto Fujimori acudi  al penal luego del enfrentamiento que“ ó  

mantuvieron por cuatro d as internos acusados de terrorismo y miembros de la Polic aí í  

Nacional. Pas  revista a los 358 presos varones que se encontraban tendidos en la tierraó  

de nadie. Los subversivos se mantuvieron callados, tendidos boca abajo, con las manos 

cruzadas tras la nuca, sucios de tierra. Eran vigilados por polic as armados con fusiles.í  
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( ) El ex Presidente indic  que la comunidad internacional deb a recibir el hecho con… ó í  

tranquilidad,  pues en el  Per  se estaba combatiendo al terrorismo de manera  eficaz.ú  

Indic  que la recuperaci n de los Penales era parte de la estrategia antisubversiva. Habló ó ó 

tambi n de la posible implementaci n de la pena de muerte y la aplicaci n de la cadenaé ó ó  

perpetua .”

Por ltimo, la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos Casoú “  

del  Penal  Miguel  Castro  Castro  vs.  Per ,  de  25 de  noviembre  de  2006,  que  se haú  

acompa ado por el Estado requirente, declar  por unanimidad lo siguiente:ñ ó

"1. Admite el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional efectuado 

por el Estado por los hechos del 6 al 9 de mayo de 1992.

( )…

3.  El  Estado  viol  el  derecho  a  la  vida  consagrado  en  el  art culo  4  de  laó í  

Convenci n Americana sobre Derechos Humanos, en relaci n con e! art culo 1.1 de laó ó í  

misma, en perjuicio de los 41 internos fallecidos identificados, (...)

4. El Estado viol  el derecho a la integridad personal consagrado en el art culoó í  

5.1 y 5.2 de la Convenci n Americana sobre Derechos Humanos,  en relaci n con eló ó  

art culo 1.1 de dicho tratado, y en conexi n con los art culos 1, 6 y 8 de la Convenci ní ó í ó  

Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de los 41 internos 

fallecidos identificados y de los internos que sobrevivieron, (...).

5. El Estado viol  el derecho a la integridad personal consagrado en el art culoó í  

5.1 de la Convenci n Americana sobre Derechos Humanos, en relaci n con el art culoó ó í  

1.1 de la misma, en perjuicio de los familiares de los internos (...).

6. El Estado viol  los derechos a las garant as judiciales y a la protecci n judicialó í ó  

consagrados  en  los  art culos  8.1  y  25  de  la  Convenci n  Americana  sobre  Derechosí ó  

Humanos, en relaci n con el art culo 1.1 de la misma, en conexi n con los art culos 7.b)ó í ó í  

de  la  Convenci n  Interamericana  para  Prevenir,  Sancionar  y  Erradicar  la  Violenciaó  

contra la Mujer, y 1, 6 y 8 de la Convenci n Interamericana para Prevenir y Sancionaró  

la  Tortura,  en  perjuicio  de  los  familiares  inmediatos  de  los  41  internos  fallecidos 

identificados,  de  los  internos  sobrevivientes  y  de  los  familiares  de  los  internos 

determinados (...)."

Y decide  que  el  Estado  Peruano,  en  un plazo  razonable,  deba  investigar  los 

hechos denunciados e identificar y sancionar a los responsables, para lo cual debe abrir 

los procesos pertinentes y conducir eficazmente los procesos penales que se encuentran 

en tr mite  as  como los  que  se  llegaren  a abrir,  con  el  prop sito  de  determinar  laá í ó  

responsabilidad intelectual  y material  de quienes  participaron en dichas violaciones,  y 

divulgar p blicamente los resultados de estos procesos penales .ú ”

Cuadrag s imo  noveno:é  Que, informando, el Fiscal de esta Corte Suprema, 

estima cumplidos los requisitos de doble incriminaci n y m nima gravedad de los delitosó í  

imputados  al  requerido;  y  respecto  de  su  participaci n  culpable,  en  este  episodioó  

espec fico, as  como en otros que dicen relaci n con delitos graves contra los derechosí í ó  

humanos, afirma que ya sea que se le atribuya responsabilidad como miembro de una 

asociaci n il cita, o como coautor de la comisi n de ellos, la existencia y operaciones deó í ó  

grupos militares, o de servicios de inteligencia o ejecutores propiamente tales como el 

destacamento Colina, a trav s de los cuales se llevaron a cabo delitos de distinta ndole,é í  
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y adem s masacres, es un hecho hist rico suficientemente probado y existen indicios queá ó  

sus  acciones  contaban  con  el  conocimiento  y  aprobaci n  de  Fujimori,  lo  que  seó  

desprende  de  los  diversos  antecedentes  acompa ados,  que  estima  constituyenñ  

antecedentes de suficiente gravedad, destacando entre esos, la dictaci n de leyes con lasó  

que se pretendi  amnistiar a los ejecutores materiales. ó

Con  respecto  a  su  participaci n,  entiende  que  la  imputaci n  radica  en  laó ó  

circunstancia  de haber  tenido  el  dominio  del  hecho  respecto  de estos  cr menes  y alí  

respecto se ala que la doctrina internacional ha aceptado que ella concurre de acuerdoñ  

con el principio de la responsabilidad superior o de la empresa criminal conjunta, seg nú  

la  primera  quien  ejerce  la  autoridad  y control  efectivo  sobre  sus  subordinados  debe 

tomar medidas para evitar que cometan delitos y una vez cometidos, sancionarlos, en 

tanto, de acuerdo a la segunda, cuando existe un plan o prop sito com n que ordena oó ú  

en el cual participa el jefe, este resulta penalmente responsable de los delitos que realizan 

sus  subordinados.  Esta  responsabilidad  ha  sido  entendida,  por  la  doctrina  y 

jurisprudencia internacional, respecto de homicidios masivos, ejecuciones extrajudiciales y 

otros delitos de esta naturaleza, como delitos de lesa humanidad.

Quincuag s imo:  é Que, por su parte, el Estado requirente al evacuar el traslado 

que le fuera conferido, con fecha 13 de febrero de 2024, hace un examen de cada uno 

de los requisitos exigidos por el Tratado vigente para que proceda la extradici n y losó  

estima cumplidos. Realiza, a continuaci n, un pormenorizado an lisis de los antecedentesó á  

probatorios  aportados en el requerimiento,  concluyendo que se encuentra plenamente 

justificada  la  existencia  de  los  delitos  por  los  cuales  se  solicita  la  ampliaci n  de  laó  

extradici n del requerido,  as  como presunciones fundadas de su participaci n culpable,ó í ó  

a su juicio ha quedado especialmente demostrado que las v ctimas, al menos 40, no“ í  

obstante  encontrarse  desarmadas  y  privadas  de  libertad  en  un  establecimiento 

penitenciario, fueron, en palabras de un testigo inmisericordemente bombardeadas con 

toda clase de armamentos y la participaci n incluso de francotiradores , agregando queó ”  

tambi n ha quedado demostrado que tuvo una participaci n destacada ( ), quien noé “ ó …  

solo  estuvo  presente  en  el  establecimiento  penal  Miguel  Castro  Castro  sino  tambi né  

particip  en la planificaci n y orden  la ejecuci n de la operaci n destinada a asesinar aó ó ó ó ó  

dirigentes e integrantes de Sendero Luminoso recluidos en dicho establecimiento y, como 

si lo anterior no fuere suficiente, posteriormente felicit  a los agentes del Estado peruanoó  

que participaron en este operativo.”

Quincuag s imo  primero:é  Que, a su turno, evacuando el traslado conferido, 

con  fecha  15  de  febrero  de  2024,  la  Corporaci n  de  Asistencia  Judicial,  oficina  deó  

Defensa  Penal,  actuando  por  el  requerido,  solicita  el  rechazo  de  la   ampliaci n  deó  

extradici n relativa a los delitos de homicidios calificados y lesiones graves en la llamadaó  

operaci n Mudanza en el penal Castro Castro, en atenci n a que considerando que losó ó  

hechos ocurrieron entre el 6 y el 9 de mayo de 1992 y el proceso penal tiene fecha de 

2005, de acuerdo al expediente N 45-2005, lo que supera el tiempo de prescripci n de° ó  

10 a os contemplado en nuestra legislaci n, el delito se encuentra prescrito.ñ ó

Explica que,  si  bien en el  ordenamiento jur dico chileno los  cr menes  de lesaí í  

humanidad y de derechos humanos no prescriben, de acuerdo al art culo 40 de la leyí  
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20.357, promulgada el a o 2006, los hechos imputados ocurrieron en el a o 1997 (sic),ñ ñ  

por lo que, por el principio de irretroactividad de la ley, no le ser a aplicable a este caso.í  

Quincuag s imo  segundo:é  Que,  a juicio  de este  tribunal,  los  elementos  de 

convicci n  relacionados  en  los  motivos  precedentes  permiten  dar  por  justificada  laó  

existencia de los homicidios calificados de los 40 miembros de Sendero Luminoso por los 

cuales se pide la ampliaci n de la extradici n y de las lesiones graves sufridas por las 06ó ó  

personas identificadas, que se encontraban recluidas en el Penal Castro Castro, producto 

de la operaci n Mudanza I, planificada y ejecutada por agentes del Estado. ó

En efecto, los testimonios de una gran cantidad de personas privadas de libertad 

en  dicho  establecimiento  penitenciario  y  que  sobrevivieron  al  operativo  antes 

mencionado, dan cuenta de manera n tida y escalofriante, de la forma en que se llev  aí ó  

cabo  dicha  acci n  destinada,  en apariencia,  a trasladar  a un grupo de  mujeres  queó  

habitaba uno de los pabellones del Penal, de la prolongada y extenuante duraci n poró  

espacio de cuatro d as, que no se detuvo a pesar de las muertes y heridos ocasionadosí  

d a tras d a, de los medios utilizados y la extrema violencia con que atacaron  las polic así í í  

y otros agentes estatales encargados del operativo, comandados en terreno por los altos 

jerarcas de la Polic a, todo ello agravado por suceder en un recinto cerrado, del cual losí  

internos  no  pod an  escapar.  Sus  testimonios  se  encuentran  corroborados  por  losí  

certificados de necropsia, que muestran que la causa de muerte fue, pr cticamente ená  

todos los casos, por proyectiles de armas de fuego que perforaron no una, sino m ltiplesú  

partes  de  los  cuerpos  de las  v ctimas.  Constan,  asimismo,  los  respectivos  certificadosí  

m dicos  legales  que  acreditan  las  graves  lesiones  sufridas  por  las  v ctimasé í  

individualizadas,  cuyas  causas  se  encuentran  vinculadas  al  uso  de  armas  de  fuego  y 

explosivos, entre otros, durante el mencionado Operativo. Por otra parte, la conmoci nó  

general por lo que estaba sucediendo, la presencia de familiares apostados a las afueras 

del recinto reclamando clemencia, la forma en que los medios de prensa cubrieron las 

noticias, y la preocupaci n evidenciada por representantes de organizaciones nacionales eó  

internacionales de derechos humanos que ofrecieron su intervenci n para mediar en eló  

conflicto, circunstancias todas que recoge certeramente el reporte de la Comisi n de laó  

Verdad  y  Reconciliaci n,  contribuye  a  formarse  la  convicci n  a  este  tribunal  de  laó ó  

efectividad de los delitos por los cuales se requiere la ampliaci n de la extradici n.ó ó

Quincuag s imo  tercero:é  Que,  en  cuanto  a  la  participaci n  culpable  deló  

requerido, la presente solicitud de ampliaci n de extradici n le imputa el cargo de autoró ó  

mediato en los delitos de homicidio calificado en la modalidad de alevos a y explosi n, yí ó  

de lesiones graves en agravio de las personas que indica, basada, en s ntesis, en que:í

En su condici n de Presidente del Gobierno de Reconstrucci n Nacional y Jefe“ ó ó  

Supremo de las Fuerzas Armadas y Policiales, orden  dentro de la cadena de mandoó – – 

al Ministro del Interior General de Divisi n EP Juan Briones D vila, la proyecci n yó á ó  

ejecuci n de un plan destinado a eliminar a cabecillas e integrantes que ocupaban cargosó  

dirigenciales  de  la  organizaci n  terrorista  "sendero  luminoso",  que  se  encontrabanó  

recluidos en el Establecimiento Penitenciario "Miguel Castro Castro".

Dicha orden la efectu  como parte de su estrategia integral de lucha contra eló  

terrorismo,  anunciada  el  05 de  abril  de  1992 (fecha  en que  ocurri  el  denominadoó  

"Autogolpe"), donde anunci  restablecer el principio de autoridad en el Establecimientoó  
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Penal "Miguel Castro Castro", porque era de p blico conocimiento,  difundido por losú  

medios de comunicaci n nacional e internacional, que los reclusos de la OT-SL ejerc anó í  

el control territorial al interior del citado penal, por cuanto convirtieron sus pabellones 

en centros de adoctrinamiento ideol gico.ó

Para materializar dicho plan il cito, utiliz  como excusa el traslado de internas delí ó  

penal "Castro Castro" al penal de mujeres de Chorrillos.”

Desde el punto de vista de teor a penal, la responsabilidad que se le imputa comoí  

autor mediato, radica en la circunstancia de haber tenido el dominio del hecho respecto 

de los delitos en cuesti n, es decir, discurre en el sentido que el requerido, por s  o poró í  

otros que dependen de l, ha estado en situaci n de determinar el curso causal de losé ó  

hechos que condujeron a la comisi n de los delitos.ó

Quincuag s imo  cuarto:é  Que,  as  las cosas,  no obstante  lo se alado por elí ñ  

requerido  en  su  declaraci n  indagatoria,  a  juicio  de  este  tribunal,  las  probanzasó  

relacionadas precedentemente constituyen presunciones fundadas para estimar que este 

ha tenido participaci n en calidad de autor mediato en los delitos de homicidio calificadoó  

en contra de internos e internas en n mero de 40, que se encontraban recluidos en elú  

penal  Castro Castro,  producto  de la llamada operaci n Mudanza I, as  como de lasó í  

lesiones graves ocasionadas a las personas individualizadas.

En efecto, los descargos de Alberto Fujimori respecto de su participaci n en losó  

hechos que se le imputan, descansan en la idea de que por su rol de Presidente de la 

Rep blica,  habr a estado en el  nivel  de la definici n de las  Pol ticas  pero no en suú í ó í  

ejecuci n, lo que contradice el c mulo de antecedentes que permite presumir que losó ú  

planes  operativos,  para su ejecuci n,  deb an contar  con su aprobaci n,  dentro  de laó í ó  

cadena de mando que lo ubicaba en la c spide, como el Jefe Supremo de las Fuerzasú  

Armadas. 

Es  menester  recordar  que  la  solicitud  del  Estado  requirente  se  explaya 

desarrollando  los  hechos  relevantes  de  este  caso  y  entrega  elementos  que  permiten 

comprender la estructura de poder dise ada por el ex Presidente del Per , a la cabezañ ú  

del llamado Gobierno de Reconstrucci n Nacional  inserto en un estado de emergenciaó –  

que dict  diversas normativas (DL) para su sost n - y en su calidad de Jefe Supremo deó é  

las  Fuerzas  Armadas,  lo  que  significaba  que  la  cadena  de  mando  culminara 

necesariamente en su persona, y especialmente, en torno a las decisiones relacionadas 

con el eje fundamental definido por su Gobierno, como era la Pol tica antisubversiva oí  

de lucha contra el terrorismo, que se plasm  en una estrategia integral que abarcaba eló  

mbito  social,  econ mico  y pol tico,  entre  otros,  como muy claramente  lo expone  yá ó í  

reitera  el  requerido  en  su  declaraci n  indagatoria.  En  esa  l gica,  el  discurso  de  laó ó  

pacificaci n  y  recuperaci n  del  principio  de  autoridad  en  los  Penales ,  conlleva“ ó ó ”  

definiciones  que  en  forma  expl cita  o  impl cita  suponen  el  uso  de  la  fuerza  y  laí í  

restricci n  de  derechos  fundamentales,  como  una  m xima  que  se  debe  cumpliró á  

cualesquiera sean los costos sociales  y conforme a los planes que se hubieren dise ado“ ” ñ  

para ese efecto.

En  ese  contexto,  tampoco  resulta  veros mil  que  el  requerido  hubiere  estadoí  

ausente  de las  definiciones  que se puedan haber  tomado  en relaci n a la  operaci nó ó  

Mudanza I y, menos, en torno al desenvolvimiento de los hechos durante los d as en queí  
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esta se desarroll , con todas las dificultades y desaf os que l mismo argumenta conllev ,ó í é ó  

que se expon an p blicamente a la poblaci n a trav s de los medios de prensa y que loí ú ó é  

llev  a manifestar en forma expresa sus felicitaciones al personal de la Polic a Nacional,ó í  

por  el  compromiso  en  el  cumplimiento  del  deber,  durante  el  develamiento  de  los 

elementos terroristas . Esa precisa actitud de reconocimiento, despu s de conocidas las“ ” é  

muertes  y  el  esc ndalo  que  se  hab a  producido  en  las  organizaciones  de  derechoá í  

humanos,  a  nivel  nacional  como  internacional,  est  orientada  a  dar  una  se al  deá ñ  

respaldo a los cr menes y a validar esas acciones, a demostrar c mo se cumple con elí ó  

deber, con total desprecio de las vidas humanas perdidas, y a reforzar su autoridad en la 

lucha contra el terrorismo.

Por  otra  parte,  hay  actos  concretos  que  lo  muestran  en  el  monitoreo  de  la 

situaci n,  y  que  llevan  a  tomar  decisiones  dr sticas  para  que  se  cumpla  el  objetivoó á  

trazado  con  este  operativo,  el  requerido  se  hace  presente  en  el  establecimiento 

penitenciario una vez terminadas las acciones y se pasea entre los presos tendidos boca 

abajo en el suelo y con las manos en la nuca, en condici n de vencidos , y da unaó “ ”  

conferencia  de prensa  comunicando su satisfacci n por  los  resultados,  la ciudadan aó “ í  

puede estar tranquila , comenta. No hay palabras de lamento por los fallecidos, lo que”  

permite presumir que en vez de dar instrucciones para garantizar la vida e integridad 

f sica de quienes estaban recluidos en el penal, y por lo tanto bajo el cuidado del Estado,í  

se  ordenaron  acciones  para  conculcarlas.  En  consecuencia,  sus  argumentos  en  la 

declaraci n  indagatoria  de  haberse  esmerado  porque  todas  las  acciones  fueranó  

respetuosas de los derechos humanos deben ser descartados. 

 Valga reiterar que  el entramado de poder al que se hizo referencia, es el que 

permiti  ejercer  a Fujimori,  en definitiva,  el  control  del  Estado sin contrapeso y,  enó  

particular,  el  de  las  Fuerzas  Armadas,  Policiales  y  de  Inteligencia,  lo  que  allan  eló  

camino  para  la  realizaci n  de  pr cticas  sistem ticas  y  generalizadas  de  detencionesó á á  

ilegales  y  ejecuciones  extrajudiciales,  algunas  de  las  cuales  ya  han  sido  conocidas  y 

juzgadas  por  la  Justicia,  como  los  casos  de  los  estudiantes  de  la  Cantuta  y  de  los 

miembros de Barrios Altos, entre otros, y que sirven como antecedente de contexto para 

comprender los il citos que se le imputan en sta solicitud de ampliaci n de extradici n,í é ó ó  

como las analizadas con anterioridad.

Por ltimo y para evitar repeticiones innecesarias, se deben considerar plenamenteú  

aplicables al presente caso, los razonamientos efectuados en el motivo Trig simo sobre elé  

significado y alcance de la autor a mediata.í

Quincuag s imo  quinto:é  Que, considerando, como ha sido el criterio de esta 

Corte Suprema, que el requisito establecido en el numeral 3  del art culo 647 del C digo° í ó  

de Procedimiento Penal, debe ser analizado en armon a con lo que dispone el art culoí í  

274 del  mismo cuerpo legal,  esto es,  que el  grado de convicci n que  se exige  paraó  

conceder la extradici n  se corresponda con los requisitos del sometimiento a proceso, esó  

decir, que con los antecedentes aportados (i) resultare justificada la existencia del delito 

que se investiga y que (ii) aparecen presunciones fundadas para estimar que el inculpado 

ha tenido participaci n en el delito como autor, c mplice o encubridor, se debe concluiró ó  

que, en la especie, ambos requisitos se encuentran satisfechos. 
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No obstante,  es conveniente  reiterar  lo que tambi n ha sostenido esta Excma.é  

Corte, en el sentido que al exigir nuestra legislaci n que est  justificada la existencia deló é  

delito  que  se  investiga  y  que  aparezcan  presunciones  fundadas  para  estimar  la 

participaci n de un inculpado, no est  exigiendo una certeza que no es posible aseguraró “ á  

en  etapas  previas  y  preparatorias  al  verdadero  juicio.  Lo  que  est ,  es  permitiendoá  

justificar la formulaci n de cargos que den cierta verosimilitud a la probabilidad de unaó  

responsabilidad penal que justifique formular una acusaci n y que permita el desarrolloó  

del juicio. Por tanto, su apreciaci n valorativa para acreditarlos como prueba completaó  

es una tarea que s lo se puede producir en el fallo definitivo para transformar una meraó  

probabilidad, en la certeza que permitir  tener por verdaderos los hechos b sicos de laá á  

incriminaci n penal . (S.C.S. motivo 87, rol N  3744-07, extradici n Fujimori).ó ” ° ó

Quincuag s imo  sexto:é  Que,  en  tales  circunstancias,  s lo  resta  analizar  eló  

requisito contemplado en el Tratado de Extradici n con Per , relativo a que para laó ú  

procedencia de la extradici n la acci n no debe estar prescrita.ó ó

Para dilucidar lo anterior resulta ineludible referirse a la naturaleza de los delitos 

investigados, dado que si la conclusi n es que se trata de delitos de lesa humanidad ó – 

como se avizora al examinar los hechos - la consecuencia ser  la imprescriptibilidad de laá  

acci n  para  perseguirlos,  como lo ha venido  resolviendo  consistentemente  esta  Corteó  

Suprema, fundada en diversos instrumentos del sistema internacional de protecci n deó  

los  derechos  humanos,  mediante  pronunciamientos  en  causas  de  derechos  humanos 

conocidas por el m ximo tribunal o en causas de extradici n como la presente.á ó

Considerando que esta es una cuesti n que se ha de resolver respecto de variosó  

de  los  requerimientos  que  se  conocen  en  estos  autos,  que  comparten  caracter sticasí  

similares  en  ese  aspecto  y  han  sido  presentadas  por  el  Estado  requirente,  en  las 

ampliaciones de extradici n, como constitutivas de violaciones a los derechos humanos,ó  

se dejar  pendiente su an lisis para hacerlo en un tratamiento conjunto, en motivacionesá á  

posteriores.

V. Presunta  responsabi l idad  como  autor  mediato  de  la  comis i nó  

de  los  del i tos  de  les iones  graves  seguidas  de  muerte,  en  un  contexto  de  

grave  violaci n  de  derechos  humanos,  en  agravio  de  Mar a  Mam ritaó í é  

Mestanza  Ch vez  y  otras,  y  les iones  graves ,  en  un  contexto  de  graveá  

violaci n  de  derechos  humanos,  en  agravio  de  Victor ia  Esperanza  Vigoó  

Espinoza  y otros .

Quincuag s imo  s ptimo:é é  Que, de acuerdo a lo se alado en la solicitud deñ  

ampliaci n de extradici n planteada por el Juzgado Penal Supraprovincial  Liquidadoró ó  

Transitorio  de  la  Corte  Superior  Nacional  de  Justicia  Penal  Especializada,  en  el 

expediente 0059-2019, mediante resoluci n de 13 de abril de 2022, los hechos que se leó  

imputan al requerido, son los siguientes: 

iv) Aspecto material: Se imputa en su condici n de Presidente de la Rep blica“ ó ú  

del  Per ,  en  el  periodo  materia  de  investigaci n  1995-2000,  el  hecho  de  haberú ó  

impulsado,  validado y ejecutado una pol tica  de Planificaci n Familiar  enfatizando laí ó  

aplicaci n  de  las  anticoncepciones  quir rgicas  de  manera  masiva,  lo  que  se  pudoó ú  

concretar  en  m rito  a  la  normativa  que  fue  promulgada  por  l  mismo  y  por  losé é  

diferentes estamentos del Estado, en coordinaci n y actuaci n conjunta. ó ó
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Cabe indicar que esta pol tica de Planificaci n Familiar se concibi  como parteí ó ó  

de la Pol tica Nacional de Poblaci n, dise ada y planificada con la intenci n de reducirí ó ñ ó  

la tasa de natalidad y as  poder disminuir los niveles de pobreza existentes en aquellaí  

poca, con el objeto de mostrar evidencias del crecimiento econ mico del pa s, por loé ó í  

que  su  implementaci n  y  aplicaci n  se  dio  desde  el  ex  Presidente  de  la  Rep blicaó ó ú  

Alberto Fujimori Fujimori, pasando por los entonces Ministros de Salud, Viceministros y 

Asesores de esa cartera, los niveles intermedios a cargo del control y supervisi n de laó  

ejecuci n de tales lineamientos pol ticos hasta los operadores directos que aplicaron dichaó í  

t cnica a las mujeres y hombres seleccionados y captados para ello, habi ndose utilizadoé é  

incentivos  como  el  pago  por  concepto  de  vi ticos  y  refrigerios,  el  reconocimiento  oá  

felicitaci n que formar a parte de su legajo as  como coacciones en el mbito laboral. ó í í á

Se tiene que, Alberto Fujimori Fujimori,  desde el inicio de su mandato mostró 

gran preocupaci n por estos temas, siendo que el a o 1991 fue denominado oficialmenteó ñ  

como el A o de la Austeridad y la Planificaci n Familiar  y, al decenio comprendido“ ñ ó ”  

entre  1992-2002 lo llam  la "D cada de la  Planificaci n  Familiar ,  los  que  tambi nó é ó ” é  

fueron materia de su mensaje a la Naci n del 28 de julio de 1995, para luego, presentaró  

con la anuencia del Consejo de Ministros el proyecto de Ley con el que el Congreso 

mayoritariamente  de  su  partido,  modific  el  art culo  VI  del  T tulo  Preliminar  deló í í  

Decreto  Legislativo  N 346 "Ley de Pol tica  Nacional  de Poblaci n"  en el  sentido de° í ó  

prohibir  nicamente  el  aborto  como m todo de planificaci n familiar,  con lo que seú é ó  

autoriz  t citamente  el  uso  de  la  anticoncepci n  quir rgica  voluntaria  como  tal,ó “ á ” ó ú  

promovi ndose  su  difusi n  a  nivel  nacional  a  trav s  de  las  denominadas  campa asé ó é ñ  

integrales  de salud o festivales  de la salud e incentivos  - stos  ltimos  a favor  de lasé ú  

usuarias y del personal de salud- en desmedro de los dem s m todos de planificaci ná é ó  

familiar. 

Igualmente,  se  llevaron  a  cabo  una  serie  de  reuniones  con  los  Directores 

Regionales  de Salud en las  que particip  el  ex Presidente  Fujimori  al  igual  que susó  

Ministros y Viceministros de Salud, en donde se abord , entre otras cosas, el tema de laó  

Planificaci n Familiar y la ejecuci n de las anticoncepciones quir rgicas, con lo que aó ó ú  

criterio de la Fiscal a hicieron ver el inter s y prioridad en su aplicaci n en concordanciaí é ó  

con  la  finalidad  pol tica  de  lograr  un  mayor  crecimiento  econ mico  a  trav s  de  laí ó é  

disminuci n de la pobreza lo que se conseguir a mediante la reducci n de la tasa deó í ó  

natalidad, cont ndose para ello con el presupuesto necesario gracias al apoyo de diversasá  

entidades, entre ellas, la Organizaci n Japonesa Nippon Fundation que permiti  que seó ó  

brinde incentivos tales como el reconocimiento de vi ticos y refrigerios. á

Es as  que se dio inicio a la ejecuci n del Programa de Planificaci n Familiar,í ó ó  

recurriendo con mayor nfasis al uso de las anticoncepciones quir rgicas, las mismas queé ú  

fueron realizadas sin tener en consideraci n una serie de factores como la existencia deó  

una normatividad sobre el particular, una infraestructura adecuada, el personal m dicoé  

especializado,  as  como  el  debido  consentimiento  informado  de  las  personas,  lo  queí  

gener  que se produjeran lesiones graves a una gran cantidad de mujeres, siendo queó  

muchas otras murieron como consecuencia de haberse sometido a dichas operaciones. 

Estos hechos eran conocidos por el ex Presidente de la Rep blica a trav s de losú é  

informes que le hac an llegar mensualmente sus Ministros de Salud y que proven an deí í  
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todo el  pa s,  as  como por las primeras  denuncias  que se publicaron a trav s  de losí í é  

medios de comunicaci n social e incluso a trav s de los informes que elaboraron diversasó é  

instituciones,  entre  ellas,  la  Defensor a  del  Pueblo,  y  pese  a  ello  no  se  detuvo  suí  

aplicaci n, sino que se reformul  para eludir responsabilidades. ó ó

As , se tiene que Alberto Fujimori Fujimori, en su condici n de ex Presidente deí ó  

la Rep blica, ubicado en la c spide del aparato de poder bajo su mando, resulta ser elú ú  

m ximo  y principal  responsable  de las  lesiones  graves  seguidas  de muerte  y lesionesá  

graves  producidas  como  consecuencia  de  la  realizaci n  masiva  de  anticoncepcionesó  

quir rgicas llevadas a cabo dentro del denominado Programa de Salud Reproductiva yú  

Planificaci n Familiar como una forma de controlar el crecimiento de la poblaci n paraó ó  

lograr mejoras econ micas, siendo atribuible su intervenci n en calidad de autor mediatoó ó  

por dominio en organizaci n del delito previsto en el art culo 121  del C digo Penal.ó í ° ó ”

Rese ando la situaci n procesal, es menester se alar que por resoluci n dictadañ ó ñ ó  

en  los  autos  0059-2019,  de  fecha  inicial  14  de  septiembre  de  2021  y  fecha  de 

culminaci n de 16 de diciembre de 2021, el Juzgado Penal Supraprovincial Liquidadoró  

Transitorio  emiti  el  auto  de  procesamiento,  resolviendo  aperturar  instrucci n,  entreó ó  

otros, contra Alberto Fujimori Fujimori, por delito contra la vida el cuerpo y la salud - 

Lesiones graves seguidas de muerte en un contexto de graves violaciones a los derechos 

humanos en agravio de Mar a Mam rita Mestanza Ch vez, Alejandra Aguirre Aucapi aí é á ñ  

(tambi n  individualizada  como  Auccapi a  y  Auccapina),  Reynalda  Betalleluz  Aguilaré ñ  

(tambi n  individualizada  como  Batallaluz  y  Betallaluz),  Mar a  Genoveva  Esp nolaé í í  

Otiniano y Celia Ramos Durand y por la presunta comisi n del delito contra la vida eló  

cuerpo y la salud - Lesiones graves en un contexto de graves lesiones a los derechos 

humanos,  en  agravio  de  Victoria  Vigo  Espinoza  y  otras.  Asimismo,  en  resoluci nó  

oralizada en Audiencia de Presentaci n de cargos, se resolvi  suspender el tr mite de esteó ó á  

proceso, s lo en relaci n al encausado Alberto Fujimori, a la espera de la tramitaci n deó ó ó  

la presente solicitud de ampliaci n de extradici n. Vale la pena destacar que con fecha 6ó ó  

de enero de 2022, se declar  que se trataba de una causa compleja, que ameritaba unaó  

ampliaci n del plazo de instrucci n, atendido el n mero de procesados y sujetos pasivosó ó ú  

(735 personas agraviadas) y la cantidad de actuaciones y medios de prueba presentados 

por el Ministerio P blico.ú

Quincuag s imo  octavo:é  Que,  los  hechos  descritos  han  sido  calificados 

jur dicamente por la Justicia peruana como delitos contra la vida, el cuerpo y la salud í – 

Lesiones Graves seguidas de muerte, y como delitos contra la vida, el cuerpo y la salud – 

Lesiones  Graves,  seg n el  tipo penal  previsto  y sancionado en la figura  delictiva  delú  

art culo 121 inciso 1 , 2 , 3  y ltimo p rrafo, del C digo Penal peruano, todos en uní ° ° ° ú á ó  

contexto de grave violaci n a los derechos humanos, con una penalidad superior a unó  

a o de privaci n de libertad.ñ ó

Art culo 121 . Lesiones Gravesí °

El que causa a otro da o grave en el cuerpo o en la salud, ser  reprimido con“ ñ á  

pena  privativa de libertad no menor  de tres  ni  mayor  de ocho a os.  Se consideranñ  

lesiones graves:

1. Las que ponen en peligro inminente la vida de la v ctima.í
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2. Las que mutilan un miembro u rgano principal del cuerpo o lo hacenó  

impropio para su funci n, causan a una persona incapacidad para el trabajo, invalidez oó  

anomal a ps quica permanente o la desfiguran de manera grave y permanente.í í

3. Las que infieren cualquier otro da o a la integridad corporal, o a la saludñ  

f sica o mental de una persona que requiera treinta o m s d as de asistencia o descanso,í á í  

seg n prescripci n facultativa. Cuando la v ctima muere a consecuencia de la lesi n y siú ó í ó  

el agente pudo prever este resultado, la pena ser  no menor de cinco ni mayor de diezá  

a os.ñ ”

Estos  hechos  imputados  al  requerido,  en  Chile  pueden  ser  calificados 

jur dicamente de la siguiente manera: a. como delitos de castraci n, figura sancionada yí ó  

prevista en el art culo 395 del C digo Penal; b. como delitos de lesiones graves, previstosí ó  

y  sancionados  en  el  art culo  397  N 1  y  2  del  C digo  Penal;  c.  como  delito  deí ° ó  

mutilaciones previsto y sancionado en el art culo 396 del mismo cuerpo legal y, d. comoí  

delito de homicidio previsto y sancionado en el art culo 391 N 2 del C digo Penal, todosí ° ó  

con una penalidad superior a un a o de privaci n de libertad.ñ ó

Art culo 395 del C digo Penal.í ó

El que maliciosamente castrare a otro ser  castigado con presidio mayor en sus“ á  

grados m nimo a medio.í ”

Art culo 397 del C digo Penal.í ó

El  que  hiriere,  golpeare  o  maltratare  de  obra  a  otro,  ser  castigado  como“ á  

responsable de lesiones graves:

1  Con la pena de presidio mayor en su grado m nimo, si de las resultas de las° í  

lesiones queda el ofendido demente, in til para el trabajo, impotente, impedido de alg nú ú  

miembro importante o notablemente deforme.

2  Con la de presidio menor  en su grado medio si las lesiones  produjeren al°  

ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por m s de treinta d as.á í ”

Art culo 396 del C digo Penal.í ó

Cualquiera otra mutilaci n de un miembro importante que deje al paciente en“ ó  

la imposibilidad de valerse por s  mismo o de ejecutar las funciones naturales que antesí  

ejecutaba,  hecha  tambi n  con malicia,  ser  penada  con presidio  menor  en su gradoé á  

m ximo a presidio mayor en su grado m nimo.á í

En los casos de mutilaciones de miembros menos importantes, como un dedo o 

una oreja, la pena ser  presidio menor en sus grados m nimo a medio.á í ”

(Se omite  transcripci n  del  texto  normativo  correspondiente  al  homicidio,  poró  

constar previamente)

Sobre la base de lo anterior, es posible establecer que se cumple con el requisito 

de la doble incriminaci n  previsto en el art culo 353 del C digo de Bustamante, pues“ ó ” í ó  

de la simple comparaci n entre ambas legislaciones, es claro que los hechos denunciadosó  

son constitutivos  de delito  tanto  en el  Estado requirente  como en el  requerido,  aun 

cuando la figura t pica o denominaci n del hecho punible pueda ser distinta.í ó

Por otra  parte,  tambi n se cumple  con el  requisito  de la m nima gravedadé “ í ” 

exigido  en  el  Tratado  de  Extradici n  suscrito  entre  Chile  y  Per ,  pues  en  ambosó ú  

ordenamientos la penalidad de los delitos imputados es superior a un a o de privaci nñ ó  

de libertad.
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Quincuag s imo  noveno:é  Que,  do a  Karinna  Fern ndez  Neira  y  do añ á ñ  

Magdalena Garc s Fuentes, a quienes se les confiri  la calidad de terceras coadyuvantes,é ó  

actuando  en  representaci n  de  do a  Luz  Cynthia  Silva  Ticllacuri,  Presidenta  deó ñ  

DEMUS, Estudio para la Defensa de los Derechos de la Mujer, que a su vez act a porú  

los intereses de do a Marcia Maribel Monz n Ramos en el proceso penal seguido enñ ó  

contra de Alberto Fujimori y otros, rol N 00059-2019-0-5001-JR-PE-01, como parte civil°  

en su condici n  de hija  de do a Celia  Esther  Ramos  Durand,  quien es  una  de lasó ñ  

agraviadas como v ctima del delito de lesiones graves seguidas de muerte,  las que soní  

materia  de  la  referida  instrucci n  penal  y de  la  presente  ampliaci n  de  extradici n,ó ó ó  

hacen  presente  que  do a  Celia  Esther  Ramos  Durand  muri  a  consecuencia  de  lañ ó  

ejecuci n del Programa Nacional de Salud Reproductiva y Planificaci n Familiar 1996-ó ó

2000, el cual fue aprobado mediante Resoluci n Ministerial No. 071-96-SA-DM de 6 deó  

febrero de 1996. 

Indican que este Programa, fuertemente impulsado por el expresidente Alberto 

Fujimori,  defin a entre sus metas  y objetivos  de cobertura de servicios  lograr que elí “  

100% de las pacientes  con atenci n institucional  de parto o aborto egresen iniciandoó  

alg n m todo anticonceptivo seguro luego de haber tenido consejer a individual .ú é í ”

Agrega  que,  durante  la  ejecuci n  de  ste,  lideresas  comunitarias  campesinasó é  

denunciaron  enga os  y  acoso  por  parte  del  personal  de  salud  vinculado  al  referidoñ  

Programa, afirmando: ( ) en las ferias agropecuarias que hay peri dicamente en los“ … ó  

distritos,  donde  acuden  los  pobladores  de  las  comunidades  alejadas  las  enfermeras 

esperan en la puerta del carro en el que llega la gente y te jalan m s all  y te preguntaná á  

cu ntos hijos tienes y eso. Si las mamitas no se quieren hacer la ligaci n les recortan loá ó  

que les corresponde en el Panfar (Programa para ni os desnutridos) y tambi n su cuotañ é  

de papilla. ( ) Te insultan y te dicen: t  quieres tener hijos como cuyes .… ú ”

Contin an  relatando  que  el  2  de  septiembre  de  2020,  la  Procuradur aú í  

Especializada  del  Ministerio  P blico  de Per ,  estableci  que al  menos  1.715 mujeresú ú ó  

fueron v ctimas de esterilizaciones forzadas a nivel nacional,  siendo los departamentosí  

con mayores casos San Mart n y Cusco.í

A la poca de los cr menes investigados en contra del requerido,  Celia Estheré í  

Ramos Durand ten a 34 a os, viv a en el Caser o La Legua, Catacaos, Piura, era due aí ñ í í ñ  

de casa, y viv a junto a su esposo y sus tres hijas quienes para la poca de los hechosí é  

ten an 11, 9 y 5 a os. Durante varias semanas, la se ora Ramos recibi  constantes visitasí ñ ñ ó  

en su domicilio de personal de la salud quienes insist an en convencerla de someterse aí  

una esterilizaci n, ya que institucionalmente y sin que se le informara siquiera a ella,ó  

hab a sido diagnosticada como de alto riesgo reproductivo . El 3 de julio de 1997, elí “ ”  

personal del Ministerio de Salud en La Legua, esteriliz  a quince mujeres en el marco deó  

la  campa a,  una  de  ellas  la  se ora  Ramos  Durand,  quien  sufri  una  complicaci nñ ñ ó ó  

durante la cirug a que no pod a ser atendida en el posta de La Legua, debiendo serí í  

trasladada de urgencia a Pirua (sic), donde fue internada en estado de coma tras una 

sobredosis de anestesia,  19 d as despu s, el 22 de julio de 1997, Celia Esther Ramosí é  

Durand falleci .ó

Despu s  de  a os  de  diversas  acciones  judiciales,  en  b squeda  de  la  verdad  yé ñ ú  

justicia por parte de la familia Ramos Durand, representada por DEMUS, el 12 de abril 
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de 2018,  la Tercera  Fiscal a  Superior  Penal  Nacional  de Lima,  orden  a la Fiscal aí ó í  

Supraprovincial que formalice la denuncia contra Alberto Fujimori y otros en calidad de 

autores mediatos por los delitos de lesiones graves seguidas de muerte para el caso de 

cinco mujeres, entre ellas la se ora Ramos Durand. Posteriormente, el caso fue signadoñ  

con el n mero de expediente N 59-2019, y actualmente encuentra tramit ndose ante elú ° á  

Juzgado Penal Supraprovincial.

Agrega  que  DEMUS,  adicionalmente,  act a  en  sede  internacional,  ante  elú  

Sistema  Interamericano  de  Derechos  Humanos,  tambi n,  como  representante  de  laé  

familia de Celia Esther Ramos Durand, en el Caso N  13.752 que el 03 de junio deº  

2023 fue remitido a la Corte IDH. La situaci n experimentada por do a Celia Ramosó ñ  

Durand, tal como sostuvo la CIDH en su informe de fondo, consisti  en la vulneraci n aó ó  

sus derechos m s esenciales por parte de las autoridades estatales peruanas, incluido elá  

requerido.

Sexag s imo:é  Que, con fecha 19 de mayo de 2023, Alberto Fujimori Fujimori 

declar  en audiencia  especialmente  citada al  efecto,  realizada  a trav s  de plataformaó é  

virtual,  a  requerimiento  de  esta  ministra  instructora,  ante  el  Juzgado  Penal 

Supraprovincial Liquidador Transitorio de la Corte Superior Nacional de Justicia Penal 

Especializada del Per , asistido por su defensa t cnica, y con la presencia del Ministerioú é  

P blico, del defensor p blico de v ctimas y algunos apoderados de personas agraviadas.ú ú í  

En ella, en s ntesis, el declarante niega su participaci n punible en los hechos que se leí ó  

imputan en el requerimiento, exponiendo, b sicamente, que la Pol tica de Planificaci ná í ó  

Familiar no hac a nfasis en la Anticoncepci n Quir rgica Voluntaria AQV  y, en todoí é ó ú – –  

caso, dicha opci n era una decisi n libre de cada persona.ó ó

Sobre los puntos espec ficos abordados en dicha audiencia, el requerido se al :í ñ ó  

haber sido Presidente de la Rep blica en dos per odos, entre el 28 de julio de 1990 y elú í  

27  de  julio  de  1995  y  entre  el  28  de  julio  de  1995  y  el  28  de  julio  del  2000  y 

posteriormente haber tenido una permanencia de 3 meses aproximadamente; que lo que 

se hizo en su gobierno fue ofrecer a la poblaci n todos los m todos de planificaci nó é ó  

familiar modernos y tradicionales, sin excepci n ni preferencia por uno u otro, que seó  

pretend a responder a las necesidades insatisfechas de la poblaci n, considerando la altaí ó  

tasa de mortalidad materna y mortalidad infantil; que no hubo lesiones ni da os y queñ  

todas las atenciones fueron con consentimiento informado, libre y voluntario; que el a oñ  

1995 se aprob  una nueva Ley Nacional de Poblaci n, que fue el marco dentro del cualó ó  

se desarroll  el  programa de planificaci n familiar,  para enfrentar los  problemas  queó ó  

antes rese ; reconoce que se modific  la normativa y se dej  solo el aborto fuera de losñó ó ó  

m todos de planificaci n familiar, dejando abierta la opci n respecto de todo el resto deé ó ó  

los m todos, incluida la Anticoncepci n Quir rgica Voluntaria (en adelante AQV); ené ó ú  

torno  a  su fundamento,  agrega  a la  reducci n  de  la  tasa  de  mortalidad  materna  eó  

infantil, la realizaci n de la mujer , de manera que pudiera distanciar sus embarazos“ ó ”  

por alguno de los 6 o 7 m todos disponibles, haciendo menci n a la alta tasa de abortosé ó  

clandestinos,  con  las  complicaciones  que  eso  conlleva;  refiere  que  se  obtuvo 

financiamiento adicional al tesoro p blico de la AID de los Estados Unidos y un peque oú ñ  

aporte  del  Fondo  de  las  Naciones  Unidas  para  la  Poblaci n;  los  especialistas  deló  

Ministerio  de  Salud  elaboraron  el  programa  de  salud  reproductiva  y  planificaci nó  
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familiar 1996-2000, su ejecuci n se hizo a trav s de diversos  protocolos,  niega haberó é  

tenido conocimiento de los manuales y procedimientos creados para ese efecto; admite 

haber recibido reportes peri dicos de la marcha de este programa, de sus avances, y queó  

siempre se manten a libre y voluntario, tratando de cubrir al m ximo las necesidades; elí á  

programa habr a estado dirigido a toda la poblaci n, a nivel nacional, tanto en el sectorí ó  

p blico como privado,  aunque en las clases A y B las necesidades eran menores;  noú  

conoce el informe N 27 de la Defensor a del Pueblo, del a o 1999, pero se ala que hubo° í ñ ñ  

otros  en  a os  anteriores  cuyas  recomendaciones  fueron  tomadas  en  cuenta  yñ  

reformulados  los  protocolos,  a  ese  respecto,  sostiene  que  el  informe  N 69  de  la°  

Defensor a del Pueblo, de septiembre de 2002, resume todos los incidentes ocurridos ení  

esos  cinco  a os  y  las  cifras  son  solo  36  casos  sin  consentimiento  informado,ñ  

probablemente por fallas administrativas, de 260.000, mientras que en 2001, en un solo 

a o hubo 25 casos sin consentimiento, insiste en que fue una aplicaci n correcta y reiterañ ó  

la  libre  elecci n  del  paciente  y la  extensi n  a nivel  nacional,  p blico  y privado  deló ó ú  

programa; tiene conocimiento general de las campa as de salud, que eran como las deñ  

vacunaci n, nutrici n, las justifica en que las zonas rurales la poblaci n es muy dispersa,ó ó ó  

por lo que a trav s de ellas se convoca a la gente; preguntado por una campa a deé ñ  

sensibilizaci n  efectuada  en  Say n,  Oy n  Serran as,  la  desconoce,  pero  niegaó á ó í  

categ ricamente que se haya inducido a la gente  a trav s  de esas campa as, s lo seó é ñ ó  

trataba de difundir los m todos disponibles, el DIU, p ldoras anticonceptivas, inyectables,é í  

condones, placas implantes NORPLANT, AQV y vasectom a, agrega que se hac an coní í  

presupuesto  p blico,  no  est  informado  sobre  qui nes  eran  los  encargados  de  laú á é  

promoci n  y  supervisi n  de  esas  campa as,  pero  MINSA  y  ESSALUD  eran  losó ó ñ  

organismos  que  elaboraban  los  protocolos,  el  Ministro  de  Salud  chequeaba, 

probablemente,  el  cumplimiento  del  objetivo  de difusi n;  destaca haber  recorrido  losó  

Centros de Salud a nivel nacional, pero no para ver las necesidades de AQV, sino las 

necesidades materiales  de diferente  ndole desde equipos  de rayos X hasta algod n yí ó  

gasas, destaca la precariedad que antes de su mandato hab a en los centros de salud; laí  

difusi n de la AQV era personalizada o en grupo en los centros de salud, y a trav s deó é  

brigadas  para  atender  poblaciones  alejadas,  la  informaci n  se  entregaba  en  lenguaó  

quechua,  Aymara  o  lengua  nativa  en  la  selva  amaz nica;  sobre  la  calificaci n  deló ó  

personal para llevar a cabo las tareas de difusi n y de intervenci n para la aplicaci n deló ó ó  

m todo  AQV,  se ala  que  el  personal  de  salud  en  esos  pueblos  estaba  en  contactoé ñ  

permanente  y si  no hablaban el  idioma  hab a una  comunicaci n,  insiste  en que  deí ó  

acuerdo al informe 69 de la Defensor a del Pueblo no ha habido muertes como se diceí  

ni lesiones graves, en cinco a os, 5 muertes por diversas razones y 36 intervenciones deñ  

AQV sin consentimiento, de 4.600.000 atenciones y 260.000 en AQV, reitera que esta 

Pol tica Nacional no era para ocasionar da os, tampoco era oculta ni clandestina, eraí ñ  

una pol tica p blica, se remite de nuevo al informe 69 de 2002; niega haberse reunidoí ú  

de manera permanente con los ministros, sino peri dica y espor dicamente en el Consejoó á  

de Ministros  y entonces  recib a el reporte,  no de AQV, sino como iba el control  deí  

diferentes enfermedades (bocio, sarampi n, etc.), en relaci n a la planificaci n familiar, seó ó ó  

le informaba de estos m todos, no de AQV, que se estaba satisfaciendo las demandas deé  

la poblaci n; sobre la consulta acerca de diferentes oficios y cartas (con fechas precisas)ó  
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en  que  se  le  habr a  informado  de  los  avances  y  estad sticas  en  el  programa  deí í  

planificaci n familiar, haciendo referencia a ligaduras y vasectom a, luego de la objeci nó í ó  

de la asistencia t cnica del declarante, se estima que esa pregunta habr a sido contestada;é í  

no recuerda espec ficamente la reuni n en Anc n por la que se le consulta pero agregaí ó ó  

que  se  reun a  permanentemente  con  los  ministros  y  directores  de  salud,  para  tratarí  

distintos temas de salud de la poblaci n, las necesidades materiales en infraestructura,ó  

etc., no exclusivamente AQV, no eran reuniones clandestinas, siempre lo acompa aba lañ  

prensa adscrita a Palacio; sobre las muertes de mujeres intervenidas por AQV debido a 

complicaciones pos operatorias, desconoce las de Genoveva Esp nola Otiniano, Reynaldaí  

Betalleluz, Alejandra Aguirre Auccapina y Celia Ramos Durand, respecto de la de Mar aí  

Mam rita Mestanza Ch vez, se ala haberse enterado a trav s de los medios,  una vezé á ñ é  

que  dej  el  gobierno,  pero  agrega  que  no fue a consecuencia  de la  AQV sino poró  

complicaciones de otra naturaleza; se ala que correspond a hacer un seguimiento posñ í  

operatorio en caso de intervenciones de AQV, de acuerdo al protocolo y as  se hac a;í í  

desconoce haberse informado por publicaciones  de la prensa que se le indican sobre 

supuestas irregularidades en la aplicaci n de AQV, como enga os, promesas, presiones,ó ñ  

sobre  todo  a  mujeres  de  la  Serran a  de  la  selva,  pero  se  remite  al  informe  de  laí  

Defensor a del Pueblo que antes ha mencionado y agrega que hab a mucha resistencia aí í  

la aplicaci n de los m todos de planificaci n familiar que llegaba a los medios de prensa,ó é ó  

prejuicios  y  posiciones  extremas  de  algunos  sectores  conservadores;  niega 

categ ricamente que hubieren habido pagos o existido incentivos de ninguna especie si eló  

personal  de  salud  cumpl a  con  las  metas  de  AQV,  como  tampoco  que  se  hubiereí  

despedido a personas  que no alcanzaban la cuota de captaci n de pacientes  para laó  

aplicaci n de AQV; admite que se le informaba de algunas complicaciones ocurridas enó  

este programa, pero que no eran generalizadas, sobre el tipo de complicaciones, se apoya 

en lo que dir a el informe 69, indica que se trataba de algunos dolores de cabeza, u otroí  

malestar, el personal de salud, bastante calificado, se hac a cargo de ellos conforme alí  

protocolo; interrogado sobre 1.264 agraviadas que se alan haber sido esterilizadas sin suñ  

consentimiento, o mediante enga os o coacci n, reitera que conforme al informe 69 esoñ ó  

no habr a ocurrido.í

Concluidas las preguntas  del  Ministerio P blico,  el juez resuelve,  considerandoú  

que se trata de una declaraci n indagatoria, que no habr  una participaci n activa de laó á ó  

parte civil en esta etapa, respecto de lo cual no se produce oposici n.ó

Contestando dos preguntas  finales  de su apoderado,  el declarante desmiente la 

relaci n  que  se  pretende  hacer  por  el  MP  entre  AQV  y  crecimiento  econ mico,ó ó  

se alando que ste ltimo se dio por la lucha contra el terrorismo y las acciones parañ é ú  

enfrentar la pobreza, en lo que su gobierno habr a sido exitoso; y reitera que adhiere alí  

informe  de  la  Defensor a  N 69  del  a o  2000,  que  es  un  rgano  aut nomo  eí ° ñ ó ó  

independiente. 

Sexag s imo  primero:é  Que, en lo que sigue, pues, se proceder  al an lisis deá á  

los antecedentes  para resolver si concurren los requisitos que exige el numeral 3  del°  

art culo 647 del C digo de Procedimiento Penal.í ó

A tal efecto, es menester  se alar que para justificar la existencia de los delitosñ  

imputados  y  la  participaci n  culpable  del  requerido,  la  solicitud  de  ampliaci n  deó ó  
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extradici n  ha  acompa ado  una  serie  de  elementos  probatorios  provenientes  de  laó ñ  

investigaci n efectuada por el Ministerio P blico y presentada en la causa 059-2019, queó ú  

consisten  en  una  multiplicidad  de  informes,  resoluciones  ministeriales,  declaraciones 

testimoniales  de v ctimas  y testigos  de las  esterilizaciones,  as  como de Directores  deí í  

hospitales  regionales;  documentos  tales  como  historias  cl nicas  de  las  agraviadas,í  

estad sticas de la aplicaci n de la AQV, informaci n period stica de la poca, fotograf así ó ó í é í  

de pancartas alusivas a campa as y festivales que promocionan la aplicaci n de la AQV,ñ ó  

formularios sobre consentimiento informado para aplicaci n de AQV, manual de normasó  

y procedimientos para actividades de anticoncepci n QV, entre otras, abundante pruebaó  

contenida en XXXV tomos.

Lo primero que parece necesario destacar son los oficios SA-DM N 0818/97 de°  

6/08/97 y N 0722/97 de 10/07/1997 dirigidos por el Ministro de Salud Marino Costa°  

Bauer al Presidente de la Rep blica, informando las cifras correspondientes al programaú  

de planificaci n familiar, en especial, los resultados de la aplicaci n de AQV (sigla queó ó  

denomina  la Anticoncepci n Quir rgica Voluntaria)  y el porcentaje que representa laó ú  

cantidad de esterilizaciones efectuadas respecto de la meta fijada para el a o 1997.ñ

As , el oficio de 6 de agosto de 1997, dice lo siguiente:í

Excelent simo se or Presidente:“ í ñ

Por medio del presente me permito hacerle llegar las cifras correspondientes al 

Programa de Planificaci n Familiar al cierre del mes de julio.ó

Como podr  usted apreciar, por los primeros siete meses del a o se ha alcanzadoá ñ  

un acumulado total de 64,831 AQV, lo cual nos sit a en el 43% de la meta fijada enú  

150.000 para el a o 1997.ñ

En el mes de julio solamente el total de AQV asciende a la cifra de 12,635, que 

es ligeramente inferior a la de junio, que alcanz  la cifra de 13,485, disminuci n que seó ó  

explica,  principalmente,  por  la  semana  de  fiestas  patrias  en la  que  no se realizaron 

campa as.ñ

( ) Esperamos en los pr ximos meses mantener la tendencia incremental en los… ó  

servicios  de  AQV  y  dem s  m todos  de  planificaci n  familiar,  con  la  finalidad  deá é ó  

terminar el a o lo m s cerca de la meta planteada.ñ á ”

Vale la pena consignar las denominaciones de los tres gr ficos que se adjuntan aá  

la  anterior  comunicaci n:  Programa  Nacional  de  Planificaci n  Familiar,  producci nó “ ó ó  

acumulada y proyecci n anual de AQV Total sector p blico ; Programa Nacional deó ú ” “  

Planificaci n Familiar, porcentaje de rendimiento sobre la meta total AQV enero-julioó  

1997 ,  Programa Nacional  de Planificaci n Familiar,  d ficit  de producci n de AQV” “ ó é ó  

enero-julio de 1997 .”

En t rminos similares se expresa el oficio correspondiente al mes de julio, del cualé  

extractaremos lo pertinente: 

Como podr  usted apreciar se or Presidente, se ha mantenido el incremento en“ á ñ  

la producci n de servicios de AQV , de acuerdo con lo previsto, ritmo que debe, por lo“ ó ”  

menos, sostenerse en los meses de julio a noviembre. En este sentido, considerando que 

diciembre es un mes de baja producci n  debido a las fiestas de fin de a o, debemos“ ó ” ñ  

estar  cerrando  el  a o 1997  con  una  producci n  total  bastante  cercana  a la  metañ “ ó ”  

prevista.
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A continuaci n, se transcribir n algunos testimonios de v ctimas y testigos de laó á í  

aplicaci n de la AQV, por lo ilustrativos que resultan, de los numerosos recogidos en laó  

prueba  acompa ada.  En t rminos  generales,  muchos  de  ellos  vienen  agrupados,  porñ é  

tratarse de entrevistas contenidas en algunos de los informes a los que m s adelante seá  

har  referencia, otros corresponden a Actas Fiscales con entrevistas a mujeres v ctimas.á í

Un primer grupo, es el referido a testimonios de doce mujeres de la Provincia de 

Anta, Per , se oras: Dolores  Quispe V squez con DNI N  24376851, Paula Huam nú ñ á ° á  

Mollehuanca  con DNI  N  24362635,  Sabina  Huillca  C ndor,  quien no recuerda  su° ó  

DNI, Felipa Cusi C ndor con DNI N  24372396, Carmen Mayhua Pimentel con DNIó °  

N  24376926, Aurelia Cusi Labra con DNI N  24371472, Mery Vel squez Delgado con° ° á  

DNI N  24377162, Demetria Molina Huillca con DNI N  24371527, Vicentina Usca° °  

Copa con DNI N  24373340, Venancia Titto Quispe con DNI N  24370871, Florencia° °  

Huayllas  V squez  con  DNI  N  24374266  e  Hilaria  Huam n  Huillca  con  DNI  Ná ° á ° 

24361999.168 

El de do a Dolores Quispe V squez, recibido con fecha 8 de septiembre de 2001ñ á  

por la agrupaci n Movimiento amplio de mujeres , l nea fundacional, dice lo siguiente: ó “ ” í

Fue operada en la posta m dica de Mollepata el 26 de abril de 1997. “ é

- Me buscaron muchas veces  para convencerme de operarme.  A mi esposo le 

hicieron  firmar  un  papel  y  le  dijeron  que  me  van  a  hacer  curar,  pero  como  era 

analfabeto, no sab a lo que dec a el documento, adem s amenazaron a mi esposo que sií í á  

no me presentaba en la posta, la polic a lo llevar a preso a l. Mi esposo de miedo meí í é  

oblig  a ir. ó

Cuando llegamos a la posta a las 8:00 a.m., me encerraron en un cuarto. ramosÉ  

doce personas y nos llamaban una por una. Cuando me llamaron a m , me llevaron aí  

otro cuarto, me pusieron una inyecci n y me quede dormida. Cuando despert  no pod aó é í  

reconocer  a  nadie  y  la  cabeza  me  daba  vueltas  y  no  pod a  caminar.  Ese  d a  nosí í  

quedamos con las otras mujeres a dormir en la posta. 

Al siguiente d a nos llev  la ambulancia hasta medio camino, no pod a caminar yí ó í  

me dol a la barriga í

Todas las mujeres  que nos hab amos operado le hab amos dejado dinero a laí í  

promotora de salud para que nos vaya a ver y curar a nuestra comunidad. Pas  unaó  

semana y no ven a, entonces decid  ir a la posta. La enfermera Elvira me puso unaí í  

inyecci n desinflamante. Ella estaba muy molesta, me quede coja, ten a dolor de cabeza,ó í  

de ovarios y punzadas, despu s volv  a la posta y ella me dijo que me curar a y que noé í í  

se lo dijera a nadie. Yo segu a muy mal, entonces mis parientes tuvieron que llevarme alí  

Cusco para ser atendida por un m dico particular. Actualmente, tengo mucho dolor, yaé  

no tengo la misma energ a de antes para trabajar y no puedo caminar mucho porqueí  

tengo dolor  ”

Por su parte, don Jacinto Salazar Ju rez, quien fuera el marido de do a Mar aá ñ í  

Mam rita Mestanza Ch vez, que falleci  producto de una intervenci n de esterilizaci né á ó ó ó  

forzada, declara el 16 de diciembre de 2004 manifestando que junto a su mujer fueron 

hostigados por personal m dico para que ella se sometiera a una ligadura de trompas,é  

por un per odo de casi dos a os. En particular, indica lo siguiente: í ñ
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La obstetriz Patricia Cabanillas le insist a e incluso ella pon a multas de treinta y“ í í  

cuarenta soles a las personas que no cumpl an con hacerse sus controles (...) recuerdoí  

incluso que le dijo cu ntos hijos pensaba tener, que eso la empobrec a cada vez m s, queá í á  

la iba a denunciar ante las autoridades de la localidad si es que no se operaba y que el 

gobierno hab a decretado que denuncien a todas las personas que ten an muchos hijosí í  

incluso les mandar an a la c rcel por ello, pero pese a ello no aceptamos, incluso a mií á  

quer a que me haga la vasectom a.  (...) í í ”

Cabe  destacar  que  do a  Mar a  Mam rita  Mestanza  Ch vez  accedi  a  serñ í é á ó  

operada,  y  es  intervenida  con  fecha  27  de  marzo  de  1998  durante  la  ma ana.  Alñ  

respecto, su marido se al : Ese mismo d a, aproximadamente a las cinco de la tarde leñ ó “ í  

dieron de alta a mi se ora (...) pero yo no quise regresar porque vi a mi se ora queñ ñ  

estaba mal, incluso le ped  a la se orita Cabanillas que era mejor que atiendan a mií ñ  

esposa en el hospital (...) me dijo que ella no ten a nada que ver . (...) Nos quedamos ení ”  

el hospedaje y mi se ora continuaba muy mal, con n useas, v mitos y dolor de columnañ á ó  

as  como con mucho dolor de cabeza, por lo que al d a siguiente doy el aviso en elí í  

hospital regional al doctor que estaba de turno, incluso pregunt  qui n era el m dico queé é é  

le hab a operado, yo no sab a nada de eso, me dan la informaci n y me dicen aquel es yí í ó  

me acerco y le comunico que mi se ora estaba muy mal, entonces nos dirigimos a lañ  

posada  donde  la  revisa  y  me  dijo  que  no ten a  ninguna  enfermedad,  que  todo  eraí  

cuesti n de anestesia, y que eso pasaba entre ocho y quince d as .ó í ”

Interesa destacar, a continuaci n, un documento que se denomina Festival deó “  

Salud. Plan Preliminar. Campa a de Sensibilizaci n del Plan de Emergencia AQV en lasñ ó  

localidades  de  Say n  y  Oy n .  Este  documento  tiene  la  siguiente  estructura:  I.á ó ”  

Introducci n;  II.  Prop sito;  III.  Objetivo  General  y  Espec fico;  IV.  Productos  yó ó í  

Estrategias; V. Recursos Humanos y Materiales; VI. Plan y Cronograma.

Resulta importante relevar que en su parte introductoria se ala: ñ

 Las  condiciones  de  desarrollo  de  nuestro  pa s  est n  ntimamente  asociadas,“ í á í  

entre  otros  factores  al  desarrollo  de  pol ticas  de  poblaci n  adecuadas  para  evitar  laí ó  

presentaci n  de  tasas  de  crecimiento  poblacional  y  globales  de  fecundidad  que  noó  

guardan equilibrio  con la  producci n  econ mica  ( )  La  presente  propuesta  utilizaró ó … á 

inicialmente los servicios MINSA-IPSS para la intervenci n de poblaciones objetivo y asó í 

implementar  las  actividades  que  operativicen  de  mejor  manera  estas  pol ticasí  

poblacionales.  Se  ha  propuesto  para  este  efecto  intervenir  con  un  Plan  Piloto  de 

campa a de sensibilizaci n en las poblaciones de Lima Norte: Say n y Oy n . ñ ó á ó ”

En  relaci n  al  Prop sito,  figura  en  primer  lugar:  Determinar  el  grado  deó ó “  

viabilidad de la aplicaci n de un dise o de prestadores  de salud MINSA-IPSS, en eló ñ  

cumplimiento del objetivo y metas propuestas para el programa de Planificaci n Familiaró  

Nacional,  en  la  actividad  espec fica  de  implementaci n  de  m todos  irreversibles  ení ó é  

poblaciones  objetivos  (hombres  y  mujeres  de  7  departamentos  del  pa s)  previamenteí  

determinados con criterios prioritarios de salud seg n pol ticas nacionales y del sector; Seú í  

se ala a continuaci n, que el grado de viabilidad servir  para detectar factores positivos yñ ó á  

negativos gravitantes y los principales problemas durante la operaci n con la finalidadó “  

de optimizar dicho modelo a ser reproducido a nivel nacional .”
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El objetivo general es Inducir a la demanda (mujeres de 30 a 49 a os con cuatro“ ñ  

hijos) al uso de M todos Anticonceptivos Irreversibles .é ”

En cuanto  a las  Estrategias,  con  el  Personal  de  Salud,  se  lee:  Propuesta  de“  

Incentivos  para  el  personal ,  con  la  Poblaci n,  en  relaci n  a  L deres  de  las” ó ó í  

organizaciones  sociales  locales,  se consigna:  inducci n a los servicios  de la campa a,“ ó ñ  

incentivos  con  alimentos  (15  kilos)  por  capitaci n  de  usuarias  a  los  servicios  de  laó  

campa a; premio estrella por mayor n mero de AQV logrados: viaje para tres personasñ ú  

a un lugar del pa s .í ”

Similar incentivo se prev  para los Agentes Comunitarios de salud.é

A  continuaci n  se  analizar n  los  Informes  evacuados  en  relaci n  a  lasó á ó  

esterilizaciones promovidas y ejecutadas por el Programa de Planificaci n Familiar:ó

Informe Final sobre la aplicaci n de la Anticoncepci n Quir rgica Voluntaria“ ó ó ú  

(AQV) en los a os 1990-2000 , de junio de 2022, Congreso del Per .ñ ” ú

Este es un Informe realizado por la Subcomisi n Investigadora, formada en sesi nó ó  

del Pleno del Congreso peruano con fecha 25 de octubre de 2001, para la investigaci nó  

de supuestas irregularidades y violaci n a los Derechos Fundamentales de las personas enó  

la aplicaci n de las acciones de Anticoncepci n Quir rgica Voluntaria -AQV- durante eló ó ú  

gobierno  del  ex  presidente  Alberto  Fujimori  Fujimori,  en  virtud  de  moci n  deló  

congresista H ctor Ch vez Chuch n, conforme a la facultad que tiene el congreso deé á ó  

acuerdo a lo establecido por los art culos 97 y 87 de la Constituci n Pol tica del Estadoí ó í  

de Per  -CPEP-.ú

Las conclusiones del informe son las siguientes: 

 1. Se ha probado que entre los a os 1990 a 1999 el Ministerio de Salud llev  a“ ñ ó  

cabo el Programa Nacional de Planificaci n Familiar que ha significado la esterilizaci nó ó  

en diez a os de 314,605 mujeres y 24,563 varones. ñ

2.  Se  ha  comprobado  el  establecimiento  de  metas  num ricas,  incentivos  y/oé  

est mulos para el cumplimiento de cuotas de captaci n de usuarias por AQV a nivelí ó  

nacional para el caso de las anticoncepciones quir rgicas voluntarias AQV. ú

3. Se ha comprobado la Realizaci n de Festivales y/o Campa as destinadas conó ñ  

el prop sito de privilegiar las AQV en desmedro del derecho de las usuarias de elegiró  

libre  y  voluntariamente  y  ser  debidamente  informadas  sobre  otros  m todos  deé  

planificaci n familiar. ó

4.  Se  ha  comprobado  que  se  ha  realizado  Ligaduras  de  trompas  sin 

consentimiento de las usuarias, empleando violencia psicol gica, presi n o a cambio deó ó  

alg n incentivo alimentario y/o econ mico. ú ó

5. Se ha comprobado la ausencia del Registro de Consentimiento Informado en 

muchas localidades del pa s y en otros casos se tienen indicios que stos fueron destruidosí é  

por parte del personal de salud. 

6.  Se  ha  comprobado  que  se  dieron  Directivas  escritas  y  verbales  donde  se 

privilegiaron la AQV sobre otros m todos de Planificaci n Familiar.é ó

7.  Se  ha  comprobado  que  se  llevaron  a  cabo  reuniones  con  presencia  del“  

Presidente Alberto Fujimori  Fujimori,  Ministros de Estado y Directores  Regionales  de 

Salud en Anc n, Paracas y Pachacamac que ten an el prop sito de privilegiar m todosó í ó é  

definitivos. 
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8. Se ha comprobado la Injerencia del Ejecutivo para la aplicaci n compulsivaó  

del AQV: llamadas telef nicas a los Directores Regionales de Salud realizadas por el Dr.ó  

Yong Motta, en su condici n de Asesor Presidencial en materia de salud y del entoncesó  

Asesor  del  Despacho  Vice  Ministerial,  Dr.  Ulises  Jorge  Aguilar,  que  ten an  comoí  

prop sito ejercer presi n en el cumplimiento de metas. ó ó

9. Se ha comprobado que el Estado Peruano durante el Gobierno de Alberto 

Fujimori  Fuilmori  no  cumpli  normas  de  observancia  obligatoria  incluidas  en  losó  

Tratados Internacionales de los cuales es Parte, por lo tanto, existen indicios razonables 

que han incurrido en violaciones a los derechos humanos. 

10. Se ha comprobado que la puesta en marcha del Programa de Planificaci nó  

Familiar  y  las  esterilizaciones  masivas,  compulsivas  y  violatorias  a  los  derechos 

fundamentales  de  la  persona  humana  habr an  sido  impuestas  y  financiadas  porí  

organismos internacionales. 

11.  Se  ha  comprobado  que  en  la  aplicaci n  del  Programa  de  Planificaci nó ó  

Familiar se ocasion  da os en la integridad f sica, psicol gica, la libertad individual de lasó ñ í ó  

personas, y 

12.  Se ha  comprobado  que  antes  de  la  modificatoria  de la  Ley  Nacional  de 

Poblaci n,  el  Estado  Peruano  facilit  a  instituciones  internacionales  para  eló ó  

entrenamiento a los profesionales de la salud para realizar las esterilizaciones . ”

El  siguiente  Informe  denominado  Nada  Personal  -  Reporte  de  Derechos“ ”  

Humanos  sobre  la  aplicaci n  de  la  AQV en  el  Per -  1996  -  1998,  es  un  informeó ú  

elaborado por el CLADEM- Comit  de Am rica Latina y El Caribe para la defensa deé é  

los derechos de la mujer. 

Esta organizaci n fue la primera en levantar informaci n sobre el tema, luego deó ó  

recibir  algunas  quejas  o  comentarios  sobre  mujeres  que  hab an  sido  sometidas  aí  

esterilizaci n. ó

El informe  tiene un marco conceptual  y normativo que pone en el  centro  el 

punto de vista de los derechos sexuales y reproductivos y aborda el problema desde una 

perspectiva de derechos humanos, b sicamente en cuanto al derecho a la libre elecci n yá ó  

a la no discriminaci n,  haciendo nfasis en su parte introductoria en la necesidad deó é  

romper  la  asociaci n  entre  Pol ticas  de  Poblaci n  o  demogr ficas  y  Planificaci nó í ó á ó  

Familiar.  En  la  secci n  central  presenta  un  resumen  de  sus  hallazgos  y  coteja  eló  

desempe o  de  la  Pol tica  instaurada  por  el  r gimen  de  Fujimori  con  los  est ndaresñ í é á  

internacionales al respecto.

Entre sus hallazgos, destaca:

- Existencia  de disposiciones  a nivel  de la autoridad pol tico-administrativa yí  

acciones  sobre  el  personal  de  salud  que  han dado lugar  a esterilizaciones 

forzadas y otras pr cticas contrarias al consentimiento informado y el derechoá  

a la salud.

En este punto aborda el tema de las metas num ricas, cuotas de captaci n deé ó  

usuarias y establecimiento de est mulos, entre otras.í

- Existencia  de  pr cticas  contrarias  al  derecho  a  la  salud;  enumera  la  noá  

realizaci n  de  ex menes  ni  evaluaciones  previas,  la  realizaci n  deó á ó  

110

PDEEXXXJBHJ



intervenciones  sin contar  con la infraestructura  ni  equipos  adecuados,  y la 

captaci n de usuarias en condiciones no recomendables.ó

En cuanto a la existencia de metas y cuotas, de su investigaci n concluye que noó  

eran provisiones destinadas a garantizar los recursos para satisfacer la demanda, sino que 

iban asociadas a los establecimientos y personal de salud. Eran asignaciones a cumplir y 

se propon an inducir  la demanda. En la visita que se realizara a Piura, en enero deí  

1998, en entrevista con el Jefe del Puesto de Salud de Mallaritos, este admiti  que en eló “  

Programa  de  Planificaci n  familiar  hay  metas  y  que  en  el  caso  de  AQV sta  fueó ” é  

programada en funci n de las mujeres en edad f rtil; para el Puesto de Salud bajo suó é  

direcci n  la  meta  anual  de  ligadura  de  trompas  fue  aproximadamente  de  70ó  

intervenciones. En el departamento de San Mart n, seg n la Unidad de Investigaci n deí ú ó  

La Rep blica, la imposici n de una elevada cuota a cada agente de salud (m nimo 5ú ó í  

ligaduras  de  trompas  y  5  vasectom as),  dio  lugar  a  que  reclutaran  a  un  grupo  deí  

homosexuales de entre 17 y 24 a os, para cumplir con la meta . ñ “ ”

Un ejemplo ilustrativo, es el Comunicado al Personal de Salud de la Subregi nó  

de Salud de Huancav lica, que indica: el personal nombrado deber  captar 02 pacientesé “ á  

para  AQV  mensual;  el  personal  focalizado  deber  captar  03  pacientes  para  AQVá  

mensual ,  misma indicaci n para el  personal  CLAS .  A fin de a o se premiar  al” ó “ ” “ ñ á  

establecimiento que tenga: a) el menor costo y el mayor beneficio de poblaci n AQV; b)ó  

por mejor organizaci n de campa a; c) mayor esfuerzo de captaci n (sin carro) .ó ñ ó ”

El informe  recoge detallada informaci n sobre los  lugares  donde se proyectanó  

campa as y festivales a trav s del pa s.ñ é í

Resulta de especial inter s el cap tulo en que se abordan las muertes de mujeresé í  

producto  de  esterilizaciones,  en  el  cual  se consignan  los  casos  de  Alejandra  Aguirre 

Auccapi a y de Reynalda Batallaluz Aguilar, dos de las mujeres agraviadas que fundanñ  

la acci n deducida en el expediente 059-2019 y, en consecuencia, la presente ampliaci nó ó  

de extradici n.ó

 Alejandra Aguirre, 38 a os seis hijos (provincia de Acobamba, departamentoñ  

de  Huancavelica),  de  acuerdo  al  testimonio  de  su  viudo,  su  esposa  fue 

convencida para realizarse la esterilizaci n quir rgica por una persona queó ú  

hace  trabajo  focalizado  en  la  posta  m dica  del  distrito  de  Pomacocha,  laé  

misma  que se encarga  de la distribuci n  de alimentos.  La intervenci n  seó ó  

realiz  el  21  de  julio  de  1996,  en  el  Hospital  de  Acobamba.  Sufrió ó 

perforaci n de v scera hueca. En dicho hospital  no hab a anestesi logo.  Laó í í ó  

cosieron y la trasladaron al Hospital de Huancav lica donde permaneci  8é ó  

d as internada, la dieron de alta el 29 de julio de 1996 y falleci  en marzo deí ó  

1997 en el Hospital de Chosica. Seg n el certificado de defunci n ella falleciú ó ó 

debido a una septicemia ocasionada por un transporte hidroel ctrico como“ é  

consecuencia  de  una  f stula  intestinal,  sum ndose  al  cuadro  unaí á  

deshidrataci n aguda .ó ”

 Reynalda Batallaluz, en tanto, 48 a os, ligada el 21 de abril de 1997 en elñ  

Hospital de Apoyo de Huamanga, departamento de Ayacucho, falleci  el 22ó  

de abril de 1997 en el mismo hospital. Causa terminal: Shock s ptico , debidoé ”  
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a  peritonitis  generalizada,  perforaci n  v scera  hueca  u  bloqueo  tub rico“ ó í á  

bilateral .”

Se  destaca,  asimismo,  el  Informe  N  27  de  la  Defensor a  del  Pueblo;  La“ ° í  

aplicaci n de la anticoncepci n quir rgica y los derechos reproductivos II , de agosto deó ó ú ”  

1999. 

Las preocupaciones de la Defensor a del Pueblo por las esterilizaciones partieroní  

en 1997 con una denuncia del CLADEM, por 9 casos de esterilizaciones que llegaron a 

su conocimiento. Eso dio lugar a un primer informe en 1998.

El presente, contiene una nueva investigaci n realizada por la Defensor a respectoó í  

de 157 denuncias  sobre supuestas  irregularidades  en la  aplicaci n del  Plan de Saludó  

Reproductiva y Planificaci n Familiar en los a os 1996 a 1999. El estudio describe eló ñ  

seguimiento  de  una  serie  de  casos,  en  distintas  regiones  del  pa s,  en  que  mujeresí  

denuncian esterilizaciones sin su consentimiento, malas pr cticas en la atenci n de salud,á ó  

omisi n de informaci n previa a someterse al tratamiento referente a otras alternativas aó ó  

la quir rgica y riesgos de salud de sta, da cuenta de casos de muerte y complicacionesú é  

graves que se presentaron en casos de AQV, as  como de las presiones ejercidas sobre lasí  

personas  que  se  sometieron  de  manera  forzosa  a  este  m todo  de  anticoncepci né ó  

quir rgica.ú

Le preocupa a la Defensor a,  entre  otras  cosas,  lo que observa en relaci n alí ó  

formato del Consentimiento informado , como lo relativo a la renuncia al per odo de“ ” “ í  

reflexi n  que es necesario dar a las posibles interesadas en someterse a la aplicaci n deó ” ó  

AQV. En un caso espec fico, reflexiona: En la documentaci n remitida a la Defensor aí “ ó í  

del Pueblo se incluy  un formato de Renuncia Voluntaria al per odo de reflexi n de 72ó í ó  

horas previamente a la esterilizaci n quir rgica, el cual contiene la huella digital de laó ú  

se ora R.A.E., quien tiene educaci n superior. Al respecto se debe se alar que tanto elñ ó ñ  

formato  de  consentimiento  informado  como  el  de  renuncia  al  plazo  de  reflexi nó  

remitidos llevan una huella digital y la firma de un testigo, requisito que debe cumplirse 

en el caso de las personas analfabetas. Sin embargo, en el formato del consentimiento 

existe una firma ininteligible y en el documento de renuncia no se encuentra la firma de 

la se ora R.A.E. y su supuesta huella digital es casi imperceptible.ñ

Esto es particularmente grave si consideramos que se trataba de una mujer de 22 

a os al momento de la operaci n,  con un solo hijo vivo y el segundo en peligro deñ ó  

muerte. Efectivamente la segunda edici n del Manual de Normas y Procedimientos paraó  

Actividades de Anticoncepci n Quir rgica Voluntaria (AQV) recomendaba no operar aó ú  

pacientes  menores  de  25  a os,  a  menos  que  presentaran  alg n  factor  de  riesgoñ ú  

reproductivo. Asimismo, dicho Manual establec a que se deb a dedicar tiempo y atenci ní í ó  

especiales  a  este  tipo  de  pacientes  y  asegurarse  que  considerasen  cuidadosamente  la 

elecci n entre la anticoncepci n quir rgica y sus alternativas.ó ó ú

La se ora R.A.E. fue sometida a una ligadura de trompas el 7 de septiembre deñ  

1997 en el Hospital del Departamento de Huancav lica, seg n indica el padre Hermida,é ú  

ella ingres  a la sala de parto para que se le practicara una ces rea. Sin embargo,“ ó á  

cuando estaba en trabajo de parto le hicieron firmar un papel, sin decirle que se trataba 

de una hoja  de consentimiento  informado para anticoncepci n  quir rgica .  El  relatoó ú ”  

contin a se alando que durante la ces rea falleci  el beb  y que, en marzo de 1999, tresú ñ á ó é  
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comisionados  de  la  Defensor a  viajaron  a  la  localidad  de  Huancav lica,  dondeí é  

entrevistaron a la se ora R.A.E., quien sostuvo fue operada de ligadura de trompas sinñ  

su  consentimiento.  Adem s,  expres  su  deseo  de  ser  sometida  a  una  operaci n  deá ó ó  

recanalizaci n para revertir  esta esterilizaci n. El informe acota que estas operacionesó ó  

son costosas y tienen una baja tasa de xito.é

Centr ndose en los Resultados, el Informe de la Defensor a del Pueblo, se alaá í ñ  

que,  de los  157  casos  revisados,  141 corresponden  a denuncias  sobre  esterilizaciones 

quir rgicas,  de estos  141 casos  se cont  con la historia  cl nica  en 85 casos  (60.3%),ú ó í  

siendo los resultados una descripci n de estos ltimos. Rescatamos s lo algunos datos deó ú ó  

inter s:é

- Respecto del sexo y tipo de operaci n: el 89,4% (76) corresponden al sexoó  

femenino,  mientras  que el  10,6% (9) al  masculino;  estos  mismos  resultados 

equivalen a la operaci n realizada, ligadura de trompas y vasectom a.ó í

- Respecto a las complicaciones, result  que la m s frecuente fue la presenciaó á  

de dolor abdominal pos-operatorio (42 casos, cerca del 50%), la segunda en 

frecuencia  fue la cefalea posterior  a la anestesia,  evento relacionado con el 

tipo de anestesia utilizada (12 casos, 14,1%); luego se observ  en orden deó  

frecuencia, infecciones (11 casos, 12,9%), falla del m todo (10 casos, 11,8%),é  

hemorragia (8 casos, 9,4%), perforaci n de v scera hueca y peritonitis (ambosó í  

7  casos,  8,2%),  se  consider  el  deceso  como  una  complicaci n,  que  seó ó  

analizar  a continuaci n.á ó

- Respecto  de los  casos  de fallecimiento,  el  informe destaca  que uno de los 

efectos no deseados que llevan consigo algunos m todos anticonceptivos es laé  

probabilidad de fallecer por causas directamente relacionadas con su uso, no 

obstante esta probabilidad estar a relacionada casi exclusivamente al uso deí  

anticonceptivos permanentes: las esterilizaciones quir rgicas, lo que concuerdaú  

con las quejas de que conoci  la Defensor a, en que la totalidad de los casosó í  

dicen  relaci n  con  ese  tipo  de  intervenci n.  El  n mero  total  de  casos  deó ó ú  

fallecimiento es de 17 (15 mujeres y 2 hombres). 

Los problemas comunes identificados est n relacionados, b sicamente, con el malá á  

uso del criterio de selecci n, complicaciones dentro del acto operatorio, complicacionesó  

pos operatorias. Se extractan los relatos que hace el Informe en algunos casos, por lo 

ilustrativos:

 M.E.O. falleci  en octubre de 1995 por un cuadro de infecci n generalizada“ ó ó  

secundario a una perforaci n del intestino producida durante la operaci n deó ó  

esterilizaci n quir rgica realizada el 14 de ese mes en el Hospital Bel n deó ú é  

Trujillo. Ella hab a ingresado el 12 de octubre al referido hospital para dar aí  

luz y fue operada en el per odo pos parto.í

Si se revisa detalladamente su historia cl nica se encuentra que ella no es unaí  

paciente  que  reuniese  las  condiciones  ideales  para  realizar  la  cirug a  deí  

esterilizaci n,  seg n los  criterios  de  la  OMS.  En efecto,  la  se ora  M.E.Oó ú ñ  

hab a  sido  sometida  a  una  cirug a  p lvica  previa  luego  de  un  embarazoí í é  

ect pico,  lo cual constituye una indicaci n para realizar este procedimientoó ó  

con precauci n. Ten a una historia de leucorrea (descensos) que es un s ntomaó í í  

113

PDEEXXXJBHJ



importante  de  la  enfermedad  p lvica  inflamatoria,  la  cual  constituye  unaé  

contradicci n para la cirug a.ó í

Todas estas condiciones hac an necesaria una detenida evaluaci n m dica deí ó é  

la se ora M.E.O. y, de decidir llevar a cabo la cirug a, sta se debi  realizarñ í é ó  

en un centro de atenci n de alto nivel .ó ”

 O.C.S. fue esterilizada el 18 de noviembre de 1996, en el hospital rural de“  

Bellavista, en San Mart n. Ella era una mujer de 35 a os, quien al momentoí ñ  

de ser operada ten a una serie de hallazgos cl nicos que indicaban la presenciaí í  

m s  que  probable  de  una  enfermedad  pulmonar  cr nica  severa.  P lida  yá ó á  

adelgazada  en extremo,  con s ntomas  como tos  y dolorí es  abdominales,  la 

se ora O.C.S. fue sin embargo esterilizada. El resultado fue una insuficienciañ  

respiratoria, lo cual refleja que su d bil organismo no toler  la anestesia en elé ó  

acto quir rgico. Ella falleci  durante las 24 horas posteriores a la cirug a deú ó í  

esterilizaci n.  En  este  caso  es  evidente  que  se  dej  de  lado  lasó ó  

contraindicaciones para realizar una operaci n efectiva .ó ”

Finalmente es conveniente repasar la informaci n consignada en el Informe sobreó  

el caso de do a Mar a Mam rita Mestanza Ch vez, al que ya se hizo referencia en elñ í é á  

testimonio de su viudo y que corresponde a una de las personas agraviadas por la que se 

sustenta la presente ampliaci n de extradici n.ó ó

De acuerdo al informe de la Defensor a del Pueblo,  La se ora M.M.Ch.  fueí “ ñ  

operada  el  27  de  marzo  de  1998  en  el  Hospital  Regional  de  Cajamarca,  usando 

anestesia local y fue dada de alta a las 5 de la tarde de ese mismo d a, aun cuando ten aí í  

dolores de cabeza y v mitos , como refiri  su marido, adem s, ella present  par lisis enó ” ó á ó á  

el brazo izquierdo, motivo por el cual consult  al doctor en el Centro de La Enca ada,ó ñ  

quien le respondi  que los s ntomas que sufr a la se ora M.M.CH. posiblemente eran“ ó í í ñ  

un  efecto  de  la  anestesia.  En  todo  momento  el  doctor  descart  la  gravedad  de  laó  

situaci n, sugiriendo que ella fing a los s ntomas. Asimismo el doctor manifest  que no laó í í ó  

podr a atender sino dentro de 8 d as.  ( ) El dolor no cedi  y los familiares a quienes seí í ” … ó  

ha  entrevistado  refieren  que  present  un  r pido  deterioro  del  estado  de  conciencia,ó á  

convulsiones y una par lisis de la mitad del cuerpo.á

El 4 de abril de 1998 a las cinco de la ma ana,  la se ora M.M.CH. falleci  enñ ñ ó  

su casa por falta de atenci n m dica. ó é

El m dico asesor de la Defensor a del Pueblo revis  la informaci n remitida tantoé í ó ó  

por el Hospital Regional de Cajamarca, como por la Fiscal a Provincial Penal de Ba osí ñ  

del Inca y a partir de ella concluy  un dato importante, y es que resultaba evidente queó  

la se ora M.M.CH. nunca hab a tenido una evaluaci n m dica previa a la esterilizaci nñ í ó é ó  

quir rgica (su evaluaci n pre-operatoria la realiz  una obstetriz) y que los s ntomas posú ó ó í  

operatorios que present  la paciente (paresia, convulsiones y compromiso de conciencia)ó  

no debieron haber sido calificados como una cefalea pos anestesia. En este sentido, lo 

indicado  hubiera  sido mantener  en observaci n  a la  paciente  y hacerle  evaluacionesó  

m dicas peri dicas mientras persistieran los s ntomas ( ) las que no se realizaron. Poré ó í …  

otra parte, concluye el informe, este caso constituye una muestra de que la tarea de“  

promover los m todos anticonceptivos es asumida por el personal que realiza actividadesé  

generales de salud y no s lo por el de planificaci n familiar. La se ora M.M.CH. ten aó ó ñ í  
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una larga relaci n con el personal de salud debido a su hija enferma. En dicha relaci nó ó  

los m dicos que trataban a su hija insistieron en que se hiciera la ligadura de trompasé ” 

( )  El caso presenta  otros  problemas  porque  de acuerdo  al  manual  respectivo,  las… “  

personas operadas que eran originarias de lugares alejados deb an quedarse 24 horas ení  

observaci n .ó ”

Cabe se alar que en el mes de julio de 1999 el caso de la se ora M.M.CH. fueñ ñ  

presentado por DEMUS y APRODEH, ante la Comisi n Interamericana de Derechosó  

Humanos, que decidi  admitir el caso.ó

El informe se ala, adem s, que pese a las Recomendaciones  para modificar elñ á  

Anexo del Manual de Gu a y Procedimientos  del  Ministerio de Salud,  que establec aí í  

metas num ricas de producci n de AQV , porcentajes de metas logradas  y n mero“ é ó ” “ ” “ ú  

de  pacientes  captadas ,  la  investigaci n  da  cuenta  que  existieron  metas  cuyo” ó  

cumplimiento  fue obligatorio  y que  se impusieron  sanciones  ante  su incumplimiento. 

Entre dichas recomendaciones se contempla la de indemnizar a las personas esterilizadas 

sin  su  consentimiento  o que  hayan  sufrido  complicaciones  o  fallecimiento  (existe  un 

cap tulo se seguimiento a las recomendaciones efectuadas en enero de 1998).í

A su turno, se ha acompa ado el denominado Informe Final , elaborado por lañ “ ”  

Comisi n de Expertos del Colegio M dico del Per , sobre actividades de anticoncepci nó é ú ó  

quir rgica voluntaria, a o 1998. Esta Comisi n se constituye por iniciativa del Consejoú ñ ó  

Nacional del Colegio M dico del Per , a ra z de las m ltiples denuncias recogidas poré ú í ú  

los medios de prensa, y por la Defensor a del Pueblo, respecto a excesos cometidos porí  

m dicos miembros de la Orden, durante la ejecuci n de las actividades del Programa deé ó  

Salud  Reproductiva  y  Planificaci n  Familiar  del  Ministerio  de  Salud  de  Per .  Suó ú  

finalidad fue la de investigar los hechos, y poder formular recomendaciones sobre dise oñ  

y ejecuci n de las actividades de anticoncepci n quir rgica. ó ó ú

Algunas  de  las  conclusiones  de  este  informe  son  las  que  se  transcriben  a 

continuaci n: ó

El dise o del Programa de Planificaci n Familiar, la asignaci n de metas y la“ ñ ó ó  

presi n ejercida sobre los funcionarios y el personal ejecutor de las actividades de LBTs yó  

vascetom as, ha dado lugar a excesos,  expresados en la transgresi n de las Normas yí ó  

Procedimientos  y el  avasallamiento  de los  derechos  de las  personas.  Preocupa  el  rol 

cumplido  por  algunos  Miembros  de  la  Orden  que  en su calidad de  funcionarios  se 

sometieron a las presiones del m s alto nivel pol tico y presionaron a su vez al personal aá í  

su cargo, contribuyendo a que se desvirtuaran los objetivos del Programa .”

El  ltimo  de  los  Informes,  corresponde  al  Informe  Final  elaborado  por  laú “ ”  

Comisi n Especial sobre actividades de Anticoncepci n Quir rgica Voluntaria AQV-,ó ó ú –  

constituida  por  el  Ministro  de  Salud  mediante  Resoluci n  Ministerial  N  495-2001-ó °

SA/DM del 08/09/2001. El presente informe investig  el per odo 1996-2000 y su objetoó í  

fue  estudiar  las  irregularidades  cometidas  en  la  ejecuci n  de  las  anticoncepcionesó  

quir rgicas  voluntarias.  Para tal  efecto  desarroll  su tarea  a trav s  de la  revisi n  deú ó é ó  

fuentes secundarias, literatura producida, entrevistas y visitas a algunas zonas del pa s.í

Dicho  informe  sostiene  que  las  irregularidades  encontradas  en  gran  n meroú  

coinciden con los hallazgos relatados por la Defensor a del Pueblo, Congreso, Colegioí  

M dico, Conferencia Episcopal. Se ala, por otra parte, su sorpresa ante la negativa m sé ñ á  
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absoluta  ( muro  infranqueable ),  que  se  aprecia  al  entrevistar  a  autoridades  y“ ”  

exfuncionarios de gobierno, quienes se alan que todo estaba perfectamente ajustado a lañ  

ley.

En cuanto a las Estad sticas oficiales del Ministerio de Salud, observan que existeí  

un repunte importante de las esterilizaciones en 1997, pasando de 19.261 ligaduras y 906 

vasectom as en 1993, a 109.698 ligaduras y 10.369 vasectom as en ese a o. O sea, seisí í ñ  

veces m s ligaduras y diez veces m s vasectom as, para luego descender bruscamente ená á í  

1998, con 25.995 ligaduras y 200 vasectom as,  coincidiendo esta disminuci n con lasí ó  

quejas de diversas instituciones y de la prensa nacional e internacional.

Interesa  resaltar,  por  otra  parte,  algunos  hallazgos  en  Cusco,  en  donde  se 

registraron casos de 6 mujeres de 24 a os esterilizadas y que ten an uno o dos hijos.ñ í  

Asimismo, en un 71% en Cusco y un 91,9% en Piura, las esterilizaciones se realizaron 

durante las Campa as; observ ndose un alto nivel de analfabetismo, Cusco 66% y Piurañ á  

85% y donde m s del 50% de las mujeres esterilizadas, no tuvieron seguimiento despu sá é  

del alta, Asimismo, en un 91% manifestaron haber sido maltratadas y presionadas de 

alguna manera por el personal para ser intervenidas, Solo 20 de las 231 entrevistadas, 

dice haberse sometido a la intervenci n quir rgica voluntariamente.ó ú

Sobre  la  forma  de  elaborar  las  Metas,  exfuncionarios  de  Gobierno  se alan:ñ  

Nosotros  hab amos  estratificado  de  acuerdo  a  la  zona  donde  hubiese  mayor“ í  

concentraci n, la mayor cantidad de mujeres con m s de 4 hijos, y ese fue el criterio queó á  

nosotros  usamos  para  hacer  nfasis.  No hab a  directiva  escrita,  sino  verbal,  todo  elé í  

mundo  dec a  que  hab a  que  hacer  nfasis  en  la  ligadura  porque  es  un  m todoí í é é  

definitivo ; Se toma el n mero de mujeres en edad f rtil y se saca un porcentaje, de ah” “ ú é í 

se hac a la programaci n por personas, luego se hac a por insumos .í ó í ”

Por su parte,  el  Dr.  Marino  Costa  Bauer  (Ministro  de Salud en un per odo)í  

manifest  que exist a una preocupaci n por normar, reconoce que se trabaj  sin normas“ ó í ó ó  

en el 95 y 96 ( ). Confirm  la presencia del Presidente en reuniones con directores de… ó  

salud y que de parte de algunos funcionarios y debido al inter s de ste por el Programa,é é  

debe haber habido un exceso de celo en el cumplimiento de las funciones, como una 

forma de congraciarse .”

Interesa destacar, asimismo, las Estad sticas de personas que fueron intervenidasí  

con ligadura de trompas a nivel nacional en el periodo comprendido entre 1993 a 1999 

(Fuente: Ministerio de Salud), que se muestra en el gr fico siguiente: á
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Precisando  previamente  que  existe  un  error  en  la  identificaci n  de  esteó  

antecedente en la prueba acompa ada (Tomo III, p g.96 PDF), al se alar que el gr ficoñ á ñ á  

comprende tambi n vasectom as, se observa que las estad sticas que se exhiben muestrané í í  

gr ficamente las mujeres que fueron sometidas a ligaduras , de acuerdo a la subregi ná “ ” ó  

que corresponde,  alcanzando una cifra de 314.605 personas intervenidas hasta el a oñ  

1999 (las que aumentaron a 346.219 al a o 2000, seg n cuadro que consta en Informeñ ú  

Final de la Comisi n Especial de Ministerio de Salud del a o 2001). ó ñ

Como es posible apreciar,  y tal como el Informe de la Comisi n Especial  deló  

Ministerio  de  Salud  advierte,  existe  un  claro  aumento  a  partir  del  a o  1995ñ  

encontr ndose el  á peak entre los a os 1996-1997 y una ca da bastante evidente en losñ í  

a os 1998 y 1999, lo que coincide con las primeras voces de alerta, esto es, denuncias yñ  

quejas  que  comenzaron  a  recibirse  por  organismos  como  Cladem y  Defensor a  delí  

Pueblo, a fines de 1995 y que se formalizaron un poco despu s.é

Importa destacar, asimismo, la prueba consistente en Copia Certificada del listado 

de  mujeres  y hombres  de Chumbivilcas,  Cusco,  que  se alan haber  sido esterilizadosñ  

mediante vasectom a y ligadura de trompas, presentado por el Movimiento Amplio deí  

Mujeres- L nea Fundacional- MAM Fundacional, mediante escrito del 19/01/2005. í
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Se consigna, por otra parte, la Copia Certificada del Oficio N 224-2003-GOB-°

REG-CAJ.DRS/HRC-DE de 26 de febrero de 2003, que contiene la historia cl nica deí  

do a Mar a Mam rita Mestanza Ch vez, quien fuera sometida a AQV con fecha 27 deñ í é á  

marzo de 1998, y falleciera d as despu s de la intervenci n, producto de complicacionesí é ó  

derivadas  de  la  misma.  Dentro  de  los  documentos  que  contiene  este  historial,  se 

encuentran: 

(1)  El  consentimiento  informado  para  la  realizaci n  de  AQV,  firmadoó  

aparentemente mediante impresi n de huella dactilar (la que no se ve de manera claraó  

debido a la fotocopia, seg n precisi n hecha por el emisor de la misma); ú ó

(2) La ficha m dica correspondiente  a la operaci n,  que contiene antecedentesé ó  

personales, evaluaci n actual, datos operatorios y datos post operatorios. En este punto,ó  

se  observa  que  do a  Mar a  Mam rita  Mestanza  Ch vez  estuvo  menos  de  un  d añ í é á í  

hospitalizada y que present  n useas y v mitos luego de la operaci n, en consonanciaó á ó ó  

con el an lisis efectuado en torno al caso por el Informe de la Defensor a del Pueblo y elá í  

testimonio prestado por su c nyuge.ó

Tambi n es importante resaltar el antecedente consistente en Copia Certificadaé  

de los supuestos consentimientos para anticoncepci n quir rgica voluntaria firmados poró ú  

las usuarias de la red de salud Piura. Llama la atenci n de este documento, que existenó  

numerosos consentimientos informados que no cuentan con la firma de la paciente que 

se somete a la anticoncepci n quir rgica voluntaria, sino que nicamente firman con suó ú ú  

huella  dactilar.  Esto  da  cuenta  de  que  un  n mero  importante  de  pacientes  eranú  

analfabetas  y  que  probablemente  no  ten an  claridad  de  que  es  lo  que  estabaní  

consintiendo . “ ”

• Documentos period sticos: í

Se acompa aron a la solicitud de ampliaci n de la extradici n sendos recortesñ ó ó  

period sticos en relaci n con la ejecuci n del Programa de Planificaci n Familiar, y ení ó ó ó  

especial  de  la  Anticoncepci n  Quir rgica  Voluntaria  en  la  zona  de  Piura  (Sullana,ó ú  

Ayabaca) 

- Diario La Primicia , de 25 de julio de 1997. Titular Ayer fue sepultada“ ” “  

madre  descerebrada  en  operaci n .  La  operaci n  correspond a  a  unaó ” ó í  

ligadura de trompas,  en contexto  de campa a de planificaci n familiar,ñ ó  

comuna de La Legua. 

- Diario  La Primicia ,  de 17 julio  1997.  Titular:  No hay garant as  en“ ” “ í  

campa a de ligadura. Denuncian m dicos ante Fiscal a de prevenci n delñ é í ó  

delito . ”

- Diario La Primicia , Titular: Otra mujer descerebrada por l“ ” “ igadura de 

trompas en Ayabaca .”

- Diario La Primicia , Titular: Por negligencia  denuncian a m dicos de“ ” “ “ ” é  

ligadura en la Legua. Es el segundo caso que se registra en la regi n . Laó ”  

noticia relata el caso de lesiones grav simas seguidas de muerte de do aí ñ  

Celia Dur n, de 35 a os de edad. á ñ

- Diario El Comercio , Lima, de 24 de enero de 1998. Titular: Pagaron a“ ” “  

Viudos  para  no  denunciar  muerte  de  esposas  esterilizadas.  Nuevas 

irregularidades en ligadura de trompas descubre El Comercio en Pirua .”  
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Titular: Cinco mil soles fue el precio del silencio. La investigaci n sobre“ “ ó  

la muerte de Celia Ramos fue archivada por el Ministerio P blico . ú ”

- Diario El Comercio , Titular: A mi Juana se la llevaron casi a la fuerza.“ ” “  

Dice esposo de joven mujer fallecida tras ser sometida a una operaci n deó  

ligadura .”

- Diario El Comercio , Lima, de 26 de enero 1998. Titular: Enfermeras“ ” “  

enga aron  a  mujeres  para  esterilizarlas .  La  noticia  narra  c moñ ” ó  

enga aban  a  las  mujeres,  ofreci ndoles  alimentos  a  cambio  de  serñ é  

operadas. 

- Diario La Rep blica ,  10 de diciembre  de 1997,  Titular:  Someten a“ ú ” “  

esterilizaci n masiva a campesinas de Sicuani y Uripa.ó ”

• Propaganda de las campa as de esterilizaciones:ñ

Por otra parte y complementando lo que se recoge en los  testimonios  y otros 

antecedentes, como el Plan Preliminar de Campa as de Sensibilizaci n en las localidadesñ ó  

de Say n y Oy n, antes examinado, y el informe de CLADEM, es menester mencionará ó  

que en el expediente de ampliaci n de extradici n se acompa an registros fotogr ficos deó ó ñ á  

pancartas alusivas a campa as o festivales  -como eran denominados- de esterilizaci nñ “ ” ó  

quir rgica voluntaria, que fueron exhibidos en distintos departamentos de Per . As , seú ú í  

incorporan las siguientes muestras: 

- Copia  Certificada  de  la  pancarta  titulada  Campa a  de  Ligadura  de“ ñ  

Trompas  uterinas,  centro  de  salud  Agallampa,  fecha  12  y  13  de 

septiembre. Organiza: Red Macs .”

- Copia Certificada de una fotograf a donde se observa una pancarta en laí  

que se dice "Solo debes tener los hijos que puedas mantener. Conf a ení  

Planificaci n Familiar .ó ”

- Copia Certificada de una fotograf a donde se observa una pancarta en laí  

que  se  dice  Por  eso  elegimos  el  m todo  de  ligadura  de  trompas  y“¡ é  

vivimos felices! .”

- Copia Certificada de una pancarta en la que se lee "Campa a S.A.S.A.ñ  

CS  Hcos,  Ligadura  de  Trompas,  vasectom a,  Gratis ,  que  habr a  sidoí ” í  

exhibida en Julc n- La Libertad. á

- Copia Certificada de pancarta en la que se se ala "Campa a Integral deñ ñ  

Salud  D a 28-29 NOV 1997.” í

Seg n  informaci n  que  consta  en  los  antecedentes  acompa ados,  la  Oficinaú ó ñ  

General de Planificaci n del MINSA hab a proyectado para 1998 la realizaci n de 4.790ó í ó  

campa as de Planificaci n Familiar (ferias, jornadas, festivales). ñ ó

Por ltimo,  y s lo a mayor  abundamiento,  se destacar n algunos  antecedentesú ó á  

adicionales que apuntan especialmente a la responsabilidad de Alberto Fujimori en los 

hechos imputados:

De las  declaraciones  prestadas  por  al  menos  seis  testigos  que se refieren a la 

participaci n del requerido, cabe destacar, especialmente, dos de ellas: ó

- Declaraci n de don David Matzunaga Torres, rendida con fecha 28 de enero deó  

2005, quien se desempe aba como Director Ejecutivo del Hospital regional deñ  

Cajamarca a la fecha de las esterilizaciones forzadas, quien se al : Que, soloñ ó “  
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tengo conocimiento de lo que se escuchaba en esa poca a trav s de los mediosé é  

de  comunicaci n,  que  se  trataba  de  una  pol tica  de  Estado  la  Planificaci nó í ó  

Familiar, en general .”

- Declaraci n de don Dionisio Washington Ortiz  de Orue Castillo,  rendida conó  

fecha 21 de febrero de 2005, quien fuera m dico SERUM en el centro de Saludé  

de Layo-Canas hasta el a o 1996, y luego en 1997 fue Jefe de Salud de Anta. Alñ  

testigo se le pregunt  si en su calidad de jefe del centro de salud de Anta tuvoó “  

conocimiento sobre el inter s del Ex Presidente de la Rep blica Ingeniero Albertoé ú  

Fujimori Fujimori , a lo que respondi : Que, si ten a conocimiento, dado que” ó “ í  

las personas con quienes coordin bamos nos mencionaban que dicho programaá  

de Salud reproductiva y planificaci n familiar y especialmente el m todo AQV,ó é  

era prioridad del gobierno, debo indicar que antes de que mi persona asumiera el 

puesto de Jefe del Centro de Salud de Anta hubieron reuniones con el Director 

Regional de Salud, respecto a este tema .”

En el mismo sentido deponen los siguientes testigos: 

- Maritza Irene Castro Huajardo,  con fecha 21 de febrero de 2005,  quien a la 

poca del delito ten a el cargo de Coordinadora del Programa de salud de laé í  

mujer,  en materia reproductiva;  Luis  Alberto Torres  Ch vez, con fecha 21 deá  

febrero de 2005, m dico asistente del departamento de ginecolog a y obstetriciaé í  

del Hospital regional de Cusco; Enrique Octavio Marroqu n Osorio, con fecha 20í  

de abril de 2005, sub Director del Hospital Regional de Cajamarca desde el a oñ  

1996;  y Guillermo Absal n S nchez  Cabrera,  con fecha 4 de mayo de 2005,ó á  

quien se desempe  desde 1996 como m dico asistente en el servicio de Ginecoñó é  

Obstetricia del Hospital Regional de Cajamarca.

En este mismo orden de ideas cabe destacar un ac pite del Informe Final de laá  

Comisi n Especial  sobre actividades  de Anticoncepci n  Quir rgica Voluntaria-  AQV,ó ó ú  

constituida  por  el  Ministro  de  Salud,  antes  analizado,  sobre  la  participaci n  deló  

requerido:

Al asumir su segundo mandato, el Presidente Fujimori anunci  en un discurso“ ó  

del 28 de Julio de 1995, que llevar a a cabo un programa de planificaci n familiar. El 09í ó  

de Setiembre de 1995, el Congreso aprob  la Ley No 26.530, modificando la ley deó  

poblaci n  que  exclu a  la  esterilizaci n  como  m todo  de  planificaci n  familiar,ó í ó é ó  

estableciendo  el  punto  de  partida  de  los  programas  de  Anticoncepci n  Quir rgicaó ú  

Voluntaria (AQV). Aprobada la ley se puso en: marcha una campa a del Ministerio deñ  

Salud e Instituto Peruano de Seguridad Social,  orientada a promover la planificaci nó  

familiar  y  la  esterilizaci n  quir rgica  en  zonas  de  la  sierra,  selva  y  zonas  urbano-ó ú

marginales de nuestro pa s, con participaci n de USAID, el Fondo de Poblaci n de lasí ó ó  

Naciones Unidas y diversas ONGs. Para efectivizar el programa se realizaron Festivales“  

de Salud . Por Resoluci n Ministerial No. 071-96-SA/DM emanada del Sector Salud se” ó  

dispuso  que  las  Regiones  y  Subregiones  de  Salud  deber an  suministrar,  en  formaí  

gratuita, los m todos anticonceptivos. Por Resoluci n Directoral RD. No. 001-DGSP delé ó  

19  de  Febrero  de  1996  se  se ala  que  para  acceder  a los  m todos  anticonceptivosñ “ é  

quir rgicos no es necesaria la autorizaci n del c nyuge, conviviente o pareja .ú ó ó ”
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Sexag s imo  segundo:é  Que,  a  su  turno,  la  parte  coadyuvante  present  losó  

siguientes elementos de prueba:

1 )  Carta  del  Secretario  Ejecutivo  Adjunto de la Comisi n  Interamericana  de° ó  

Derechos  Humanos  de 3 de junio  de 2023,  dirigida  a la  representante  de  DEMUS 

(Estudio para la Defensa de los Derechos de la Mujer), inform ndole que la Comisi ná ó  

present  ante  la  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos  el  caso  N 13.752,ó °  

referente  a  Celia  Esther  Ramos  Durand  y  familiares  (Per )  de  conformidad  con  losú  

art culos  51.1  de  la  Convenci n  Americana  sobre  Derechos  Humanos  y  45  delí ó  

Reglamento de la Comisi n Interamericana;ó

2 )  Informe  de Fondo  de la  Comisi n Interamericana  de Derechos  Humanos° ó  

N 287/21 (Documento de car cter reservado), partes pertinentes.° á

En s ntesis,  el  documento  comienza  situando los  hechos  dentro  del  Contexto,í  

establece que ocurrieron en el contexto de la ejecuci n del Programa Nacional de saludó  

Reproductiva  y  Planificaci n  Familiar,  1996-2000,  y  se  refiere  los  hallazgos  de  laó  

Defensor a del Pueblo y al informe de CLADEM.í

Analiza luego el Marco normativo y el Seguimiento realizado por la CIDH al 

Programa Nacional de Salud Reproductiva y Planificaci n Familiar desarrollado en eló  

Per ,  se ala  que  cuando  un  programa  de  planificaci n  familiar  pierde  su  car cterú ñ ó á  

voluntario  y convierte a la mujer simplemente en un objeto de control para ajustar el“ ”  

crecimiento  demogr fico,  el  programa pierde su raz n de ser y se transforma  en uná ó  

peligro de violencia y discriminaci n directa contra la mujer. ó

En el  siguiente  cap tulo  se  aboca  al  an lisis  de  la  situaci n  de  Celia  Ramosí á ó  

Durand, rese ando las atenciones que sta recibi  y la cirug a y posterior muerte de lañ é ó í  

presunta v ctima. La informaci n es recogida de distintas fuentes, tales como el informeí ó  

N 27 evacuado por la Defensor a del Pueblo, manifestaciones recogidas en Audiencias° í  

P blicas, e informaci n del Ministerio P blico Fiscal a de la Naci n, entre otras. ú ó ú í ó

Dice el informe que La se ora Celia Edith Ramos ten a 34 a os, viv a en el“ ñ í ñ í  

Caser o La Legua, Catacaos, Piura, era ama de casa, en el hogar que habitaba con suí  

esposo y sus tres hijas, quienes para la poca de los hechos ten an 11, 9 y 5 a os deé í ñ  

edad  ( ). Como parte del PNSRPF, se instal  en el Caser o de La legua un puesto de” … “ ó í  

salud  que  impulsaba  la  anticoncepci n  quir rgica  voluntaria  ( )  Durante  variasó ú ” … “  

semanas  recibi  constantes  visitas  de  auxiliares  de  enfermer a  o  enfermeras,  quienesó í  

concurr an en reiteradas ocasiones al domicilio familiar con la finalidad de convencerlaí  

de someterse a una ligadura de trompas  ( ) la presunta v ctima habr a expresado no” … “ í í  

querer operarse, pero ante la insistencia del personal de salud hab a quedado que iba a“ í  

ir . El 3 de julio de 1997 la se ora Ramos Durand fue sometida a una intervenci n de” “ ñ ó  

anticoncepci n quir rgica voluntaria en el marco del PNSRPF  ( ) ese d a el personaló ú ” … “ í  

m dico del Servicio de Salud del caser o La Legua esteriliz  a 15 mujeres en el marcoé í ó  

de  la  campa a  de  AQV .  ( )  Casi  al  terminar  la  operaci n  la  presunta  v ctimañ ” … “ ó í  

present  complicaciones m dicas  ( ). El Estado ha se alado que la posta m dica deó é ” … “ ñ é  

La  Legua  no  contaba  con  los  implementos  necesarios  para  atender  la  emergencia 

presentada ,  siendo  trasladada  a  la  Cl nica  de  San  Miguel  de  Piura,  donde  fue…” í  

internada en estado de coma, debido a una sobredosis de anestesia . La se ora Ramos” ñ  

falleci  el 24 de julio de 1997. ó
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El informe contin a agregando que la Defensor a del Pueblo tom  conocimientoú í ó  

del caso y en el marco de las investigaciones concluy  que: ( ) resultaba probable queó “ …  

el  paro  cardio  respiratorio  que  present  la  se ora  C.R.D,  durante  la  operaci n  seó ñ ó  

hubiera  producido  como  reacci n  a  alguno  de  los  medicamentos  administrados,ó  

destacando  la  asociaci n  temporal  entre  el  evento  de  paro  cardio  respiratorio  y  laó  

administraci n de Diazepam  ( ) el da o cerebral que sufri  la presunta v ctima seó ” … “ ñ ó í  

produjo por la mala oxigenaci n durante el paro cardio respiratorio. Se determin  queó ó  

existi  una relaci n causal entre la esterilizaci n quir rgica y el fallecimiento de la se oraó ó ó ú ñ  

Edith Ramos.  ”

La Comisi n  se ala  que  seg n la  Defensor a  del  Pueblo,  la  presunta  v ctimaó ñ ú í í  

habr a firmado una solicitud y autorizaci n de atenci n para la prevenci n quir rgicaí “ ó ó ó ú  

del  riesgo  reproductivo  el  1  de  julio  de  1997.  La  Defensor a  concluy  que  dicha” í ó  

solicitud  contraven a  lo  dispuesto  en  el  Manual  de  Normas  y  Procedimientos  paraí  

Actividades de Anticoncepci n Quir rgica Voluntaria vigente en ese momento, toda vezó ú  

que el documento contemplado para el ejercicio del consentimiento libre e informado era 

el formulario de Consentimiento para Anticoncepci n Quir rgica Voluntaria . Agrega“ ó ú ”  

que los peticionarios han se alado que la familia de la presunta v ctima desconoce si estañ í  

firm  o no un documento antes de la operaci n. El Estado, por su parte, indic  que noó ó ó “  

existen pruebas concretas de la inexistencia del documento  o alguna prueba que indique”  

que el consentimiento fue viciado. La Comisi n nota que no se ha adjuntado ning nó ú  

documento con la firma de la se ora Edith Ramos aceptando someterse al procedimientoñ  

quir rgico.ú

Despu s de referirse a los procesos internos relacionados con el caso, el Informeé  

se  aboca  al  an lisis  del  derecho,  cap tulo  en  que  hace  un  detenido  examen  de  losá í  

derechos vinculados al caso, como son el derecho a la salud sexual y reproductiva, a la 

vida,  a  la  integridad  personal  y  a la  igualdad  ante  la  ley,  en  relaci n  con diversasó  

disposiciones de la Convenci n Americana sobre Derechos Humanos y la Convenci n deó ó  

Belem do Para, as  como tambi n los derechos a las garant as judiciales y el derecho a laí é í  

integridad personal de los familiares de la presunta v ctima.í

Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho desarrollados en el 

Informe, este concluye emitiendo una serie de recomendaciones, entre las cuales interesa 

destacar:

1.  Reparar  integralmente  a  los  familiares  de  la  se ora  C.E.R.D  por  las“ ñ  

violaciones a los derechos humanos declaradas en el presente informe ;…”

( )…

3. Investigar de manera seria, diligente, efectiva y dentro de un plazo razonable 

los hechos  relativos  a la esterilizaci n no consentida  y posterior  muerte  de la se oraó ñ  

C.E.R.D., con el objeto de esclarecer los hechos en forma completa, identificar todas las 

posibles  responsabilidades  e  imponer  las  sanciones  que  correspondan  respecto  de  las 

violaciones de derechos humanos declaradas en el presente informe .”

3 ) Solicitud de Marcia Maribel Monz n Ramos, hija de do a Celia Edith Ramos° ó ñ  

Durand,  representada  por  DEMUS,  ante  el  Juez  del  Juzgado  Penal  Supraprovincial 

Liquidador  Transitorio de Lima,  en el  expediente  rol  59-2019,  Investigaci n 29-2011ó  

1aFPSLima, para constituirse en parte civil, en el referido proceso.
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4 ) Resoluci n dictada por el juez Littman Ram rez Delgado,  de fecha 22 de° ó í  

diciembre de 2022, en el expediente 00059-2019, en que tiene por constituida en parte 

civil a do a Marcia Maribel Monz n Ramos, junto a otras 42 personas agraviadas.ñ ó

5 ) Sentencia de 16 de noviembre de 2022 de la Corte Superior de Justicia de°  

Lima,  Quinto  Juzgado  Especializado  en  lo  Constitucional;  expediente  01434.2021-0-

1801.JR-DC-=5,  en acci n  de  amparo,  deducida  por  la  Asociaci n  Civil  Centro  deó ó  

Desarrollo Andino SISAY, Derechos Humanos sin Fronteras DHSF, y DEMUS Estudio–  

para la Defensa de los Derechos  de la Mujer  en contra del  Ministerio  de Justicia  y 

Derechos Humanos. 

En ella se declar : (i) fundado el reclamo; (ii)  se orden  al MINJU dictar unaó ó  

resoluci n reconociendo el derecho constitucional a la reparaci n integral de las v ctimasó ó í  

de  esterilizaci n  forzada  agrupadas  en  la  Asociaci n  de  V ctimas  de  esterilizaci nó ó í ó  

Forzada  (AVEF)  e inscritas  en el  Registro nico de esta  clase de v ctimas;  y (iii)  seÚ í  

orden  al MINJU la implementaci n de una pol tica de reparaciones para las mujeresó ó í  

v ctimas de esterilizaci n forzada inscritas en el mencionado Registro, garantizando laí ó  

participaci n efectiva y coordinaci n de las asociaciones de v ctimas y las organizacionesó ó í  

que las defienden, en su dise o, creaci n e implementaci n.ñ ó ó

6 ) sentencia de 20 de junio de 2023 de la Corte Superior de Justicia de Lima,°  

Segunda Sala Constitucional, que conociendo de la apelaci n del MINJU, confirm  laó ó  

sentencia  anterior,  s lo en cuanto al primer  y tercer  extremo,  basada en la finalidadó  

restitutoria del habeas corpus, de restablecer el ejercicio de los derechos constitucionales 

dejando sin efecto actos  espec ficos  vulneratorios  en un caso concreto,  lo que lleva aí  

concluir que la reclamaci n de los demandantes no se ajusta a la finalidad restitutiva deó  

los procesos constitucionales.

De los contenidos de las dos sentencias anteriores, se puede establecer, en lo que 

interesa a la presente ampliaci n de extradici n, adem s de la obligaci n impuesta aló ó á ó  

MINJU  de  implementar  una  pol tica  de  reparaciones  para  las  mujeres  v ctimas  deí í  

esterilizaci n  forzada  inscritas  en el  mencionado  Registro  de  V ctimas,  los  siguientesó í  

hechos de relevancia:

- La suscripci n,  en el  a o 2003,  de un Acuerdo de Soluci n Amistosa ante laó ñ ó  

Comisi n Interamericana de Derechos Humanos, relacionado con el fallecimientoó  

de  Mar a  Mam rita  Mestanza,  en  que  el  Estado  peruano  reconoce  suí é  

responsabilidad  en  la  esterilizaci n  forzada  y  muerte  de  la  v ctima  indicada,ó í  

adquiriendo compromisos de investigaci n y sanci n de los responsables, as  comoó ó í  

de realizar medidas de reparaci n a sus familiares.ó

- La dictaci n del D.S. N 006-2015 JUS, que dispuso la creaci n de un Registro deó ° ó  

V ctimas de Esterilizaciones Forzadas producidas en el per odo 1995-2001.í í

- La dictaci n de la Resoluci n Ministerial N 0216-2020, en que se cre  un grupoó ó ° ó  

de trabajo multisectorial para analizar y proponer mecanismos que aborden las 

problem ticas  de las  personas  afectadas  por  las  esterilizaciones  forzadas,  en elá  

marco del Plan Nacional de Derechos Humanos 2018-2021.

- El reconocimiento de que las esterilizaciones involuntarias producidas entre 1996 

y 200, como pol tica p blica del sector salud, constituy  una grave violaci n a losí ú ó ó  

derechos humanos de esas mujeres.
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Sexag s imo  tercero:é  Que,  informando,  el  Fiscal  de  esta  Corte  Suprema, 

estima cumplidos los requisitos de doble incriminaci n y m nima gravedad de los delitosó í  

imputados  al  requerido;  y  respecto  de  su  participaci n  culpable,  en  este  episodioó  

espec fico, as  como en otros que dicen relaci n con delitos graves con violaci n flagranteí í ó ó  

de los derechos humanos, afirma que la imputaci n radica en la circunstancia de haberó  

tenido el dominio del hecho respecto de estos cr menes. Estima que estos il citos al serí í  

cometidos con violaci n flagrante de los derechos humanos de las v ctimas, se trata deó í  

delitos de lesa humanidad, imprescriptibles e incorporados a las normas del  ius cogens 

internacional.

Sexag s imo  cuarto:é  Que,  por  su parte,  el  Estado requirente  al  evacuar  el 

traslado que le fuera conferido, con fecha 13 de febrero de 2024, hace un examen de 

cada  uno  de  los  requisitos  exigidos  por  el  Tratado  vigente  para  que  proceda  la 

extradici n y los estima cumplidos. Realiza, a continuaci n, un pormenorizado an lisisó ó á  

de  los  antecedentes  probatorios  aportados  en  el  requerimiento,  concluyendo  que  se 

encuentra plenamente justificada la existencia de los delitos por los cuales se solicita la 

ampliaci n  de  la  extradici n  del  requerido,  as  como  presunciones  fundadas  de  suó ó í  

participaci n culpable. A su juicio ha quedado especialmente demostrado que al menosó  

314.000 mujeres y 24.000 hombres de origen humilde fueron objeto de esterilizaciones 

quir rgicas  forzadas,  habiendo  al  menos  cinco  de  ellas  fallecido  a  resultas  de  talesú  

procedimientos;  asimismo  ha  quedado  establecido  que  el  requerido  ha  tenido  una 

participaci n  protag nica  como  autor  por  el  hecho  de  haber  impulsado,  validado  yó ó  

ejecutado una pol tica de Estado de Planificaci n Familiar que enfatizaba la aplicaci ní ó ó  

de anticoncepciones quir rgicas de manera masiva con la intenci n de reducir la tasa deú ó  

natalidad y as  poder disminuir los niveles de pobreza existentes en el pa s y mostrarí í  

evidencia de crecimiento econ mico.ó

Sexag s imo  quinto:é  Que,  evacuando  el  traslado,  la  parte  coadyuvante 

manifiesta compartir el an lisis que desarrolla el fiscal judicial en cuanto a la calificaci ná ó  

jur dica,  doble  incriminaci n  y  m nima  gravedad,  participaci n  del  requerido,  quiení ó í ó  

adem s  ostentaba  la  m xima  autoridad  cuando  se  aprob ,  dise  e  implement  laá á ó ñó ó  

pol tica  p blica  de  car cter  gubernamental  que  implic  la  castraci n  y  muerte  deí ú á ó ó  

numerosas v ctimas, car cter com n del il cito y conclusi n de que la persecuci n penalí á ú í ó ó  

se encuentra vigente y no prescrita,  tanto por la suspensi n, derivada del car cter deó á  

grave violaci n de los derechos humanos de los hechos investigados, como porque ellosó  

se encuadran en la figura de los delitos de lesa humanidad.

Hace presente que los hechos en que participa como coadyuvante se encuentran 

prohibidos desde la propia Declaraci n Universal  de derechos humanos,  por el Pactoó  

Internacional de derechos civiles y pol ticos y la Convenci n Americana y el Convenioí ó  

Europeo de Derechos Humanos, entre otros, haciendo especial nfasis en la necesidad deé  

interpretaci n  conjunta  e  interrelacionada  de  los  instrumentos  internacionales  queó  

protegen los derechos de las mujeres.

Indica que el caso de Celia Ramos no es un hecho aislado, sino que tuvo lugar 

en el marco del Programa Nacional, que tuvo por efecto anular y sustituir la autonom aí  

reproductiva de mujeres en edad reproductiva, de precarias condiciones socioecon micasó  

y habitantes de zonas rurales en Per . Se ala que la Defensor a P blica en el informeú ñ í ú  
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defensorial N 69 estim  el n mero de esterilizaciones identificadas hasta el a o 2002 en° ó ú ñ  

alrededor de 272.028 mujeres sometidas a ligadura de trompas en el marco del PNSRPF 

del gobierno del requerido Fujimori.

Refiere que la Pol tica de esterilizaciones forzadas se dio como parte de un ataqueí  

sistem tico  y  generalizado  contra  poblaci n  de  mujeres  de  zonas  rurales,  de  origená ó  

campesino o ind genas, principalmente mujeres pobres, un plan encabezado por las m sí á  

altas autoridades del Estado, que se prolong  por lo menos dos a os y que tuvo comoó ñ  

consecuencia  que  m s  de  2.000  mujeres,  incluyendo  a  Celia  Ramos  perdieran  suá  

capacidad reproductiva y en algunos casos como el presente, su vida. Raz n por la cualó  

sostiene  que  los  hechos  califican como un crimen de lesa  humanidad,  concepto  que 

desarrolla en su dimensi n doctrinaria y jurisprudencial, a nivel nacional e internacional,ó  

destacando,  adem s,  la  existencia  de  un  conjunto  de  instrumentos  destinados  a  laá  

protecci n  de  sectores  que  poseen  garant as  reforzadas,  como  las  mujeres  y  laó í  

importancia del control de convencionalidad. 

 Sexag s imo  sexto:é  Que,  a su turno,  evacuando el  traslado conferido,  con 

fecha 15 de febrero de 2024, la Corporaci n de Asistencia Judicial, oficina de Defensaó  

Penal,  actuando por el requerido,  solicita  el rechazo de la ampliaci n de extradici nó ó  

relativa a las esterilizaciones forzadas con resultado de muerte, en atenci n a dos rdenesó ó  

de consideraciones:

1 ) Respecto de la atribuci n de responsabilidad en calidad de autor mediato,° ó  

sostiene que si bien, a juicio del Fiscal, el requerido ser a responsable por una campa aí ñ  

de control de natalidad, no hay evidencia en el informe del Fiscal  que los resultados de“ ”  

lesiones  y  muerte  ocurridos  durante  esa  campa a,  imputados  al  requerido,  fuesenñ  

producto de una autor a mediata del ex mandatario.í

2 ) Los delitos imputados en este cap tulo corresponden a cr menes y de acuerdo° í í  

al art culo 94 del C digo Penal la prescripci n de la acci n penal en los denominadosí ó ó ó  

cr menes tienen un plazo de 10 a os.í ñ

En atenci n a que los hechos ocurrieron entre los a os 1995 y 2000, y no fueó ñ  

sino hasta el a o 2019 que se abre un expediente respecto de esta causa, la acci n penalñ ó  

se encuentra prescrita.

Explica  que,  si  bien en el  ordenamiento jur dico chileno los  cr menes  de lesaí í  

humanidad y de derechos humanos no prescriben, de acuerdo al art culo 40 de la leyí  

20.357, promulgada el a o 2006, los hechos imputados ocurrieron en el a o 1997 (sic),ñ ñ  

por lo que, por el principio de irretroactividad de la ley, no le ser a aplicable a este caso.í

Sexag s imo  s ptimo:é é  Que la  abrumadora  prueba  aportada  para fundar  la 

presente ampliaci n de extradici n obliga a descartar las alegaciones efectuadas por eló ó  

requerido en su declaraci n indagatoria, puesto que ella contradice, de manera evidente,ó  

cada uno de sus asertos, que descansan, b sicamente, en el supuesto de que la Pol tica deá í  

Planificaci n  Familiar  no  establec a  una  preferencia  por  la  aplicaci n  de  laó í ó  

anticoncepci n  quir rgica  sino  que  promov a  el  conocimiento  de  todos  los  m todosó ú í é  

anticonceptivos por igual, de manera que no exist a inducci n, metas ni incentivos; queí ó  

nadie era sometido a ella sin su consentimiento libre e informado; que dicha Pol ticaí  

estaba  destinada  a toda  la  poblaci n,  de  todos  los  sectores  socioecon micos,  a niveló ó  

p blico y privado; que, en fin, su ejecuci n se ajust  a derecho, como lo demostrar a unú ó ó í  
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informe determinado de la Defensor a del Pueblo del a o 2000 o 2002, que estableceí ñ  

que  hubo  s lo  5  personas  fallecidas  y  36  que  fueron  sometidas  a  la  AQV sin  su“ ó  

consentimiento, probablemente por fallas administrativas .”

En efecto, el primer elemento de convicci n con que se estrellan los argumentosó  

del  requerido,  son las  comunicaciones  que le env a su propio  Ministro de Salud,  ení  

sendos oficios del a o 2007, d ndole cuenta de manera directa y personal de los avancesñ á  

que mes a mes y de manera acumulada por semestre  se observan en la aplicaci n de– – ó  

la  AQV,  las  explicaciones  acerca  del  cumplimiento  de  las  metas  establecidas,  con 

porcentajes y gr ficos de producci n , rendimiento  y d ficits , las justificaciones paraá “ ó ” “ ” “ é ”  

haber avanzado m s lento de lo esperado atribuidas a fechas de fiesta nacional queá –  

habr an  dificultado  la  ejecuci n  de  campa as  y  los  pron sticos  y  expectativas  deí ó ñ – ó  

mejorar el rendimiento en los meses que quedan del a o. ñ

Antecedentes  que  son  corroborados  con  m ltiples  evidencias  documentales  yú  

testimoniales,  entre las cuales resaltan, por una parte,  los testimonios concordantes de 

numerosas mujeres de sectores vulnerables que declaran haber sido operadas mediante 

presiones  o enga os,  que  no  prestaron  su consentimiento,  que  desconoc an  las  otrasñ í  

alternativas de anticoncepci n, que no fueron evaluadas m dicamente en forma previa nió é  

atendidas  con  posterioridad  a  la  operaci n,  que  sufrieron  diversos  otros  da os  yó ñ  

sufrimientos y que fueron humilladas por su condici n de mujeres pobres, analfabetas yó  

mult paras,  cuesti n  que  desmiente,  adem s,  la  supuesta  aplicaci n  de  la  Pol tica  ení ó á ó í  

condiciones de igualdad a todos los sectores de la poblaci n; y, por otra parte, el Planó  

Piloto de Campa a de Sensibilizaci n de Say n y Oy n, patrocinado por el Ministerioñ ó á ó  

de Salud, que explicita el objetivo de asociar los Planes de Poblaci n con el manejo deó  

las tasas de fecundidad como condici n para el desarrollo econ mico y el prop sito deó ó ó  

inducir  a  la  demanda  de  utilizaci n  de  m todos  irreversibles  de  anticoncepci nó é ó  

interviniendo  a  la  poblaci n  objetivo,  mediante  campa as  y  festivales  de  salud,ó ñ  

planteando estrategias como cuotas de captaci n de pacientes e incentivos, que aparecenó  

luego plasmadas en circulares y comunicados de diversa ndole a nivel nacional. A suí  

turno,  las  estad sticas  oficiales  de  aplicaci n  de  ligadura  de  trompas,  demuestran  elí ó  

incremento sustantivo que se produce entre los a os 1996-1997 y la baja en los dos a osñ ñ  

posteriores, coincidente con las primeras quejas y voces de alerta, lo que en ning n casoú  

excusa las actuaciones previas de que se ha dado cuenta, como parece dar a entender el 

requerido al esgrimir alg n informe de la Defensor a que, eventualmente, pueda registrarú í  

cambios en las estrategias. 

Asimismo,  los  minuciosos  estudios  e  informes  de  distintas  organizaciones 

independientes  y  aut nomas,  como  la  Defensor a  del  Pueblo,  el  Colegio  M dico,ó í é  

CLADEM, e incluso aquellos provenientes de Poderes del Estado, como la mesa t cnicaé  

constituida  por  el  Ministerio  de  Salud  y  la  subcomisi n  investigadora  del  Congreso,ó  

constituyen una fuente valiosa de informaci n, elaborada por profesionales y expertos,ó  

que resulta precisa y concordante en orden a establecer los hechos que se le imputan al 

requerido Alberto Fujimori Fujimori.

Sexag s imo  octavo:é  Que,  en  consecuencia,  a  juicio  de  este  tribunal,  los 

elementos  de  convicci n  analizados  permiten  concluir  que  existen  a  lo  menosó  

presunciones fundadas o indicios razonables de que el requerido, durante su mandato y, 
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en particular, entre los a os 1995 y 2000, impuls  una agresiva Pol tica de Planificaci nñ ó í ó  

Familiar que ten a por objeto aplicar preferentemente y de manera masiva un sistema deí  

anticoncepci n  quir rgica  respecto  de  mujeres  de  estratos  socioecon micos  bajos,  deó ú ó  

zonas rurales, o urbano marginales y de pueblos ind genas, a trav s de la imposici n deí é ó  

metas,  cuotas  de  captaci n  de pacientes,  incentivos  y sanciones  a  funcionarios  de laó  

salud,  que  se  tradujo  en  pr cticas  que  pasaron  por  alto  el  debido  consentimientoá  

informado de quienes eran sometidas a dicha t cnica invasiva, las condiciones de salud eé  

infraestructura en que se llevaban a cabo y el seguimiento pos operatorio, privilegiando 

espacios inseguros en el contexto de las campa as o festivales de salud que proliferaron añ  

lo largo del pa s, producto de todo lo cual hubo un n mero elevado de mujeres queí ú  

perdieron de manera permanente y, en forma no voluntaria, su capacidad reproductiva, 

sufriendo adem s muchas de ellas otras lesiones en su integridad f sica y s quica, llegandoá í í  

en algunos casos incluso a la muerte. 

As , las presunciones fundadas apuntan a que el requerido, en su condici n deí ó  

Presidente  de  la  Rep blica,  dise  e  impuso  esta  Pol tica  de  Planificaci n  Familiar,ú ñó í ó  

previa  eliminaci n  de  las  trabas  legales  que  imped an  aplicar  la  anticoncepci nó í ó  

quir rgica voluntaria como m todo de Planificaci n Familiar, con el objeto de elevar elú é ó  

crecimiento econ mico del pa s y disminuir la pobreza mediante la reducci n de la tasaó í ó  

de  natalidad  y  comand  su  implementaci n  monitoreando  personalmente  eló ó  

cumplimiento de sus instrucciones.

La ejecuci n del Programa de Planificaci n Familiar, en los t rminos descritos,ó ó é  

implic  la selecci n de un grupo de mujeres en edad f rtil, que compart an la condici nó ó é í ó  

de tener una escasa o nula educaci n y el total desconocimiento de sus derechos, y laó  

pertenencia a sectores vulnerables, entre ellos, poblaci n ind gena, de etnias amaz nicasó í ó  

o andinas, siendo nfima la proporci n de esterilizaci n de varones a trav s de la t cnicaí ó ó é é  

de vasectom a. í

La existencia de las masivas esterilizaciones forzadas es, por lo dem s, un hechoá  

reconocido a partir de numerosas actuaciones posteriores del Estado peruano, tendientes 

a reparar el da o ocasionado a las v ctimas, tales como la creaci n de un Registro nicoñ í ó Ú  

de   V ctimas  de  esterilizaciones  forzosas  producidas  en  el  per odo  1995-2000,  laí í  

constituci n  de  mesas  de  trabajo  multisectoriales  con  ese  fin  y,  desde  luego,  eló  

compromiso por investigar y sancionar a los responsables, adquirido en el A.S.A. con la 

Comisi n Interamericana de Derechos Humanos.ó

Las actuaciones de las cuales aparece como principal responsable el requerido, 

constituyen una clara violaci n al  derecho a la vida e integridad f sica  y s quica,  aló í í  

derecho a la salud, al derecho a decidir libre e informadamente, con plena autonom a,í  

los  m todos  de planificaci n familiar  que es  un componente  b sico de los  derechosé ó – á  

sexuales y reproductivos  y el derecho a la igualdad y no discriminaci n, al respeto de la– ó  

vida privada, todos derechos fundamentales que se encuentran reconocidos en distintos 

instrumentos internacionales de car cter universal y regional de los que el pa s requirenteá í  

y  el  nuestro  son  parte,  de  los  cuales  interesa  destacar  especialmente  la  Convenci nó  

Americana  de  Derechos  Humanos,  la  Convenci n  Interamericana  para  prevenir,ó  

sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres (Convenci n de Belem do Par ) y laó á  
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Convenci n sobre la eliminaci n de todas las formas de discriminaci n contra la Mujeró ó ó  

(CEDAW).

Merece la pena recordar en este caso, que el derecho a la salud es un derecho 

humano fundamental,  indispensable para el ejercicio adecuado de los dem s derechosá  

humanos y que, como ha dicho la Corte Interamericana, todo ser humano tiene derecho 

al disfrute del m s alto nivel posible de salud que le permita vivir dignamente, entendidaá  

la salud no s lo como ausencia  de enfermedades,  sino como un estado de bienestaró  

f sico, mental y social; y comprende la protecci n a la salud sexual y reproductiva de lasí ó  

personas, que se extiende, entre otros aspectos, a la capacidad para disfrutar de una vida 

sexual satisfactoria y sin riesgos y de procrear, as  como a la libertad de decidir hacerlo oí  

no hacerlo, cu ndo y con qu  frecuencia, condici n esta ltima que lleva impl cito elá é ó ú í  

derecho del hombre y la mujer a obtener informaci n y de planificaci n de familia, aó ó  

trav s de m todos para regular la fecundidad que no est n prohibidos (Corte IDH, casoé é é  

Artavia Murillo y otros vs Costa Rica, 2012). Con base en ello, la Comisi n IDH haó  

reconocido que la libertad y autonom a de las mujeres en materia sexual y reproductivaí  

suele  tener  un  impacto  desproporcionado  en  perjuicio  de  las  mujeres  debido  a  la 

presencia de estereotipos de g nero.é

Asimismo, la Corte Interamericana, en un caso paradigm tico, se ha pronunciadoá  

sobre  la  obligatoriedad  de  contar  con  un  consentimiento  informado  previo  a  la 

esterilizaci n  y  a  la  necesidad  trascendental  de  que  los  procesos  de  obtenci n  deló ó  

consentimiento  informado  cumplan  con  est ndares  que  eviten  que  las  mujeres  seaná  

inducidas  por  el  personal  m dico  a  consentir,  como  consecuencia  de  la  falta  deé  

entendimiento de la informaci n brindada, especialmente en casos de que la mujer poseaó  

escasos  recursos  econ micos  y  bajos  niveles  de  educaci n,  resaltando  que,  en  talesó ó  

escenarios existe un deber reforzado  de brindar informaci n debido a la naturaleza del“ ” ó  

acto,  acerca  del  car cter  permanente  del  mecanismo  y de  la  existencia  de  m todosá é  

anticonceptivos  alternativos  menos  intrusivos  como  tambi n  los  aplicables  a  laé  

anticoncepci n masculina (Caso I.V. vs Bolivia, 2016).ó

Lo  anterior  permite  concordar  con  los  an lisis  efectuados  por  la  Comisi ná ó  

Interamericana de Derechos Humanos, a prop sito del caso de Celia Ramos Durand, losó  

que resultan plenamente aplicables a la situaci n del resto de las mujeres peruanas poró  

las cuales se pide la ampliaci n de la extradici n en este cap tulo, en el sentido que laó ó í  

Pol tica  impulsada  por  el  requerido  a trav s  del  Programa  de  Planificaci n  Familiarí é ó  

1995-2000 constituy , adem s de una afectaci n al derecho a la vida e integridad f sica yó á ó í  

s quica  y  al  derecho  a  la  salud  sexual  y  reproductiva  de  las  mujeres,  signific  unaí ó  

interferencia en su derecho a la vida privada, una discriminaci n interseccional debido aó  

su g nero y situaci n econ mica y un acto de violencia  contra las mujeres  sometidasé ó ó  

masiva y forzadamente a esterilizaciones.

Valga se alar, por ltimo, que, con respecto al objetivo de elevar el crecimientoñ ú  

econ mico a trav s de la reducci n de la tasa de natalidad, impuesta a trav s de metas,ó é ó é  

los planes del requerido olvidaron, lamentablemente, que el objetivo principal debe ser“  

la reducci n de la pobreza, m s no el n mero de pobres , como advierte la profesoraó á ú ”  

Rebeca Cook y otros (en Declaraci n de proposiciones ticas en salud reproductiva yó é  

Pol ticas de Poblaci n).í ó

128

PDEEXXXJBHJ



Sexag s imo  noveno:é  Que,  considerando,  como  ha  sido  el  criterio  de  esta 

Corte Suprema, que el requisito establecido en el numeral 3  del art culo 647 del C digo° í ó  

de Procedimiento Penal, debe ser analizado en armon a con lo que dispone el art culoí í  

274 del  mismo cuerpo legal,  esto es,  que el  grado de convicci n que  se exige  paraó  

conceder la extradici n se corresponda con los requisitos del sometimiento a proceso, esó  

decir, que con los antecedentes aportados (i) resultare justificada la existencia del delito 

que se investiga y que (ii) aparecen presunciones fundadas para estimar que el inculpado 

ha tenido participaci n en el delito como autor, c mplice o encubridor, se debe concluiró ó  

que, en la especie, ambos requisitos se encuentran satisfechos. 

No obstante,  es conveniente  reiterar  lo que tambi n ha sostenido esta Excma.é  

Corte, en el sentido que al exigir nuestra legislaci n que est  justificada la existencia deló é  

delito  que  se  investiga  y  que  aparezcan  presunciones  fundadas  para  estimar  la 

participaci n de un inculpado, no est  exigiendo una certeza que no es posible aseguraró “ á  

en  etapas  previas  y  preparatorias  al  verdadero  juicio.  Lo  que  est ,  es  permitiendoá  

justificar la formulaci n de cargos que den cierta verosimilitud a la probabilidad de unaó  

responsabilidad penal que justifique formular una acusaci n y que permita el desarrolloó  

del juicio. Por tanto, su apreciaci n valorativa para acreditarlos como prueba completaó  

es una tarea que s lo se puede producir en el fallo definitivo para transformar una meraó  

probabilidad, en la certeza que permitir  tener por verdaderos los hechos b sicos de laá á  

incriminaci n penal . (S.C.S. motivo 87, rol N  3744-07, extradici n Fujimori).ó ” ° ó

Septuag s imo:é  Que,  en  tales  circunstancias,  s lo  resta  analizar  el  requisitoó  

contemplado en el Tratado de Extradici n con Per , relativo a que para la procedenciaó ú  

de la extradici n la acci n no debe estar prescrita.ó ó

Para dilucidar lo anterior resulta ineludible referirse a la naturaleza de los delitos 

investigados, dado que si la conclusi n es que se trata de delitos de lesa humanidad ó –

como se avizora al examinar los hechos  la consecuencia ser  la imprescriptibilidad de la– á  

acci n  para  perseguirlos,  como lo ha venido  resolviendo  consistentemente  esta  Corteó  

Suprema, fundada en diversos instrumentos del sistema internacional de protecci n deó  

los  derechos  humanos,  mediante  pronunciamientos  en  causas  de  derechos  humanos 

conocidas por el m ximo tribunal o en causas de extradici n como la presente.á ó

Considerando que esta es una cuesti n que se ha de resolver respecto de variosó  

de  los  requerimientos  que  se  conocen  en  estos  autos,  que  comparten  caracter sticasí  

similares  en  ese  aspecto  y  han  sido  presentadas  por  el  Estado  requirente,  en  las 

ampliaciones de extradici n, como constitutivas de violaciones a los derechos humanos,ó  

se dejar  pendiente su an lisis para hacerlo en un tratamiento conjunto, en motivacionesá á  

posteriores.

VI. Presunta  responsabi l idad  en  la  comis i n  de  los  del i tos  deó  

secuestro  agravado respecto  de Arturo Moreno Alc ntara  y otros .á

Septuag s imo  primero:é  Que,  de acuerdo  a lo se alado en la  solicitud  deñ  

ampliaci n de extradici n, planteada por el Cuarto Juzgado Penal Especial de la Corteó ó  

Superior de Justicia de Lima, en el expediente N 24-2008, mediante resoluci n de 22 de° ó  

octubre de 2009, los hechos que se le imputan al requerido, Alberto Fujimori Fujimori, 

son los siguientes: Descripci n sumaria de los hechos: ó
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Que, los hechos atribuidos, a Alberto Fujimori Fujimori en el auto de apertura de 

instrucci n,  referidos  al  delito  instruido  se  basan  en  que  aquel  en  su  condici n  deó ó  

Presidente de la Rep blica y jefe Supremo de las Fuerzas Armadas y Polic a Nacionalú í  

del Per , habr a coordinado con su asesor presidencial Vladimiro Montesinos Torres, asú í í 

como con el jefe nominal del ex Servicio de Inteligencia Nacional Julio Salazar Monroe 

y  con  los  entonces  funcionarios:  Comandante  General  del  Ej rcito  Nicol s  de  Barié á  

Hermoza  R os,  Ministro  de  Defensa  V ctor  Malca  Villanueva,  Ministro  del  Interiorí í  

Manuel Abraham Briones D vila el secuestro de los agraviados, siendo retenidos contraá  

su voluntad por m s de 10, 15 y en algunos casos hasta 18 d as, adem s incomunicadosá í á  

e interrogados sin las garant as m nimas del debido proceso, es decir, sin la presencia delí í  

abogado  defensor  de  su  libre  elecci n  y/o  fiscal  competente,  siendo  encerrados  enó  

diversas dependencias militares y policiales bajo el pretexto de haber cometido delito de 

rebeli n  militar,  insulto  al  superior,  tentativa  de  homicidio,  entre  otros,  sin  previaó  

investigaci n y mandato judicial que amerite sus detenciones preventivas por m s de 24ó á  

horas.  Hecho  ocurrido  el  d a  13  de  noviembre  de  1992,  en  circunstancias  que  losí  

agraviados  se  encontraban  detenidos  (sic)  en  el  inmueble  ubicado  en  la  avenida 

Rep blica de Panam  N  4460 distrito de Surquillo  Lima, tratando de tomar accionesú á ° – –  

frente al contexto social y pol tico que atravesara el pa s por el llamado autogolpe  deí í “ ”  

Estado propiciado por el mismo ex presidente de la Rep blica Alberto Fujimori Fujimoriú  

el d a 5 de abril de 1992, que supuso la vulneraci n de las instituciones democr ticas,í ó á  

disoluci n del  Congreso  y ruptura  del  orden democr tico,  por  lo que los  agraviadosó á  

pusieron en agenda hacer uso del derecho constitucional a la insurgencia, sin embargo 

luego de culminada la reuni n, en las primeras horas de la madrugada del d a 13 deó í  

noviembre de 1992, sus asistentes decidieron abortar el plan de insurgencia retir ndose aá  

sus respectivos domicilios, los que a n permanec an en el inmueble fueron intervenidosú í  

por  las  tropas  de  la  Divisi n  de  las  Fuerzas  Especiales  del  Ej rcito  a  cargo  de  suó é  

Comandante General Luis P rez Documet, realizando disparos con armas de fuego siné  

previo aviso ni prevenci n, presentando la camioneta del agraviado General Salinas Sedó ó 

80 impactos de balas de fusil y como consecuencia de ello result  herido el Suboficialó  

Faustino Conde Llamota, intervini ndose a los presentes.é ”

Rese ando la  situaci n procesal,  es  menester  indicar  que la  causa se inici  añ ó ó  

trav s  del  auto de apertura  de instrucci n de fecha 14 de abril  de 2009,  el  cual  seé ó  

expidi  en m rito de la denuncia formalizada por el Fiscal se or Jorge Alex D az P rez,ó é ñ í é  

titular de la Fiscal a Provincial Especializada en delitos contra los Derechos Humanos,í  

por el delito contra la Libertad  Violaci n de Libertad  Secuestro agravado, en agravio– ó –  

de Arturo Moreno Alc ntara y otros; a trav s del referido auto se dict  tambi n mandatoá é ó é  

de  comparecencia  restringida  en  contra  del  encausado  Alberto  Fujimori  Fujimori, 

desarroll ndose el proceso conforme a las normas que prev  el C digo de Procedimientosá é ó  

Penales para los delitos de naturaleza ordinaria.

Septuag s imo  segundo:é  Que, estos hechos han sido calificados jur dicamenteí  

por  la  Justicia  peruana  como  delitos  contra  la  Libertad  -Violaci n  de  la  Libertadó  

Personal  Secuestro Agravado, figura delictiva prevista y sancionada en el art culo 152– í  

inciso 3  del C digo Penal peruano, con una penalidad superior a un a o.° ó ñ
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En Chile, los hechos imputados pueden ser calificados jur dicamente como delitosí  

de secuestro, figura prevista y sancionada en el art culo 141 del C digo Penal, con unaí ó  

penalidad superior a un a o de privaci n de libertad.ñ ó

(Ambos textos  normativos  han sido transcritos  ntegramente en otros  cap tulos,í í  

por lo que cabe remitirse a ellos).

Sobre la base de lo anterior, es posible establecer que se cumple con el requisito 

de la  doble  incriminaci n ,  exigido  por  el  art culo  353  del  C digo  de Bustamante,“ ó ” í ó  

desde que basta una simple comparaci n entre ambas legislaciones para determinar queó  

los hechos imputados constituyen delito en ambos ordenamientos jur dicos, sin que seí  

requiera que en ambas legislaciones las figuras sean id nticas.é

A su turno, se puede concluir tambi n, que la presente solicitud cumple con laé  

exigencia de la m nima gravedad  prevista en el Tratado de Extradici n suscrito entre“ í ” ó  

ambos Estados, requirente y requerido, puesto que en ambos pa ses la penalidad de losí  

delitos imputados es superior a un a o de privaci n de libertad.ñ ó

Septuag s imo  tercero:é  Que con fecha  28 de septiembre  de 2023,  Alberto 

Fujimori Fujimori declar  en audiencia especialmente citada al efecto, a requerimientoó  

de  esta  ministra  instructora,  ante  la  Primera  Sala  Penal  Liquidadora  de  la  Corte 

Superior  de Justicia  de Lima,  asistido por su defensa t cnica,  y con la presencia  delé  

Ministerio P blico,  a trav s del  Fiscal  Superior  de la Primera Fiscal a Superior Penalú é í  

Nacional  Especializada  en  Derechos  Humanos  e  Interculturalidad  y  la  Procuradur aí  

Especializada en Delitos de Corrupci n de Funcionarios. En ella, en s ntesis, niega suó í  

participaci n en los hechos que se le imputan en el requerimiento, se alando no haberó ñ  

tenido injerencia ni conocimiento alguno de la operaci n descrita en los cargos, ni de lasó  

detenciones realizadas a consecuencia de aquello.

Septuag s imo  cuarto:é  Que, en lo que sigue, pues, se proceder  al an lisis deá á  

los antecedentes  para resolver si concurren los requisitos que exige el numeral 3  del°  

art culo 647 del C digo de Procedimiento Penal.í ó

A tal efecto, es menester  se alar que para justificar la existencia de los delitosñ  

imputados  y  la  participaci n  culpable  del  requerido,  la  solicitud  de  ampliaci n  deó ó  

extradici n  ha  acompa ado  una  serie  de  elementos  probatorios  consistentes  enó ñ  

declaraciones  testimoniales,  transcripci n  de  registros  audiovisuales  y  documentosó  

period sticos, entre otros, que se pasar n a analizar.í á

De las declaraciones de testigos acompa adas, interesa destacar las siguientes: ñ

- Declaraci n del  don Salvador  Carmona  Bernasconi,  rendida  con fecha  16 deó  

abril del 2004, quien fuera testigo presencial del hecho y v ctima de aquel. í Al ser 

consultado respecto a las circunstancias en que se produjo la intervenci n del d aó í  

13 de noviembre de 1992, se al : ñ ó

Que siendo las 02 o 03 de la ma ana aprox. del  13NOV92 se produjo una“ ñ  

balacera en las oficinas del taller de la Av. Rep blica de Panam  Nro. 4460 en las cualesú á  

intervino  efectivos  del  Ej rcito  aprox.  25  a  30  personas  uniformados,  ingresandoé  

abruptamente  a  las  instalaciones  y  tomando  detenidos  a  todos  aquellos  que  nos 

encontr bamos en el interior, y quien estaba al mando de dicho Operativo era el Cmdte.á  

EP. GUZM N quien nos traslad  a las instalaciones del Cuartel Alfonso Ugarte en lasÁ ó  

Palmas  de  Chorrillos,  durante  la  intervenci n  fuimos  considerados  como  presuntosó  
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terroristas que supuestamente plane bamos una actividad subversiva (...) permanecimosá  

17  d as  incomunicados  separados  en  habitaciones  diferentes  como  tambi n  siendoí é  

trasladados  al SIN y al SIE, siendo interrogados  primero por el  CRNL PNP Carlos 

DOMINGUEZ SOLIS, posteriormente VLADIMIRO MOSTESINOS, el mayor PNP 

Fredy REBATA ESPIRITU y otros que no recuerdo, los cuales dieron lugar a no tener 

conocimiento  nuestra  familia  y  abogados  de  todos  los  hechos  antes  mencionados. 

Despu s  de  estar  en  las  instalaciones  del  Cuartel  Alfonso  Ugarte  fui  trasladado  elé  

23NOV92 a hrs.01:00 a 02:00 am. Aprox. al Penal Castro Castro conjuntamente con el 

CRNL. EP NOBLECILLA MERINO, Cmdte. EP AGUILAR DEL ALCAZAR, MAY 

CACERES HARO y el suscrito permaneciendo aprox. 20 d as hasta el 24DIC92. Luegoí  

fuimos trasladados el mismo d a al cuartel Bolivar en Pueblo Libre donde estuvimos allí í 

aprox. 30 d as, donde se llev  a cabo el Juicio por parte del Consejo Supremo de Justiciaí ó  

Militar (...) . ”

- Declaraci n de don Marko Antonio Zarate Rotta, rendida con fecha 22 de abriló  

del 2004, como testigo presencial del hecho y v ctima de aquel. Que el 12 deí “  

noviembre de 1992 siendo aproximadamente las 21.30 fui citado a una reuni nó  

con el General EP Jaime Salinas Sed  en el inmueble ubicado en Rep blica deó ú  

Panam  N 4460, Surquillo (...) por lo que me dirig  a mi oficina, siendo la 01:30á ° í  

am del 13NOV92 fui intervenido por personal de la Polic a Militar de la DIFE,í  

al  mando  del  Cmdte.  EP ESPEJO,  manifest ndome  que  estaba  detenido  porá  

orden del Gral.  EP Luis PEREZ DOCUMET,  posteriormente a las 07:00 del 

mismo d a fui llevado a las oficinas del SIN, y es all  cuando ingresa el Crnl. EPí í  

Roberto  HUAMAN AZCURRA,  con  una  pistola  en  la  mano  y  me  apuntó 

agredi ndome con palabras soeces ingres  Vladimiro MONTESINOS TORRES,é ó  

siendo ese momento que me propin  un golpe con la cacha de una pistola 9mm.ó  

en la cabeza, a lo que me dec a ahora vas a ver y te vas a podrir en la c rcel,í á  

despu s ingresaron cuatro uniformados (personal de tropa) y fui conducido a unosé  

ambientes  que estaban cerca de un ba o amarrado a una silla permaneciendoñ  

hasta las cinco de la tarde aprox. En ese lapso ingres  el Gral. EP Luis PEREZó  

DOCUMET, con Vladimiro MONTESINOS TORRES, dici ndome que me ibaé  

a podrir en la c rcel, posteriormente fui trasladado a un cuarto de la DIFE, en laá  

que  hab an  clavado  las  ventanas  y  la  puerta  con  cadena  y  candado,  al  d aí í  

siguiente me volvieron a trasladar al mismo lugar donde hab a permanecido elí  

d a anterior SIN, en esa circunstancias me percat  que en el mismo lugar dondeí é  

me encontraba estaba amarrado el MY EP CACERES HARO, intercambiando 

algunas palabras para identificarnos, (...) en la noche del mismo 14NOV92, me 

llevaron al SIN, para rendir mi manifestaci n escrita, en la que se encontraba eló  

Crnl.  EP  Ra l  TALLEDO  VALDIVIEZO,  el  Crnl.  PNP.  DOMIGUENZú  

SOLIS, y seis personas m s que no recuerdo qued ndome hasta las 04:00 aprox.á á  

rindiendo  mi  manifestaci n  firmando  finalmente  dicho  documento,ó  

posteriormente fui trasladado al Cuartel General del EP San Borja depositado en 

un cuarto oscuro permaneciendo doce d as aprox., despu s de eso me trasladan aí é  

las Palmas por dos personas un My. EP que no recuerdo (...). posteriormente a la 
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presi n de la Prensa y de nuestros familiares fuimos llevados al Cuartel Bolivar enó  

Pueblo Libre el 24DIC92.  ”

- Declaraci n de don Jorge Ram n Noblecilla Merino,  rendida con fecha 21 deó ó  

abril de 2004, quien fuera testigo presencial del hecho y v ctima de aquel. Queí “  

el  13 de noviembre  de 1992 a medianoche,  asist  a una  reuni n  de oficialesí ó  

convocada por el General EP Jaime Salinas Sed , en la cual se conversaba sobreó  

una posible soluci n a la situaci n del R gimen Democr tico que viv a el pa só ó é á í í  

( ) Se dio t rmino a la reuni n postergando cualquier acci n para una nueva… é ó ó  

fecha,  optando  por  retirarme  a  mi  domicilio,  al  d a  siguiente  me  present  aí é  

laborar y mi Jefe el Gral. EP. OBLITAS ZARATE Aristides, me comunic  queó  

por orden del Comandante Gral. EP. quedaba detenido y dispuso mi traslado al 

Cuartel  de  la  polic a  Militar  del  Cuartel  Gral.  Del  EP.  San  Borja,  dondeí  

permanec  detenido  e incomunicado  aprox.  quince  d as,  en el  alojamiento  deí í  

dicha dependencia Cmdte. Guillermo MONZON, Jefe de la Polic a Militar, ení  

ese lapso fui trasladado en dos oportunidades al SIN, a cargo del desplazamiento 

el Gral. EP. VASQUEZ, Sub Inspector General del EP. ya en el SIN, Chorrillos, 

fui interrogado por el  CRNL PNP. DOMINGUEZ SOLIS,  sin contar con el 

asesoramiento  de  un  abogado  defensor  ni  de  oficio,  es  as  que  a  fines  deí  

Noviembre,  fui  trasladado  a  la  DIFE,  Cuartel  Alfonso  Ugarte,  en  el  que 

permanec  hasta el 10DIC92, en el que intempestivamente fui trasladado juntoí  

con el My. EP CACERES al Penal Castro Castro , lugar al que fueron llegando“ ”  

posteriormente  otros  Oficiales  del  EP.  que  participaron  en  la  reuni n  deló  

12NOV92, por presi n de la opini n p blica fuimos trasladados de dicho penal aló ó ú  

Cuartel BOLIVAR Pueblo Libre el 24DIC92, a un ambiente que previamente 

hab a sido totalmente tapiado para impedir el ingreso de la luz solar ( ) . í … ”

Existen en los antecedentes otras declaraciones de testigos que son concordantes 

con las referidas precedentemente, entre las cuales se individualizan las siguientes: 

- Declaraci n de don Jaime Eduardo Salinas L pez-Torres, rendida con fechaó ó  

19 de noviembre de 2004, quien fuera v ctima e hijo de un General EP.í

- Declaraci n  de  don  Jorge  Victor  Polack  Merel,  rendida  con  fecha  1  deó  

diciembre  de  2004,  quien  fuera  testigo  presencial  del  hecho  y v ctima  deí  

aquel. 

Por otra parte, si bien no fue acompa ado como un documento antecedente a lañ  

ampliaci n de la extradici n, en el escrito de la denuncia formalizada por el Fiscal se oró ó ñ  

Jorge Alex D az P rez, que dio origen al auto de apertura de instrucci n en contra delí é ó  

requerido y otros, por los delitos de secuestro agravado, se hace menci n y transcribeó  

parcialmente  el  Informe  evacuado  por  la  Comisi n  Interamericana  de  Derechosó  

Humanos  N 27/94  caso 11.084,  de 30 de noviembre de 1994, el que tiene como° –  

antecedente la petici n de do a Isabel L pez-Torres, en la que denunciaba la detenci nó ñ ó ó  

arbitraria de su c nyuge, Jaime Salinas Sed  y de su hijo, Jaime Salinas L pez-Torres yó ó ó  

a la  cual  se  acumularon  las  presentaciones  de  familiares  de  otro  grupo de  personas 

agraviadas en iguales circunstancias.
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De su lectura se desprende que la Comisi n conoci  de los hechos denunciadosó ó  

relacionados  con  dos  derechos:  la  libertad  personal  y  la  integridad  personal  de  los 

Oficiales; y la violaci n del debido proceso legal y la protecci n judicial.ó ó

En lo que aqu  interesa, esto es, en relaci n a la libertad personal y seguridadí ó  

individual,  al  abordar  las  cuestiones  de  fondo  la  Comisi n  se ala:  La  Constituci nó ñ “ ó  

Pol tica  de  1979,  vigente  al  momento  en  que  sucedieron  los  hechos  denunciadosí  

establec a que nadie pod a ser detenido sino por mandamiento escrito y motivado delí í  

juez competente o por las autoridades policiales en caso de flagrante de delito, debiendo 

ser  puesto,  en  todo  caso,  dentro  de  las  24  horas  a  disposici n  del  juzgadoó  

correspondiente. Asimismo, dicha Constituci n prohib a, por un lado, la incomunicaci nó í ó  

de  los  detenidos  salvo  en  los  casos  previstos  en  la  ley,  con  las  limitaciones 

correspondientes y bajo orden judicial y, por el otro, la pr ctica de violencia contra losá  

detenidos, para obtener declaraciones. Desde el momento de su detenci n, los oficialesó  

fueron incomunicados por m s de 15 d as, en violaci n con lo previsto en el art culo 8á í ó í ° 

de la Convenci n Americana, en el art culo 2  inciso 29 i) de la Constituci n Pol tica deó í ° ó í  

1979 y en el art culo 526 del C digo de Justicia Militar ( ) Las declaraciones de losí ó …  

detenidos  fueron  tomadas  por  personal  policial,  sin  la  presencia  de  sus  abogados 

defensores  o de fiscales  que cautelasen la correcci n del  procedimiento,  todo ello enó  

violaci n  del  art culo  8  de  la  Convenci n  Americana.  Dicho  procedimiento  deó í ° ó  

investigaci n se llev  a cabo durante horas irregulares y en jornadas de interrogatorio deó ó  

m s de 12 horas que se realizaban habitualmente de noche o en horas de la madrugada.á  

Varios de los oficiales denunciaron que fueron sometidos a torturas f sicas y sicol gicasí ó  

con la finalidad de obtener declaraciones autoincriminatorias basadas en hechos falsos y 

que fueron luego obligados a firmarlas sin siquiera poder leerlas .”

Resulta de inter s destacar, asimismo, la Transcripci n de un Video (video N 1)é ó °  

rotulado Oficio 013-2003-2005, contenido en el Informe 35-2005 DIRCOCORP-PNP-

UNINTE emanado de la Unidad de Inteligencia de la Direcci n contra la Corrupci nó ó  

de la Polic a Nacional del Per , que se refiere a un reportaje period stico efectuado el 13í ú í  

de noviembre de 1992.

En l se incluye, por una parte, el comunicado oficial de la Secretar a de Prensaé í  

de la Presidencia de la Rep blica que fue exhibido en televisi n abierta el d a 13 deú ó í  

noviembre de 1992, el que en su punto n mero 3, se ala lo siguiente: ú ñ

3.  Los  elementos  comprometidos  en  el  descabellado  intento  se  encuentran“  

detenidos y ser n juzgados de inmediato por la Comisi n de Delitos previsto y penadosá ó  

en la legislaci n vigente. ó

Agregando  en  su  punto  N 5:  El  gobierno  continuar ,  sin  desmayo,  en  su° “ á  

prop sito  de  moralizaci n  total,  destituyendo  a todos  los  corruptos  e  impidiendo  suó ó  

retorno  a  la  Administraci n  P blica.  Asimismo,  se  reafirma  en  su  compromiso  deó ú  

pacificar  el  pa s,  erradicando el  MRTA a mediados  de 1993 y a Sendero Luminosoí  

antes de 1995 .”

En el  reportaje  antes  aludido,  se  contiene  una  entrevista  a  Alberto  Fujimori 

Fujimori, quien consultado respecto a las personas que fueron detenidas la noche del 12 

a 13 de noviembre de 1992, respondi : ó
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Ya te lo he dicho, hay varios Comandantes, Mayores que estando en actividad“  

han sido implicados en esta conspiraci n he, del listado que moment neamente he, seó á  

tiene  es  aproximadamente  entre  20  a  25,  todos  han  sido  detenidos,  pero  esta,  este 

n mero no, no es representativo frente a los cientos o incluso miles de Oficiales de lasú  

Fuerzas Armadas . ”

Luego, la entrevista prosigue con el siguiente di logo: á

PERIODISTA: Cu ntos altos Oficiales est n inmovilizados en su domicilio? “ ¿ á á

A. FUJIMORI: De los que yo conozco son tres, General Valdivia, General Bloc, 

General Obando, uno de los generales Obando. 

PERIODISTA: Y arrestados? ¿

A.  FUJIMORI:  Arrestados  debe  haber,  esta  es  una  cifra  aproximada  entre 

Comandantes y el General Salinas y el retirado, debe hacer unos veinte o veinticinco. 

PERIODISTA: Est n detenidos en una Comisar a o un Cuartel o est n. á í á

A. FUJIMORI: Est n detenidos en, algunos en la Divisi n de Fuerzas Especialesá ó  

he, otros en el DIE, est n repartidos .á ”

Del mismo modo, es importante consignar algunos pasajes de las manifestaciones 

del testigo Nicol s de Bari Hermoza R os, quien declar  en dos oportunidades, el 15 deá í ó  

septiembre  de  2004  y el  20 de  diciembre  de  2005,  y a  la  poca  de  los  hechos  seé  

desempe aba como Comandante General del Ej rcito y, adem s, como Presidente delñ é á  

Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, que reflejan las consideraciones que, desde 

su  perspectiva,  justificaban  las  acciones  tomadas  en  relaci n  a  los  afectados  y  eló  

conocimiento que de aquello ten a el Presidente.í

As ,  en  su  primera  declaraci n,  interrogado  acerca  del  organigrama  de  lasí ó  

instituciones  que  dirig a  y  del  Servicio  de  Inteligencia  Nacional.  Se al :  Comoí ñ ó “  

Comandante  General  del  EP  y  Presidente  del  Comando  Conjunto  de  las  FFAA, 

depend a del  Ministro de Defensa ,  quien era mi  jefe inmediato;  y con relaci n alí … ó  

organigrama, el EP y el Comando Conjunto ten a su propia ley org nica, que no ten aí á í  

ninguna relaci n con el Servicio de Inteligencia Nacional (SIN) ( ) administrativamenteó …  

depend a  del  Primer  Ministro  y  como  organismo  rector  del  Sistema  de  Inteligenciaí  

depend a del Presidente de la Rep blica.  Consultado luego, si el Comandante Generalí ú ”  

de Fuerzas Especiales del Ej rcito, P rez Documet, le dio cuenta de las actividades queé é  

realizaba con el SIN el 13 de noviembre de 1992, respondi : efectivamente el 13 deó “…  

noviembre de 1992 me daba cuenta de las actividades que realizaba para detener a los 

oficiales  del  EP que  estaban reunidos  para conspirar  y derrocar  al  Presidente  de  la 

Rep blica . Interrogado para que diga si para que el General Documet participara deú …”  

las detenciones del 13Nov92 as  como de detenciones posteriores se coordinaba con elí  

asesor presidencial Vladimiro Montesinos, dijo: Que para otras detenciones, fuera del“  

13Nov92, el suscrito no coordin  con el ex asesor Vladimiro Montesinos Torres...  ( )ó ” …  

Ten a entendido que el hecho del 13Nov92 constitu a un delito tipificado en el CJM yí í  

que este personal ten a que ser detenido e investigado por el CSJM .í ”

Consultado sobre si el ex asesor ten a injerencia sobre su persona como para queí  

impartiera rdenes a sus oficiales y ordenara detenciones sin su conocimiento, contest :ó ó  

No ten a injerencia sobre mi persona ni tampoco recib a rdenes m as, si es que l dict“ í í ó í é ó 

algunas disposiciones a nombre propio o en nombre del Presidente de la Rep blica noú  
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las conoc , los lugares de detenci n tampoco los dispuse yo, supuse que en ese aspectoí ó  

ten a responsabilidad el CSJM .í ”

Asimismo, en su ltima declaraci n, consultado por las rdenes o disposicionesú ó ó  

que habr a dado para debelar el intento de golpe, luego de haber tomado conocimientoí  

del mismo, se al :ñ ó

Primero,  comuniqu  telef nicamente  por  el  tel fono  rojo  al  Presidente  de  la“ é ó é  

Rep blica,  de  los  hechos  que  estaban  ocurriendo  y  le  recomend  o  suger  que  seú é í  

dirigiera a las instalaciones del SIN, para que este organismo le proporcionara seguridad. 

Le comuniqu  al se or Montesinos,  quien se encontraba en las instalaciones del SINé ñ  

para que se encargara de la protecci n del Presidente de la Rep blica; le comuniqu  aló ú é  

General P rez Documet la informaci n que ten a disponible y que procediera a deteneré ó í  

a los que se encontraban en el inmueble cuya direcci n le di telef nicamente .ó ó …”

Consultado  sobre  los  motivos  para  solicitar  a  Montesinos  la  seguridad  del 

presidente y no al Jefe del SIN en esa oportunidad, explica: por cuanto el jefe del“…  

SIN no se encontraba en el SIN, era de noche y el se or Montesinos se encontraba en elñ  

SIN, era el asesor principal del SIN y asesor del Presidente de la Rep blica en temas deú  

defensa y seguridad nacional.”

Septuag s imo  quinto:é  Que,  informando,  el  Fiscal  de esta  Corte  Suprema, 

estima cumplidos los requisitos de doble incriminaci n y m nima gravedad de los delitosó í  

imputados  al  requerido;  y  respecto  de  su  participaci n  culpable,  en  este  episodioó  

espec fico, nos remitimos a lo que ha se alado en otros cap tulos que dicen relaci n coní ñ í ó  

delitos graves contra los derechos humanos, respecto a la concurrencia de una asociaci nó  

criminal y al significado de su actuaci n como autor mediato.ó

Septuag s imo  sexto:é  Que,  por su parte,  el Estado requirente al evacuar el 

traslado que le fuera conferido, con fecha 13 de febrero de 2024, hace un examen de 

cada  uno  de  los  requisitos  exigidos  por  el  Tratado  vigente  para  que  proceda  la 

extradici n y los estima cumplidos. Realiza, a continuaci n, un pormenorizado an lisisó ó á  

de  los  antecedentes  probatorios  aportados  en  el  requerimiento,  concluyendo  que  se 

encuentra plenamente justificada la existencia de los delitos por los cuales se solicita la 

ampliaci n  de  la  extradici n  del  requerido,  as  como  presunciones  fundadas  de  suó ó í  

participaci n  culpable,  a  su  juicio  ha  quedado  especialmente  demostrado  con  losó “  

antecedentes probatorios acompa ados, que las treinta v ctimas, todos altos miembros delñ í  

Ej rcito  peruano,  permanecieron  retenidos  contra  su  voluntad,  incomunicados  eé  

interrogados sin las garant as m nimas del debido proceso, durante aproximadamente dosí í  

semanas. Asimismo,  ha quedado demostrado que el requerido se or Alberto Fujimoriñ  

Fujimori  ten a  pleno  conocimiento  de  estos  secuestros.  Elocuente  resulta  el  videoí  

exhibido en la televisi n abierta el mismo d a del operativo en que el mismo requeridoó í  

entrega detalles pormenorizados del mismo . ”

Septuag s imo  s ptimo:é é  Que, a su turno, evacuando el traslado conferido, con 

fecha 15 de febrero de 2024, la Corporaci n de Asistencia Judicial, oficina de Defensaó  

Penal,  actuando por el requerido,  solicita  el rechazo de la ampliaci n de extradici nó ó  

relativa a los delitos de secuestro agravado de militares, atendido que los hechos pueden“  

ser considerados un delito pol tico debido a la intervenci n gubernamental para reprimirí ó  

una reuni n en la que se buscaba ejercer el derecho constitucional de insurgencia contraó  
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el gobierno. La detenci n y posterior encarcelamiento sin garant as de debido proceso,ó í  

junto con las acusaciones de rebeli n militar y otros cargos sin investigaci n previa nió ó  

orden judicial, sugieren una persecuci n pol tica .ó í ”

Septuag s imo  octavo:é  Que, en el marco del an lisis efectuado en el motivoá  

noveno  sobre  los  delitos  pol ticos,  debe  descartarse  la  alegaci n  formulada  por  laí ó  

Corporaci n  de  Asistencia  Judicial  en  relaci n  a la  presente  solicitud,  en  que  se  leó ó  

imputa  al  requerido  responsabilidad  como autor  mediato  en los  delitos  de  secuestro 

agravado de militares, pues se trata de delitos comunes, supuestamente cometidos en el 

contexto  de  la  represi n  de  un  movimiento  que  buscaba  ejercer  su  derechoó “  

constitucional de insurgencia contra el gobierno , lo que en ning n caso los convierte en” ú  

delitos  pol ticos.  En efecto,  aun cuando se admitiera que la finalidad de su actuar alí  

retener a los afectados era pol tica (o ten a un fin patri tico ), porque buscaba terminarí í “ ó ”  

con una sublevaci n que pretend a alterar el orden constitucional establecido en el pa s,ó í í  

ello no resultar a suficiente, desde que objetivamente no se produjo un da o o peligro aí ñ  

la  organizaci n  pol tica  que  el  mismo  requerido  hab a establecido  por  la  v a de  losó í í í  

hechos, elemento que como antes se dijo es fundamental a la hora de calificar un delito 

con el car cter de pol tico.á í

Septuag s imo  noveno:é  Que,  a  juicio  de  este  tribunal,  los  elementos  de 

convicci n  relacionados  en  los  motivos  precedentes  permiten  dar  por  justificada  laó  

existencia de los secuestros agravados de un n mero cercano a 30 militares, activos yú  

algunos en retiro, por un espacio aproximado de 15 d as, en distintos recintos militares,í  

en  circunstancias  que  algunos  de  ellos  se  encontraban  reunidos  en  un  inmueble 

deliberando acerca de posibles acciones a tomar en el contexto social y pol tico por elí  

que atravesaba el pa s,í

En efecto, los testimonios contestes de quienes fueron v ctimas de tal agravio noí  

dejan lugar a dudas sobre la retenci n a la que fueron sometidos contra su voluntad, loó  

que  aparece  corroborado  por  otros  antecedentes  como  el  reconocimiento  del  propio 

requerido  y  la  investigaci n  que  realiz  la  Comisi n  Interamericana  de  Derechosó ó ó  

Humanos  ante  la  denuncia  de  familiares  de  los  agraviados,  y  la  conmoci n  p blicaó ú  

provocada por los hechos que fueron calificados oficialmente como un intento golpista ,“ ”  

que dio lugar a variadas publicaciones de prensa, entrevistas y comunicados, entre otros.

Octog s imo:é  Que,  en  cuanto  a  la  participaci n  culpable  del  requerido,  laó  

presente solicitud de ampliaci n de extradici n le imputa responsabilidad en calidad deó ó  

autor  mediato,  en la  medida  que  sostiene  que,  en su condici n  de Presidente  de laó  

Rep blica  y Jefe  Supremo de las  Fuerzas  Armadas  y de la Polic a  Nacional,  habr aú í í  

coordinado con altos funcionarios de gobierno, del Ej rcito y del Servicio de Inteligencia,é  

el secuestro de los agraviados.

Desde el punto de vista de la teor a penal, la responsabilidad que se le imputaí  

radica en la circunstancia de haber tenido el dominio del hecho respecto de los delitos 

en cuesti n, es decir,  discurre en el sentido que el requerido,  por s  o por otros queó í  

dependen de l, ha estado en situaci n de determinar el curso causal de los hechos queé ó  

condujeron a la comisi n de los delitos.ó

A juicio de este tribunal, y no obstante la negativa del requerido en cuanto a su 

eventual  participaci n  en  los  hechos,  las  probanzas  relacionadas  precedentementeó  
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constituyen  presunciones  fundadas  para  estimar  que  este  ha  tenido  participaci n  enó  

calidad de autor mediato en los delitos de secuestro agravado respecto de los militares a 

los que antes se ha hecho alusi n.ó

En efecto,  las  declaraciones  prestadas  a  la  prensa,  en  la  entrevista  que  se  le 

hiciera el mismo d a de los hechos revelan que ten a pleno conocimiento y dominio deí í  

los hechos, lo que es concordante con el testimonio del Comandante en Jefe del Ej rcitoé  

y Jefe del  Comando Conjunto de las FFAA, general  Nicol s de Bari Hermoza R os,á í  

quien refiere c mo las detenciones del 13Nov92 las coordin  con Vladimiro Montesinos,ó ó  

asesor principal del SIN y asesor del ex presidente en materias de defensa y seguridad 

nacional, quien el d a de los hechos se encontraba en las instalaciones del SIN, m s noí á  

quien era formalmente la persona a cargo del Servicio. Aun cuando el general Hermoza 

R os se desentiende de las detenciones posteriores al 13Nov92, y se ala desconocer losí ñ  

lugares de detenci n, lo que no resulta veros mil, desliza la posibilidad de que hubierenó í  

provenido directamente de Montesinos o del Presidente. 

Por otra parte, y m s all  de estas manifestaciones expl citas de participaci n, loá á í ó  

cierto es que atendido el control que el requerido detentaba sobre las Fuerzas Armadas, 

policiales y de inteligencia, el estado de excepci n que reg a en aquel momento en eló í  

pa s, permite concluir, con un razonable grado de certeza, que una operaci n de estaí ó  

magnitud  o  envergadura  que  estuvo  a  cargo  de  personal  del  Ej rcito  y  del  SIN,– é  

organismo  bajo  su  dependencia  directa  no  puede  sino  haber  estado  dirigida  y–  

coordinada por el requerido. Es lo que queda de manifiesto, por lo dem s, a trav s delá é  

comunicado oficial posterior al d a 13 de noviembre de 1992, que hace promesas que loí  

sit an como la autoridad que tiene la suma de los poderes p blicos para el logro de losú ú  

proyectos  trazados por su gobierno (como la moralizaci n del  pa s , su pacificaci n,“ ó í ” ó  

etc.).

Octog s imo  primero:é  Que,  considerando,  como ha sido el  criterio de esta 

Corte Suprema, que el requisito establecido en el numeral 3  del art culo 647 del C digo° í ó  

de Procedimiento Penal, debe ser analizado en armon a con lo que dispone el art culoí í  

274 del  mismo cuerpo legal,  esto es,  que el  grado de convicci n que  se exige  paraó  

conceder la extradici n se corresponda con los requisitos del sometimiento a proceso, esó  

decir, que con los antecedentes aportados (i) resultare justificada la existencia del delito 

que se investiga y que (ii) aparecen presunciones fundadas para estimar que el inculpado 

ha tenido participaci n en el delito como autor, c mplice o encubridor, se debe concluiró ó  

que, en la especie, ambos requisitos se encuentran satisfechos. 

No obstante,  es conveniente  reiterar  lo que tambi n ha sostenido esta Excma.é  

Corte, en el sentido que al exigir nuestra legislaci n que est  justificada la existencia deló é  

delito  que  se  investiga  y  que  aparezcan  presunciones  fundadas  para  estimar  la 

participaci n de un inculpado, no est  exigiendo una certeza que no es posible aseguraró “ á  

en  etapas  previas  y  preparatorias  al  verdadero  juicio.  Lo  que  est ,  es  permitiendoá  

justificar la formulaci n de cargos que den cierta verosimilitud a la probabilidad de unaó  

responsabilidad penal que justifique formular una acusaci n y que permita el desarrolloó  

del juicio. Por tanto, su apreciaci n valorativa para acreditarlos como prueba completaó  

es una tarea que s lo se puede producir en el fallo definitivo para transformar una meraó  
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probabilidad, en la certeza que permitir  tener por verdaderos los hechos b sicos de laá á  

incriminaci n penal . (S.C.S. motivo 87, rol N  3744-07, extradici n Fujimori).ó ” ° ó

Octog s imo  segundo:é  Que,  en  tales  circunstancias,  s lo  resta  analizar  eló  

requisito contemplado en el Tratado de Extradici n con Per , relativo a que para laó ú  

procedencia de la extradici n la acci n no debe estar prescrita.ó ó

Para dilucidar lo anterior resulta ineludible referirse a la naturaleza de los delitos 

investigados, dado que si la conclusi n es que se trata de delitos de lesa humanidad ó –

como se avizora al examinar los hechos  la consecuencia ser  la imprescriptibilidad de la– á  

acci n  para  perseguirlos,  como lo ha venido  resolviendo  consistentemente  esta  Corteó  

Suprema, fundada en diversos instrumentos del sistema internacional de protecci n deó  

los  derechos  humanos,  mediante  pronunciamientos  en  causas  de  derechos  humanos 

conocidas por el m ximo tribunal o en causas de extradici n como la presente.á ó

Considerando que esta es una cuesti n que se ha de resolver respecto de variosó  

de  los  requerimientos  que  se  conocen  en  estos  autos,  que  comparten  caracter sticasí  

similares  en  ese  aspecto  y  han  sido  presentadas  por  el  Estado  requirente,  en  las 

ampliaciones de extradici n, como constitutivas de violaciones a los derechos humanos,ó  

se  dejar  pendiente  su  an lisis  para  hacerlo  en  un  tratamiento  conjunto,  en  lasá á  

motivaciones que siguen.

Octog s imo  tercero:é  Que, como se ha anunciado en los cap tulos anteriores,í  

al  analizar  las  solicitudes  de  ampliaci n  de  extradici n  respecto  de  situaciones  queó ó  

aparecen como una flagrante violaci n de los derechos humanos, es necesario abordar eló  

tema de los delitos de lesa humanidad y determinar si los perseguidos en dichos cap tulosí  

pueden ser calificados de tales, con la consecuente declaraci n de imprescriptibilidad.ó

Al respecto, el Estado requirente, al evacuar el traslado que le fuera conferido, 

con fecha 13 de febrero de 2024, indica en primer t rmino que de los 8 casos cuyaé  

ampliaci n se solicita hay al menos cinco que indiscutiblemente constituyen delitos deó “  

lesa  humanidad ,  identific ndolos  como Caso C rcel ,  Caso Embajada  del  Jap n ,” á “ á ” “ ó ”  

Caso  secuestros  de  Militares ,  Caso  familia  Ventocilla  y  Caso  Esterilizaciones“ ” “ ” “  

Forzadas  y,  que,  por  tanto,  la  respectiva  acci n  resulta  imprescriptible.  Se  remite,” ó  

enseguida,  a la definici n que ha dado reiteradamente esta Corte  Suprema sobre losó  

cr menes  de lesa humanidad,  citando al efecto la sentencia  rol  N 24.725-14,  que losí °  

conceptualiza  como  aquellos  injustos  que  no  s lo  contravienen  los  bienes  jur dicos“ ó í  

com nmente garantizados por las leyes penales, sino que al mismo tiempo suponen unaú  

negaci n de la personalidad moral del hombre, de suerte tal que para la configuraci nó ó  

de este il cito, existe una ntima conexi n entre los delitos de orden com n y un valorí í ó ú  

agregado que se desprende de la inobservancia y desprecio a la dignidad de la persona, 

porque la caracter stica principal de esta figura es la forma cruel con que diversos hechosí  

criminales son perpetrados, los que contrar an de forma evidente el m s b sico conceptoí á á  

de humanidad,  destac ndose tambi n la presencia  del ensa amiento con una especialá é ñ  

clase de individuos, conjugando as  un eminente elemento intencional, en tanto tendenciaí  

interior espec fica de la voluntad del agente.í ”

Desde un punto de vista doctrinario, indica que en el derecho penal se distinguen 

los  siguientes  requisitos  comunes  a los  delitos  de lesa humanidad:  en lo objetivo,  un 

ataque y, en lo subjetivo, el conocimiento de que ese ataque existe y de que se act aú  
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como parte de l. Respecto del elemento objetivo, indica que ste debe ser generalizadoé é  

o sistem tico y debe dirigirse contra la poblaci n civil. Precisa que se ha entendido queá ó “  

un  ataque  es  generalizado  cuando  alcanza  a  un  gran  n mero  de  personas,  y  esú  

sistem tico,  cuando en su ejecuci n existe  un cierto grado de organizaci n que haceá ó ó  

observable que en l se sigue un plan o pol tica lo que une a la multiplicidad de actos deé í  

manera que constituyen una l nea de conducta . Sobre el plano subjetivo, se remite alí ”  

art culo 37 de la ley 20.357, del a o 2009, que tipifica los cr menes de lesa humanidad yí ñ í  

genocidio y cr menes y delitos de guerra, indicando que ste da a entender que en elí é  

contexto del ataque se debe actuar dolosamente, resaltando que la norma dispone que 

el grado de conocimiento suficiente se refiere a conocer que la conducta forma parte del“  

ataque exigido, pero no exige que se tenga conocimiento cabal de aspectos concretos del 

plan o pol tica o del ataque en todo lo que no concierna al acto imputado.í ”

Por  ltimo,  deteni ndose  en el  tema  de la  prescripci n,  y luego  de  referir  elú é ó  

criterio sostenido por esta Corte Suprema en el fallo relativo a una solicitud anterior de 

ampliaci n  de  extradici n  del  mismo  requerido  de  autos  (rol  N 60-2016,  de  20  deó ó °  

febrero de 2017), se ala que la imprescriptibilidad de los cr menes de lesa humanidadñ í  

corresponde a un principio consuetudinario de derecho internacional, vinculante para el 

Estado de Chile, por cuanto la Convenci n sobre la imprescriptibilidad de los cr menesó í  

de  guerra  o  de  lesa  humanidad,  que  incluye  como  tales  los  cr menes  contra  laí  

humanidad  contemplados  en  el  Estatuto  del  Tribunal  Militar  Internacional  de 

N remberg, la Convenci n Interamericana sobre Desaparici n Forzosa de Personas y elú ó ó  

Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional,  establecen el deber de los 

Estados  de  ejercer  su  jurisdicci n  penal  removiendo  los  obst culos  o,  en  su  caso,ó á  

ajustando los criterios de interpretaci n del derecho interno, que impidan que los autoresó  

de cr menes definidos en el mbito internacional, como violatorios de derechos esencialesí á  

de  la  persona  humana  y de  trascendencia  para  la  comunidad  internacional,  queden 

efectivamente  sometidos  a  la  acci n  de  la  justicia  con  el  prop sito  de  evitar  laó ó  

impunidad.  A  juicio  del  Estado  requirente,  nuestra  legislaci n  corrobora  laó  

imprescriptibilidad de los cr menes de lesa humanidad, mediante lo dispuesto en la leyí  

20.357, dictada en el a o 2009. ñ

Octog s imo  cuarto:é  Que, a su turno, sobre este punto las apoderadas de la 

parte coadyuvante, en el traslado evacuado con fecha 7 de febrero de 2024, en el marco 

de la arista vinculada a la causa criminal seguida en contra del ex Presidente Fujimori, 

por los delitos contra la vida y la salud  lesiones graves seguidas de muerte en contexto–  

de graves violaciones a derechos humanos, cometidas en contra de un gran n mero deú  

mujeres  (individualizada  como  Esterilizaciones  forzadas  con  resultado  de  muerte ),“ ”  

reafirman un criterio que es com n a los delitos de lesa humanidad  m s all  de laú – á á  

arista espec fica en que ellas tienen inter s  cual es que el derecho internacional generalí é –  

y de naturaleza convencional le ha reconocido expresamente la imprescriptibilidad, como 

ocurre con la Convenci n sobre la imprescriptibilidad de los cr menes de guerra y de losó í  

cr menes de lesa humanidad, establecida por las Naciones Unidas el 26 de noviembre deí  

1968 y el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, que los incorpora en el 

cat logo de cr menes internacionales y los describe como los cr menes m s graves deá í “ í á  

trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto . Indican que debido a su”  
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excepcional gravedad la comunidad internacional ha hecho m ltiples esfuerzos con el finú  

de impedir la impunidad de los responsables, entre ellos ha aceptado y reconocido el 

car cter  imprescriptible  de  estos  cr menes,  imprescriptibilidad  que  cuenta  con  laá í  

categor a  de norma del  í ius  cogens. As ,  agregan que la comunidad internacional  haí  

se alado  que  estos  casos  muestran  la  necesidad  de  establecer  cauces  jur dicos  eñ “ í  

instituciones que posibiliten el castigo dentro de un marco garantista y justo, toda vez 

que  impunidad  constituye  un  atentado  contra  el  coraz n  mismo  del  ó corpus  juris 

internacional de derechos humanos .”

Dicho informe destaca que la Corte Suprema chilena se ha apoyado en sentencias 

de la Corte Interamericana para declarar la imprescriptibilidad de los cr menes contra elí  

derecho  internacional,  citando diversos  fallos  en ese sentido,  entre  ellos  los  autos  rol 

N 559-2004, y reitera la importancia del control de convencionalidad, de cuyas normas y°  

principios  se derivan las obligaciones  de identificar  y sancionar  a los  responsables  de 

graves violaciones a los derechos humanos alz ndose como l mites a la discrecionalidad“ á í  

estatal en atenci n al contenido de los respectivos tratados de derechos humanos .ó ”

Octog s imo  quinto:é  Que, en efecto y tal como se ala el Informe del Fiscal deñ  

la  Corte  Suprema  quien,  al  igual  que  el  Estado  requirente,  sostiene  que  las–  

ampliaciones de extradici n relativas a los cinco casos que ste individualiza constituyenó é  

delitos de lesa humanidad  a los efectos de definir los contornos de los delitos de lesa–  

humanidad, la Corte Suprema chilena ha sido clara al establecer que: Se denominan“  

cr menes  de  lesa  humanidad  aquellos  injustos  que  no  s lo  contravienen  los  bienesí ó  

jur dicos  com nmente  garantizados  por  las  leyes  penales,  sino  que  al  mismo  tiempoí ú  

suponen una negaci n de la personalidad moral del hombre, que se manifiesta, comoó  

caso extremo, cuando se mira al individuo como una cosa. De suerte tal que para la 

configuraci n de este il cito existe una ntima conexi n entre los delitos de orden com nó í í ó ú  

y un valor agregado que se desprende de la inobservancia y menosprecio a la dignidad 

de la persona, porque la caracter stica principal de esta figura es la forma cruel con queí  

diversos hechos criminales son perpetrados, los que se contrar an de forma evidente yí  

manifiesta con el m s b sico concepto de humanidad; destac ndose tambi n la presenciaá á á é  

de  ensa amiento  con  una  especial  clase  de  individuos,  conjugando  as  un  eminenteñ í  

elemento intencional, en tanto tendencia interior espec fica de la voluntad del agente. Ení  

definitiva, constituyen un ultraje a la dignidad humana y representan una violaci n graveó  

y manifiesta de los derechos y libertades proclamadas en la Declaraci n Universal de losó  

Derechos  Humanos,  reafirmadas  y desarrolladas  en otros  instrumentos  internacionales 

pertinentes . (S.C.S. 13.08.09 rol N  921-09, considerando 15 ).” ° °

A lo anterior, cabe agregar lo se alado en otros pronunciamientos que se repitenñ  

en la  jurisprudencia  de esta  Corte,  Este es  un concepto  que,  con el  transcurso del“  

tiempo,  ha  dado  lugar  a  normas  de  derecho  consuetudinario,  es  decir,  a  principios 

generales del derecho, con independencia de su consagraci n en tratados internacionalesó  

propios  del  tema. As , entonces,  se advierten como conductas  prohibidas en t rminosí é  

absolutos, que constituyen normas imperativas o ius cogens y, por supuesto, obligatorias 

para toda la humanidad, correspondiendo a normas del derecho internacional general, 

inexcusables y vinculantes, que no pueden derogarse sino por una norma de la misma 

entidad.  (S.C.S. rol N 361-2020, motivo 14)” °

141

PDEEXXXJBHJ



Y, como ya se adelantara,  pronunci ndose sobre la imprescriptibilidad de estaá  

clase  de delitos,  ha concluido  que  Entonces,  en  la  medida  que  los  acontecimientos“  

pesquisados  configuran  cr menes  contra  la  humanidad,  la  acci n  para  perseguirlo  esí ó  

imprescriptible,  desde  que  es  obligatoria  para  el  derecho  chileno  la  normativa  del 

Derecho Internacional Penal de los Derechos Humanos para el cual es inadmisible la 

prescripci n  que  pretenda  imposibilitar  la  investigaci n  de  violaciones  graves  de  losó ó  

derechos humanos y la sanci n, en su caso, de los responsables  (C.S. rol N 22.175-2018ó ” °  

motivo 6 ), reiterando que la calificaci n de delito de lesa humanidad dada al hecho° “ ó  

il cito  cometido  ( )  excluye  la  aplicaci n  tanto  de  la  prescripci n  total  como de  laí … ó ó  

llamada media prescripci n, por entender tales institutos estrechamente vinculados en susó  

fundamentos  y,  consecuencialmente,  contrarios  a  las  regulaciones  de  ius  cogens 

provenientes de esa rbita del Derecho Penal Internacional, que rechazan la impunidadó  

y la  imposici n  de penas  no proporcionadas  a la gravedad intr nseca  de los  delitos,ó í  

fundadas en el transcurso del tiempo.  (ib dem, motivo 8 ) ” í °

Octog s imo  sexto:é  Que,  como  ha  advertido  la  doctrina,  es  un  hecho 

indesmentible que con posterioridad a la segunda guerra mundial se ha desarrollado un 

verdadero Corpus Juris con relaci n a los cr menes internacionales, ya que la concienciaó í “  

com n  de  la  humanidad  ya  no  tolera  actos  inhumanos  o  de  barbarie  y,  enú ”  

consecuencia, asumiendo que se trata de un imperativo tico y jur dico, se han disueltoé í  

los l mites temporales para su persecuci n. En efecto, luego del t rmino de la guerra yí ó é  

particularmente  en  los  a os  siguientes  a  los  Juicios  de  N remberg  ha  habido  unañ ú  

tendencia general a reiterar y fortalecer la pr ctica de los Estados en relaci n con elá ó  

principio de la imprescriptibilidad de los cr menes  internacionales.  Se sostiene  que laí  

prescripci n derivada de cr menes internacionales implica, a su vez, afectar una serie deó í  

otros derechos humanos y prohibiciones presentes en el ordenamiento normativo de los 

derechos humanos, como es el derecho a la verdad, al acceso a la justicia, al deber de 

prevenir, investigar y sancionar, en su caso, y a la prohibici n de la impunidad.ó

Una mirada a la evoluci n normativa muestra que, ya la Asamblea General deó  

las  Naciones  Unidas,  en  1968,  hab a  rechazado  estas  limitaciones  en  el  Derechoí  

Internacional, se alando que en ninguna de las declaraciones solemnes, instrumentos oñ “  

convenciones para el enjuiciamiento y castigo de los cr menes de guerra, se ha previstoí  

limitaci n en el tiempo . y luego vino su consagraci n positiva en la Convenci n sobreó ” ó “ ó  

la imprescriptibilidad de los cr menes de guerra y contra la humanidad , por la mismaí ”  

Asamblea,  en  noviembre  de  ese  a o,  que  de  alguna  manera,  se  ha  entendido,  fueñ  

adoptada para confirmar un principio que se hab a establecido a trav s de la Resoluci ní é ó  

95 (I) de 1946, sobre Principios de Derecho Internacional reconocidos por el Estatuto del 

Tribunal de N remberg y por su sentencia,  adem s de reiterado por la Comisi n deú á ó  

Derecho  Internacional  de  la  ONU,  en  1950.  En  la  actualidad  este  principio  de 

imprescriptibilidad  de  los  cr menes  internacionales  se  encuentra  expresamenteí  

consagrado en el Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional (art culo 29).í  

Ahora bien, conservando su car cter positivo, existe hoy d a una opini n generalizada ená í ó  

torno a que la imprescriptibilidad de este tipo de delitos  ha adquirido el car cter deá  

norma de Derecho Internacional general o norma consuetudinaria, en el sentido que se 

ha constatado formalmente su existencia en una materia en que ya exist a una pr cticaí á  
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de  los  Estados.  Otro  elemento  importante  de  destacar  es  que  en  los  cr menesí  

internacionales el concepto de v ctima trasciende al individuo o individuos afectados yí  

alcanza definitivamente a la humanidad toda, la cual se convierte en ese sentido en el 

sujeto del ataque. En tal sentido, se destaca un pronunciamiento de la Corte Suprema 

argentina al conocer de la ley de punto final,  que dice las conductas  que violan las“  

reglas que protegen los valores esenciales que la humanidad ha reconocido para cada ser 

humano, tales como el derecho a la vida, el derecho a no ser sometido a tratamientos 

crueles,  a tortura  ( )  en este  sentido la v ctima  es  la  comunidad internacional  o la… í  

conciencia de la humanidad.  Desde esa perspectiva, ese tipo de conductas implican una”  

violaci n a normas que amparan intereses esenciales para la comunidad internacional enó  

su conjunto,  y por tanto revisten el car cter de normas imperativas  o de  á ius cogens. 

(Aguilar  Carvallo,  Gonzalo,  Cr menes  Internacionales  y  la  Imprescriptibilidad  de  laí  

acci n penal y civil, Ius et Praxis, a o 14, N 2, p gs. 147-207).ó ñ ° á

Es importante hacer notar, asimismo, que la regla de la imprescriptibilidad ha 

sido  reconocida  por  la  jurisprudencia  internacional.  En  particular,  la  Corte 

Interamericana  de  Derechos  Humanos  ha  confirmado  no  s lo  el  car cteró á  

consuetudinario, sino, adem s, que constituye una norma de á ius cogens. As , en el casoí  

de la Cantuta, la Corte ha se alado que ( ), aun cuando el Estado no haya ratificadoñ “ …  

dicha Convenci n (refiri ndose a aquella sobre imprescriptibilidad de los cr menes  deó é í  

guerra)  esta  Corte  considera  que  la  imprescriptibilidad  de  los  cr menes  de  lesaí  

humanidad,  surge  como  categor a  de  norma  de  Derecho  Internacional  general  (í ius 

cogens),  que  no  nace  de  tal  Convenci n,  sino  que  est  reconocida  en  ella.ó á  

Consecuentemente el Estado no puede dejar de cumplir esta norma imperativa. ( ), los…  

cr menes de lesa humanidad van m s all  de lo tolerable por la comunidad internacionalí á á  

y  ofenden  a  la  humanidad  toda.  El  da o que  tales  cr menes  ocasionan,  permaneceñ í  

vigente  para  la  sociedad  nacional  y  la  comunidad  internacional,  las  que  exigen  la 

investigaci n y el castigo de los responsables. En este sentido, la Convenci n claramenteó ó  

afirm  que tales il citos internacionales son imprescriptibles, cualquiera haya sido la fechaó í  

en que se hayan cometido .  (Corte  IDH: caso La Cantuta  vs.  Per ,  sentencia  sobre” ú  

fondo, reparaciones y costas, de 29 de noviembre de 2006.)

Octog s imo  s ptimo:é é  Que, previo a verificar si los hechos denunciados en las 

solicitudes de extradici n a que se ha hecho referencia en el motivo octog simo terceroó é  

han de ser calificados como de lesa humanidad, con las consecuencias que latamente se 

han desarrollado, conviene se alar lo que el Estatuto de Roma, que cre  la Corte Penalñ ó  

Internacional, establece a tal efecto. Destacar que, en su pre mbulo, dicha Convenci ná ó  

se ala que los cr menes m s graves de trascendencia para la comunidad internacionalñ “ í á  

en su conjunto no deben quedar sin castigo y, que a tal fin, hay que adoptar medidas en 

el  plano  nacional  e  intensificar  la  cooperaci n  internacional  para  asegurar  que  seanó  

efectivamente sometidos a la acci n de la justicia  y que la decisi n es poner fin a laó ” ó “  

impunidad de los autores de esos cr menes y a contribuir as  a la prevenci n de nuevosí í ó  

cr menes .í ”

En lo que aqu  interesa, la Convenci n en su art culo 7  punto N 1, dispone queí ó í ° °  

se entender  por crimen de lesa humanidad  cualquiera de los actos siguientes cuandoá “ ”  

se cometa como parte de un ataque generalizado o sistem tico contra una poblaci n civilá ó  
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y  con  conocimiento  de  dicho  ataque,  mencionando,  entre  ellos  el  asesinato;  la 

encarcelaci n  u  otra  privaci n  grave  de  la  libertad  f sica  en  violaci n  de  normasó ó í ó  

fundamentales  de  derecho  internacional;  la  tortura;  la  violaci n  ( )  la  esterilizaci nó … ó  

forzada  o  cualquier  otra  forma  de  violencia  sexual;  la  persecuci n  de  un  grupo  oó  

colectividad  con  identidad  propia  fundada  en  motivos  pol ticos  u  otros  motivosí  

universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, en 

conexi n con cualquier acto mencionado en el presente p rrafo o con cualquier crimenó á  

de  la  competencia  de  la  Corte;  la  desaparici n  forzada  de  personas;  y  otros  actosó  

inhumanos  de  car cter  similar  que  causen  intencionalmente  grandes  sufrimientos  oá  

atenten gravemente contra la integridad f sica o la salud mental o f sica. En el puntoí í  

N 2, se explicita que por ataque contra una poblaci n civil  se entender  una l nea de° “ ó ” á í  

conducta que implique la comisi n m ltiple de actos mencionados en el p rrafo 1 contraó ú á  

una poblaci n civil, de conformidad con la pol tica de un Estado o de una organizaci nó í ó  

de cometer ese ataque o para promover esa pol tica ; por tortura  se entender  causarí ” “ ” á  

intencionalmente dolor o sufrimientos graves, ya sean f sicos o mentales, a una personaí  

que  el  acusado tenga  bajo  su custodia  o control;  sin embargo,  no se entender  porá  

tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven nicamente de sanciones l citas o queú í  

sean  consecuencia  normal  o  fortuita  de  ellas ;  por  persecuci n  se  entender  la” “ ó ” á  

privaci n intencional y grave de derechos fundamentales en contravenci n del derechoó ó  

internacional  en  raz n  de  la  identidad  del  grupo  o  de  la  colectividad ,  y  poró ”  

desaparici n  forzada  de  personas  se  entender  la  aprehensi n,  la  detenci n  o  el“ ó ” á ó ó  

secuestro de personas por un Estado o una organizaci n pol tica, o con su autorizaci n,ó í ó  

apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa a admitir tal privaci n de libertad o daró  

informaci n sobre la suerte o el paradero de esas personas, con la intenci n de dejarlasó ó  

fuera del amparo de la ley por un per odo prolongado . í ”

Octog s imo  octavo:é  Que, examinados los hechos establecidos en los cap tulosí  

de ampliaci n de extradici n relativos a: (i) secuestros y homicidios de miembros de laó ó  

familia Ventocilla; (ii) homicidios con ocasi n del rescate de los rehenes en la Embajadaó  

del Jap n en Lima; (iii) homicidios y lesiones en el Caso del Penal Castro Castro; (iv)ó  

lesiones graves seguidas de muerte y lesiones graves de decenas de mujeres producto de 

esterilizaciones forzadas; y (v) secuestros agravados de un grupo de militares, a la luz de 

los  elementos  desarrollados  en  los  motivos  precedentes,  resulta  claro  que  deben  ser 

calificados como cr menes de lesa humanidad. í

En efecto, en primer lugar, el secuestro y posterior asesinato de seis miembros de 

la familia Ventocilla  (el padre,  tres hijos  casados,  un nieto y un t o)  por agentes  delí  

Estado constituyen, en s  mismos, y por las circunstancias en que se verificaron, descritasí  

y ponderadas en el apartado correspondiente, actos de gran crueldad, no s lo para lasó  

v ctimas directas, sino para sus familiares, alejados de todo respeto a la dignidad humanaí  

y lesivos, ciertamente, de valores esenciales que la humanidad ha reconocido para cada 

ser humano,  como es el derecho a la vida,  a la integridad f sica y mental,  a no serí  

privado injusta y forzadamente de la libertad y a no ser sometido a tratamientos crueles  

o que provoquen sufrimientos graves. Se trata, por otra parte, de actos cometidos por 

agentes  del  Estado,  organizados  en  un  destacamento  especial,  que  hab an  recibidoí  

instrucciones precisas para su eliminaci n, por lo que forman parte de una estrategia deó  
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exterminio de un grupo de personas de la poblaci n civil, seleccionadas presumiblementeó  

por razones ideol gicas, repitiendo de esta manera un patr n de conducta que ya ha sidoó ó  

conocido  y  juzgado  en  otras  causas  judiciales  seguidas  contra  el  requerido,  lo  que 

permite concluir que son parte de un ataque generalizado y sistem tico, propiciado comoá  

una pol tica de Estado que destruye no s lo a personas, familias, proyectos de vida yí ó  

parte  de  la  poblaci n,  sino  que  ofende  gravemente  la  conciencia  de  la  comunidadó  

mundial.

Por su parte, en lo que respecta al homicidio de Nicol s Cruz S nchez  por lasá á  

fuerzas especiales de rescate de los rehenes en la Embajada de Jap n con posterioridad aló  

t rmino del operativo,  constituye una verdadera ejecuci n,  pues ya estaba reducido yé ó  

desarmado y, en consecuencia, no puede interpretarse sino como un acto de castigo, de 

extrema crueldad y violatorio de las reglas b sicas de cualquier conflicto armado, adem sá á  

de  alejado  de  todo  respeto  a  la  dignidad  humana  y  lesivo,  ciertamente,  de  valores 

esenciales que la humanidad ha reconocido para cada ser humano, como es el derecho a 

la vida, a la integridad f sica y mental y a no ser sometido a tratamientos crueles o queí  

provoquen sufrimientos graves. 

Otro tanto se puede decir de la verdadera masacre a la que fueron sometidos los 

restantes integrantes del Movimiento Revolucionario Tupac Amaru, en dicho episodio, a 

juzgar  por  las  m ltiples  heridas  de armas  de fuego que  presentan  sus  cuerpos,  y elú  

ocultamiento  de  sus  cad veres,  de  manera  que  se  puede  colegir  que  sus  familiaresá  

vivieron  en  la  incertidumbre  y  no  pudieron  tener  acceso  al  reconocimiento  de  sus 

cuerpos ni a darles sepultura, sino hasta la investigaci n realizada 10 a os despu s en eló ñ é  

expediente 054-2007, actuaciones que revelan un total desprecio por la vida humana.

Se trata, por otra parte, de actos ejecutados conforme a una planificaci n queó  

proviene de una estructura militar y pol tica en cuya c spide se encuentra el requerido,í ú  

quien ejerce el poder supremo  y tiene el dominio funcional de los hechos delictivos,“ ”  

por lo que forman parte de una estrategia de exterminio de un grupo de personas de la 

poblaci n civil,  que ten an derecho a ser juzgadas por tribunales  imparciales una vezó í  

terminada  la  operaci n  de rescate  a los  rehenes.  Ello,  en  el  contexto  de un ataqueó  

generalizado  y  sistem tico,  propiciado  como  una  pol tica  de  Estado  que  elimina  siná í  

piedad a personas  por  sus  ideas  o posturas  ideol gicas,  consideradas  nocivas  para laó  

sociedad,  lo  que  no  s lo  agravia  a  los  seres  individuales  que  son  v ctimas  de  talesó í  

ataques, sino que ofende gravemente la conciencia de la comunidad mundial.

En relaci n a las circunstancias verificadas en el Penal Castro Castro, la situaci nó ó  

es  pr cticamente  la  misma.  En  efecto,  el  asalto  al  Penal  y  el  ataque  a  quienes  seá  

encontraban  recluidos  en  determinados  pabellones,  cumpliendo  condena  por  delitos 

terroristas, constituy  una verdadera masacre, esto es, la matanza violenta de un granó “  

n mero de personas, indefensas, por medio del uso de armas . Personas que no ten anú ” í  

escapatoria y por lo tanto s lo pod an resistir o repeler los ataques de manera dom stica;ó í é  

ataque que proven a de agentes del Estado que, por definici n, y dada la condici n deí ó ó  

privados de libertad de las v ctimas en recintos carcelarios, deb a protegerlos; y el usoí í  

violento de armas de fuego y explosivos dise ados para la guerra. Asimismo, la extensi nñ ó  

y  persistencia  en  el  ataque,  constituy  un  asedio  inhumano  y  cruel,  que  no  tieneó  

justificaci n alguna, es demostrativo del total irrespeto a la dignidad humana y lesivo,ó  
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ciertamente,  de  valores  esenciales  que  la  humanidad  ha  reconocido  para  cada  ser 

humano,  como  es  el  derecho  a la  vida,  a  la  integridad  f sica  y mental  y a  no serí  

sometido a tratamientos crueles o que provoquen sufrimientos graves. 

Se trata, como ya se ha dicho, de actos ejecutados conforme a una planificaci nó  

que  proviene  de  una  estructura  militar  y  pol tica  en  cuya  c spide  se  encuentra  elí ú  

requerido,  por lo que forman parte de una estrategia de exterminio de un grupo de 

personas  de  la  poblaci n  civil,  que  hab an  sido  juzgadas  y  cumpl an  condena,  noó í í  

obstante  se  hac an  molestas  para  la  autoridad  por  lo  que  se  decidi  eliminarlas  siní ó  

piedad,  lo  que  no  s lo  agravia  a  quienes  fueron  v ctimas  de  tales  ataques  y  a  susó í  

familiares, sino que ofende gravemente la conciencia de la comunidad mundial.

A su turno, las acciones ejecutadas conforme a un plan dise ado por la m s altañ á  

autoridad del Estado para reducir la natalidad, a trav s del cual se someti  masivamenteé ó  

a mujeres pertenecientes a grupos vulnerables de la poblaci n, a esterilizaciones forzadas,ó  

con  la  finalidad  de  exhibir  mejores  tasas  de  crecimiento  econ mico,  es  un  acto  deó  

crueldad extrema y de desprecio por la dignidad de la persona humana, lesivo de valores 

esenciales que la humanidad ha reconocido para cada ser humano, en la medida que las 

despoj  de manera permanente de su capacidad reproductiva, sin atender a cual fuere suó  

voluntad ni convicciones personales sobre el significado de la fecundidad en sus vidas, 

gener ndoles no s lo sufrimientos f sicos sino alteraciones en su esfera espiritual y mental,á ó í  

llegando incluso a producir la muerte de muchas de ellas. 

Por  otra  parte,  resulta  extremadamente  grave  que  se  hubiere  utilizado  el 

aparataje  estatal  para  esos  fines  y,  en  particular,  los  servicios  de  salud,  llamados  a 

satisfacer las demandas de salud y a proveer de servicios para dar a la poblaci n unaó  

mejor calidad de vida, y el que con pleno conocimiento de las quejas y reclamaciones no 

se hayan hecho en forma oportuna las modificaciones necesarias al programa, demuestra 

que obedeci  a un proyecto sistem tico y generalizado que formaba parte de un Planó á  

estrat gico que utiliz  a las personas como instrumentos para alcanzar un determinadoé ó  

fin.

Por ltimo, en lo que respecta a la situaci n de privaci n de libertad de Alc ntaraú ó ó á  

y otros militares, corresponde tambi n darles la calificaci n de delitos de lesa humanidad,é ó  

teniendo especialmente presente que se produjo en un contexto de graves violaciones a 

los derechos humanos, como lo demuestran los il citos perseguidos en los otros cap tulosí í  

de ampliaci n de extradici n que se vienen analizando, algunos de los cuales ocurrieronó ó  

el mismo a o 1992 en que se verificaron los hechos (Ventocilla y Penal Castro Castro).ñ  

En  efecto,  cualquiera  sea  la  evaluaci n  que  se  pueda  hacer  sobre  el  contexto  oó  

motivaciones de las detenciones sufridas por las v ctimas lo que no corresponde a laí –  

competencia de esta magistratura  ello no excusa al requerido de la ilegalidad de los–  

actos ni el aprovechamiento de la situaci n para anular a sus detractores, reteni ndolesó é  

por la v a de la fuerza e incomunicaci n con sus abogados y familiares, excediendo todaí ó  

norma de debido proceso. 

Tales hechos constituyen un acto de crueldad y un uso abusivo de poder que se 

inscribe  en  una  pol tica  sistem tica  y  generalizada  de  eliminaci n  o  persecuci n  ení á ó ó  

contra de grupos determinados de personas por las m s diversas razones, como se puedeá  

apreciar en los cap tulos estudiados, sea por estimarse que forman parte de grupos queí  
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tienen  una  ideolog a  que  hay  que  erradicar,  porque  se  trata  de  personas  que  soní  

peligrosas  por sus opciones pol ticas, desde el punto de vista estatal, o indefensas y a“ ” í  

las que cabe dirigir sus vidas porque sus decisiones personales afectan las pol ticas deí  

poblaci n y el crecimiento econ mico del pa s, o porque son oponentes al r gimen yó ó í é  

pueden subvertir el orden constitucional.

En consecuencia y, asumiendo que en todos los casos descritos precedentemente, 

se trata de conductas intolerables, que no pueden permanecer en la impunidad, sino que 

deben ser investigadas, juzgadas y sancionadas, sin que importe o sea un impedimento el 

tiempo en que se hayan cometido, a lo que debe contribuir la cooperaci n internacional,ó  

de la que la instituci n de la extradici n es la mejor muestra, se resuelve que para losó ó  

efectos  de  lo  exigido  en  el  Tratado  de  Extradici n  que  ampara  los  presentesó  

requerimientos, y descartando lo postulado por la defensa del requerido a este respecto, 

no ha operado la prescripci n de la acci n para perseguir tales delitos. ó ó

Por  ende,  se  habr  de  acceder  a las  respectivas  solicitudes  de  ampliaci n  deá ó  

extradici n del requerido.ó

VII. Presunta  responsabi l idad  en  la  comis i n  de  los  del i tos  deó  

asociaci n  i l ci ta  para del inquir  y peculado.ó í

Octog s imo  noveno:é  Que,  de  acuerdo  a  lo  se alado  en  la  solicitud  deñ  

ampliaci n de extradici n y en la solicitud complementaria de ampliaci n de extradici n,ó ó ó ó  

planteadas por el Primer Juzgado Penal Especial  de la Corte Superior  de Justicia de 

Lima, en el expediente N 111-2006, para ser procesado por la presunta comisi n de los° ó  

delitos  de  asociaci n  il cita  para  delinquir  y  peculado  doloso  en  agravio  del  Estadoó í  

peruano,  los  hechos  que  se  le  imputan  al  requerido,  Alberto  Fujimori  Fujimori, 

cometidos en el a o 1998, son los siguientes:ñ

en su condici n de Presidente de la Rep blica se habr a concertado con su ex“… ó ú í  

asesor legal Vladimiro Montesinos Torres mediante una clara distribuci n de roles paraó  

fines  de  su  reelecci n  en  el  a o  dos  mil,  para  lo  cual  habr a  utilizado  medios  deó ñ í  

comunicaci n captando a los due os de la prensa escrita y oral para que stos realicenó ñ é  

campa as  de  desprestigio  contra  candidatos  de  oposici n  y  realcen  la  figura  delñ ó  

Presidente de la Rep blica generando con ello adem s un grave perjuicio econ mico alú á ó  

Estado toda vez que fue mediante la desviaci n de fondos del Ministerio de Defensa yó  

Ministerio del Interior al Servicio de Inteligencia Nacional para ser administrados por su 

asesor Vladimiro Montesinos Torres los cuales sirvieron para el pago indebido de los 

due os de medios de comunicaci n social, as  se tiene que en el a o de mil novecientosñ ó í ñ  

noventa  y  ocho  en  uno  de  los  ambientes  del  Servicio  de  Inteligencia  Nacional  se 

reunieron Vladimiro Montesinos Torres, Victor Joy Way (Presidente del Congreso de la 

Rep blica)  y Ernesto Schutz  Landazuri  a efectos  de que este ltimo como due o deú ú ñ  

Canal Cinco - Panamericana Televisi n otorgue apoyo a la gesti n gubernamental deló ó  

entonces Presidente de la Rep blica colocando de manera absoluta a dicho medio deú  

comunicaci n al servicio de Alberto Fujimori Fujimori, preparando el terreno para su reó  

elecci n  entre  los  a os  dos  mil  -  dos  mil  cinco,  resaltando  sus  obras  ejecutadas  eó ñ  

iniciando una campa a de desprestigio y un no acceso a dicho medio de comunicaci nñ ó  

de sus contenedores pol ticos Alberto Andrade Carmona y Luis Casta eda Lossio todoí ñ  
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ello a cambio de recibir elevadas sumas de dinero, percibiendo en aquella oportunidad la 

suma de trescientos cincuenta mil d lares americanos.ó ”

Rese ando la situaci n procesal de la causa, es menester indicar que el Ministerioñ ó  

P blico con fecha 21 de noviembre de 2006 formaliz  denuncia  penal en contra delú ó  

requerido  por  la  presunta  comisi n  de  los  delitos  contra  la  Tranquilidad  P blica  ó ú – 

Asociaci n Il cita y contra la Administraci n P blica  Peculado en agravio del Estado,ó í ó ú –  

lo que motiv  que la judicatura expidiera la resoluci n de 15 de diciembre de 2006 poró ó  

la cual se abri  instrucci n en v a ordinaria contra el requerido, como autor del delito deó ó í  

asociaci n il cita y presunto instigador del delito de peculado, dict ndose en su contra laó í á  

medida coercitiva de Mandato de Detenci n y ordenando su inmediata captura a niveló  

nacional e internacional. Mediante resoluci n de 22 de marzo de 2007, se lo declara reoó  

contumaz. Por medio de resoluci n de 29 de febrero de 2008 se dispuso solicitar a lasó  

autoridades competentes de la Rep blica de Chile, la ampliaci n de la extradici n delú ó ó  

requerido.

A su turno, la Primera Fiscal a Provincial especializada en delitos de corrupci ní ó  

de funcionarios p blicos, mediante dictamen de 4 de junio de 2009 formaliz  denunciaú ó  

penal  ampliatoria  contra  Alberto  Fujimori,  como  autor  mediato  del  delito  contra  la 

Administraci n P blica, Peculado en agravio del Estado, dict ndose el respectivo autoó ú á  

ampliatorio de apertura de instrucci n con fecha 26 de junio de 2009, por el Primeró  

Juzgado Penal Especial, que dispuso ampliarlo para comprender tambi n al procesadoé  

como  autor  mediato  del  delito  de  Peculado,  y  orden  que  se  curse  la  solicitudó  

complementaria de ampliaci n de extradici n del citado inculpado.ó ó

Con fecha 21 de octubre de 2009 la Quinta Sala Penal  Especial  de la Corte 

Superior de Lima acogi  la propuesta del Fiscal Superior Especializado en Delitos deó  

Corrupci n del Ministerio P blico (Informe 45-2009) y declar  no haber m rito paraó ú ó é  

pasar  a  juicio  oral  al  requerido  como instigador  del  delito  contra  la  Administraci nó  

P blica  -  Peculado y orden  el  archivamiento  definitivo  del  proceso que se le ven aú ó í  

siguiendo por ese extremo. Con fecha 3 de noviembre de 2009, declar  improcedente eló  

recurso de nulidad interpuesto en contra de dicha resoluci n por el Procurador Adjuntoó  

Ad-hoc.

Con fecha 3 de marzo de 2016, el Primer Juzgado Penal Especial de la Corte 

Superior de Justicia de Lima, ante observaci n acotada del Ministerio de Justicia, aclaraó  

que el grado de participaci n del extraditable es el de autor mediato en el delito contraó  

la Administraci n P blica  Peculado, conforme se tiene de la solicitud complementariaó ú – “  

de ampliaci n de extradici n activa y al haber quedado archivada definitivamente  laó ó  

imputaci n efectuada como instigador del delito .ó ”

A su  turno,  la  Sala  Penal  Transitoria  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  por 

resoluci n de 9 de septiembre de 2019, da cuenta de la existencia de dos cuadernillos deó  

extradici n  rol  N 39-2008  y  N 59-2009,  provenientes  del  expediente  rol  111-2006,ó ° °  

formados  con  ocasi n  de  la  solicitud  primigenia  de  ampliaci n  de  extradici n  y  laó ó ó  

complementaria posterior, as  como de lo resuelto por la Quinta Sala Penal Especial queí  

acogi  la solicitud del Fiscal Superior y orden  el archivamiento de lo actuado contra eló ó  

requerido como instigador; aclarando que con fecha 15 de abril de 2008 y 11 de agosto 

de 2009, respectivamente, se declar  procedentes cada una de las referidas ampliacionesó  
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de extradici n, habiendo sido despachados al Ministerio de Justicia mediante los oficiosó  

que indica. Se ala que esa Corte remiti  ambos expedientes con decisiones debidamenteñ ó  

motivadas y en el plazo correspondiente y fueron devueltos por el Ministerio de Justicia 

en el a o 2017, a fin de que fuere actualizada la legislaci n interna del Estado requerido,ñ ó  

por todo lo cual estim  innecesario emitir un nuevo pronunciamiento y orden  acumularó ó  

ambos cuadernillos 39-2008 y 59-2009.

Nonag s imo:é  Que, el Estado requirente ha calificado jur dicamente los delitosí  

por los cuales se solicita la presente ampliaci n de extradici n, como: a) delito contra laó ó  

Tranquilidad  P blica  -  Asociaci n  Il cita  para  delinquir,  previsto  y sancionado en elú ó í  

art culo 317 del C digo Penal peruano; y b) delito contra la Administraci n P blica -í ó ó ú  

Peculado, previsto y sancionado en el art culo 387 del C digo Penal de Per . í ó ú

En relaci n al  delito  de peculado,  el  art culo  387 del  C digo  Penal  peruano,ó í ó  

establece que, El funcionario o servidor p blico que se apropia o utiliza en cualquier“ ú  

forma, para s  o para otro, caudales o efectos cuya percepci n, administraci n o custodiaí ó ó  

le est n confiados por raz n de su cargo, ser  reprimido con pena privativa de libertadé ó á  

no menor de dos ni mayor de ocho a os.ñ

Constituye circunstancia agravante si los caudales o efectos estuvieren destinados 

a fines asistenciales o a programas de apoyo social. En estos casos la pena privativa de 

libertad ser  no menor de cuatro ni mayor de diez a os.á ñ

Si el agente por culpa, da ocasi n a que se efect e por otra persona la sustracci nó ú ó  

de caudales o efectos ser  reprimido con pena privativa de la libertad, no mayor de dosá  

a os o con prestaci n de servicios comunitarios de veinte a cuarenta jornadas. Constituyeñ ó  

circunstancia agravante si los caudales o efectos estuvieren destinados a fines asistenciales 

o programas de apoyo social. En estos casos, la pena privativa de libertad ser  no menorá  

de tres ni mayor de cinco a os .ñ ”

El  Estado  requirente  ha  estimado,  asimismo,  que  estos  delitos  pueden  ser 

calificados jur dicamente en Chile, como: a) asociaci n il cita para delinquir, prevista yí ó í  

sancionada en los art culos 292 y 293 del C digo Penal chileno, y b) malversaci n deí ó ó  

caudales p blicos, figura que se encuentra prevista y sancionada en el art culo 233 delú í  

citado C digo Penal.ó

En lo que concierne al delito de malversaci n de caudales  p blicos  previsto yó ú  

sancionado en el art culo 233 del C digo Penal, est  regulado en los siguientes t rminos: í ó á é

El empleado p blico que teniendo a su cargo caudales o efectos p blicos o de“ ú ú  

particulares en dep sito, consignaci n o secuestro, los substrajere o consintiere que otroó ó  

lo substraiga, ser  castigado:á

1  Con  presidio  menor  en  sus  grados  medio  a  m ximo,  si  la  substracci n° á ó  

excediere de una unidad tributaria mensual y no pasare de cuatro unidades tributarias 

mensuales.

2  Con  presidio  menor  en  su  grado  m ximo  a  presidio  mayor  en  su  grado° á  

m nimo, si excediere de cuatro unidades tributarias mensuales y no pasare de cuarentaí  

unidades tributarias mensuales.

3  Con presidio mayor en sus grados m nimo a medio, si excediere de cuarenta° í  

unidades tributarias mensuales.
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En todos  los  casos,  con  las  penas  de  multa  del  doble  de  lo  substra do  y deí  

inhabilitaci n absoluta temporal en su grado medio a inhabilitaci n absoluta perpetuaó ó  

para cargos y oficios p blicos .ú ”

(En lo concerniente a los delitos de asociaci n l cita, nos remitimos a los textosó í  

normativos transcritos previamente).

Nonag s imo  primero:é  Que la Quinta Sala Penal de Apelaciones del Estado 

requirente mediante resoluci n N 04, del 01 de marzo de 2022, dispuso que se llevara aó °  

cabo la declaraci n indagatoria del ciudadano Alberto Fujimori Fujimori solicitada poró  

esta  ministra  instructora,  ante  la  jueza  titular  del  Vig simo  Primer  Juzgado  Penalé  

Liquidador, diligencia que, en cumplimiento de lo se alado, se program  para el d a 22ñ ó í  

de marzo de 2022, poni ndose en conocimiento de los sujetos procesales debidamenteé  

notificados, fecha en la que comparecieron, de manera virtual, ante dicha magistratura la 

defensa t cnica del extraditable y el representante del Ministerio P blico, sin que staé ú é  

pudiere  llevarse  a cabo,  debido  a que  el  extraditable  no compareci ,  justificando suó  

inasistencia  en  su mal  estado  de  salud  que  le  impedir a  presentarse  a  la  audiencia,í  

adjuntando documentaci n de la instituci n penitenciaria de Barbadillo al respecto, poró ó “  

lo  que  solicita  que  no  sea  convocado  a  diligencias  a  futuro .  Tanto  la  defensa  del”  

requerido como el Ministerio P blico manifestaron estar conformes con la resoluci n delú ó  

tribunal que dispuso devolver el cuaderno de la diligencia a la Superior Sala para los 

fines pertinentes.

Nonag s imo  segundo:é  Que, en lo que sigue, pues, se proceder  al an lisis deá á  

los antecedentes  para resolver si concurren los requisitos que exige el numeral 3  del°  

art culo 647 del C digo de Procedimiento Penal.í ó

A tal  efecto,  es  menester  se alar  que  junto  a  la  solicitud  de  ampliaci n  deñ ó  

extradici n  se  han  acompa ado  una  serie  de  elementos  probatorios,  consistentesó ñ  

b sicamente  en declaraciones  de testigos,  y la transcripci n de un instrumento audioá ó  

visual.

Conviene  destacar,  en  primer  lugar,  la  declaraci n  de  Vladimiro  Montesinosó  

Torres, rendida con fecha 2 de septiembre de 2002, quien fuera el principal asesor legal 

de Alberto Fujimori  Fujimori,  quien al ser consultado respecto a qu  tiene que deciré  

respecto al video en donde se aprecia una reuni n entre l, Ernesto Sch tz Landazuri yó é ü  

el ex congresista Joy Way Rojas, se ala: ñ

Que es un hecho real, (...) est bamos en la v spera de la Navidad y en dicha“ á í  

ocasi n el instruyente le entreg  al inculpado Sch tz la suma de trescientos cincuenta miló ó ü  

d lares americanos en presencia del congresista Joy Way, quien ten a conocimiento deó í  

dicha entrega y particip  en la misma en su calidad de Presidente del Congreso con eló  

objeto de garantizar al inculpado Sch tz que el dinero entregado se efectuara por miü  

persona para conocimiento del ex  Presidente Fujimori y que ello constitu a una de las– í  

misiones  que  se  me  encarg  dentro  del  objetivo  pol tico  de  lograr  la  reelecci nó í ó  

presidencial  del  ingeniero  Fujimori  para  el  per odo  dos  mil   dos  mil  cinco .  Aí – ”  

continuaci n, agrega: Dichos fondos han provenido de desv os de dinero que se hicieronó “ í  

con la autorizaci n del ex  Presidente Fujimori, con conocimiento y participaci n deló – ó  

ingeniero  Joy  Way  Rojas,  sumas  dinerarias  que  llegaron  al  Servicio  de  Inteligencia 
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Nacional Provenientes del sector Defensa, de lo cual ten a pleno conocimiento tambi n elí é  

Ministro de Defensa de ese entonces . ”

Luego, preguntado sobre la manera en que Ernesto Sch tz, como presidente delü  

directorio  de  Panamericana  Televisi n,  iba  a apoyar  la  reelecci n  del  se or  Albertoó ó ñ  

Fujimori Fujimori, dijo: Que, difundiendo las actividades del ex  Presidente Fujimori“ –  

en las diversas apariciones p blicas con el objeto de posicionar su imagen ante la opini nú ó  

p blica,  tanto en las inauguraciones  de obras como en los viajes  a Provincia,  lo queú  

deber a  merecer  una  gran  cobertura .  Consultado  en  relaci n  a  la  manera  en  queí ” ó  

Panamericana T.V. iba a responder a la campa a de la oposici n, se al : Evitando losñ ó ñ ó “  

spots publicitarios de los mismos y disminuyendo en tiempo su presencia en T.V.  ”

Interrogado para que respondiera desde cu ndo el Gobierno, a trav s de l, hac aá é é í  

entrega de dinero a Ernesto Sch tz, se ala: Que la entrega de dinero tuvo dos fases,ü ñ “  

siendo la primera la que se ve en el v deo firmado (sic) en el mes de diciembre del a oí ñ  

noventiocho  donde  el  instruyente  le entreg  los  trescientos  cincuenta  mil  d lares.  Laó ó  

segunda fase se convers  para que a partir del mes de noviembre de mil novecientosó  

noventinueve donde ya se empezaba el tema de la campa a electoral  el compromisoñ  

adquirido fue el de entregarle un mill n y medio de d lares mensuales con la condici nó ó ó  

espec fica  de  que  no  deb a  pasar  ning n  spots  publicitario  ni  entrevistara  en  losí í ú  

programas  pol ticos  a  los  se ores  Casta eda  y Andrade  de  modo  tal  que  si  esto  seí ñ ñ  

cumpl a mes a mes el instruyente le entregaba la suma acordada, puesto que el ingenieroí  

Fujimori era muy estricto en controlar personalmente los noticieros y programas pol ticosí  

de los canales (...). En esta segunda fase el instruyente cumpli  con entregar la suma deló  

mill n y medio en los meses de noviembre, diciembre, enero y febrero, interrumpi ndoseó é  

en el mes de marzo pues el inculpado Sch tz rompi  el pacto entrevistando al se orü ó ñ  

Casta eda y al se or Andrade, permitiendo la transmisi n de spots publicitarios a pesarñ ñ ó  

de haberse comprometido que no lo iba a hacer (...) . ”

Consultado sobre si Sch tz Landazuri se reuni  con l para darle explicacionesü ó é  

sobre el incumplimiento del pacto, responde: El instruyente recibi  una instrucci n del“ ó ó  

Presidente de no hacer contacto, motivo por el cual incluso no le contestaba las llamadas 

por tel fono .é ”

Asimismo,  es  relevante  la  declaraci n  de  Genaro  Salvador  Delgado  Parker,ó  

rendida con fecha 14 de mayo de 2007, quien fuera presidente de la empresa Tele Dos 

Mil,  y  fundador,  accionista  y  administrador  judicial  de  la  empresa  Panamericana 

Televisi n, de la cual merece ser destacada lo siguiente: ó

Al ser consultado respecto a si ten a conocimiento de la participaci n del se orí ó ñ  

Alberto Fujimori  Fujimori  en el  acuerdo para que Panamericana Televisi n realizaraó  

campa as  a su favor  y  en  contra  de  sus  contendores  pol ticos,  respondi :   (...)  enñ í ó “  

diciembre del a o pasado la Corte Suprema sancion  la culpabilidad de Fujimori y susñ ó  

Ministros en la firma de un Decreto de urgencia que dispon a la utilizaci n de m s deí ó á  

cien  millones  de  d lares  para  la  reelecci n  de  Fujimori,  ese  es  dinero  que  dispusoó ó  

Montesinos para la compra de la l nea editorial de los medios y eso lo vincula a Fujimorií  

para reelegirse, el segundo hecho es la grabaci n de los videos con las investigacionesó  

que se ha hecho, los videos se grababan en c maras de formato de ocho mil metros y seá í  

pasaban a otro formado que es VHS para mandarle la copia a Fujimori, de tal modo de 

151

PDEEXXXJBHJ



que estos videos se hac an con el objeto de darle cuenta a Fujimori de que el dinero queí  

hab a  sido  entregado  en  efectivo  al  Servicio  de  Inteligencia  Nacional  estaba  siendoí  

empleado en las cosas que se hab a acordado, en esos videos constaba el monto de lasí  

cantidades era para los fines dispuestos ese dinero era sacado del tesoro p blico . ú ”

Al ser consultado en qu  fue invertido el dinero, responde: "Sch tz lo sac  fueraé ü ó  

del pa s y luego lo ingres  al Per  como pr stamos a Panamericana de una Empresa deí ó ú é  

l en Costa Rica Grupo Industrial  Ruferni .  Preguntado por el origen de los fondos,é ”  

responde: que proviene del Tesoro P blico.“ ú ”

Consta, asimismo, el documento a que se hace referencia en los dos testimonios  

anteriores.  Se  trata  de  un  documento  denominado  Transcripci n  del  v deo  S/N“ ó í  

REUNI N DR. MONTESINOS - JOY WAY  SCHUTZ, elaborado el 2 de octubreÓ –  

de 2001 por el Departamento de Transcripciones del Congreso de la Rep blica del Per ,ú ú  

del cual se destaca lo siguiente:

- Es un encuentro  entre  Vladimiro  Montesinos,  Ernesto  Sch tz  Landazuri  yü  

V ctor Joy W Rojas;í

- Se aprecia que Montesinos le hace entrega a Schutz de dinero en efectivo 

( saca 3 fajos de 100 mil, uno de 40 mil y otro de diez mil d lares ), billetes“ ó ”  

que cuenta en su presencia y ante el tercer concurrente;

- Ambos manifiestan que con este pago est n al d a , mencionan dos meses“ á í ”  

(noviembre y diciembre) a los que corresponder a el pago.í

- Se  aprecian  extractos  de  un  di logo  sobre  la  forma  en  que  se  puedaná  

inventar vainas  en las transmisiones del canal;“ ”

- Aparecen  mencionados  en  esos  di logos  los  nombres  de  Casta edaá ñ  

( Casta eda 0 ) y Andrade ( bajarlo )“ ñ ” “ ” :

- Hay  una  trama  de  fondo  que  da  entender  la  existencia  de  arreglos 

relacionados con otros temas, a los que se alude en un contexto de mucha 

confianza.

Existen  otras  declaraciones  testimoniales  acompa adas,  de  las  cuales  interesañ  

destacar aquellas que se refieren m s directamente a la participaci n del requerido en losá ó  

delitos denunciados.

As ,  se  cuenta  con  la  declaraci n  testimonial  de  do a  Matilde  Pinchi  Pinchi,í ó ñ  

rendida con fecha 2 de julio de 2007, quien fuera la secretaria personal de Vladimiro 

Montesinos Torres. 

Al  ser  consultada  por  los  motivos  por  los  cuales  Alberto  Fujimori  Fujimori 

concurr a al Servicio de Inteligencia Nacional, se ala: í ñ

(...) para reunirse con Vladimiro Montesinos Torres (...) Debiendo precisar que el“  

Ex  Presidente  Alberto  Fujimori  ten a  conocimiento  de  todas  actividades  il citas  queí í  

realizaba Vladimiro Montesinos desde el Servicio de Inteligencia Nacional;  ”

Respecto de los registros de video con las entregas de dinero a los medios  de 

comunicaci n, indica: que cuando el Ex Presidente Alberto Fujimori Fujimori llegaba aló “  

Servicio de Inteligencia Nacional el doctor Montesinos (...) le entregaba los v deos queí  

conten a las entregas de dinero, d ndole cuenta de esta manera al Presidente en que seí á  

invert a el dinero producto del desv o de fondos y a que personas se pagaba .í í ”

152

PDEEXXXJBHJ



En cuanto a la entrega de dinero a Ernesto Sch tz Landazuri como presidente deü  

Panamericana  Televisi n,  se ala.  que  el  Ex  Presidente  Alberto  Fujimori  s  ten aó ñ “ í í  

conocimiento de la entrega de dinero tanto al canal Cinco  Panamericana Televisi n– ó  

como a los dem s canales televisivos .á ”

Preguntada  sobre  si  pod a  afirmar  o  negar  que  Alberto  Fujimori  Fujimorií  

encabez  una agrupaci n con la finalidad de apropiarse de fondos del Estado, responde:ó ó  

que s  puedo afirmar que el  Ex Presidente  Alberto Fujimori  Fujimori  encabez  una“ í ó  

organizaci n il cita destinada a cometer delitos .ó í ”

Por su parte, de la declaraci n de Julio Rolando Salazar Monroe, rendida conó  

fecha 23 de enero de 2007, quien fuera Jefe del  Servicio de Inteligencia  Nacional  y, 

posteriormente,  Ministro de Defensa,  merece ser destacada especialmente  la pregunta 

relativa  a  qu  autoridad  orden  que  el  se or  Vladimiro  Montesinos  administrara  elé ó ñ  

dinero desviado al Servicio de Inteligencia Nacional, se ala: ñ

Que adem s de los desv os que se ha mencionado,  el Servicio de Inteligencia“ á í  

Nacional le entregaba a Vladimiro Montesinos Torres los fondos de Reserva I y II para 

que se junte con el resto de los fondos mencionados anteriormente y estos fondos eran 

empleados  por  Montesinos  Torres  por  orden  de  ex  presidente  Alberto  Fujimori 

Fujimori .”

Del mismo modo, de la declaraci n de don Jos  Guillermo Villanueva Ruestaó é  

rendida con fecha 15 de junio de 2007, quien fuera Ministro de Estado en el despacho 

del  Interior  y,  posteriormente,  Comandante  General  del  Ej rcito  peruano,  interesaé  

destacar  especialmente  que,  al  ser  consultado  por  la  derivaci n  de  dineros  desde  eló  

Ministerio del Interior al Servicio de Inteligencia Nacional, responde: 

(...)  Vladimiro  Montesinos  me  hace  la  indicaci n  de que  por  disposici n  del“ ó ó  

Presidente  de  la  Rep blica  Alberto  Fujimori  hab a  que  destinar  unos  fondos  delú í  

Ministerio  del  Interior  al  servicio  de Inteligencia  (...)  y  en base a esa  indicaci n  deó  

Montesinos  el  deponente  llam  al  Presidente  Alberto  Fujimori  por  tel fono  paraó é  

preguntarle  sobre  la  certidumbre  de  esa  disposici n  y  me  respondi  que  s ,  de  queó ó í  

coordinara todo eso con Vladimiro Montesinos Torres . M s adelante se ala: que en mi” á ñ “  

condici n de Comandante General del Ej rcito tambi n le comuniqu  al ex presidenteó é é é  

Alberto  Fujimori  Fujimori  sobre  la  desviaci n  de  fondos  y  l  me  comunic  queó é ó  

continuara  con  la  pol tica  que  se  estaba  llevando  desde  el  a o  mil  novecientosí ñ  

noventid s, es decir que desde esa fecha se desviaba dinero del Ej rcito al SIN.ó é ”

Nonag simo  tercero:é  Que, el Estado requirente, al evacuar el traslado que le 

fuera conferido, hace un examen de cada uno de los requisitos exigidos por el Tratado 

vigente para que proceda la extradici n y los estima cumplidos. Realiza, a continuaci n,ó ó  

un pormenorizado an lisis de los antecedentes probatorios aportados en el requerimiento,á  

concluyendo  que  ha  quedado  especialmente  demostrado  con  los  antecedentes“  

probatorios  acompa ados,  que el  se or Alberto  Fujimori  Fujimori,  concertado con elñ ñ  

se or Vladimiro Montesinos,  urdieron un plan destinado a captar a los due os de lañ ñ  

prensa escrita y oral, para que estos resaltaran su figura, y a su vez, desprestigiaran a los 

candidatos de oposici n, todo ello mediante la desviaci n de fondos p blicos ascendentes,ó ó ú  

al  menos,  a  USD $350.000.-  Al  efecto,  y  dentro  del  objetivo  pol tico  de  lograr  suí  

reelecci n presidencial, ha quedado demostrado que el requerido se or Alberto Fujimorió ñ  
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Fujimori le encarg  como misi n  a su asesor el se or Vladimiro Montesinos ejecutaró “ ó ” ñ  

dicho plan,  tal cual este mismo lo declar .  En el mismo sentido,  resulta elocuente eló  

video de una reuni n, sostenida entre el se or Montesinos, un ex congresista y el due oó ñ ñ  

de  un  canal  de  televisi n,  en  la  que  el  primero  hace  entrega  a  este  ltimo  de  laó ú  

mencionada suma de dinero . ”

Nonag simo  cuarto:é  Que,  a su turno,  evacuando  el  traslado  conferido,  la 

Corporaci n de Asistencia Judicial, oficina de Defensa Penal, actuando por el requerido,ó  

solicita el rechazo de la ampliaci n de extradici n relativa a los delitos de asociaci nó ó ó  

il cita para delinquir y malversaci n de caudales p blicos y/o fraudes al Fisco, atendidoí ó ú  

que al ser considerados simples  delitos,  conforme a lo dispuesto en el art culo 94 delí  

C digo Penal  chileno,  el  plazo de prescripci n es  de cinco a os y,  en consecuencia,ó ó ñ  

como los hechos sucedieron en el a o 2000 (sic) y la denuncia junto con el inicio delñ  

procedimiento  ocurrieron en el  a o 2006, la acci n penal  se encuentra  prescrita.  Enñ ó  

raz n de lo anterior, sostiene, se incumple el requisito de que la acci n no est  prescritaó ó é  

para solicitar la extradici n.ó

Nonag simo  quinto:é  Que,  a  juicio  de  este  tribunal,  los  elementos  de 

convicci n relacionados en los motivos precedentes permiten dar por justificado que conó  

el objeto de realzar la figura del ex presidente Fujimori en los medios de comunicaci n,ó  

con miras a su reelecci n en los comicios del a o 2000, se hicieron pagos indebidos aló ñ  

due o del Canal Cinco-Panamericana de Televisi n, de al menos U$350.000, desviandoñ ó  

fondos p blicos  provenientes  de los Ministerios  de Defensa e Interior  y entregados alú  

Servicio  de  Inteligencia  Nacional  para  ser  administrados  por  Vladimiro  Montesinos, 

asesor principal del requerido; as  como la existencia de una asociaci n il cita constituidaí ó í  

por  el  ex presidente,  su asesor  Montesinos  y otros  funcionarios  de la  administraci nó  

p blica con el objeto de realizar ste y otros il citos, en agravio del Estado peruano. ú é í

En efecto,  el  testimonio  del  propio  Montesinos,  de su secretaria  personal  y el 

video  que  graba  la  escena  en  que  se  hace  el  traspaso  de  los  fondos,  as  como  lasí  

declaraciones contestes de quienes estuvieron a la cabeza de los Ministerios de Defensa e 

Interior  en  la  poca  de  los  hechos,  que  reconocen  que  fondos  reservados  de  esasé  

reparticiones  p blicas  eran  entregados  al  SIN,  para  ser  administrados  por  el  asesorú  

presidencial,  resultan  suficientes,  por  su  precisi n  y  concordancia,  para  generaró  

convicci n en este tribunal sobre la existencia de tales delitos.ó

Como contexto, se ha de tener presente, adem s, que la sentencia emanada de laá  

Segunda Sala Penal de esta Corte Suprema,  en autos rol  N 3.744-2007 accedi  a la° ó  

solicitud  de  extradici n  de  Alberto  Fujimori  Fujimori,  entre  otros,  por  un  delito  deó  

malversaci n  de  caudales  p blicos  de  caracter sticas  muy  similares  a  las  actuales,ó ú í  

estableciendo que como consecuencia de la adquisici n de las acciones de canal 10 por“ ó  

la suma de dos millones de d lares americanos y en las cantidades entregadas a Eduardoó  

Calmell  del  Solar,  ascendentes  a un mill n setecientos  cincuenta mil,  para que en suó  

calidad de accionista y director del Diario Expreso, orientara su l nea informativa coní  

miras a la reelecci n presidencial de Fujimori Fujimori, se desvi  indebidamente dineroó ó  

perteneciente  al  Estado  Peruano  (motivo  cuadrag simo  quinto).  Siendo  tambi n” é é  

relevante que, entre las piezas probatorias (N 19) que condujeron a esa decisi n judicial,° ó  

se encontraba un informe pericial contable, fechado el 26 de octubre de 2004 que ( )…  
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en lo referido al caso concluye con conocimiento y autorizaci n del Expresidente de la“ ó  

Rep blica Alberto Fujimori  Fujimori,  el se or Vladimiro Montesinos Torres,  sin estarú ñ  

facultado para ello, recib a y manejaba dinero en efectivo del Estado peruano que le eraí  

entregado del SIN a nombre de Reserva I y Reserva II remitido por los Ministerios de 

Defensa, del Interior y por las Fuerzas Armadas ( ) cuyos recursos pertenecen al Estado…  

peruano al percibir estas entidades fondos del Tesoro P blico  ú …”

Nonag simo  sexto:é  Que, en cuanto a la participaci n culpable del requerido,ó  

recordaremos  que  la  presente  solicitud  de  ampliaci n  de  extradici n  le  imputaó ó  

responsabilidad en calidad de autor mediato respecto del delito de peculado y de autor 

en el de asociaci n il cita, en la medida que sostiene que, en su condici n de Presidenteó í ó  

de  la  Rep blica  se  habr a  concertado  con  su  ex  asesor  legal  Vladimiro  Montesinosú í  

Torres mediante una clara distribuci n de roles para los fines que ya se ha explicado.ó  

Desde el punto de vista de la teor a penal, la responsabilidad que se le imputa respectoí  

del delito de peculado radica en la circunstancia de haber tenido el dominio del hecho, 

es decir, discurre en el sentido que el requerido, por s  o por otros que dependen de l,í é  

ha estado en situaci n de determinar el curso causal de los hechos que condujeron a laó  

comisi n del il cito.ó í

A juicio de este tribunal, las probanzas relacionadas precedentemente constituyen 

presunciones fundadas para estimar que este ha tenido participaci n en calidad de autoró  

en ambos delitos imputados.

En efecto, los personeros que fueron Ministros de Defensa e Interior en aquella 

poca dejan claro que el desv o de los fondos hacia el SIN se hac a por instrucciones delé í í  

ex presidente Fujimori, incluso uno de ellos relata c mo ante sus dudas ste se lo habr aó é í  

ratificado, se alando que era una pol tica que ven a desde el a o 1992 a la que deb añ í í ñ í  

atenerse, cuesti n que corrobora Montesinos, quien aporta adem s la explicaci n de queó á ó  

los  videos  con  la  entrega  de  los  fondos  ten an  por  objeto  comprobar  ante  el  exí  

presidente, la ejecuci n de sus instrucciones.ó

Nonag simo  s ptimo:é é  Que, ahora bien, el criterio de esta Corte Suprema en 

autos Rol N 3.744-2007, en relaci n a hechos de similar naturaleza a que antes se hizo° ó  

referencia, fue el de que tales sucesos pueden ser incardinados en el art culo 239 del“ í  

C digo Penal, que castiga la defraudaci n en perjuicio del Estado, pero en ning n casoó ó ú  

constituye la actividad que sanciona el art culo 233 del mismo texto legal, pues suponeí  

que el imputado, funcionario p blico, tenga a su cargo, caudales o efectos p blicos o deú ú  

particulares en dep sito, consignaci n o secuestro, lo que en la especie no acontece .ó ó ”

En efecto, de acuerdo a lo dispuesto en el art culo 239 del C digo Penal, en elí ó  

texto vigente a la fecha de los hechos: El empleado p blico que en las operaciones en“ ú  

que  interviniere  por  raz n de su cargo,  defraudare  o consintiere  que se defraude  aló  

Estado,  a  las  municipalidades  o  a  los  establecimientos  p blicos  de  instrucci n  o  deú ó  

beneficencia, sea origin ndoles p rdida o priv ndoles de un lucro leg timo, incurrir  en laá é á í á  

pena de presidio menor en sus grados medio a m ximo, inhabilitaci n especial perpetuaá ó  

para el cargo u oficio y multa de diez al cincuenta por ciento del perjuicio causado .”

La jurisprudencia  nacional  se ha pronunciado  respecto  al  delito  de Fraude al 

Estado, descrito en el art culo 239 del C digo Penal como a una figura especial asociadaí ó  

a una forma de defraudaci n que en sus aspectos subjetivos requiere de una conductaó  
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dolosa  de cooperaci n,  concertada  o no,  con el  nimo de malversar  el  erario  fiscal.ó á  

Adem s,  se  caracteriza  por  la  producci n  de  un  menoscabo  patrimonial  al  Estadoá ó  

perpetrado a trav s del enga o o el incumplimiento de ciertos deberes de modo que elé ñ  

empleado puede producir el perjuicio merced a un ardid mediante el incumplimiento de 

sus obligaciones funcionarias, sin que se requiera un beneficio para el subalterno, que 

puede no recibir ninguno, sino actuar por amistad, esp ritu de venganza u otro m vil,í ó  

aunque siempre se exige el menoscabo al inter s p blico. (C.S. rol N 60-2016).é ú °

En la especie, al requerido le correspondi  ejercer la primera magistratura de laó  

naci n peruana, lo cual implica que deb a administrar el Estado, pero no se comprobó í ó 

que hubiese gestionado directamente los fondos p blicos del erario nacional, por lo cualú  

el desv o de caudales estatales para fines il citos por quien no es su custodio, configuraí í  

un fraude al Estado que previene y sanciona la norma del art culo 239 del C digo Penal.í ó

Nonag simo  octavo:é  Que, en tal circunstancia, atendida la pena con que se 

sanciona el delito de Fraude al Estado en la legislaci n vigente a la poca de los hechos,ó é  

correspondiente a la de un simple delito, el plazo de prescripci n aplicable, conforme aó  

lo dispuesto en el art culo 94 del mismo cuerpo legal, es de 5 a os, t rmino que empiezaí ñ é  

a correr desde el d a en que ste se hubiere cometido. í é

Sobre  la  base  de los  datos  que  el  propio  Estado  requirente  ha  aportado,  los 

delitos que se persiguen se habr an cometido en el a o 1998 (no se precisa fecha) y porí ñ  

resoluci n de 15 de diciembre de 2006 se abri  instrucci n en v a ordinaria contra eló ó ó í  

requerido, como autor del delito de asociaci n il cita y presunto instigador del delito deó í  

peculado, y el auto ampliatorio de apertura de instrucci n como autor mediato en esteó  

ltimo  delito  se  produjo  con  fecha  26  de  julio  de  2009,  habiendo  transcurrido,  deú  

cualquier modo, el plazo de prescripci n previsto en la norma chilena, en lo que respectaó  

al delito de peculado.

Nonag s imo  noveno:  é Que, en cuanto al delito de asociaci n il cita, el examenó í  

relativo  a  la  prescripci n  est  relacionado  con  el  tipo  de  delito  para  el  cual  estaó á  

agrupaci n se constituy , como lo establece el ya citado art culo 293, seg n el cual, Sió ó í ú “  

la asociaci n ha tenido por objeto la perpetraci n de cr menes, los jefes, los que hubierenó ó í  

ejercido  mando  en  ella  y  sus  provocadores,  sufrir n  la  pena  de  presidio  mayor  ená  

cualquiera de sus grados.

Cuando la asociaci n ha tenido por objeto la perpetraci n de simples delitos, laó ó  

pena ser  presidio menor en cualquiera de sus grados para los individuos comprendidosá  

en el ac pite anterior .á ”

El Fiscal judicial, al informar la presente solicitud de ampliaci n de extradici n enó ó  

que se persigue la responsabilidad del extraditable, adem s del delito de peculado, por elá  

delito de asociaci n il cita, hace presente que diversos hechos que han sido conocidos poró í  

la v a de solicitudes de extradici n o ampliaciones de extradici n han sido calificadosí ó ó  

jur dicamente por la justicia peruana como delitos contra la tranquilidad p blica en suí ú  

modalidad de asociaci n il cita para delinquir y los tribunales chilenos han estimado queó í  

se encontraba acreditada su existencia, concediendo la extradici n por ese delito, comoó  

ocurri  en los casos de La Cantuta y Barrios Altos, al estimarse que se cumpl an tambi nó í é  

los requisitos para tener por configurada en Chile la asociaci n il cita, de acuerdo a losó í  

art culos  292  y  293  de  nuestro  C digo  Penal,  conformada  b sicamente  por  elí ó á  
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extraditable, su asesor Montesinos y diversas otras personas, destinada a la perpetraci nó  

de  cr menes  contra  el  orden  social,  las  personas  y  la  propiedad,  en  la  que  el  exí  

presidente tendr a la calidad de jefe o quien ejerc a el mando, correspondiendo por loí í  

mismo una penalidad b sica de presidio mayor en cualquiera de sus grados, es decir,á  

superior a un a o de presidio. ñ

En los casos en que actualmente se pide la ampliaci n de extradici n por esteó ó  

delito, la Fiscal a concluye que se cumplen los requisitos para entender que estos se haní  

cometido,  observando  que  la  raz n  por  la  cual  las  legislaciones  han  tomado  enó  

consideraci n  para  elevar  a  la  categor a  de  delito  la  formaci n  de  facto  de  unaó í ó  

agrupaci n de individuos con la finalidad de atentar contra el orden social, las personasó  

o la propiedad, aun cuando no hayan cometido ninguno de los delitos espec ficos queí  

tiene por finalidad dicha asociaci n, es porque se trata de un delito que atenta contra eló  

bien jur dico tranquilidad p blica.í ú

Cent s imo:é  Que,  as  las  cosas,  y  aun  cuando  pudiere  estimarse  que  laí  

asociaci n il cita formada por el extraditable junto a su asesor Montesinos  y diversasó í  

otras personas tambi n ten a por objeto la comisi n de cr menes, como en el caso delé í ó í  

secuestro y homicidio de miembros de la familia Ventocilla, en que qued  establecida laó  

participaci n del destacamento denominado Colina , como en el caso de Barrios Altos yó “ ”  

la Cantuta, en la especie, lo acreditado es la constituci n del delito de asociaci n il citaó ó í  

para  cometer  el  delito  de  peculado,  cuyos  hechos  materiales  se  consider  eranó  

constitutivos de la figura del art culo 239 del C digo Penal chileno, vigente a la poca deí ó é  

los hechos, que sanciona dicha conducta con una pena de simple delito, lo que lleva a 

concluir  que, por aplicaci n de la regla dispuesta en el art culo 293 del cuerpo legaló í  

citado, al delito de asociaci n il cita, en esta hip tesis, se le asigna una pena de simpleó í ó  

delito, circunstancia bajo la cual, y por lo razonado en relaci n al delito de peculado,ó  

ste tambi n se encuentra prescrito.é é

Cent s imo  primero:é  Que,  en consecuencia,  y disintiendo de la opini n deló  

Fiscal  Judicial,  se verifica una circunstancia que hace improcedente la extradici n, enó  

conformidad a lo previsto en el art culo V N 2 del Tratado de Extradici n suscrito entreí ° ó  

ambos Estados, esto es, cuando de acuerdo a las leyes del pa s requerido la acci n seí ó  

encontrare  prescrita,  por  lo  que  no  cabe  sino  desestimar  la  presente  solicitud  de 

ampliaci n de la extradici n. ó ó

VIII.   Presunta  responsabi l idad  en  el  del i to  de  revelaci n  deó  

secretos  de inter s  nacional  en agravio  del  Estado peruano.é

Cent s imo  segundoé :  Que,  de  acuerdo  con  lo  se alado  en  la  solicitud  deñ  

ampliaci n de extradici n planteada por el D cimo Tercer Juzgado Penal Especial de laó ó é  

Corte  Superior  de  Justicia  de  Lima,  de  fecha  9  de  septiembre  de  2009,  bajo  el 

expediente No 009-2005, respecto del ciudadano peruano Alberto Fujimori Fujimori, los 

hechos que se le imputan son los siguientes:

Se atribuye al reclamado, el haber conservado en su poder, tras la culminaci n“ ó  

de su mandato como Presidente de la Rep blica del Per , filmaciones de tres reunionesú ú  

secretas  del  Consejo  de  Defensa  Nacional  de  nuestro  pa s,  celebradas  en  fechas  noí  

precisadas de los meses de setiembre y octubre de 1998, en las cuales se trataron temas  

relacionados al conflicto b lico con la Rep blica del Ecuador - filmaciones que por sué ú  
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contenido, constitu an documentos secretos y que eran de evidente inter s para nuestraí é  

Rep blica-,  los  cuales  habr a  remitido  desde  la  ciudad  de  Tokyo,  en el  imperio  delú í  

Jap n,  a la ciudad de Lima,  al Jefe de Prensa del movimiento pol tico "Si Cumple",ó í  

Carlos Raffo Arce, con fecha 04 de septiembre de 2003, a efectos de ser difundidos y su 

contenido  puestos  de  conocimiento  al  p blico,  logrando  esta  difusi n  por  medio  delú ó  

ciudadano Carlos Raffo Arce, en la emisi n del programa Period stico "Cuarto Poder",ó í  

realizada el 07 de setiembre del mismo a o. ñ

As  mismo,  atribuye  el  Ministerio  P blico  al  reclamado el  haber  ordenado laí ú  

difusi n del contenido del material f lmico antes descrito, con la nica finalidad de lograró í ú  

un mayor protagonismo pol tico en nuestro medio, finalidad que constituir a un m vilí í ó  

innoble para dicha conducta, confiri ndole una mayor gravedad .é ”

Rese ando  el  estado  procesal  del  expediente,  es  menester  consignar  que  esteñ  

proceso fue iniciado por denuncias del Ministro de Defensa y del Procurador Fiscal ad-

hoc  en  representaci n  de  los  intereses  del  Estado,  ante  la  D cimo  Octava  Fiscal aó é í  

Provincial  Penal  de  Lima,  que  las  acumul  el  9 de  septiembre  de  2003  y  abri  laó ó  

respectiva investigaci n fiscal.ó

La judicatura recepcion  la denuncia formalizada por el Ministerio P blico enó ú  

contra del reclamado y con fecha 11 de abril de 2005 procedi  a emitir auto de aperturaó  

de instrucci n, dict ndose mandato de detenci n en su contra y una serie de diligencias aó á ó  

fin de lograr obtener mayores elementos probatorios que vinculen al antes mencionado 

con los hechos. Una vez remitidos el expediente principal a la Segunda Sala Penal con 

Reos Libres  de la Corte Superior  de Justicia de Lima, sta opin  haber m rito paraé ó é  

pasar a juicio oral.

Cent s imo  tercero:é  Que  la  Justicia  peruana  ha  calificado  el  delito  que  se 

persigue, como Revelaci n de Secretos de Inter s Nacional en agravio del Estado, figuraó é  

t pica  prevista  y  sancionada  en  el  art culo  330  del  C digo  Penal  peruano  en  losí í ó  

siguientes t rminos:é

El que revela  o hace accesible  a un Estado extranjero o a sus  agentes  o al“  

p blico secretos que el inter s de la Rep blica exige guardarlos, ser  reprimido con penaú é ú á  

privativa de libertad no menor de 5 ni mayor de 15 a os.ñ

Si el agente obra por lucro o por cualquier otro m vil innoble, la pena ser  noó á  

menor de 10 a os.ñ

Cuando el agente act a por culpa la pena no ser  mayor de 4 a os.ú á ñ ”

Por otra parte, para efectos de colmar el principio de la doble incriminaci n , el“ ó ”  

Estado requirente estim  que la conducta imputada al requerido correspond a a la figuraó í  

delictiva prevista y sancionada en el art culo 109 del C digo Penal chileno, ubicado en elí ó  

T tulo I del Libro Segundo del C digo Penal, sobre Cr menes y simples delitos contra laí ó í  

Seguridad Exterior y Soberan a del Estado, seg n el cual; Ser  castigado con pena deí ú “ á  

presidio mayor en su grado m ximo a presidio perpetuo:á

( ) El que le revelare el secreto de una negociaci n o de una expedici n .… ó ó ”

Asimismo,  al evacuar el traslado conferido al Estado requirente,  su apoderado 

sostuvo que en nuestra legislaci n tales hechos configuran los delitos de revelaci n deó ó  

secreto, previsto y sancionado en el art culo 246 inciso segundo del C digo Penal, con laí ó  

pena de reclusi n mayor en cualquiera de sus grados y el delito previsto y sancionado enó  
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el  art culo  255  del  C digo  de  Justicia  Militar  con  la  pena  de  presidio  mayor  ení ó  

cualquiera de sus grados.

El citado art culo 246 del C digo Penal chileno, se ala: El empleado p blico queí ó ñ “ ú  

revelare  los  secretos  de  que  tenga  conocimiento  por  raz n de  su oficio  o entregareó  

indebidamente  papeles  o  copia  de  papeles  que  tenga  a  su  cargo  y  no  deban  ser 

publicados,  incurrir  en las penas de suspensi n del  empleo en sus grados m nimo aá ó í  

medio  o  multa  de  seis  a  veinte  unidades  tributarias  mensuales,  o  bien  en  ambas 

conjuntamente.

Si de la revelaci n o entrega resultare grave da o para la causa p blica, las penasó ñ ú  

ser n  reclusi n  mayor  en  cualquiera  de  sus  grados  y  multa  de  veintiuno  a  treintaá ó  

unidades tributarias mensuales.

Las penas se aladas en los incisos anteriores se aplicar n, seg n corresponda, alñ á ú  

empleado p blico que indebidamente anticipare en cualquier forma el conocimiento deú  

documentos, actos o papeles que tenga a su cargo y que deben ser publicados.”

A su  turno,  el  art culo  255  del  C digo  de  Justicia  Militar,  establece:  Serí ó “ á 

castigado con la pena de presidio mayor en cualquiera de sus grados, el que, sin alcanzar 

a cometer  traici n,  divulgue  en todo  o parte,  entregue  o comunique  a personas  noó  

autorizadas para ello, planos, mapas, documentos o escritos secretos que interesen a la 

defensa nacional o seguridad de la Rep blica; o comunique o divulgue datos o noticiasú  

extra das de dichos planos, mapas o documentos escritos, siempre que le hubieren sidoí  

confiados o de ellos hubiere tomado conocimiento por raz n de su estado, profesi n o deó ó  

una  misi n  gubernativa,  o  con  motivo  de  las  funciones  que  ejerza  o haya  ejercidoó  

anteriormente .”

Cent s imo  cuarto:é  Que,  como  ha  se alado  reiteradamente  esta  Corte,  elñ  

requisito  de  la  doble  incriminaci n  no  implica  que  el  Estado  que  requiere  al“ ó ”  

extraditable se ale con precisi n la denominaci n de la figura t pica en que el hechoñ ó ó í  

punible es considerado como delito en la legislaci n del Estado de refugio; basta con queó  

el hecho sea constitutivo de delito, aunque por una figura t pica o denominaci n distintaí ó  

de la se alada en el requerimiento, por ello un error o discrepancia en este aspecto noñ  

invalida la petici n de extradici n (entre otros, C.S., rol N 6334-2011). Por lo que s lo seó ó ° ó  

debe proceder a comprobar si los elementos materiales del hecho, tal como aparecen en 

la  solicitud  de  extradici n,  pueden  concretar  la  especie  delictiva  prevista  en  ambasó  

legislaciones.

Despejado lo anterior, cabe descartar la figura t pica contenida en el art culo 109í í  

del C digo Penal chileno, como una bajo la cual puedan ser sancionados los hechos queó  

fundamentan la solicitud de ampliaci n de extradici n. En efecto, la conducta prevista yó ó  

sancionada  en la  norma  citada  es  la  de quien  revela  el  secreto  de  una  negociaci nó  

espec fica  directamente  al  enemigo ,  pa s,  o  ej rcito  extranjero,  en  un  contexto  deí “ ” í é  

guerra  o conflicto  armado.  Asimismo,  si  se examinan las hip tesis  enumeradas  en laó  

disposici n,  el  n cleo  de  la  conducta  o  elemento  com n  a  todas  ellas  debe  seró ú ú  

interpretado como un acto de traici n a la patria (aqu l que le facilita la entrada aló é  

territorio,  le  entrega  ciudades,  puertos,  fortalezas,  favorece  el  progreso  de  las  armas 

enemigas,  le  suministra  planos,  entre  otros),  lo  que  no  se  aviene  con  la  conducta 

imputada  en  la  especie.  Corrobora  esta  comprensi n  del  tipo  penal  analizado,  y  suó  
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inadecuaci n  para  sancionar  los  hechos  denunciados,  la  severidad  de  las  penasó  

contempladas, que van de presidio mayor en su grado m ximo a presidio perpetuo.á

Por otra parte, la figura penal contemplada en el art culo 246 del C digo Penalí ó  

tampoco resulta til para juzgar los hechos denunciados, pues si bien protege secretosú  

propios de una funci n p blica revelados por un empleado p blico, falta la dimensi nó ú ú ó  

relativa a la afectaci n de los intereses del Estado o de la defensa nacional.ó

El delito que establece el art culo 255 del C digo de Justicia Militar, en cambio,í ó  

se refiere a la divulgaci n de documentos o escritos secretos que interesan a la defensaó  

nacional o a la seguridad de la Rep blica, siempre que le hubieren sido confiados enú  

raz n  de  su  estado,  misi n  gubernativa  o  funci n  desempe ada,  lo  que  permitir aó ó ó ñ í  

encuadrar el hecho punible que se imputa al requerido, atendido sus calidades, como 

Presidente de la Rep blica, al momento de su obtenci n.ú ó

As  las  cosas,  entenderemos  que  se  satisface  el  principio  de  la  dobleí “  

incriminaci n  que  exige  el  art culo  353  del  C digo  de  Bustamante,  desde  que  loó ” í ó  

determinante es que los hechos materiales  que fundan la denuncia,  tengan relevancia 

jur dico penal en nuestro ordenamiento jur dico.í í

En cuanto al requisito de la m nima gravedad , contemplado en el art culo II“ í ” í  

del Tratado de Extradici n entre Chile y Per , ste tambi n se encuentra cumplido, poró ú é é  

cuanto la infracci n est  penada en nuestra legislaci n (pa s requerido) con un a o o m só á ó í ñ á  

de prisi n.ó

Cent s imo  quinto:é  Que con fecha 17 de abril de 2023, ante la juez de la 

S ptima Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Lima, compareci  elé ó  

requerido  Alberto  Fujimori  Fujimori,  a  prestar  declaraci n  indagatoria,  conforme  loó  

solicitado  por  esta  ministra  instructora,  con la asistencia  t cnica  de su abogado y laé  

presencia  del  Fiscal  Superior  adjunto  de  la  Primera  Fiscal a  Corporativa  Penal  deí  

Cercado de Lima, quien en s ntesis manifest : tener conocimiento pleno de la difusi n ení ó ó  

el programa Cuarto Poder del canal 4 de televisi n de las sesiones del Consejo de laó  

Defensa Nacional que se habr an desarrollado en el mes de agosto de 1998, en cintas deí  

video, refiriendo que aquellas sesiones fueron convocadas con ocasi n del conflicto conó  

Ecuador, para escuchar las opiniones en torno a las negociaciones para alcanzar la paz 

que supon an la cesi n de un territorio peruano (Tiwinza), precisa m s tarde que lasí ó á  

sesiones debieron ser en el mes de octubre, poco antes de firmar la paz; conoce a Carlos 

Raffo por  haber  sido secretario  externo  de prensa  de su gobierno  y admite  haberle 

entregado los videos para su difusi n por considerar que se trataba de un hecho hist ricoó ó  

y para que se conociera  la posici n peruana,  no le dijo que fuera  en ese programaó  

espec fico,  pero le explic  los  puntos  relevantes,  las  posturas  que  hab an al respecto;í ó í  

sobre  quienes  conformaban  ese  Consejo,  se ala  que  los  comandantes  en  jefe  de  lasñ  

fuerzas armadas, el jefe del  comando conjunto,  los ministros  de defensa e interior,  el 

canciller y el jefe del Servicio de Inteligencia, m s el ex presidente de la rep blica, ená ú  

algunas sesiones particip  su asesor Vladimiro Montesinos; no recuerda haber visto lasó  

actas  de esas  sesiones  aunque  supone  que  alguien  fungiera  de secretario  de actas ,“ ”  

se ala que los miembros del Consejo sab an que estas se grababan y que la ltima deñ í ú  

ellas fue grabada por su hijo Hiro, fue su decisi n personal, a la que nadie se habr aó í  

opuesto, pese a que no ten a ning n cargo funcional p blico, era aficionado a grabarí ú ú  
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videos y manten a absoluta reserva los encargos que eventualmente le hac a, reconoce noí í  

haber tomado ninguna medida de seguridad para evitar la propagaci n porque era suó  

hijo; exist an fot grafos y personal especializado en el gobierno para esos trabajos peroí ó  

como las sesiones  eran secretas no se les permit a el ingreso,  supone que usualmenteí  

hac a las grabaciones el servicio de inteligencia, quien probablemente las guardar a, peroí í  

l no se preocupaba de eso, s lo en esta ltima sesi n en que se tratar a de la cesi n deé ó ú ó í ó  

unas  tierras  quiso  asegurarse  por  si  luego  hab a  alg n  cuestionamiento  y  por  esoí ú  

mantuvo adem s el original en su poder, envi ndole una copia a Carlos Raffo, s lo a l,á á ó é  

tampoco le ha enviado otros videos relacionados con las sesiones del Consejo; sobre si 

evalu  los efectos que podr a tener la entrega de esas filmaciones, aclara que ahora queó í “  

recuerdo  ( ) la grabaci n no fue enviada sino entregada a la mano , el se or Raffo” … ó “ ” ñ  

viaj  a Tokio antes de 2003 y que pens  que eso podr a calmar a todas las personasó ó í  

descontentas con el acuerdo de paz. 

Cent s imo  sexto:é  Que, en lo que sigue, pues, se proceder  al an lisis de losá á  

antecedentes para resolver si concurren los requisitos que exige el numeral 3  del art culo° í  

647 del C digo de Procedimiento Penal.ó

El Estado requirente acompa  una serie de elementos de prueba consistentes enñó  

declaraciones  testimoniales,  documentos,  transcripci n  de los  videos  reveladores  de  laó  

informaci n,  recortes  de  publicaciones  period sticas  entre  otros,  de  los  cuales  resultaó í  

relevante destacar los siguientes:

En primer lugar, se har  referencia a los dos documentos acompa ados relativos aá ñ  

la  visualizaci n  y  transcripci n  de  las  cintas  de  video  que  originan  la  presenteó ó  

investigaci n, con el fin de conocer qu  es lo que se transmiti :ó é ó

- Acta de visualizaci n y transcripci n de cintas de video adjuntadas como pruebaó ó  

por el ministro de defensa y la procuradur a ad-hoc, en la denuncia contra elí  

requerido por el delito de revelaci n de secretos de inter s del Estado:ó é

Se procede a visualizar el primer video VHS el cual se identifica como video A, 

que  tiene  el  r tulo  Videos  de  Alberto  Fujimori  presentados  en  el  Programaó  

Cuarto Poder  07Set2003.–

Se  aprecia,  primeramente,  una  explicaci n  del  conductor  del  programa  queó  

manifiesta que la semana anterior se presentaron en exclusiva los fujivideos, una 

primicia,  y  que  en  esta  segunda  parte  van  a  presentar  adem s  documentosá  

exclusivos que demostrar an que el presidente Fujimori s  manejaba dinero ení “ í  

efectivo…”.

Seguidamente  en  im genes  se  aprecia  al  ex  presidente  Fujimori,  quiená  

textualmente se ala: Si en alg n momento decid  grabar mis actividades, fue deñ “ ú í  

manera abierta, con c maras del rea de prensa de Palacio, para tener un registroá á  

hist rico que sirva para mostrar c mo se gestaron los diez a os que cambiaron laó ó ñ  

historia del Per , el pueblo ya se ha dado cuenta del verdadero objetivo de misú  

enemigos, atacarme, no importa sin razones y con desesperaci n para evitar queó  

el movimiento S  Cumpleí  siga subiendo en las encuestas .”

Se visualiza nuevamente al conductor del programa, quien dice: Frente a ra z“ í  

(sic) de los fujivideos que nosotros hemos presentado, el se or Carlos Raffo quienñ  

es defensor ac rrimo representante del Fujimorismo duro, se ala dice argumentaé ñ  
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que  nuestros  fujivideos  son fujivideos  bamba  (sic)  que  l  tiene  los  verdaderosé  

fujivideos  y como prueba  de ello  nos  ha tra do el  d a de hoy  tres  fujivideosí í  

editados por l que nosotros vamos a presentar ( ) y vamos a tener al se oré … ñ  

Raffo  en  nuestros  estudios…”.  A  continuaci n,  se  visualiza  la  entrevista  deló  

conductor al se or Carlos Raffo, de la cual se destaca que dice: En realidad estoñ “  

me lo ha pasado v a internet el ingeniero Fujimori hace cuarentiocho horas, paraí  

poder  traer  este peque o detalle,  de hecho,  es  un mont n.  ( )  El ingenieroñ ó ” …  

Fujimori tiene registrado los diez a os de su gobierno  (se corta la imagen).ñ …”

A  continuaci n,  aparece  en  im genes  en  fondo  negro:  Consejo  de  Defensaó á  

Nacional, 5 de agosto de 1998. Tema: Conflicto con Ecuador. Seguidamente la 

trascripci n de la grabaci n describe, detalladamente, el sal n donde se lleva aó ó ó  

cabo  una  reuni n  del  Consejo  y  las  im genes  de  los  asistentes  ( vistiendoó á “  

uniforme militar  algunas de ellas). Se indica en el audio del video que la voz”  

corresponde al ex presidente  Alberto  Fujimori:  Uno de los  compromisos  que“  

asume Per  es que no va a mover absolutamente nada, esperamos con pacienciaú  

que el Presidente Mahuad asuma el mandato el d a diez, Total calma!, la ordení  

es estricta a pesar de que hay infiltradas tropas ecuatorianas en esta zona, pero 

queremos  suscribir  un acuerdo  razonable  para  evitar  conflictos  despu s  de  laé  

asunci n del Presidente Mahuad  (se corta imagen). Se hace constar que en laó ”  

parte superior de la imagen aparece transcripci n que corresponder a a lo queó í  

est  exponiendo Alberto Fujimori en dicha reuni n; asimismo se deja constanciaá ó  

que  la  duraci n  de  grabaci n  del  video  visualizado  es  de  aproximadamenteó ó  

cuatro  minutos  y espec ficamente  lo relacionado  a la  reuni n  del  Consejo  deí ó  

Defensa, dura aproximadamente un minuto.

Acto  seguido  se procede  a visualizar  el  segundo video  VHS que se identifica 

como  Video  B,  que  tiene  el  r tulo  Videos  de  Alberto  Fujimori  presentado  en  eló “  

Programa   7set2003, cuyo contenido es exactamente igual al anterior, signado con la” –  

letra A.

- Diligencia  de  visualizaci n  de  los  03  videos  propalados  en  el  programaó  

period stico Cuarto Poder.í “ ”

Esta es una diligencia que se efect a en la sala de audiencias del Penal Miguelú “  

Castro Castro  con personal del  D cimo Tercer Juzgado Penal de Lima, y la” é  

presencia del representante del Ministerio P blico y de las siguientes personas: elú  

procesado Carlos Raffo y su abogado defensor, el abogado defensor del procesado 

Alberto Fujimori  y los testigos Alfonso Carlos  Esp , Carlos Alberto Bergaminoá  

Cruz,  Segundo  Francisco  Arnao  Laos,  Nicol s  de  Bari  Hermoza  R os,  Juaná í  

Fernando Dianderas Ottone, Elesb n Eduardo Bello V squez, Humberto Guidoá á  

Rosas  Bonuccelli,  C sar  Saucedo  S nchez  y  el  abogado  de  la  Procuradur aé á í  

Anticorrupci n.ó

Ante la juez, se visualiza el primer video rotulado Videos de Alberto Fujimori“  

Fujimori presentados en el programa Cuarto Poder - 07 de septiembre 2003  - A,”  

donde se puede apreciar que es un video que se inicia con la presentaci n deló  

conductor  del  programa  se or  Esp ,  luego  aparece  una  imagen  del  se or  exñ á ñ  

presidente Alberto Fujimori y luego nuevamente se observa al conductor quien 
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presenta un video, luego se pasa a una entrevista con el procesado Raffo Arce, 

prosigue una imagen que indica Consejo de Defensa Nacional, 5 de agosto de 

1998,  Conflicto  con  Ecuador,  donde  la  sesi n  del  Consejo  dura  un  minutoó  

aproximadamente.

Luego  se procede  a visualizar  un segundo video rotulado  Videos  de Alberto“  

Fujimori Fujimori presentados en el programa Cuarto Poder”  07 de septiembre–  

2003  B, en el que se aprecia una sesi n del Consejo de Defensa Nacional que– ó  

dura menos de un minuto y se corta la imagen, repiti ndose lo visualizado en elé  

primer  video  en  la  parte  que  respecta  a  la  sesi n  del  Consejo  de  Defensaó  

Nacional.

Se procede a visualizar un tercer video rotulado Ministerio P blico Fiscal a de la“ ú í  

Naci n  resumen de televisi n sobre los  Vladivideos  en Reuni n de Mandosó – ó ó  

Militares , en este video tambi n se aprecia una entrevista a la se ora Susana” é ñ  

Higushi  de  Fujimori  de  aproximadamente  cinco  minutos,  luego  se  aprecia  al 

conductor  del  programa Cuarto  Poder  haci ndole  una  entrevista  al  procesadoé  

Carlos Raffo, la misma que dura aproximadamente tres minutos y el conductor 

se ala que se van a mostrar tres videos que han sido entregados por el procesadoñ  

Carlos Raffo, el primer video que se muestra se ala Consejo de Defensa Nacionalñ  

02  o  03  de  agosto  de  1998,  Conflicto  con  Ecuador ,  donde  se  aprecian“ ”  

fragmentos de sesiones del Consejo de Defensa Nacional, sesi n videos agosto de“ ó  

1998 , sesi n de octubre de 1998 ; luego contin a la entrevista del conductor al” “ ó ” ú  

procesado, continuando despu s la transmisi n del noticiero. é ó

Consta, asimismo, el Comunicado Oficial N  012, de fecha 8 de septiembre de°  

2003, emitido por el Ministerio de Defensa Nacional. 

En este se se ala,  luego de transcribir  el  art culo  330 del  C digo Penal,  que:ñ í ó  

N 3)  El d a de ayer en el  Programa Cuarto Poder ,  transmitido en el  canal  4 de“ ° í “ ”  

televisi n se difundieron fragmentos editados de videos que registran sesiones del Consejoó  

de  Defensa  Nacional.  Dichos  videos  habr an  sido  proporcionados  por  el  ingenieroí  

Alberto Fujimori a trav s de una tercera persona con el m vil innoble de hacer primaré ó  

su  inter s  personal,  consistente  en  quedar  bien  ante  la  poblaci n  peruana  y  haceré ó  

proselitismo pol tico, sobre el inter s nacional ; N 4)  ( ) de acuerdo a lo dispuesto ení é ” “ ° …  

el art culo 5  del Decreto Legislativo N 743 (Ley del Sistema de Defensa Nacional) todaí ° °  

persona que por raz n de su cargo o funci n tome conocimiento de alguna informaci nó ó ó  

relacionada con la Defensa Nacional est  obligada a guardar la reserva que correspondaá  

a su clasificaci n de seguridad.  ó ”

Interesa conocer, a continuaci n, los testimonios de funcionarios y autoridades deó  

la poca que por su cargo o funci n participaban en el Consejo de Defensa Nacional,é ó  

que deponen sobre las caracter sticas del referido Consejo, naturaleza de la informaci ní ó  

ventilada en l y apreciaciones sobre la grabaci n de las sesiones:é ó

- Declaraciones  de Nicol s  de Bari  Hermoza R os,  rá í endidas el  7 de octubre de 

2003. El testigo declara tras haber sido part cipe de las sesiones del Consejo deí  

Defensa  Nacional  que  fueron  grabadas  y  publicadas,  ostentando  el  cargo  de 

Comandante  General  y  Presidente  del  Comando  Conjunto  de  las  Fuerzas 

Armadas al momento de los hechos. Se le pregunt  al testigo si alguna sesi n deló ó  
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Consejo de Defensa del Estado Nacional efectuada en el Servicio de Inteligencia 

Nacional fue grabada o filmada por Hiro Fujimori, hijo del ex presidente Alberto 

Fujimori, a lo que aquel responde: 

S , en una sesi n estuvo su hijo Hiro grabando la sesi n que se realizaba en el“ í ó ó  

Servicio  de  Inteligencia  Nacional .  Agrega  que  sobre  el  punto  Hubo  una” “  

oposici n  ( )  cuando  termin  la  sesi n  el  suscrito  hizo  la  observaci n  de  loó … ó ó ó  

indebido  al  Jefe  del  Servicio  de  Inteligencia  Nacional  y  al  asesor  Vladimiro 

Montesinos .”

Consultado sobre si se tomaban actas de las sesiones del Consejo y se firmaban, 

se ala: No me conñ “ sta ya que no firm  ning n acta .é ú ”

Preguntado  en  relaci n  a  quien  o  c mo  se  realizaba  la  clasificaci n  de  laó ó ó  

informaci n,  indic  que  conforme  a  la  normatividad  del  sistema  de  defensaó ó  

nacional  la  clasificaci n  de  los  documentos  relacionados  con  el  Consejo  deó  

Defensa Nacional deb a hacerla quien dirig a el Consejo de Defensa, asesorado“ í í  

por los organismos de inteligencia , enunciando las posibles categor as: secreta,” í “  

reservada, estrictamente secreta…”

- Declaraciones de Juan Fernando Diandera Ottone, rendidas con fecha 7 de abril 

del 2004 y 21 de junio de 2005. El testigo declara tras haber participado de las 

sesiones convocadas en el Consejo de Defensa Nacional, pues al momento de los 

hechos se desempe aba como Director General de la Polic a Nacional. De estañ í  

declaraci n,  cabe  destacar  cuando  se ala:  No  ten a  conocimiento  que  lasó ñ “ í  

sesiones sean grabadas por la sencilla raz n de que en un espacio tan reducidoó  

como el sal n Grau me hubiera percatado de dichas grabaciones ( ); en todoó …  

caso, mi opini n es de que si hubo grabaciones stas se realizaron de maneraó é  

clandestina, porque en honor a la verdad, cuando yo particip  en las aludidasé  

reuniones, nunca vi un camar grafo con su equipo de filmaci n . ó ó ”

Asimismo, en cuanto al car cter secreto de las sesiones, el testigo responde: á

Seg n mis conocimientos doctrinarios, todos los documentos relacionados con la“ ú  

Defensa Nacional e integridad territorial son de car cter estrictamente secretos .á ”  

No obstante,  desconoce  quien  hac a  la  clasificaci n  de  los  documentos  en  laí ó  

Secretar a de la Defensa Nacional. í

Sobre la existencia de actas de las sesiones, indica: No tengo conocimiento de“  

que existan actas de las sesiones del Consejo de la Defensa Nacional, nunca vi un 

libro  de  actas  ni  he  firmado ( )  pero  colijo  que  toda  esa informaci n  y los… ó  

detalles estaban a cargo del Secretario de la Defensa Nacional .”

- Declaraciones de Eduardo Ferrero Costa, quien declara como integrante de las 

sesiones  del  Consejo  de Defensa  Nacional,  dada  su condici n  de Ministro  deó  

Relaciones Exteriores de Per  (a la fecha de la declaraci n es embajador del Perú ó ú 

en Estados Unidos, desde donde declara). Consultado si est  en conocimiento deá  

la difusi n de los videos sobre las sesiones del Consejo de la Defensa Nacional,ó  

respondi : Si, me inform  de la difusi n de la filmaci n en el programa Cuartoó “ é ó ó  

Poder.  ( )  Si  puedo  asegurar  que  se  trat  de  fragmentos  de  sesiones  de… ó  

comienzos de agosto del a o 1998, en que se presentaba la posibilidad real de unñ  

conflicto  armado  con  el  Ecuador.  Igualmente,  tambi n  hay  fragmentos  deé  
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sesiones realizadas en las ltimas semanas de setiembre, cuando en el Consejo deú  

Defensa se discut a la posibilidad de la entrega de Tiwinza ( ) . í … ”

Agrega:  Fue evidente  que el  texto  difundido  era una burda  edici n,  corta  y“ ó  

fragmentada, en que por razones aparentemente pol ticas se mezclan pasajes deí  

distintas  sesiones  y  de  momentos  diferentes,  distorsionando  la  realidad  de  los 

hechos y pretendiendo alterar los hechos”.

Preguntado sobre si a las sesiones del Consejo asist an o pod an asistir personasí í  

que no fueran miembros del Consejo, respondi : A las sesiones a veces asist anó “ í  

algunas personas invitadas por el Presidente Fujimori y que no eran miembros 

natos del Consejo de Defensa . ”

Sobre la existencia de actas de las sesiones y grabaciones, indica: En cuanto a las“  

actas, no recuerdo con exactitud, tengo la impresi n de que se hac a un acta deó í  

la sesi n ( ) y hasta donde ten a conocimiento las sesiones no eran grabadas conó … í  

c marasá  del rea de prensa de Palacio .á ”

- Declaraci n de Antonio Am rico Ibarcena Amico, rendida con fecha 26 de eneroó é  

del a o 2004.ñ  El testigo se desempe aba, a la poca de las grabaciones de lasñ é  

Sesiones  del  Consejo  de  Defensa  Nacional,  como  Comandante  General  de 

Marina, por lo que concurr a a dichas sesiones cuando se le convocaba. Al testigoí  

se le pregunt  si asist an terceras personas a las sesiones del Consejo, a lo queó í  

respondi : Que yo recuerde no, no he visto a terceras personas, salvo en unaó “  

ocasi n en la que estuvo presente moment neamente el hijo del ex Presidente deó á  

la  Rep blica  Alberto  Fujimori  Fujimori,  quien  estuvo  filmando  parte  de  laú  

reuni n . ó ”

- Declaraciones de Julio Rolando Salazar Monroe, rendidas con fecha 22 de enero 

del a o 2004 y 18 de noviembre del a o 2005. El testigo desempe aba el cargoñ ñ ñ  

de  Jefe  del  Servicio  de  Inteligencia  Nacional,  por  lo  que  participaba  de  las 

sesiones del Consejo de Defensa Nacional. Al momento de los hechos ostentaba el 

cargo de Ministro de Defensa.

En su declaraci n de 22 de enero del a o 2004 al testigo se le pregunt  si lasó ñ ó  

sesiones  del  Consejo  de  Defensa  Nacional  eran  grabadas  y/o  filmadas  con 

conocimiento de los presentes, a lo que contest :  ó Que, las sesiones del Consejo“  

de Defensa Nacional eran firmadas (sic), la grabaci n (filmaci n) se realizaba conó ó  

c maras  de instalaci n fija  y a la  vista  de todos  los  presentes,  en Palacio  deá ó  

Gobierno la filmadora estaba colocada encima de un televisor en una esquina de 

la Sala y en el Servicio de Inteligencia Nacional (SIN), estuvo instalado en un 

tr pode que enfocaba a toda la sesi n, la grabaci n en ambos casos era a la vistaí ó ó  

de todos los presentes . ”

Agrega, m s adelante: ( ) depende del tema de que se trate la sesi n, si el temaá “ … ó  

a tratar es secreto, la sesi n, las actas y los registros de filmaci n tambi n sonó ó é  

secretos,  por ejemplo cuando se trate de temas de guerra externa la sesi n esó  

secreta.”

- Declaraci n de Elesb n Eduardo Bello V squez, rendida con fecha 16 de junio deó á á  

2005.  El  testigo  declara  tras  haber  participado  de  las  sesiones  grabadas  del 
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Consejo de Defensa Nacional, ocupando el cargo de Comandante General de la 

Fuerza A rea.é

Al solicitarle que precise si la filmaci n de la sesi n del Consejo fue realizada poró ó  

la  oficina  de  prensa  del  Palacio  de  gobierno,  responde: Dicha  filmaci n  fue“ ó  

realizada por el hijo del Presidente Fujimori, de nombre Hiro .”

Consultado  por  qu  si  las  sesiones  del  Consejo  eran secretas  permitieron  queé  

entraran personas ajenas como es el hijo del ex presidente Fujimori y filmaba la 

reuni n,  dijo:  Debo  se alar  que  el  deponente  as  como  otros  miembros  ahó “ ñ í í 

presentes  no estuvimos  de acuerdo en que dicha sesi n fuera  filmada.  ( )  Eló …  

presidente,  como  jefe  de  las  fuerzas  armadas  dispuso  que  su  hijo  estuviera 

presente, pero le hice presente esta situaci n al general Bari de Hermoza R os yó í  

me dijo que iba a hablar con el Presidente de la Rep blica.ú ”

Interrogado en relaci n a si las sesiones del Consejo eran grabadas, se al : ó ñ ó

Nunca tom  conocimiento de ello y la nica“ é ú  vez que tom  conocimiento que fueé  

filmada la sesi n, fue la que le mencion  (hijo de Fujimori).ó é

Agrega al terminar: El video propalado no constituye una violaci n de secreto“ ó  

militar por cuanto la paz con Ecuador hab a sido sellada y la gran mayor a de losí í  

hechos han sido publicados en distintos medios de comunicaci n.ó ”

- Declaraci n  de  Humberto  Guido  Rozas  Bonuccelli,  rendida  con  fecha  4  deó  

noviembre del a o 2005. Al momento de los hechos se desempe aba como Jefeñ ñ  

del Servicio de Inteligencia Nacional, participando de las sesiones del Consejo de 

Defensa  Nacional.  Consultado  sobre la  existencia  de actas  de las  sesiones  del 

Consejo,  se ala:  No recuerdo  haber  firmado actas  ni  que  me hayan llevadoñ “  

despu s el documento para la firma.é ”

- Declaraciones de Carlos Alberto Bergamino Cruz, rendidas con fecha 17 de mayo 

de 2004 y 20 de mayo de 2005. El testigo era Jefe de la Secretar a de la Defensaí  

Nacional  y fue tambi n ministro de defensa del gobierno de Fujimori.  De susé  

declaraciones  cabe resaltar  que,  respecto  a las  grabaciones  de las  sesiones  del 

Consejo de Defensa Nacional, se ala: Quedaban registradas en registros f lmicos,ñ “ í  

las mismas que eran realizadas en algunos casos por el propio Presidente de la 

Rep blica Alberto Fujimori Fujimori . En cuanto a la finalidad de stas, se alaú ” é ñ  

que:  Seg n  el  Presidente  de  la  Rep blica,  Alberto  Fujimori,  era  para  tener“ ú ú  

registro hist rico del proceso de negociaciones Per  Ecuador . Quiero tambi nó ú ” “ é  

agregar que los videos  de las filmaciones  que se hicieron tanto en Palacio de 

Gobierno como en el Servicio de Inteligencia Nacional, quedaron en poder del 

Presidente de la Rep blica . ú ”

Sobre  la  naturaleza  de  la  informaci n,  indic :  La  sesi n  y  los  documentosó ó “ ó  

relacionados  deb an tener  la m s alta clasificaci n de estrictamente  secreta  ení á ó  

algunos  casos  que  eran  aquellos  en  que  se  trataba  de  asuntos  de  seguridad 

nacional.”

- Declaraciones  de  Cesar  Enrique  Saucedo  S nchez,  rendidas  coá n fecha  22 de 

enero del 2004 y 14 de junio del a o 2005. El testigo participaba de las sesionesñ  

grabadas del Consejo de Defensa Nacional,  desempe ndose como Ministro deñá  
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Defensa y, al momento de los hechos, como Presidente del Comando Conjunto 

de las Fuerzas Armadas. 

Durante la declaraci n que prest  el  testigo con fecha 22 de enero de 2004,ó ó  

se al : ñ ó

Tengo conocimiento  que existen actas  y registros  f lmicos  de las  sesiones  del“ í  

Consejo de Defensa Nacional, cuya custodia y responsabilidad es del Jefe de la 

Secretar a de Defensa Nacional, quien depende del Presidente de la Rep blicaí ú ”.

Por  ltimo,  interesa  destacar  las  declaraciones  de  quienes  participaronú  

directamente en la difusi n de los videos objeto de la cuesti n:ó ó

- Declaraciones del imputado Carlos Fernando Raffo Arce, rendidas con fecha 6 de 

octubre de 2003 y 17 de octubre de 2005. El testigo ten a el cargo de Jefe deí  

Prensa de Alberto Fujimori Fujimori, y fue quien realiz  la entrega de la cintaó  

que conten a las im gí á enes difundidas en el programa El Cuarto Poder . “ ”

En la declaraci n prestada el 6 de octubre de 2003, se le pregunt  si era l quienó ó é  

tuvo  en  su  poder  y  proporcion  la  grabaci n  de  video  difundido  el  07  deó ó  

Setiembre  de  2003  en  el  programa  period sí tico  televisivo  Cuarto  Poder“ ” 

relacionado a la Sesi n del Consejo de Defensa Nacional, de fecha 05AGO98 , aó ”  

lo que respondi :  Yo no ten a en mi poder esas im genes, dichas im genes meó “ í á á  

fueron enviadas desde Tokio por el ingeniero Fujimori y como es habitual en mi 

funci n de su jefe de prensa, entregu  esas im genes a Cuarto Poder  para suó é á “ ”  

evaluaci n y posterior  difusi n;  en resumen mi participaci n en este hecho seó ó ó  

limita al de llevar al canal las im genes enviadas por Fujimori desde Tokio . á ”

Posteriormente, en la declaraci n que prest  con fecha 17 de octubre de 2005, seó ó  

le pregunt  si sab a que las grabaciones difundidas fueron grabadas por el hijo deló í  

se or Alberto Fujimori Fujimori, a lo que respondi : Entiendo que una de esasñ ó “  

tres reuniones fue grabada por el hijo del Se or Alberto Fujiori Fujimori.  ñ ”

Al ser preguntado respecto a c mo llegan a su poder los tres videos obrantes enó  

autos, responde: Son enviados por el Ingeniero Alberto Fujimori Fujimori, v a“ í  

internet . Se ala adem s que: El Se or Fujimori registr  durante su gobierno los” ñ á “ ñ ó  

principales hechos ( ) de su gesti n y tengo entendido que l tiene copias de ese… ó é  

material. 

Tambi n se le pregunt  al testigo si sab a de la existencia  de un registro deé ó í “  

videos de las sesiones del  Consejo de Defensa Nacional durante la gesti n deló  

Presidente Fujimori , y se al : ” ñ ó Que si tengo conocimiento, el Ingeniero Fujimori“  

me coment  que l ten a registradas esas reuniones por ser de gran contenidoó é í  

hist rico dentro del proceso de paz concluido en el a o noventiocho . ó ñ ”

- Declaraci n de Alfonso Carlos Esp  y Garc s-Alvear, rendida con fecha 10 deó á é  

noviembre de 2005. El testigo declara por haber sido el presentador del programa 

Cuarto  Poder  el  d a  en  que  se  difundieron  los  videos  de  las  sesiones  del“ ” í  

Consejo de Defensa Nacional.

Consultado  respecto  a  c mo  tom  conocimiento  de  los  hechos  investigados,ó ó  

se al : El se or Raffo se present  al programa Cuarto Poder con un video queñ ó “ ñ ó  

l  hab a  editado  y  que  le  comunic  al  director  del  programa  que  estabané í ó  
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referidos a los verdaderos Fujivideos ,  l se present  minutos  antes de q“ ” é ó ue el 

programa saliera al aire .”

En relaci n a si ten a conocimiento  de los videos  que se iban a difundir  conó í  

anterioridad, indic : No, este era un caso especial, yo ten a mis reporteros de losó “ í  

casos que se iban a difundir, en este caso era diferente, porque fue el se or Raffoñ  

quien trajo sus videos y que l hab a editado y que el difundi , esto fue a ltimoé í ó ú  

minuto”.

A prop sito de si ten a conocimiento de que efectivamente ste hab a editado losó í é í  

videos, conforme lo se al  al aire,  respondi : ( ) Eso fue lo que mencion  elñ ó ó “ … ó  

se or Raffo al director period stico, y si fue ediñ í tado o no por ste no me consta .é ”

Cent s imo  s ptimo:é é  Que, informando, el Fiscal de esta Corte Suprema estima 

cumplidos los requisitos de doble incriminaci n y m nima gravedad del delito imputadoó í  

al  requerido;  y  respecto  de  su  participaci n  culpable,  entiende  que  todas  lasó  

declaraciones indagatorias y testimoniales en el presente caso sindican a Alberto Fujimori  

como quien orden  a su hijo mayor Kenyi realizar la grabaci n de al menos una de lasó ó  

sesiones del Consejo de Defensa Nacional con anuencia de aqu l. Estas sesiones ten an elé í  

car cter de secretas en resguardo de los intereses del Estado, lo que habr a sido reveladoá í  

aprovechando su ex condici n de alto funcionario p blico.ó ú

Cent s imo  octavo:é  Que,  por  su  parte,  el  Estado  requirente  al  evacuar  el 

traslado que le fuera conferido, con fecha 13 de febrero de 2024, hace un examen de 

cada  uno  de  los  requisitos  exigidos  por  el  Tratado  vigente  para  que  proceda  la 

extradici n y los estima cumplidos. Realiza, a continuaci n, un pormenorizado an lisisó ó á  

de  los  antecedentes  probatorios  aportados  en  el  requerimiento,  concluyendo  que  ha 

quedado especialmente demostrado que Fujimori mantuvo en su poder, tras cesar como 

Presidente de la Rep blica, filmaciones de al menos tres reuniones secretas del Consejoú  

de Defensa Nacional en que se trataron temas relevantes de evidente inter s nacional, lasé  

que posteriormente habr a remitido desde Tokio a Lima, a efectos de ser difundidas porí  

un canal de televisi n, con la finalidad de lograr un mayor protagonismo pol tico.ó í

Cent s imo  noveno:  é Que,  a su turno,  evacuando el  traslado conferido,  con 

fecha 15 de febrero de 2024, la Corporaci n de Asistencia Judicial, oficina de Defensaó  

Penal,  actuando  por  el  requerido,  solicita  el  rechazo  de  la  presente  ampliaci n  deó  

extradici n,  basada, por una parte,  en que la prueba acompa ada no ser a suficienteó ñ í  

para respaldar la acusaci n de que Fujimori habr a encomendado a su hijo la filmaci nó í ó  

de la sesi n de marras y, por otra, en que la conducta del requerido constituye un delitoó  

pol tico,  ya  que  es  indicativa  de una manipulaci n  de  la  informaci n  con el  fin  deí ó ó  

obtener ventajas pol ticas para promover su imagen como candidato.í

En tal  virtud,  incumplir a  el  requisito  de  que  el  delito  no  sea  pol tico  paraí í  

conceder la extradici n.ó

Cent s imo  d cimo:é é  Que,  del  an lisis  de  los  antecedentes  probatorios  antesá  

rese ados, es posible concluir que lo que se difundi  en el a o 2003 fueron extractosñ ó ñ  

editados,  de  algunas  sesiones  del  Consejo  de  Defensa  Nacional,  del  a o  1998,ñ  

relacionados con el conflicto que Per  mantuvo en aquella poca con Ecuador y queú é  

termin  con  un  Tratado  de  Paz  ese  mismo  a o.  No  se  conoce  con  exactitud  losó ñ  

contenidos de esos extractos, ni su fidelidad con lo acontecido en la realidad, s lo queó  
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son muy breves, duran escasos minutos y est n entremezclados con mensajes de car cterá á  

pol tico, en que se enaltece la figura y gesti n del reclamado durante su mandato. No esí ó  

posible establecer si la edici n de los videos fue efectuada por el mismo reclamado o poró  

el  se or  Raffo  y,  en  todo  caso,  es  claro  que  el  ex  presidente,  en  su  declaraci nñ ó  

indagatoria, acomoda los hechos se alando que entreg  personalmente los videos a suñ ó  

jefe de prensa en Tokio, lo que este contradice tanto al ser entrevistado en el programa 

de televisi n en que fueron difundidos, como en declaraciones judiciales posteriores.ó

Por otra  parte,  de acuerdo a los  testimonios  recogidos,  el  que la  informaci nó  

provenga de sesiones del Consejo de Defensa Nacional, no asegura que hubiere tenido el 

car cter  de secreta  o reservada,  toda vez que,  no obstante  que por su naturaleza seá  

puede presumir que su contenido no es de dominio p blico, por un lado, se desconoce siú  

fue clasificada  conforme a los par metros a los que alude el comunicado oficial del“ ” á  

Ministerio de Defensa, y por otro, las caracter sticas de las sesiones no resultan acordesí  

con lo que debiera ser el est ndar de actos de esa naturaleza, desde que no existe certezaá  

de  que  hubiere  quedado  registro  en  actas,  grabaciones  u  otro  documento  oficial, 

conocido y ratificado por los asistentes, de lo tratado en ellas lo que impide determinar–  

la  fidelidad  de  lo  difundido  con  lo  acaecido  y  atendida  la  asistencia  ocasional  de–  

personas ajenas al Consejo. Elocuente resulta, en ese sentido, que el propio ex Presidente 

hubiere efectuado grabaciones de las mismas, que conserva en su poder al menos hasta 

la fecha de los hechos, para tener un registro hist rico de su gesti n , y que hubiere“ ó ó ”  

introducido en una de las sesiones a un familiar, aficionado a las grabaciones , seg n“ ” ú  

sus palabras en la indagatoria.

Cent s imo  und cimo:é é  Que,  con el  m rito  de lo expuesto,  a juicio de esteé  

tribunal, los hechos denunciados no se adec an al tipo penal bajo el cual se persigue laú  

responsabilidad del  requerido.  En efecto,  como se ha reflexionado,  la difusi n de losó  

videos de marras no constituye propiamente la revelaci n de un secreto de Estado, sinoó  

m s bien, una estrategia propagand stica hilvanada sobre la base de algunos hechos queá í  

se sit an en el marco de las materias tratadas en el Consejo de Defensa Nacional, peroú  

de manera difusa y construida  para la ocasi n, en que los contenidos se subordinan a“ ” ó  

la figura que se busca realzar, lo que est  lejos de configurar los elementos del tipo. Elá  

espacio temporal y su contexto es otro factor relevante para el an lisis, desde que laá  

informaci n supuestamente secreta data del a o 1998 y es dada a conocer en el a oó ñ ñ  

2003, y alude a un conflicto respecto del cual existe un instrumento oficial del Estado (un 

Tratado de Paz) que lo zanja y que es de conocimiento p blico.ú

Cent s imo  duod cimo:é é  Que, as  las cosas, por las consideraciones expuestas,í  

disintiendo de la opini n del Fiscal Judicial y, sin perjuicio de establecer que el delitoó  

atribuido  al  requerido  es  un  delito  com n  y  no  pol tico,  la  presente  solicitud  deú í  

ampliaci n de extradici n habr  de ser desestimada, resultando inoficioso pronunciarseó ó á  

sobre la defensa del requerido relativa a la insuficiencia de prueba.

Por  estos  fundamentos,  disposiciones  legales  citadas,  y  lo  preceptuado  en  el 

Tratado de Extradici n vigente entre la Rep blica de Chile y del Per , suscrito en el a oó ú ú ñ  

1932, los art culos 344 a 381 del C digo de Derecho Internacional Privado o C digo deí ó ó  

Bustamante,  la  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos,  la  Convenci nó ó  

Interamericana  para  prevenir,  sancionar  y  erradicar  la  violencia  contra  la  mujer 
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(Convenci n de Belem do Par ), la Convenci n sobre la eliminaci n de todas las formasó á ó ó  

de discriminaci n contra la mujer (CEDAW), el Estatuto de Roma que crea la Corteó  

Penal Internacional, se resuelve que:

I. Se accede a las solicitudes de ampliaci n de extradici n formuladas por laó ó  

Rep blica del Per , respecto del ciudadano peruano Alberto Fujimori Fujimori por suú ú  

presunta responsabilidad en la comisi n de los siguientes delitos:ó

1 )  Secuestros  agravados  y homicidios  calificados  de Marino  Ventocilla  Rojas,°  

Rafael Ventocilla Rojas, Alejandro Ventocilla Castillo, Sim n Ventocilla Castillo, Paulinoó  

Ventocilla Castillo y Rub n Ventocilla Le n (oficio 4264);é ó

2 ) Homicidios calificados de Nicol s Cruz S nchez y otros, en el operativo de° á á  

rescate de rehenes en Embajada de Jap n en Lima (oficio 4266);ó

3 )  Homicidios  calificados  de  Jorge  Bardales  Rengifo  y  otras  39  personas,  y°  

Lesiones  graves  en agravio de Margot  Lourdes  Liendo Gil,  Victoria  Obdulia  Trujillo 

Agurto y Ayd  Sebastiana Chumpitaz Luyo, por el il cito penal previsto en el inciso 1é í ° 

del  art culo  121  del  C digo  Penal  peruano;  y  por  Lesiones  graves  en  agravio  deí ó  

Mercedes Adela R os Vera, Gertrudis Silvia Breuer y Juli n Modesto Ronceros Solano,í á  

por el il cito penal  previsto en el  inciso 2  del citado art culo 121 del  C digo Penalí ° í ó  

peruano, en el caso del Penal Castro Castro (oficio 4268);

4 ) Lesiones graves seguidas de muerte en agravio de Mar a Mam rita Mestanza° í é  

Ch vez,  Alejandra  Aguirre  Aucapi a  (tambi n  individualizada  como  Auccapi a  yá ñ é ñ  

Auccapina),  Reynalda  Betalleluz  Aguilar  (tambi n  individualizada  como  Batallaluz  yé  

Betallaluz), Mar a Genoveva Esp nola Otiniano y Celia Ramos Durand, y por Lesionesí í  

graves en agravio de Victoria Vigo Espinoza y otras, en caso Esterilizaciones forzadas ,“ ”  

(oficio 4790); y

5 ) Secuestros agravados en agravio de Arturo Moreno Alc ntara y otros (oficio° á  

4265); 

II. Se  rechazan  las  restantes  solicitudes  de  ampliaci n  de  extradici nó ó  

formuladas por la Rep blica del Per , respecto del ciudadano peruano Alberto Fujimoriú ú  

Fujimori por su presunta responsabilidad en la comisi n de los siguientes delitos:ó

6 ) Suministro ilegal de armas de fuego, asociaci n il cita para delinquir, violaci n° ó í ó  

de  soberan a  de  un  Estado  extranjero,  falsedad  gen rica  y  conspiraci n,  por  noí é ó  

encontrarse justificada su participaci n en los hechos punibles (oficio 3602);ó

7 )  Asociaci n il cita  para delinquir  y Peculado,  por  encontrarse  prescritas  las° ó í  

acciones penales (oficio 4267); y

8 ) Revelaci n de secreto de inter s nacional en agravio del Estado peruano, por° ó é  

no configurar los hechos denunciados el tipo penal investigado (oficio 4269).

Redact  la ministra instructora Andrea Mu oz S nchez.ó ñ á

Reg strese,  notif quese  a  las  partes  y  ejecutoriado  que  sea,  comun quese  alí í í  

Ministerio de Relaciones Exteriores, para conocimiento de la Embajada de la Rep blicaú  

del Per .ú

Cons ltese, si no se apelare.ú

Rol  N  71.850-2021.°
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En Santiago, a veinticuatro de junio de dos mil veinticuatro, notifiqué en
Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente, como asimismo
personalmente al Fiscal Judicial de la Corte Suprema, quien no firmó.
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